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Introducción 

LAS respuestas de las sociedades avanzadas a necesidades tan relevantes para el 

desarrollo como la educación y la sanidad, las pensiones y el seguro de desem-

pleo, las infraestructuras o la seguridad ciudadana se caracterizan por la decisiva 

presencia pública y la dedicación a las mismas de un gran volumen de recursos. 

En Europa, el gasto público es equivalente a casi el 50% del producto interior 

bruto (PIB), e incluso se supera en algunos países. La importancia y la dimensión 

de estas actividades justifican prestar atención a los resultados de las actuaciones 

públicas desde la perspectiva de la eficiencia y también de la equidad, cuestiones 

que han vuelto a ser debatidas apasionadamente durante estos años en los que la 

crisis ha puesto en cuestión la sostenibilidad financiera de numerosas adminis-

traciones y muchos programas de gasto.  

En España, las discusiones recientes sobre los servicios públicos tienen una li-

mitada base empírica y se encuentran enmarcadas por tres grandes referencias 

cuyo fundamento es, con frecuencia, más de naturaleza ideológica que objetiva. 

La primera de estas referencias son las opiniones sobre la ambición deseable pa-

ra los objetivos gubernamentales, que para algunos debe ser grande y para otros 

pequeña. Los distintos puntos de vista sobre las metas a alcanzar tienen implica-

ciones sobre la dimensión financiera y las funciones a desempeñar por el sector 

público, así como sobre la forma de financiarlas. La segunda coordenada de los 

debates se refiere a los medios a utilizar, la eficacia de las políticas y las ventajas e 

inconvenientes de los instrumentos. Este ámbito del debate tampoco es sólo téc-

nico —aunque podría serlo más— apareciendo importantes referentes ideológi-

cos, en particular, en la valoración de la conveniencia de prestar los servicios a 

través de instrumentos públicos o privados. La tercera coordenada es la referida 

a la descentralización o centralización de los servicios. Mientras las ventajas teóri-

cas de la descentralización se refieren a su potencial capacidad de adaptarse a las 

preferencias de distintos grupos de ciudadanos, las de centralización hacen refe-

rencia a la igualdad de las oportunidades de los residentes en distintos territo-

rios.  
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Caben pocas dudas de que en España la valoración de todos estos temas y 

problemas se aborda desde perspectivas marcadas con más frecuencia por ele-

mentos de naturaleza identitaria e ideológica que por referencias empíricas. Este 

trabajo se mueve precisamente en este último terreno, presentando los resulta-

dos de una investigación sobre un tema que consideramos relevante para acotar 

algunos de los debates mencionados entre los límites que establece la evidencia 

disponible sobre el despliegue territorial el sector público español.  

El tema analizado es la evolución del gasto en los servicios públicos fundamen-

tales (en adelante SPF) en España y sus comunidades autónomas en los años 

transcurridos del siglo XXI. El proyecto se ha desarrollado en 2013 y 2014 como 

parte del Programa de Investigaciones Económicas Fundación BBVA-Ivie y ha 

sido estimulado por la intensidad de las discusiones mencionadas en estos últi-

mos años. Su finalidad es doble: por una parte, acotar los elementos subjetivos de 

los debates, aportando evidencia hasta ahora no disponible que puede ser utili-

zada fácilmente como referencia de las valoraciones y en la toma de decisiones; 

por otra, llamar la atención sobre las sustanciales diferencias de gasto en los ser-

vicios públicos fundamentales entre las comunidades autónomas españolas, las 

implicaciones de las mismas para la igualdad de oportunidades y el escaso fun-

damento existente para considerarlas un resultado de la descentralización.  

Para avanzar hacia ambos objetivos con una adecuada base informativa, una 

parte importante del proyecto ha consistido en construir un banco de datos so-

bre la distribución territorial del gasto en los principales servicios públicos de 

2002 a 2013. Sus resultados se presentan en el capítulo 2 y son particularmente 

interesantes para la investigación realizada.  

Por una parte, porque los datos de 2002 confirman que las desigualdades vie-

nen de lejos. En realidad son anteriores a la descentralización, de modo que no 

son consecuencia de la autonomía sino de un despliegue territorial desigual del 

sector público centralizado previo. Sin embargo, estas diferencias se hacen más 

visibles a partir de la homogeneización de los traspasos de competencias a las 

comunidades autónomas —al completarse la cesión de la sanidad y las universi-

dades a aquellas comunidades que todavía no las gestionaban— lo que facilita la 

comparación.  
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En segundo lugar, la serie presentada muestra lo sucedido desde 2002 hasta la 

actualidad, un periodo en el que se han sucedido años de fuerte expansión eco-

nómica y abundancia de recursos para el sector público y otros de intensa crisis y 

enorme retroceso de los ingresos fiscales para todos los niveles de gobierno. La 

necesidad de llevar a cabo ajustes en los ingresos y gastos públicos para reducir el 

déficit y recuperar un horizonte de estabilidad financiera ha planteado numero-

sas preguntas sobre las actividades a mantener y en qué condiciones hacerlo, lo 

que equivale a interrogarse sobre qué servicios se consideran fundamentales. La 

evidencia presentada indica que la protección a los servicios públicos fundamen-

tales ha resultado mayor en aquellos servicios que han permanecido centraliza-

dos, y será importante valorar tres posibles causas de ese resultado: prudencia en 

la asunción de compromisos de gasto, previsión financiera de las administracio-

nes responsables y asignación de recursos adecuada a la priorización que mere-

cen los servicios públicos fundamentales.   

Una de las conclusiones más importantes de la evidencia aportada en este vo-

lumen es que las preguntas sobre la dimensión y las características deseadas para 

el sector público en España no deberían responderse sin tener muy en cuenta las 

sustanciales diferencias territoriales existentes en el nivel de gasto por habitante 

en los servicios públicos fundamentales. Los datos presentados señalan que el 

sector público en España es territorialmente tan desigual que existen razones 

poderosas para dudar que los residentes en las distintas comunidades accedan a 

los servicios públicos en condiciones no ya iguales, ni siquiera similares. El análi-

sis realizado bucea en las causas y consecuencias de estas diferencias que, en par-

te, están en la base de las intensas tensiones institucionales de los últimos años. 

Para encontrarlas, los cinco capítulos del volumen tienen el contenido que se 

sintetiza a continuación.  

El primer capítulo ofrece un panorama del papel y la dimensión de los servi-

cios públicos fundamentales en España, valorando su importancia dentro de las 

actuaciones gubernamentales y su trayectoria reciente. Para ello se analiza su ta-

maño y estructura desde distintas perspectivas, comparándolo con otros países e 

identificando los servicios públicos que serán considerados en el resto de la mo-

nografía y las administraciones encargadas de gestionarlos. Este primer diagnós-

tico justifica por qué el análisis se centra en el despliegue territorial de los servi-

cios públicos fundamentales, integrándose en esta categoría la sanidad, la educa-
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ción y la protección social. Evaluar la trayectoria del gasto en estas actividades 

durante la expansión y la crisis es imprescindible para abordar sobre bases fiables 

los debates abiertos sobre la sostenibilidad futura del Estado del bienestar, las 

implicaciones de las políticas de estabilidad presupuestaria y su dimensión terri-

torial.  

El segundo capítulo ofrece un resumen de la información elaborada para po-

der evaluar el despliegue territorial de los servicios públicos fundamentales, pre-

sentando el contenido del banco de datos construido. Se muestra la trayectoria 

del gasto por comunidades en educación, en sanidad, en protección social y en 

el agregado en los servicios públicos fundamentales. En los datos ofrecidos en el 

capítulo se constatan las sustanciales diferencias de gasto por habitante entre 

comunidades autónomas, tanto en las distintas funciones como en el agregado 

de los servicios públicos fundamentales, que justifican plantearse un análisis de 

las causas y consecuencias de las mismas en los capítulos siguientes. Para ello es 

importante describir las funciones de gasto en los servicios públicos fundamenta-

les gestionadas por las distintas administraciones. El papel de las Administracio-

nes centrales se concentra en los capítulos de protección social: las pensiones, 

principalmente gestionadas por la Seguridad Social y las prestaciones por des-

empleo, por la Administración central. Las comunidades autónomas son mayori-

tariamente responsables de los servicios de sanidad y educación y participan 

también en los de protección social, en mayor medida tras la aprobación en 2006 

de la ley de Dependencia. Por último, las corporaciones locales desempeñan 

funciones complementarias en los distintos servicios atendidos por las Comuni-

dades Autónomas, realizando gastos de menor cuantía que éstas que, en todo 

caso, son relevantes. 

La base de datos con la distribución territorial del gasto en los servicios públi-

cos fundamentales puede ser consultada íntegramente en el sitio web de la Fun-

dación BBVA.1 En ella se cubre el período 2002-2013 y se distingue el gasto reali-

zado en cada territorio por los distintos niveles de las Administraciones Públicas. 

Por tanto, se ofrece información del gasto territorial realizado por la Administra-

ción central, las comunidades autónomas, las corporaciones locales y las Admi-

nistraciones de la Seguridad Social. Y en todos los casos se distinguen los tres ser-

                                                            

1 Véase http://www.fbbva.es/TLFU/tlfu/esp/noticias/fichanoticia/index.jsp?codigo=1446. 
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vicios públicos fundamentales (educación, salud y protección social) y su agrega-

do. Además, y con el fin de facilitar el análisis, la base de datos incluye también 

las magnitudes en términos per cápita con la misma desagregación indicada; así 

como índices de evolución en términos reales per cápita. 

Los capítulos 3 y 4 se centran en el estudio del gasto en los servicios públicos 

fundamentales que depende de las comunidades autónomas con el propósito de 

identificar las causas de las diferencias per cápita observadas entre las mismas. 

Las hipótesis contempladas son tres: en primer lugar, en el capítulo 3 se estudia 

si las diferencias se explican por la existencia de distintas necesidades objetiva-

bles. Para ello se define y aplica una métrica que evalúa la intensidad de las nece-

sidades por habitante de las comunidades, atendiendo a sus diferencias demo-

gráficas, de localización de la población y de coste. En segundo lugar —en el ca-

pítulo 4— se considera si las diferencias de gasto se deben a la dispar disponibi-

lidad de recursos de las comunidades, dado que el abanico de ingresos por habi-

tante de las mismas es considerable como consecuencia del diseño de los siste-

mas de financiación, las singularidades del régimen foral y la importancia de 

otras fuentes de ingresos. En tercer lugar se analiza si las diferencias de gasto en 

la autonomía de las comunidades se asocian a diferentes niveles de prestación de 

los servicios públicos. 

Por último, el capítulo 5 estudia las implicaciones de los niveles de gasto en los 

servicios públicos fundamentales para las políticas redistributivas de las Adminis-

traciones Públicas en España. Se destaca que la redistribución opera combinan-

do contribuciones de los individuos en función de su capacidad de pago y pres-

taciones de servicios públicos en las que se atiende tanto a criterios contributivos 

—pensiones, desempleo— como de igualdad de oportunidades en la atención a 

las necesidades —pensiones no contributivas, rentas mínimas de inserción, salud, 

educación, servicios sociales—. El capítulo evalúa la importancia de las políticas 

redistributivas y los cambios en las mismas asociados a la llegada de la crisis, ofre-

ciendo materiales valiosos para discutir el alcance de un hipotético retroceso en 

el Estado de bienestar. También se presta atención a la importancia que los ser-

vicios públicos fundamentales tienen en los efectos redistributivos de las políticas 

públicas. Por último, se analiza la intensidad con la que la redistribución opera 

en cada comunidad y la importancia del gasto en los servicios públicos funda-

mentales para explicar esas diferencias de intensidad.  
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El volumen se cierra con un breve capítulo de conclusiones en el que se desta-

can los resultados más relevantes para las políticas públicas. Las más sobresalien-

tes son subrayadas en los comentarios finales de ese último capítulo. 
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1. El sector público y los servicios fundamentales 

LA importancia del sector público en las economías avanzadas se deriva de las 

actividades que desempeña y del volumen de recursos dedicados a las mismas. 

Las respuestas sociales a asuntos tan relevantes como la educación, la sanidad, las 

infraestructuras, las pensiones o la seguridad cuentan con una decisiva presencia 

pública. Además, el gasto público representa en muchos países europeos cifras 

equivalentes —e incluso superiores— al 50% del producto interior bruto (PIB). 

Estos dos rasgos del sector público, relevancia y dimensión de sus actividades, 

avalan la pertinencia de evaluar sus resultados y suscitan permanentes debates 

sobre la eficiencia y equidad de las actuaciones gubernamentales.  

La crisis ha intensificado la discusión sobre estos temas, al poner en cuestión 

la sostenibilidad financiera de la trayectoria de numerosas administraciones y, 

como consecuencia de ello, de numerosos programas de gasto público. En Espa-

ña, a partir de 2008 se ha producido un fuerte desajuste de las cuentas de los tres 

niveles de gobierno —central, autonómico y local— y en los últimos años tam-

bién de la Seguridad Social. La necesidad de reducir el déficit y recuperar un 

horizonte de estabilidad financiera ha planteado numerosas preguntas sobre qué 

actividades deben ser mantenidas —y en qué condiciones— y cuáles podrían ser 

prescindibles, cuestión que equivale a interrogarse acerca de qué servicios se 

consideran fundamentales.  

Cuando las preguntas sobre las prioridades de los distintos gastos se plantean 

en un estado descentralizado llevan aparejadas otras sobre cómo repartir los re-

cursos públicos entre las administraciones responsables de los diferentes servi-

cios. En efecto, ese debate en España se plantea recurrentemente entre las co-

munidades autónomas de régimen común y la Administración central en el Con-

sejo de Política Fiscal y Financiera, cada vez que se evalúa el cumplimiento del 

principio de suficiencia en la financiación de las comunidades. Ahora bien, la 

valoración de la suficiencia no es independiente del nivel de servicios ofrecidos, 

la modalidad organizativa seleccionada para ofrecerlos, los costes en los que se 

incurre al prestarlos y la eficacia con la que se producen, o la calidad de los resul-
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tados obtenidos. En la medida en que la autonomía de los gobiernos deja en sus 

manos decisiones relevantes en todos estos temas que influyen finalmente en el 

gasto, la suficiencia o no de los recursos es difícil de precisar.  

Para abordar a lo largo de este volumen el análisis de las diferencias territoria-

les de gasto en los servicios públicos fundamentales (SPF), comenzaremos por 

evaluar su relevancia y trayectoria reciente en el conjunto de España. Con esa 

finalidad, este primer capítulo ofrece un panorama general de la dimensión de 

los servicios públicos en España, la importancia de los SPF dentro de las actua-

ciones públicas, su trayectoria reciente y perspectivas. El capítulo se estructura 

como sigue. El primer apartado ofrece una visión general del sector público es-

pañol, su tamaño y estructura, comparándolo con otros países. El segundo apar-

tado identifica los servicios públicos que serán considerados fundamentales en el 

resto de la monografía y las administraciones encargadas de gestionarlos en Es-

paña. En el apartado tercero se plantean los principales problemas a los que se 

enfrentan los SPF, en la actualidad y de cara al futuro, tanto en España como en 

otros países desarrollados de nuestro entorno.  

1.1. Dimensiones del sector público español 

El esquema 1.1 presenta un esquema de los aspectos a tener presentes al analizar 

el sector público desde una perspectiva económica, así como las relaciones entre 

los mismos y las principales variables a considerar. El esquema conceptual pro-

puesto contempla las actividades públicas como un proceso transformador que 

emplea distintos recursos —inputs financieros, humanos y materiales— para pro-

ducir múltiples outputs: servicios educativos, sanitarios, de transporte, transferen-

cias de rentas a parados, pensionistas o dependientes, etc. De estas actividades se 

derivan impactos que constituyen los resultados finales —outcomes— de las actua-

ciones públicas en la sociedad: mejoras en la salud y en la formación, protección 

frente al desempleo o la vejez, mejoras en la movilidad o la seguridad, etc. 

Para ordenar el análisis empírico de este conglomerado de actividades es con-

veniente distinguir si los problemas considerados y las variables e indicadores 

que utilizamos para representarlos corresponden al ámbito de los recursos, los 

procesos, los outputs o los outcomes. Así, las cuestiones referidas al volumen o la 

estructura de los ingresos y gastos públicos, o al empleo público, corresponden al 
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ESQUEMA 1.1: Dos fases de las actividades públicas 

 

Fuente: Elaboración propia. 

ámbito de los recursos. En cambio, las correspondientes a la estructura de niveles 

de gobierno, la estructura organizativa de las administraciones y las diversas di-

mensiones de la gestión pública (económico-financiera, de recursos humanos, 

contratación, etc.) se refieren a los procesos. Por su parte, las preguntas sobre 

qué se produce —y la valoración de la eficiencia— se refieren a los outputs o ser-

vicios y los resultados de esos servicios públicos para la sociedad —incluyendo 

entre ellos los referidos a la equidad— corresponden al ámbito de los outcomes. 

Este marco de referencia conceptual permite advertir que la mayoría de las 

medidas del tamaño del sector público utilizadas se basan en datos de ingresos y 

gastos y se refieren al ámbito de los recursos. Los indicadores de productos y re-
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observamos que en el caso de España en 2014 el gasto público representa el 

43,6% del PIB, el significado de este porcentaje es en realidad una medida del 

peso de los recursos totales utilizados por el sector público más que de los servi-

cios ofrecidos, pues éstos dependerán de la eficiencia alcanzada en el uso de esos 

recursos.  
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El gasto mide el total de recursos utilizado pero una parte de los mismos pue-

den provenir del endeudamiento. Así sucede cuando los ingresos fiscales son 

insuficientes para cubrir el gasto en periodos de déficit como el actual. En ese 

caso las medidas de los recursos que utiliza el sector público pueden ser muy dis-

tintas si se basan en el gasto o en los impuestos recaudados. Como muestra el 

gráfico 1.1, según la presión fiscal (porcentaje de ingresos tributarios en relación 

con el PIB) la dimensión del sector público en España en 2014 es del 34%, una 

cifra sensiblemente inferior a la que se obtiene al considerar el indicador de los 

gastos (43,6%).  

GRÁFICO 1.1: Dimensión del sector público en relación con el PIB, 2000-2014 
(porcentaje) 

 
Fuente: IGAE (2015b) y INE (2015b). 

Un tercer indicador del tamaño del sector público utilizado con frecuencia es 

el peso de los asalariados públicos en la ocupación total, que en España repre-

senta el 16,9% del empleo total en 2014. Esta variable muestra un peso del sector 

público mucho menor que los dos anteriores y la razón es doble. Primero que, 

en realidad, buena parte de las actividades de los gobiernos no son productivas 

sino redistributivas (transferencias al sector privado, sobre todo a los hogares) y 

emplean muy poco personal. La segunda es que solo una parte del gasto produc-

tivo de los gobiernos se dedica a la contratación de empleados públicos. El resto 

se dedica a inversiones y a comprar bienes y servicios privados para producir ser-

vicios públicos. 
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La distinción entre el gasto público productivo —es decir, que se dedica a la 

producción de servicios públicos— y el redistributivo —pensiones, seguro de 

desempleo, pagos a dependientes, etc.— es muy relevante. En el panel a del grá-

fico 1.2 se muestra el alcance de esta descomposición del gasto público total, 

pues se reparte casi por mitades entre ambos conceptos. Además, en el panel b 

gráfico 1.2 se constata que una parte importante de los gastos productivos en 

servicios públicos (superior al 40%)2 se destina a adquirir bienes y servicios pri-

vados con financiación de los gobiernos: construcción de infraestructuras, sani-

dad y educación concertada, suministros de todo tipo a las administraciones, etc.  

La diversidad de perspectivas desde las que se puede contemplar lo público 

exige seleccionar adecuadamente las variables utilizadas para medir sus actua-

ciones, en función de los objetivos perseguidos. Los datos anteriores indican que 

se trata de un asunto importante incluso cuando se trata simplemente de evaluar 

su tamaño, como confirma la creencia equivocada de parte de la opinión pública 

de que el empleo público alcanza porcentajes similares a los que el gasto público 

representa en comparación con el PIB. La elección de indicadores de lo público 

se enfrenta a dificultades mayores cuando se desea evaluar sus procesos, produc-

tos y resultados, sobre todo teniendo presente que conviene contemplarlos desde 

la doble perspectiva de la eficiencia y la equidad pues ambos objetivos son muy 

relevantes. Si como sucede con frecuencia la selección de indicadores no se rea-

liza con la prudencia y precisión necesarias, la consecuencia es que los diagnósti-

cos del sector público y los debates sobre sus problemas resultan distorsionados. 

1.2. Perspectiva internacional  

La pregunta acerca de si la dimensión del sector público español es elevada o 

insuficiente está presente en muchos debates actuales y, más allá de las preferen-

cias personales, puede responderse de distintas maneras. La primera consiste en 

comparar los indicadores de tamaño y otros perfiles del sector público español 

con los de otros países, ejercicio que será realizado a continuación. Una segunda 

respuesta a esa cuestión puede venir de la valoración de sus resultados, es decir, 

de cuántos servicios ofrece, con qué productividad se obtienen y qué contribu-

                                                            
2 Se excluye del cálculo el consumo de capital fijo. 
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ción realizan a objetivos clave como la igualdad de oportunidades o al crecimien-

to económico. Esta segunda aproximación es mucho más compleja porque, co-

mo se verá, medir los resultados de las actuaciones públicas plantea muchos pro-

blemas a día de hoy, que se deben a dos razones fundamentalmente: las dificul-

tades existentes para valorar en términos reales la producción pública y, más to-

davía, los elementos subjetivos que aparecen al evaluar las contribuciones guber-

namentales desde la perspectiva de la equidad.  

GRÁFICO 1.2: Composición del gasto público español 
(porcentaje) 

a) Gasto total: gasto redistributivo + productivo 

 
b) Gasto productivo: gasto de personal + gasto en bienes y servicios 

 
Fuente: OCDE (2011, 2013c). 
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Dimensión del sector público y costes 

Para comparar el sector público español con el de otros países hemos de acep-

tar retrasos que vienen impuestos por las fuentes internacionales. El porcentaje 

del PIB que representaba el gasto público total en España se situaba en 2011 en 

el 45,2%, una cifra muy próxima a la media de la Organización para la Coopera-

ción y el Desarrollo Económicos (OCDE) y a países como Alemania, algunos 

puntos por debajo de las de Italia, Reino Unido y Francia y algo por encima de 

las de Canadá y Estados Unidos (panel a gráfico 1.3). Estos seis países serán los 

considerados en la mayoría de las comparaciones de este capítulo por dos razo-

nes: porque por su tamaño y nivel de renta constituyen referencias muy relevan-

tes y, además, porque ofrecen un abanico de experiencias interesantes para un 

país cuasifederal como España, dado que Alemania, Canadá y Estados Unidos 

tienen estructuras federales y los otros tres están más centralizados.  

Si se considera en el panel b del gráfico 1.3 el peso de la parte del gasto dedi-

cado a la producción pública, como porcentaje del PIB, se observa que España 

alcanzaba en ese mismo año el 22,3% y su posición relativa es similar a la de 

Alemania. En Francia, Canadá y Reino Unido la producción de servicios por el 

sector público tiene un peso algo mayor y en el resto de países es menor, pero en 

ningún caso se trata de diferencias muy importantes. 

Como ya se ha mencionado, el cálculo del valor de la producción pública se 

realiza a partir de los costes en los que se incurre. En el gráfico 1.4 se ofrece la 

estructura de los mismos con mayor detalle que el gráfico 1.2, referida a los tres 

componentes más importantes: el coste de retribuir a los empleados públicos, el 

coste de los bienes y servicios privados usados por el sector público (compras) y 

los que no usa pero financia al sector privado (mediante transferencias) y, en 

tercer lugar, el consumo de capital fijo (amortizaciones de capital público). Se 

puede apreciar que, para un nivel dado de gasto productivo, existen diferencias 

significativas entre los países en cuanto a la intensidad con la que se producen 

los servicios con empleados públicos o se adquieren bienes y servicios privados.  

En España más del 52% del gasto público productivo corresponde a retribu-

ciones a empleados públicos, un porcentaje que es el mayor de los países consi-

derados y que nos sitúa dieciocho puntos porcentuales por encima del de Ale-

mania (34,5%). El mayor peso en el gasto público productivo de los salarios no 
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implica necesariamente que el gasto en empleados públicos represente una parte 

mayor del PIB —pues ello depende también del volumen de gasto público to-

tal— o que el porcentaje del empleo público sea mayor en el empleo total3 —

pues la estructura del empleo público y los niveles salariales también influyen en 

el gasto—. Como se puede comprobar en el gráfico 1.5, España no sobresale en-

tre los países considerados en ningunos de estos dos indicadores. 

GRÁFICO 1.3: Peso del gasto público. Comparación internacional, 2011 (porcentaje del PIB)  

a) Gasto público total 

 
b) Gasto público productivo 

 
Fuente: OCDE (2013c). 

 

                                                            
3 Las diferencias de las cifras de empleo público de los gráficos 1.1 y 1.5 se derivan de los criterios 
seguidos por la OCDE al delimitar qué empleos se incluyen en las comparaciones internaciona-
les. 

45,4

48,6

49,9

55,9

44,1

41,7

45,3

45,2

0 10 20 30 40 50 60

OCDE

R. Unido

Italia

Francia

Canadá

EE. UU.

Alemania

España

23,2

24,6

21,3

27,4

25,0

21,6

22,3

22,3

0 5 10 15 20 25 30

OCDE

R. Unido

Italia

Francia

Canadá

EE. UU.

Alemania

España



EL SECTOR PÚBLICO Y LOS SERVICIOS FUNDAMENTALES  [ 23 ] 
 
 

GRÁFICO 1.4: Estructura porcentual de costes de la producción pública, 2011 

 
Fuente: OCDE (2013c). 

Alemania se apoya en los suministros privados para realizar la producción pú-

blica mucho más que el resto, externalizándola por distintas vías (compra de 

bienes y servicios o financiación de los mismos) y mediante diversas modalidades 

de cooperación público-privada. España dedica a estas adquisiciones cerca de un 

39% del gasto productivo público, mientras en Reino Unido el porcentaje supera 

el 50% y en Alemania se acerca al 58%.  

El empleo público se concentra más que el privado en actividades para las que 

se requiere un nivel de cualificación elevada. España no es una excepción, aun-

que en las últimas décadas el peso del empleo cualificado ha crecido también en 

el sector privado tal y como se observa en el gráfico 1.6. 

Para realizar una comparación de los salarios relativos pagados a los emplea-

dos públicos en una selección de ocupaciones y países, el cuadro 1.1 los compara 
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los empleados públicos en España sino situaciones dispares: la prima es menor 

que la de otros países en las ocupaciones que suponen mayor responsabilidad de 

gestión y mayor en el  caso  de  los profesores no universitarios y los puestos auxi- 
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GRÁFICO 1.5: Peso del gasto en salarios y empleo públicos, 2011 

a) Gasto en salarios públicos como porcentaje del PIB 

 

b) Empleo público como porcentaje del empleo total 

 
Fuente: OCDE (2013c). 

GRÁFICO 1.6: Porcentaje de titulados superiores en el empleo. España, 2000-2013 

 
Fuente: Fundación Bancaja e Ivie (2014). 
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CUADRO 1.1: Salarios públicos por ocupaciones, 2011 
 (porcentaje) 

a) Salarios de los empleados públicos en relación con la renta per cápita 

  España Alemania EE. UU. Francia Italia R. Unido OCDE 

Nivel D1 3,89 4,97 5,05 6,44 16,84 8,48 5,94 

Nivel D2 4,17 4,27 4,65 5,21 9,89 5,59 4,41 

Nivel D3 3,10 3,48 4,37 4,44 4,56 4,14 3,17 

Nivel D4 2,33 ‒ 4,72 3,18 3,32 2,90 2,71 

Profesionales gobierno 
central seniors 

2,91 2,39 2,87 2,36 1,61 1,74 2,22 

Secretaría 1,43 1,36 1,39 1,51 1,32 0,98 1,17 

Inspectores de policía y 
detectives 

2,47 ‒ 2,73 2,30 2,09 2,56 1,84 

Agentes de policía 1,59 ‒ 1,51 1,61 1,69 1,62 1,44 

 

b) Prima salarial de los empleados públicos en comparación a los trabajadores de similar nivel educativo 

  España Alemania EE. UU. Francia Italia R. Unido OCDE 

Nivel D1 2,46 2,48 2,53 3,38 6,90 4,19 3,35 

Nivel D2 2,64 2,13 2,33 2,73 4,05 2,76 2,46 

Nivel D3 1,96 1,73 2,19 2,33 1,87 2,04 1,76 

Nivel D4 1,47 ‒ 2,37 1,67 1,36 1,43 1,50 

Profesionales gobierno 
central seniors 

1,84 1,19 1,44 1,24 0,66 0,86 1,18 

Secretaría 0,90 0,68 0,70 0,79 0,54 0,49 0,67 

Inspectores de policía y 
detectives 

1,56 ‒ 1,37 1,21 0,86 1,26 1,04 

Agentes de policía 1,00 ‒ 0,76 0,84 0,69 0,80 0,83 

Profesores 1,38 1,01 0,67 0,81 0,61 ‒ 0,85 

Nota: Los funcionarios nivel D1 son aquellos que están por debajo de ministros y del Secretario de Estado y pueden ser funcionarios de 
nivel superior o nombrados por el Gobierno. Los funcionarios de nivel D2 son funcionarios de nivel superior por debajo de los D1 y se 
encargan de formular y revisar las políticas y dirigir y coordinar las actividades del ministerio. Los funcionarios nivel D3 dirigen y coordinan 
el funcionamiento de una unidad administrativa bajo las directrices del órgano directivo. Los funcionarios nivel D4 asesoran políticas y a 
los gestores de alto nivel y realizan la planificación estratégica y financiera. 

Fuente: OCDE (2013c). 

liares de la Administración. En resumen, las primas salariales públicas en España 

ponen de manifiesto un menor abanico salarial. 

Estructura y organización 

Un aspecto de la estructura del sector público importante para valorar su or-

ganización y procesos es el nivel de descentralización de las actividades públicas 

en los gobiernos regionales y locales. En el panel a del gráfico 1.7 se comprueba 

que en España las comunidades autónomas gestionan más de un tercio del gasto  
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GRÁFICO 1.7: Estructura gubernamental por niveles, 2011 

a) Gasto por niveles de gobierno 

 
b) Descentralización fiscal: importancia de los gobiernos subcentrales en ingresos y gastos 

* Para Estados Unidos, el gasto de los gobiernos locales está incluido en el gasto de los Estados y el gasto de la Seguridad Social en el gasto 
del gobierno central. ** Para Reino Unido, el gasto de la Seguridad Social está incluido en el gasto del gobierno central. 

Nota: El dato de Canadá es de 2010. 

CAN: Canadá; DEU: Alemania; ESP: España; FRA: Francia; GBR: Gran Bretaña; ITA: Italia; OCDE: Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos 

Fuente: OCDE (2013c). 

público. En este sentido, nuestro país es más parecido a países federales como 

Alemania, Canadá o Estados Unidos que a los restantes países considerados, mu-
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europeos —federales o no— la existencia de una importante administración di-

ferenciada que gestiona los recursos dedicados a Seguridad Social, que en nues-

tro caso representan el 31,9% del gasto. 

El panel b del gráfico 1.7 muestra que en distintos países, sean federales o cen-

tralizados, los gobiernos subcentrales —estatales o locales— tienen un peso ma-

yor en el gasto que en los ingresos públicos y España no es una excepción en este 

sentido. La otra cara de esa moneda es que en las Administraciones centrales —

gobierno central o Seguridad Social— sucede lo contrario. Como consecuencia 

de ello, las Administraciones centrales intervienen en la financiación de las sub-

centrales a través de transferencias intergubernamentales verticales que en mu-

chos casos son importantes, como sucede en España. Sin embargo, los países fe-

derales no son los únicos en los que este rasgo se aprecia, pues en algunos de los 

centralizados —como Reino Unido— también se pone de manifiesto la misma 

característica debido a la dependencia financiera de los gobiernos locales del 

gobierno central correspondiente. 

Los gobiernos subcentrales suelen concentrar sus funciones en las actividades 

de producción de servicios públicos, mientras que las de redistribución moneta-

ria de la renta son principalmente desempeñadas por las administraciones de 

Seguridad Social cuando existen, y cuando no existen son competencia de la 

Administración central. Por esta razón, el peso de los gobiernos subcentrales en 

las actividades productivas es mucho mayor que su peso en el gasto público total. 

En el gráfico 1.8 se comprueba este rasgo comparando el nivel de descentraliza-

ción del gasto público con el peso de los gobiernos subcentrales en el empleo y 

la inversión pública. La práctica totalidad de las observaciones se sitúan por en-

cima de la diagonal, poniendo de relieve una especialización de los gobiernos 

regionales y locales en tareas que implican más empleo de factores productivos y 

que, por tanto, hacen sus resultados más sensibles al logro o no de unos adecua-

dos niveles de productividad.  

Otro aspecto muy relevante de la estructura del sector público es la importan-

cia de las diferentes funciones en el gasto total, que recoge el cuadro 1.2. En el 

mismo se puede observar que alrededor de un tercio del gasto se dedica a pro-

tección social y más de un cuarto a la producción de bienes públicos de carácter 

social (educación y sanidad, fundamentalmente). También son muy importantes,  
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GRÁFICO 1.8: Especialización productiva de los gobiernos subcentrales, 2011 (porcentaje) 

a) Empleo 

 

b) Inversión 

Nota: AUS: Australia; AUT: Austria; BEL: Bélgica; CAN: Canadá; CHE: Suiza; CZE: República Checa; DEU: Alemania; DNK: Dinamarca; 
ESP: España; EST: Estonia; FIN: Finlandia; FRA: Francia; GBR: Gran Bretaña; GRC: Grecia; HUN: Hungría; IRL: Irlanda; ISL: Islandia; ISR: 
Israel; ITA: Italia; JPN: Japón; KOR: Corea del Sur; LUX: Luxemburgo; MEX: Méjico; NLD: Países Bajos; NOR: Noruega; NZL: Nueva 
Zelanda; Polonia; PRT: Portugal; SVK: Eslovaquia; SVN: Eslovenia; SWE: Suecia; TUR: Turquía; USA: Estados Unidos. 

Fuente: OCDE (2013c). 
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económicos —que incluye buena parte de las inversiones en infraestructuras y 

apoyo a las actividades productivas—. Estas cinco grandes funciones concentran 

más del 85% del gasto total. 

CUADRO 1.2: Estructura del gasto público por funciones, 2011 
(porcentaje) 

  España Alemania EE. UU. Francia Italia R. Unido OCDE 

Servicios públicos 
generales 

12,53 13,60 12,36 11,51 17,27 11,61 13,63 

Defensa 2,33 2,35 11,71 3,23 3,04 5,13 3,57 

Orden público y seguridad 4,84 3,52 5,53 3,12 4,03 5,28 3,89 

Asuntos económicos 11,63 7,80 9,42 6,25 7,14 5,30 10,47 

Protección 
medioambiental 

2,06 1,47 0,00 1,89 1,79 1,98 1,63 

Vivienda y servicios 
comunitarios 

1,34 1,23 2,11 3,39 1,37 1,82 1,58 

Sanidad 14,06 15,54 21,39 14,74 14,74 16,51 14,51 

Ocio, cultura y religión 3,34 1,81 0,71 2,50 1,11 2,14 2,69 

Educación 10,51 9,40 15,52 10,80 8,49 13,41 12,46 

Protección social 37,37 43,27 21,25 42,57 41,02 36,83 35,56 

Fuente: OCDE (2013c). 

La comparación de los países seleccionados indica que estas tendencias gene-

rales se cumplen en todos ellos pero existen algunos matices interesantes. Los 

países continentales europeos —excepto España— sobresalen por el peso en su 

gasto total de la protección social y en el extremo opuesto se encuentra Estados 

Unidos. Este último país destaca en cambio por su gasto en salud (con Reino 

Unido), educación y defensa. España, y sobre todo Italia y Alemania, se encuen-

tran por debajo de la media en peso del gasto educativo. Italia sobresale en cam-

bio notablemente por el peso en el gasto de los servicios generales de la Adminis-

tración, que apunta una mayor carga burocrática o un mayor coste financiero. 

El desempeño de las actividades correspondientes a cada una de las funciones 

requiere el uso de una composición de recursos muy diferente, pues las de pro-

tección social fundamentalmente consisten en transferencias monetarias mien-

tras que las de sanidad, educación, defensa, seguridad o Administración Pública, 

consisten principalmente en la producción de bienes y servicios. Ahora bien, la 

financiación pública de estos servicios no implica que su producción lo sea, pues 

puede ser concertada con el sector privado. De hecho, en este terreno existe una 

gran variedad de prácticas: algunos bienes son por lo general producidos por el 

sector privado —por ejemplo, la construcción de infraestructuras— mientras 
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otros son exclusivamente del ámbito público —administración de justicia—. En 

otras funciones —en educación, sanidad, servicios sociales— es frecuente que 

convivan diferentes prácticas y que cuando la producción es pública se recurra 

por una parte al empleo público pero también, ampliamente, al uso de suminis-

tros privados para el aprovisionamiento de material o servicios intermedios.  

El reflejo de esta heterogeneidad se observa en la distinta composición del 

gasto de las tres principales funciones de producción de servicios públicos —

salud, educación y servicios generales de la Administración— en los distintos paí-

ses. El cuadro 1.3 permite observar que el peso de los salarios en educación es 

muy importante. En sanidad también pero no en todos los países, y son asimismo 

muy relevantes las compras de bienes y servicios al sector privado. En servicios 

generales de la Administración y en sanidad, el resto de gastos (que incluye pres-

taciones sociales en especie) adquiere también un peso importante.  

CUADRO 1.3: Estructura porcentual de costes de producción de tres funciones de gasto, 2012 

  España Alemania EE. UU. Francia Italia R. Unido 

Servicios generales de la 
Administración 

      

Compensación de trabajadores 20,32 22,65 11,21 28,16 16,28 12,19 

Coste de bienes y servicios 32,76 34,45 20,70 23,07 23,62 28,96 

Resto 46,91 42,89 68,09 48,77 60,10 58,84 

Total 100 100 100 100 100 100 

Educación    
Compensación de trabajadores 68,26 56,70 62,44 65,19 76,54 43,01 

Coste de bienes y servicios 13,28 29,61 19,03 19,64 13,96 46,13 

Resto 18,46 13,69 18,53 15,18 9,51 10,86 

Total 100 100 100 100 100 100 

Sanidad    
Compensación de trabajadores 44,80 5,68 11,53 27,55 33,05 44,47 

Coste de bienes y servicios 23,37 4,53 11,32 11,64 26,74 51,65 

Resto 31,83 89,79 77,15 60,80 40,21 3,89 

Total 100 100 100 100 100 100 

Fuente: OCDE (2013c). 
      

Resultados de los servicios públicos  

Evaluar los resultados del sector público es más difícil que medir los recursos 

que emplea, por diferentes razones. En primer lugar, el valor de los servicios pú-
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blicos no puede cuantificarse con el mismo criterio que en el sector privado al no 

existir en muchas ocasiones un mercado en el que la demanda manifieste direc-

tamente su disposición a pagar y se fije un precio. En esas circunstancias, el valor 

real de lo producido y su evolución se calculan con dificultad. El procedimiento 

alternativo de valoración de la producción pública se basa habitualmente en los 

costes corrientes en los que se ha incurrido, pero ello no facilita la evaluación de 

la producción real ni de los niveles de eficiencia y su evolución. En segundo lu-

gar, los resultados de los servicios públicos en términos de eficiencia y equidad 

dependen con frecuencia de su composición y calidad, del acceso a los mismos 

del conjunto de la población o de los distintos grupos de la misma. La informa-

ción para evaluar estos aspectos es limitada y, sin embargo, sería muy relevante 

para valorar adecuadamente el impacto final de las actuaciones públicas. 

Las posibilidades de abordar estos problemas resultan algo mayores cuando se 

contemplan funciones de gasto concretas, en particular en el caso de las activi-

dades que integran los SPF. Buena parte de los mismos son servicios universales, 

que llegan a toda la población que reúne ciertos requisitos. Es el caso de la edu-

cación obligatoria para los menores de 16 años o la sanidad para la población 

con necesidad de atención.4 En los restantes niveles educativos el servicio tam-

bién es universal para aquellos que desean acceder en el caso de la enseñanza 

secundaria y está condicionado a superar las pruebas de acceso y al pago de tasas 

en el caso de la enseñanza universitaria.  

Estas consideraciones son relevantes para enfocar la evaluación de los resulta-

dos de estos servicios públicos. Por ejemplo, no tiene sentido considerar indica-

dores de cobertura de los servicios que son universales —siempre que efectiva-

mente lo sean— pero sí de los que no tienen este objetivo. Así, se puede con-

templar un indicador de qué parte de la población potencialmente usuaria del 

servicio educativo accede a los niveles posobligatorios: el porcentaje de jóvenes 

que se matriculan en enseñanza secundaria superior, o el porcentaje de jóvenes 

menores de 25 años que acceden a la educación superior —universitaria o profe-

                                                            
4 La revisión realizada en 2013 del derecho a la asistencia sanitaria de la población extranjera ha 
limitado este derecho para algunos colectivos si bien en abril de 2015 el Gobierno ha anunciado 
una revisión de los criterios. Sobre el alcance de estos cambios, véase el Real Decreto 576/2013 
de 26 de julio.  
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sional.5 6 La comparación internacional con los países seleccionados que ofrece el 

gráfico 1.9 indica que el porcentaje de jóvenes que se matriculan en educación 

secundaria superior (posobligatoria) es muy elevado en los países considerados. 

Así, en 2011 la tasa de matriculación en educación secundaria superior en Espa-

ña era del 92,2%, por encima de Estados Unidos e Italia y por debajo de Francia 

y Reino Unido.  

Para el caso de la educación terciaria, la probabilidad de que un joven menor 

de 25 años acceda a la misma supera en España el 68%. En el caso de la universi-

dad es del 46,3%, porcentaje superior a Francia y Alemania pero inferior al resto 

de países. En cambio, la probabilidad de que un joven menor de 25 años acceda 

a ciclos formativos de grado superior (CFGS) es del 22%, superior a Alemania, 

Reino Unido y la OCDE. 

Otro indicador de los servicios educativos ofrecidos en la misma dirección es 

el porcentaje de la población adulta joven que completa esos niveles de educa-

ción posobligatoria. El gráfico 1.10 muestra que el porcentaje de adultos de 25 a 

34 años que solo ha cursado la educación obligatoria en España es del 35,2%, 

una cifra notablemente superior al resto de países de referencia. Asimismo, es el 

país con menor porcentaje de adultos de ese grupo de edad que ha cursado edu-

cación secundaria posobligatoria, mientras que presenta niveles próximos a la 

media de la OCDE para la educación terciaria (universitaria y profesional). En el 

caso de los ciclos formativos de grado superior, el porcentaje de adultos de 25 a 

34 años que ha cursado este nivel de estudios es superior a Alemania, Estados 

Unidos, Reino Unido y la OCDE, mientras que el porcentaje de los universitarios 

únicamente es superior a Alemania y a Italia. Estos datos reflejan, en conjunto, 

una estructura de cualificaciones educativas en España con forma de reloj de 

arena, en la que el reducido peso de las personas con estudios secundarios poso-

bligatorios refleja un mayor abandono temprano de los estudios que en otros 

países.   

                                                            
5 Las tasas de matriculación en las edades de inicio de los estudios son mejor indicador de cober-
tura que las del conjunto de los años, pues estas segundas dependen de la duración de los estu-
dios, que cambia según los mismos y entre países. 
6 La net entry rate nos indica la probabilidad de que un joven acceda a educación terciaria a lo 
largo de su vida si las tasas de entrada se mantienen. 
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GRÁFICO 1.9: Tasas de matriculación de los jóvenes que ingresan en niveles de estudios 
posobligatorios, 2011 

a) Porcentaje de jóvenes que cursan estudios secundarios sobre el total de la población en ese grupo de 
edad 

 
b) Porcentaje de jóvenes menores de 25 años que cursan estudios superiores 

 
* Los datos de Estados Unidos incluyen conjuntamente Universidad y CFGS. 

** No hay datos de Italia, Francia para CFGS. 
Fuente: Unesco (2015) y OCDE (2013a). 

Algunas encuestas internacionales recientes ofrecen indicadores de resultados 

educativos complementarios de los niveles educativos comenzados o finalizados, 

evaluando los conocimientos alcanzados mediante índices de comprensión lin-

güística o competencias matemáticas que reflejan la calidad de la educación re-
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94,9

88,2

95,0

89,7

92,2

0 20 40 60 80 100

R. Unido

Italia

Francia

EE. UU.

España

48,1
52,3

44,5

37,5

54,1

39,8

46,3

12,8

7,7

16,0

22,0

0

10

20

30

40

50

60

OCDE R. Unido Italia** Francia** EE. UU.* Alemania España

Universidad CFGS



[34]  SERVICIOS PÚBLICOS, DIFERENCIAS TERRITORIALES E IGUALDAD DE OPORTUNIDADES 
 
 

GRÁFICO 1.10: Estructura porcentual por niveles educativos de los adultos de 25 a 34 años, 2011 

 
Fuente: OCDE (2013a). 

de estudios —sea este obligatorio o posobligatorio— si el funcionamiento del 

sistema educativo es dispar y el aprovechamiento individual diverso. Existen da-

tos muy interesantes en este sentido para los jóvenes de 15 años que finalizan la 

etapa obligatoria (Informe PISA7) o para los adultos (Informe PIAAC8) y utili-

zando esta información —mostrada en el gráfico 1.11— se pueden comparar los 

resultados educativos promedios de los jóvenes y de los adultos de 25 a 34 años 

de los países. En ambos casos España se sitúa por debajo de la media de la OC-

DE, apuntando la existencia de problemas de eficacia en el funcionamiento del 

sistema educativo. En los otros países de referencia los resultados del PISA son 

mejores que en España tanto en matemáticas como en comprensión lingüística, 

a excepción de Estados Unidos cuyos resultados en matemáticas son ligeramente 

inferiores a los obtenidos en España. Asimismo, en los resultados del PIAAC Es-

paña también se encuentra a la cola de los países considerados, con la excepción 

de Italia en comprensión lingüística.  

Combinando estos resultados con los datos de recursos dedicados a la educa-

ción en cada país se puede realizar una aproximación a la eficiencia con la que 

funcionan  los  distintos  sistemas  educativos.  Para  esta  finalidad  es interesante

                                                            
7 Programme for International Student Assessment. 
8 Programme for the International Assessment of Adult Competencies. 
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GRÁFICO 1.11: Resultados educativos de PISA y PIAAC, 2012 

PISA PIACC (grupo de edad: de 25 a 34 años) 

a) Puntuación en comprensión lectora en PISA b) Puntuación en comprensión lectora en PIAAC 

 
c) Puntuación en matemáticas en PISA d) Puntuación en matemáticas en PIAAC 

Fuente: OCDE (2013e, 2015d). 
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GRÁFICO 1.12: Resultados educativos y recursos utilizados, 2012 

PISA PIACC (grupo de edad: de 25 a 34 años) 

a) Relación entre la puntuación en lectura en PISA 
2012 y el gasto público anual por estudiante en 
instituciones educativas (dólares PPA) 

b) Relación entre la puntuación en lectura del 
PIAAC 2012 y el gasto público anual por estudiante 
en instituciones educativas (dólares PPA) 

c) Relación entre la puntuación en matemáticas en 
PISA 2012 y el gasto público anual por estudiante en 
instituciones educativas (dólares PPA) 

d) Relación entre la puntuación en matemáticas del 
PIAAC 2012 y el gasto público anual por estudiante 
en instituciones educativas (dólares PPA) 

 * El dato de Canadá se corresponde con el gasto público anual por 
estudiante en instituciones públicas únicamente. 

PPA: paridad de poder adquisitivo. 

Nota: El gasto anual por estudiante en instituciones educativas (públicas y privadas) es el correspondiente a todos los niveles de educación. 
Véase la equivalencia de las abreviaturas en el gráfico 1.8. 

Fuente: OCDE (2013c, 2013e, 2015d). 
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dencia mientras que España se encuentra por debajo, indicando que los resulta-

dos de nuestro sistema educativo no solo apuntan que padece problemas de efi-

cacia sino también de eficiencia. 

En el ámbito de la salud el acceso a los servicios es universal en España desde 

mediados de los ochenta y, por ello, el primer indicador de resultados a conside-

rar puede ser el estado de salud percibido, esto es, el porcentaje de la población 

adulta que dice gozar de buena salud (gráfico 1.13). En él se advierte que la po-

sición de España entre los países de referencia es, en términos relativos, favora-

ble. Así pues, España no adolece en el ámbito de los servicios de salud —

ofrecidos o financiados en su gran mayoría por el sector público para la gran 

mayoría de la población— de los problemas de eficacia relativa que antes se ad-

vertían en el caso de la educación. 

Esta misma impresión positiva para España la transmite el gráfico 1.14, que 

combina para un amplio número de países los resultados en esperanza de vida 

con el gasto en salud por persona —a paridad de poder adquisitivo—. La ten-

dencia general entre los países de la OCDE considerados es que el mayor gasto 

en salud por habitante influye positivamente en la esperanza de vida y en este 

caso el poder explicativo de la variable de gasto es muy superior al observado en 

el caso de la educación. No obstante, de nuevo, la dispersión de resultados para 

un nivel de gasto similar puede ser notable, sobre todo en las observaciones si-

tuadas en los niveles medios de gasto, en los que se sitúa España. La buena noti-

cia en este caso es que nuestro país se sitúa claramente por encima de la línea de 

tendencia, obteniendo mejores resultados que países de referencia que gastan 

igual — Reino Unido— o más —Alemania, Canadá o Estados Unidos—. 

Para considerar los resultados en la tercera gran función de gasto considerada, 

la protección social, debe tenerse en cuenta que el principal objetivo de la misma 

es cubrir a la población frente a los riesgos que para sus niveles de ingresos re-

presentan la vejez, el desempleo o la pobreza. Una aproximación a la importan-

cia que las políticas de Seguridad Social alcanzan en los países consiste en eva-

luar qué porcentaje representan las prestaciones sociales en la renta bruta de las 

familias, es decir, la que resulta de sumar las prestaciones a la rentas obtenidas en 

el mercado o renta primaria. El gráfico 1.15 muestra esa información para los 

países seleccionados reflejando que aproximadamente entre el 75% y el 90% de 
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la renta bruta se corresponde con la renta primaria o de mercado, mientras que 

el resto proviene de las transferencias públicas. Por tanto, las diferencias entre 

países son notables. Francia e Italia son los países con mayor peso de las transfe-

rencias públicas sobre la renta pública (26%), seguido por España con un 23,3%. 

Estados Unidos, por su parte, es el país donde las transferencias públicas tienen 

menor importancia en la renta bruta de los hogares (10%). 

GRÁFICO 1.13: Resultados en salud. Estado de salud percibido, 2011 
(porcentaje) 

Nota: Adultos que manifiestan disfrutar de buen estado de salud. 

Fuente: OCDE (2013d). 

GRÁFICO 1.14: Resultados en salud y recursos utilizados, 2011 

 
Fuente: OCDE (2013c, 2015c). 
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GRÁFICO 1.15: Importancia de las prestaciones sociales en la renta bruta de los hogares, 2010 
(porcentaje) 

 
Fuente: OCDE (2013c). 

El efecto redistributivo potencial del gasto en protección social es mayor cuan-

to más recursos se dedican a prestaciones sociales, pero los resultados en ese sen-
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salarios previos y sus correspondientes cotizaciones, pero también juegan un pa-

pel en la distribución de los beneficios derivados de las prestaciones los topes a 

las mismas, la probabilidad de estar parado de los diferentes grupos, el momento 

de la jubilación y la esperanza de vida de los mismos.  

El resultado efectivo en cuanto a corrección de la desigualdad derivado de las 

prestaciones se puede valorar comparando los índices de Gini de la renta bruta 

de mercado o primaria y la renta disponible bruta9 (que incluye las transferencias 

a los hogares correspondientes a las prestaciones sociales monetarias y deduce  

los impuestos directos y cotizaciones pagados por las familias). El panel a del grá-

fico 1.16 confirma que, en efecto, las prestaciones e impuestos reducen la de-

sigualdad, y por eso las observaciones se sitúan por debajo de la diagonal, puesto 

que el Gini de la renta disponible bruta se representa en ordenadas y tiene valo-

                                                            
9 El calificativo de bruta indica que no ha sido deducida la depreciación de los activos. Las cuentas 
nacionales hablan de las distintas definiciones de renta como saldos de las correspondientes cuen-
tas, pero es de uso común referirse a las variables como renta de mercado o renta disponible.  
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res menores que el de la renta primaria bruta, representada en abscisas. La posi-

ción de cada país en el eje de abscisas indica la desigualdad derivada de la distri-

bución de la renta que resulta de los mercados de factores productivos —rentas 

primarias brutas— y la distancia de cada país a la diagonal indica la potencia re-

ductora de la desigualdad de su sistema de protección social.  

Los datos indican que la desigualdad en los niveles de ingresos se reduce con 

las transferencias y el pago de impuestos, siendo más intensa la corrección de la 

desigualdad derivada de las actuaciones públicas en los países europeos que en 

Canadá y en Estados Unidos, si bien en el primero de los dos países la desigual-

dad es mucho menor que en el segundo. España tiene niveles de desigualdad en 

sus rentas primarias similares a los de Francia e Italia, pero la potencia redistribu-

tiva de sus políticas de protección social es menor que la de los países europeos 

considerados (excepto Reino Unido). 

El análisis se puede completar considerando los efectos redistributivos deriva-

dos de añadir las prestaciones en especie (significativas para el caso de la sanidad 

y la educación). Para ello, en el panel b del gráfico 1.16 se compara la renta dis-

ponible ajustada (eje de ordenadas) con la renta disponible (eje de abscisas). Se 

observa cómo, de nuevo, todos los países se sitúan por debajo de la diagonal, lo 

que significa que las prestaciones en especie también ayudan a reducir la de-

sigualdad. 

GRÁFICO 1.16: Resultados redistributivos de las prestaciones sociales, 2007 

a) Renta de mercado y renta disponible bruta b) Renta de mercado y renta disponible bruta ajustada 

Nota: Los datos de renta de mercado para Francia, Alemania, Italia y Canadá son de 2008. Fuente: OCDE (2011). 
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1.3. Los servicios públicos fundamentales (SPF) 

Las funciones desarrolladas por el sector público pueden agruparse en cuatro 

grandes categorías: las que garantizan el funcionamiento del marco institucional 

y legal; las que se dirigen a apoyar la actividad económica; las que tienen como 

objetivo la mejora de la equidad mediante la garantía de rentas y de acceso a 

ciertos servicios públicos; y las orientadas a mejorar la calidad de vida de los ciu-

dadanos. Todas estas categorías son relevantes pero la tercera de las citadas ab-

sorbe la mayor parte del gasto público y tiene una importancia singular, conside-

rándose el acceso a algunos servicios públicos fundamental para igualar las opor-

tunidades de participación social de los individuos y, precisamente por ello, la 

conveniencia de ofrecer garantías de acceso a los mismos.  

Las tres funciones de gasto destacadas en la parte final del apartado 1.2 al co-

mentar los resultados del sector público pertenecen a esta categoría de servicios 

fundamentales y, por tanto, resultan doblemente relevantes: por la importancia 

de los recursos dedicados a las mismas y por las actividades que desarrollan. En 

efecto, la educación, la salud y la protección social absorben mucho más de la 

mitad del gasto público y son claves para alcanzar los objetivos de equidad que 

persiguen las actuaciones públicas, en especial la realización del principio de 

igualdad de oportunidades. Como consecuencia de ambas circunstancias, el res-

to de este estudio se va a concentrar en estas actividades que denominamos servi-

cios públicos fundamentales (SPF).  

Para precisar el contenido de esta categoría se puede consultar la descripción 

que ofrece el cuadro 1.4. Los SPF consideran todas las actividades relacionadas 

con la prestación y gestión de servicios de salud —asistencia primaria, especiali-

zada y hospitalaria, salud pública, investigación clínica—, la prestación y gestión 

de servicios educativos —infantil, primaria, secundaria, postsecundaria y supe-

rior, becas, servicios auxiliares de la educación— y la prestación y gestión de los 

servicios de protección social —los derivados de enfermedad e incapacidad, la 

edad avanzada, los supervivientes, la protección a la familia, el desempleo, la vi-

vienda, la exclusión social—. 

La importancia de los recursos dedicados a este amplio conjunto de activida-

des en España durante la última década puede valorarse de varias formas, como 

muestra  el  gráfico  1.17.  En el panel a se presenta la evolución del gasto en SPF 
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CUADRO 1.4: Composición de los SPF 

Sanidad 

Suministro de medicamentos, aparatos y equipos médicos 

Servicios médicos, dentales y paramédicos  de consulta externa  

Servicios hospitalarios, incluyendo los prestados en hospitales militares de base, pero no los prestados en 
hospitales militares de campaña 

Servicios de salud pública y de Administración, inspección, gestión o apoyo de los servicios de salud pú-
blica 

Investigación y desarrollo relacionados con la salud 

Administración, gestión o apoyo de actividades como formulación, administración, coordinación y vigi-
lancia de políticas, planes, programas y presupuestos generales en materia de salud.  

Educación 

Prestación de educación previa a la primaria, primaria, secundaria, postsecundaria no terciaria, terciaria 
y enseñanzas no atribuibles a ningún nivel.  

Administración, inspección, gestión o apoyo de las escuelas, institutos, universidades y otras instituciones 
que imparten educación  

Becas, donaciones, préstamos y subsidios en apoyo a los estudiantes de educación secundaria, postsecun-
daria no terciaria, terciaria y enseñanzas no atribuibles a ningún nivel. 

Administración y gestión de organismos gubernamentales dedicados a investigación aplicada y desarrollo 
experimental relacionados con la educación. Excluye la investigación básica.  

Administración, inspección, gestión o apoyo de servicios auxiliares de la educación 

Protección social 

Enfermedad y discapacidad 

Edad avanzada. Vejez 

Orfandad y viudedad 

Prestaciones familiares 

Desempleo 

Vivienda 

Exclusión social 

Investigación y desarrollo relacionados con la protección social 

Abarca la administración, gestión o apoyo de actividades de protección social 

Fuente: OCDE (2013c). 

en términos reales por habitante; mientras que en el panel b se observa la evolu-

ción de la importancia de dicho gasto en términos de PIB y en relación con el 

gasto público total. El primer panel indica que el gasto público en servicios fun-

damentales en términos reales y por habitante presentó una tendencia creciente 

hasta 2009. En 2010 se estanca, como consecuencia del estallido de la crisis fiscal, 

y posteriormente disminuye significativamente tanto en su cifra total como en 

términos per cápita. Como se puede observar en el panel b del gráfico 1.17, el 

peso del gasto público en SPF en el PIB aumenta notablemente tras los primeros 

síntomas de crisis (porque el gasto sigue creciendo con fuerza mientras el PIB se 

ha frenado) y desde 2009 se estabiliza porque se ajusta el gasto en los SPF y por la 
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caída que se produce en el PIB. El porcentaje de gasto en SPF en el gasto público 

total sigue una tendencia creciente —aunque con alguna irregularidad— que 

indica que los SPF crecen más que el gasto público, incluso tras las llegada de la 

crisis, hasta que los ajustes llegan también con nitidez a estas funciones en 2012, 

para volver a ganar peso en el gasto público en 2013. 

GRÁFICO 1.17: Evolución del gasto en SPF, 2000-2013 

a) Gasto en SPF en términos reales por habitante (euros constantes de 2013) 

 

b) Gasto en SPF sobre el PIB y sobre el gasto público total (porcentaje) 

 
Fuente: IGAE (2015c). 
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En síntesis, el gasto en SPF mantiene una tendencia expansiva hasta la llegada 

de la crisis, cuando se estanca y retrocede después, siguiendo una trayectoria que 

refleja su mayor inercia y una tendencia de los gobiernos a proteger más los 

compromisos asumidos en estos servicios que, sin embargo, no ha resultado sos-

tenible. El reflejo de este comportamiento es el crecimiento del peso del gasto en 

SPF en el gasto público total hasta bien entrada la crisis, concretamente hasta 

que esta se convierte en una crisis abierta de las finanzas públicas que eleva las 

cargas financieras y obliga a realizar ajustes en todas las funciones de gasto, con 

la excepción de los intereses de la deuda. 

La trayectoria del gasto total en los SPF desde el principio del siglo XXI res-

ponde a una evolución hasta cierto punto distinta de cada uno de sus compo-

nentes, de modo que la composición del agregado ha cambiado algo en la última 

década. El índice de gasto real por habitante en cada uno de las tres grandes 

funciones que presenta el gráfico 1.18 así lo confirma: el gasto real por habitante 

en las tres funciones aumentó en la etapa previa a la crisis económica y empezó a 

disminuir en 2010, a excepción del gasto en protección social que empezaría a 

reducirse en 2011. Este último tipo de gastos ha sido el que más se ha preservado 

durante la crisis, mucho más que los de educación y sanidad. 

GRÁFICO 1.18: Evolución del gasto real por habitante en SPF, salud, educación y protección social, 
2000-2013 
(2000 = 100) 

 
Fuente: IGAE (2015a). 
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La comparación de esta evolución de los SPF en España con la de los países 

europeos de referencia que ofrece el cuadro 1.5 indica, por una parte, que el 

esfuerzo de España en los SPF es menor tanto si se considera el gasto respecto al 

PIB como si se contempla la proporción del gasto público dedicada a los mismos. 

La evolución durante la última década permite considerar el impacto de la ex-

pansión y de la crisis sobre el gasto real por habitante en SPF. Los datos indican 

que el gasto público en SPF en términos reales por habitante ha aumentado en 

el periodo considerado aunque el impacto de la crisis ha provocado una tenden-

cia a la baja de éste o, al menos, incrementos menores que antes de la crisis. 

La estructura de costes de cada uno de estos tres grupos de servicios es muy 

diversa, pues mientras el gasto en educación y sanidad se destina a financiar la 

producción de servicios —la mayoría de producción pública— el gasto en pro-

tección social se dedica casi por completo a transferencias de renta a las familias. 

Los costes de la educación y la sanidad se concentran más en los gastos de perso-

nal cuando la producción es en mayor medida pública, mientras que ganan peso 

las compras de bienes y servicios al sector privado cuando se recurre a financiar 

con fondos públicos la producción privada del servicio.  

En España, la evolución de la estructura de costes correspondiente al gasto en 

educación y sanidad en este siglo ha sido la que reflejan los paneles a y b del grá-

fico 1.19. En el mismo se advierte que la mayor parte del gasto público en educa-

ción y sanidad lo constituye la remuneración de asalariados, debido a que la ma-

yor parte de estos servicios son de producción pública. En el caso de la educa-

ción, los consumos intermedios, las transferencias sociales en especie y la forma-

ción bruta de capital representan niveles bastante reducidos. En sanidad, las 

transferencias sociales en especie —medicamentos financiados a las familias y 

conciertos en servicios hospitalarios o especializados— y los consumos interme-

dios de los servicios sanitarios representan volúmenes de gasto importantes, 

mientras que la formación bruta de capital y las prestaciones sociales distintas de 

las transferencias en especie tienen un peso menor en el total de costes. 

 



[46]  SERVICIOS PÚBLICOS, DIFERENCIAS TERRITORIALES E IGUALDAD DE OPORTUNIDADES 
 
 

 

 

CUADRO 1.5: Evolución del gasto en SPF. Comparación internacional, 2000, 2007 y 2011 

2000 2007 2011 

SPF/PIB 
(%) 

SPF/gasto 
público  

(%) 

SPF real per 
cápita  

(dólares PPA 
2010) 

SPF/PIB 
(%) 

SPF/gasto 
público 

(%) 

SPF real per 
cápita  

(dólares PPA 
2010) 

SPF/PIB 
(%) 

SPF/gasto 
público 

(%) 

SPF real per 
cápita  

(dólares PPA 
2010) 

R. Unido 25,11 68,97 5.176,70 28,05 64,76 7.277,90 31,50 65,65 7.320,32 

Italia 27,94 60,92 7.299,46 29,48 61,89 8.252,00 31,97 64,17 8.136,96 

Francia 33,65 65,10 9.857,41 35,10 66,71 11.225,53 38,19 68,34 11.818,50 

Alemania 31,72 70,35 9.279,39 29,83 68,55 9.172,98 30,88 68,38 9.617,55 

España 22,66 57,82 4.683,53 23,14 59,09 5.758,18 28,39 62,08 6.246,26 

Fuente: OCDE (2011, 2013c, 2015b). 
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GRÁFICO 1.19: Evolución de la estructura de costes de la educación y la sanidad. España, 2000-2013 
(millones de euros) 

a) Educación 

b) Sanidad 

Fuente: IGAE (2015a). 
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Además de su muy diferente estructura de costes, los SPF también son distin-

tos por el nivel de gobierno encargado de su prestación. En general, los servicios 

educativos y de salud se encuentran entre los descentralizados mientras que los 

de protección social suelen ubicarse en las Administraciones centrales y las de 

Seguridad Social. En los países europeos de referencia, la distribución de estos 

gastos por niveles de gobierno es la que muestran los paneles del gráfico 1.20. Se 

observa que la educación, en el caso de Alemania, Estados Unidos y España es 

gestionada por los Estados o comunidades autónomas, mientras que en Francia e 

Italia es suministrada principalmente por el gobierno central y en Reino Unido 

por las corporaciones locales. En el caso de la sanidad también existen diferen-

cias entre los países considerados, pues en España es gestionada mayoritariamen-

te por las comunidades autónomas; en Alemania y Francia por la Seguridad So-

cial; en Italia por las corporaciones locales; en Estados Unidos se reparte la res-

ponsabilidad entre gobierno central y estados; y, por último, en Reino Unido es 

suministrada en su totalidad por la Administración central. Finalmente, la pro-

tección social es gestionada en la mayoría de países considerados por la Seguri-

dad Social, a excepción del Reino Unido —donde es suministrada por el go-

bierno central y los gobiernos locales— y Estados Unidos —donde es responsabi-

lidad principalmente del gobierno central—. 

Dada la importancia de estas tres funciones de gasto, su peso suele ser decisivo 

en las administraciones responsables de las mismas, como confirman los datos 

del gráfico 1.21 que muestra el peso de la educación, la sanidad y los gastos de 

protección social en el gasto de los distintos niveles de gobierno. En el panel a 

del gráfico 1.21, correspondiente a la Administración central, se comprueba que 

en los países no descentralizados — Francia e Italia— o que no cuentan con una 

Administración específica de Seguridad Social —Reino Unido y Estados Uni-

dos— el peso del gasto en SPF es muy importante. En algunos de ellos —Italia y 

Reino Unido— el gasto en SPF es importante también en los gobiernos locales, 

porque se hacen responsables del gasto en sanidad y protección social especial-

mente. En cambio en los países federales y en España el gasto en educación y 

salud representa una proporción sustancial del gasto de los gobiernos de estados, 

Länder o comunidades autónomas.  

Como consecuencia de esta diversa especialización de los distintos niveles de 

gobierno,  la  estructura  de costes de los mismos cambia y el peso importante del
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GRÁFICO 1.20: Estructura porcentual del gasto en educación, sanidad y protección social por 
niveles de gobierno, 2012 

a) Educación 

b) Sanidad 

c) Protección social 

* Para el Reino Unido no se dispone de datos del gasto de las corporaciones locales y de la Seguridad Social. Para el caso 
de Estados Unidos, el gasto de los Estados incluye el gasto de las corporaciones locales. 
Fuente: OCDE (2013c, 2015b). 
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GRÁFICO 1.21: Peso de los SPF en el gasto de los distintos niveles de gobierno, 2012 (porcentaje) 

a) Administración central b) Estados o comunidades autónomas

 
c) Gobierno local d) Seguridad Social 

Fuente: OCDE (2013c, 2015b).  
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empleo y el gasto en salarios asociado a los servicios educativos y sanitarios se 

concentra en cada país en una administración diferente. El gráfico 1.22 muestra 

esa diversidad de estructuras del empleo por niveles de gobierno, siendo espe-

cialmente relevante el peso que representa el empleo en los gobiernos subcen-

trales en los países federales —Canadá, Estados Unidos, Alemania— o cuasifede-

rales, como España. 

GRÁFICO 1.22: Estructura porcentual del empleo por niveles de gobierno, 2011 

 
Fuente: OCDE (2013c). 
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en gasto público— es que, en estos años, el control del gasto en SPF y del déficit 

público se han visto crecientemente asociados y el debate sobre el ajuste fiscal ha 

conducido en buena medida a una discusión sobre el ajuste del gasto en SPF. 

En el caso de España estas tensiones las han sufrido de manera directa en los 

primeros años de crisis las comunidades autónomas, responsables de la práctica 

totalidad de los servicios de educación, salud y de parte de la protección social —

dependencia, asistencia social—, al menos desde 2002, es decir, cuando se com-

pletan las transferencias de la sanidad a un amplio grupo de comunidades que 

todavía no las gestionaban. La fuerte caída de los ingresos fiscales al llegar la cri-

sis y la falta de adopción de medidas de control de gasto hasta 2010 dispararon el 

déficit de estas administraciones hasta el extremo de provocar un cierre de los 

mercados financieros para las mismas (véase Pérez y Cucarella 2013a, 2013b). 

Mucho más recientemente ha comenzado a padecer las tensiones financieras 

también la Seguridad Social, enfrentada a déficits desde 2012 como consecuen-

cia de la caída de las cotizaciones y el aumento del gasto en pensiones.  

El Programa de Estabilidad 2014-2017 presentado por el Gobierno plantea un 

escenario de corrección del déficit para dicho periodo que contempla un objeti-

vo de reducción del peso del gasto público en el PIB desde el 43,6% que repre-

sentaban en 2014 al 40,1% en 2017. Esa reducción afectará a los SPF, pero sería 

inferior en su caso y su peso pasaría del 27,6% del PIB en 2013 al 25,6% en 2017. 

Como consecuencia de ello, el peso de los SPF en el gasto público total se eleva-

ría desde el 62,4% en 2013 al 63,8% en 2017. En el interior de este agregado ga-

naría peso sobre todo el gasto en protección social —que pasaría del 39,7% del 

gasto público al 40,9%— y, en menor medida, también el gasto en educación —

del 9,1% al 9,7%—. Estas trayectorias previstas para la estructura del gasto, com-

binadas con las hipótesis sobre evolución del PIB y del peso del gasto público, 

implicarían pérdidas del peso en el PIB de las tres funciones que integran los 

SPF: el gasto en protección social pasaría del 17,6% al 16,4%, el gasto en salud 

del 6% al 5,3% y la educación del 4% al 3,9%.  

El contraste entre la realidad de los años recientes y las perspectivas futuras 

del gasto en SPF, caracterizadas por los ajustes, y las trayectorias fuertemente ex-

pansivas del mismo en la primera década del siglo XXI explica las tensiones vivi-

das en estos años. Tanto los gestores como los empleados públicos y usuarios han
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GRÁFICO 1.23: Perspectiva de evolución del gasto en SPF según el Programa de Estabilidad 2014-

2017 
a) Perspectiva de evolución del gasto en SPF (millones de euros)

b) Perspectiva de evolución del gasto en SPF (porcentaje sobre el PIB)

Fuente: Gobierno de España (2015) y elaboración propia. 
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GRÁFICO 1.24: Gasto en SPF por habitante en términos reales, 1995-2012 
 (1995 = 100) 

a) SPF b) Protección social 

 

c) Salud d) Educación 

 

Fuente: OCDE (2013c, 2015b). 
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por habitante era creciente en términos reales, siendo necesario dedicar a los 

mismos un porcentaje mayor del PIB. La pregunta fundamental es bajo qué con-

diciones esas trayectorias pueden sostenerse. 

Tras estas trayectorias se encuentran factores demográficos y compromisos de 

los gobiernos para mejorar las prestaciones y las carteras de servicios, pero tam-

bién problemas de eficiencia en la prestación de los mismos y otros factores de 

coste, como los incrementos en las remuneraciones de los empleados públicos y 

los compromisos asumidos en un periodo de holguras financieras de la hacienda 

pública en la fase de fuerte crecimiento de los ingresos fiscales en algunos países 

en los años de expansión.  

El cambio de escenario financiero que se produce con la llegada de la crisis 

obliga a los países —y en especial a España— a enfrentarse a las implicaciones de 

esa trayectoria creciente del gasto y sus factores de fondo en una situación como 

la actual, en la que los ingresos son mucho menores. Pero también en un hori-

zonte temporal más largo el problema persiste, pues una vez recuperado el cre-

cimiento no son esperables tasas elevadas del mismo y sí, en cambio, importantes 

exigencias derivadas de la incidencia de la evolución demográfica sobre el gasto 

asociado al envejecimiento.  

Los estudios prospectivos a largo plazo realizados por los organismos interna-

cionales coinciden en señalar que numerosos países europeos se enfrentarán en 

las próximas décadas a crecimientos del gasto en pensiones y salud, como conse-

cuencia del aumento del porcentaje de personas mayores en su población y tam-

bién por el incremento del coste de la tecnología sanitaria. El panel a del gráfico 

1.25 muestra las estimaciones de la evolución prevista para los países europeos de 

referencia, en porcentaje del PIB, del gasto en las funciones que constituyen los 

SPF hasta 2060. Los datos corresponden al escenario base considerado por la 

Comisión Europea y tras estos cálculos existen, ciertamente, multitud de hipóte-

sis demográficas y sobre las tendencias económicas que pueden verse o no con-

firmadas por la evidencia. Pero, pese a esa incertidumbre, estos ejercicios resul-

tan útiles para poner sobre la mesa el problema que puede representar la soste-

nibilidad de los compromisos adquiridos con las distintas generaciones en mate-

ria de SPF. 
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GRÁFICO 1.25: Perspectivas de evolución futura del gasto en SPF. Países de referencia, 2010-2060 
(porcentaje del PIB) 

a) Sanidad b) Educación 

c) Prestaciones por desempleo d) Pensiones públicas 

Fuente: Comisión Europea (2012). 
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La suma de las partidas para las que existe información indica que sería nece-

sario un esfuerzo creciente en términos de PIB para sostener los compromisos 

sobre los SPF en los términos actuales. Concretamente, en España sería necesario 

gastar el 27,6% del PIB en 2050, en lugar del 24,4% PIB que se gasta en 2015, 

como consecuencia del comportamiento de las variables que inciden en el gasto 

en los distintos servicios considerados. Como ilustra el cuadro 1.6 para el caso de 

España, el crecimiento se producirá con mayor intensidad a partir de 2030 y se 

deriva sobre todo del gasto en pensiones y salud por efecto de la demografía. En 

cambio, por esa misma razón sería de esperar que el gasto en educación perdiera 

peso en relación con el PIB, y también lo hiciera el desempleo, aunque sin llegar 

a compensar el crecimiento de las otras partidas. 

CUADRO 1.6: Perspectivas de evolución futura del gasto en SPF en España, por funciones 
(porcentaje del PIB) 

  2010 2015 2020 2025 2030 2035 2040 2045 2050 2055 2060 

Pensiones 10,1 10,4 10,6 10,5 10,6 11,3 12,3 13,3 14,0 14,0 13,7

Sanidad-atención 
médica 

6,5 6,3 6,5 6,7 7,0 7,2 7,4 7,6 7,7 7,8 7,8

Sanidad-cuidados de 
larga duración 

0,8 0,8 0,9 0,9 0,9 0,9 1,0 1,2 1,3 1,4 1,5

Educación  4,2 4,1 4,0 3,8 3,4 3,3 3,3 3,4 3,6 3,7 3,7

Desempleo 2,0 2,8 2,5 2,1 1,7 1,4 1,2 1,1 1,0 1,0 0,9

Fuente: Comisión Europea (2012). 
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2. El gasto por territorios en los servicios públicos 

fundamentales 

EL sector público español ha sido ampliamente descentralizado desde la aproba-

ción de la Constitución Española de 1978. El proceso de traspaso de competen-

cias a las comunidades autónomas se inició en la primera mitad de la década de 

los ochenta del siglo pasado, tras la aprobación de los estatutos de autonomía, y 

recibió un impulso adicional a principios del siglo XXI, quedando prácticamente 

completado. Desde 2002 las comunidades gestionan casi la totalidad del gasto en 

sanidad y educación, y buena parte de los servicios sociales, entre ellos los recien-

temente instaurados para atender a las personas dependientes tras la aprobación 

en 2006 de la ley de Dependencia. El resto de las actuaciones de protección so-

cial corresponden a las Administraciones centrales, fundamentalmente a la Segu-

ridad Social. 

En los estados federales —o cuasifederales, como el español— es más proba-

ble que existan diferencias entre territorios en el despliegue de los servicios pú-

blicos, pues el origen de las mismas puede ser el propio ejercicio de la autono-

mía de ingresos y gastos por parte de los Gobiernos subcentrales. Tampoco en 

los estados unitarios deben descartarse diferencias de ese tipo, pues la presencia 

del sector público en las distintas regiones, provincias o municipios no responde 

siempre a criterios de nivelación del acceso a los servicios y atención igualitaria a 

las necesidades de los habitantes de los distintos territorios. En realidad, el gasto 

en cada uno de ellos es, con frecuencia, el resultado de procesos políticos en los 

que intervienen múltiples factores, con intensidad variable, entre los que se 

cuenta la capacidad de influencia en el Gobierno central de los representantes 

de distintos intereses, algunos de base territorial.  

Diversos estudios de la distribución regional del gasto público en España han 

permitido poner de manifiesto la importancia de las diferencias territoriales en 

la etapa autonómica. Algunos trabajos han advertido también que muchas de 

esas diferencias ya existían antes de la descentralización (v. Pérez y Cucarella 

2013a, 2013b). El objetivo de este capítulo es revisar de nuevo la distribución del 
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gasto público, centrando el análisis en los servicios públicos fundamentales (SPF) 

y en el periodo más reciente para el que se dispone de información, entre 2002 y 

2013. Este periodo tiene dos características importantes: todo él se desarrolla una 

vez completado el proceso de traspasos de competencias a las comunidades au-

tónomas; y puede ser dividido en dos etapas, una de expansión y otra de crisis, 

separadas por el año 2007, que merece la pena estudiar en detalle aprovechando 

la abundante información disponible en la actualidad, tras las mejoras de la 

misma en los últimos años. 

Evaluar con precisión la trayectoria del gasto en sanidad, educación y protec-

ción social es imprescindible para abordar adecuadamente los importantes deba-

tes abiertos en los últimos años sobre la sostenibilidad del Estado del bienestar y 

las implicaciones de las políticas de estabilidad presupuestaria. Estos debates con-

templan con frecuencia dimensiones referidas a la estructura multinivel del sec-

tor público español. Para tenerla también presente, en este capítulo analizare-

mos las actuaciones territoriales de cada una de las Administraciones Públicas, es 

decir, la Administración central, las comunidades autónomas, las corporaciones 

locales y las Administraciones de la Seguridad Social. 

El capítulo se estructura como sigue. En el apartado 1 se presenta brevemente 

el banco de datos construido como parte de este proyecto para poder llevar a 

cabo el análisis de la distribución territorial de los SPF. En el apartado 2 se estu-

dia el gasto en educación, en el 3 el gasto en sanidad y en el 4 el gasto en protec-

ción social. El punto 5 considera la distribución entre comunidades del gasto 

agregado en SPF.  

2.1. Contenido, fuentes estadísticas y datos  

El gasto en SPF incluye tres grandes funciones que representan aproximadamen-

te el 60% del gasto público total en la actualidad, cuyo contenido se describe 

brevemente a continuación siguiendo las definiciones incluidas en la clasifica-

ción funcional de las administraciones públicas (CFAP, más conocido por sus 

siglas en inglés: COFOG Classification of the Functions of Government): 
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Salud 

⎯ Servicios médicos, dentales y paramédicos. Incluye los servicios prestados a pa-

cientes por médicos, dentistas, paramédicos y auxiliares, tanto en el do-

micilio del enfermo como en consultorios, dispensarios, ambulatorios de 

hospitales o en otros centros semejantes. 

⎯ Servicios hospitalarios: Comprende los servicios sanitarios prestados en 

hospitales, excepto en los hospitales militares de campaña. No se inclu-

yen bajo este epígrafe los servicios prestados en instituciones para perso-

nas discapacitadas, ni los centros de rehabilitación que principalmente 

prestan apoyo a largo plazo, ni las residencias para personas mayores ju-

biladas.  

⎯ Suministro de medicamentos, prótesis, útiles y equipos médicos y otros productos re-

lacionados con la salud. Incluye los productos sanitarios que se consumen 

fuera de las instalaciones o centros de salud y son obtenidos por particu-

lares o familias, con receta o sin ella, y proporcionados normalmente por 

farmacéuticos o proveedores de equipos médicos. 

⎯ Servicios de salud pública y su administración, inspección, gestión o apoyo. Entre 

dichos servicios se encuentran la gestión de los bancos de sangre, diag-

nóstico de enfermedades, prevención, vigilancia, recopilación de datos 

epidemiológicos, servicios de planificación familiar, etcétera.  

⎯ Investigación y desarrollo relacionados con la salud, excluyendo la investiga-

ción básica.  

Educación 

⎯ Servicios educativos. Comprende la prestación de educación previa a la 

primaria, primaria (incluyendo los programas de alfabetización para 

alumnos de mayor edad), secundaria, postsecundaria no terciaria, tercia-

ria y enseñanzas no atribuibles a ningún nivel.  

⎯ Servicios administrativos en centros docentes. Incluye la administración, ins-

pección, gestión o apoyo de las escuelas, institutos, universidades y otras 

instituciones que imparten educación de cualquier nivel.  

⎯ Becas, donaciones, préstamos y subsidios en apoyo a los estudiantes de educa-

ción secundaria, postsecundaria no terciaria, terciaria y enseñanzas no 

atribuibles a ningún nivel.  
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⎯ Servicios auxiliares de la educación. Comprende la administración, inspec-

ción, gestión o apoyo de servicios auxiliares de la educación, como son el 

transporte, la alimentación, el alojamiento, la atención médica y odonto-

lógica y otros servicios auxiliares conexos, principalmente para los estu-

diantes, sea cual fuere el nivel educativo de estos.  

⎯ Investigación y desarrollo relacionados con la educación, excluyendo la investi-

gación básica. 

Protección social  

⎯ Enfermedad e incapacidad. Incluye las prestaciones de protección social —

en efectivo y en especie— que sustituyan en su totalidad o en parte la 

pérdida de ingresos debido a una incapacidad laboral transitoria o per-

manente ocasionada por enfermedad o lesión, así como la administra-

ción, gestión o apoyo de dichos planes de protección social. 

⎯ Edad avanzada. Contempla las prestaciones de protección social —en 

efectivo y en especie— para cubrir los riesgos relacionados con la vejez 

(menores ingresos, falta de independencia en las tareas diarias, etc.), así 

como la administración, gestión o apoyo de estos planes de protección 

social. En las prestaciones en efectivo incluye tanto las pensiones de vejez 

para personas que alcanzan la edad normal de jubilación como para las 

que se jubilan antes, las pensiones de jubilación parciales, las asignacio-

nes a las personas que cuidan de las personas mayores, así como otros 

pagos efectuados periódicamente o de una sola vez por jubilación o ve-

jez. 

⎯ Supérstites. Contiene las prestaciones de protección social —en efectivo y 

en especie— a los supérstites (supervivientes) de una persona fallecida 

(cónyuge, hijos, nietos, padres…), así como la administración, gestión o 

apoyo de dichos planes de protección social. 

⎯ Familia e hijos. Se refiere a las prestaciones de protección social —en efec-

tivo y en especie— a familias con hijos a cargo, así como la administra-

ción, gestión o apoyo de estos planes de protección social. En concreto, 

las prestaciones en efectivo incluyen asignaciones por maternidad, pagos 

en caso de nacimiento, licencias por cuidado de los hijos, subsidios fami-

liares, etc. 

⎯ Desempleo. Incluye las prestaciones de protección social —en efectivo o en 

especie— a personas que están capacitadas para trabajar y dispuestas a 
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hacerlo pero no pueden encontrar un empleo adecuado, así como la 

administración, gestión o apoyo de estos planes de protección social. 

⎯ Vivienda. Contiene las ayudas a las familias para sufragar el costo de una 

vivienda y también la administración y gestión de dichas ayudas. 

⎯ Exclusión social n. e. p. Engloba las prestaciones de protección social —en 

efectivo y en especie— a las víctimas de la exclusión social (personas in-

digentes, con escasos ingresos, inmigrantes, indígenas, refugiados, al-

cohólicos, toxicómanos, etc.) y también la administración y gestión de 

estos planes de protección social. 

⎯ Investigación y desarrollo relacionados con la protección social. Se refiere a la 

administración y gestión de organismos gubernamentales dedicados a 

investigación aplicada y desarrollo experimental relacionados con la pro-

tección social. 

⎯ Protección social n. e. p. Abarca la administración, gestión o apoyo de acti-

vidades como formulación, administración, coordinación y vigilancia de 

políticas, planes, programas y presupuestos generales de protección so-

cial. También incluye las prestaciones de protección social —en efectivo 

y en especie— que no puedan asignarse a los grupos anteriores (por 

ejemplo: víctimas de desastres naturales; adquisición y almacenamiento 

de alimentos, equipos y otros suministros para su movilización urgente 

en caso de desastres en tiempos de paz; etc.). 

La información sobre estos gastos ha sido obtenida fundamentalmente del 

Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, tanto de la Intervención 

General de la Administración del Estado (IGAE) como de la Secretaría General 

de Coordinación Autonómica y Local. Asimismo han sido utilizadas las bases de 

datos del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad y del Ministerio de 

Educación, Cultura y Deporte. También ha resultado de gran ayuda la territoria-

lización del gasto contenida en tres publicaciones de la Fundación BBVA: Las 

balanzas fiscales de las comunidades autónomas con la Administración Central (1991-

2005) (Uriel y Barberán 2007), Las diferencias regionales del sector público español 

(Pérez et al. 2011) y El sistema sanitario público en España y sus comunidades autóno-

mas: Sostenibilidad y reformas (Abellán et al. 2013). 

El banco de datos elaborado considera como unidades de referencia las 17 

comunidades autónomas y las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla. Para dis-
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poner de información territorializada de cada una de las funciones en cada terri-

torio ha sido necesario realizar un importante esfuerzo de homogeneización y 

regionalización de los gastos de cada una de las Administraciones.  

La base de datos abarca desde 2002 hasta 2013, un periodo con gran homo-

geneidad en la distribución de las competencias entre administraciones, tras 

completarse el traspaso a todas las comunidades autónomas de los servicios de 

educación y sanidad. En el sitio web de la Fundación BBVA9 se presenta la infor-

mación elaborada y ordenada según las funciones de gasto que conforman los 

SPF. En cada uno de los servicios se desagrega el gasto realizado por la Adminis-

tración central, las comunidades autónomas, las corporaciones locales y las ad-

ministraciones de la Seguridad Social, en términos absolutos (miles de euros), 

por habitante (euros per cápita) y en índice de evolución (2002=100). Toda la 

información es distribuida por comunidades autónomas y ciudades autónomas. 

El gasto total de cada función y nivel administrativo se corresponde con la cla-

sificación funcional de los empleos no financieros publicada por la IGAE, con 

criterio de Contabilidad Nacional. La territorialización de los totales se ha efec-

tuado principalmente a partir de las bases de datos disponibles en el Ministerio 

de Hacienda y Administraciones Públicas, el Ministerio de Sanidad, Servicios So-

ciales e Igualdad y el Ministerio de Educación, Cultura y Deporte. Entre ellas ca-

be destacar la información contenida en la Estadística de Gasto Sanitario Público, la 

Estadística del Gasto Público en Educación, las diferentes estadísticas sobre presta-

ciones sociales y las liquidaciones de los presupuestos de gastos de las comunida-

des autónomas y de las corporaciones locales. Como complemento, en determi-

nadas partidas de gasto se ha recurrido a información ya elaborada en otras pu-

blicaciones, como las tres anteriormente reseñadas.   

2.2. Territorialización del gasto educativo 

El gasto público en servicios educativos ha ido aumentando a lo largo del perio-

do considerado si bien después de 2009, como consecuencia de la crisis, muestra 

una tendencia decreciente en las diferentes Administraciones como se observa 

en el cuadro 2.1. Mientras entre 2002 y 2009 se produjeron incrementos de gasto 

                                                            
9 Véase http://www.fbbva.es/TLFU/tlfu/esp/noticias/fichanoticia/index.jsp?codigo=1446. 
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de casi 20.000 millones de euros, entre 2009 y 2013 el gasto en educación se ha 

reducido en 7.000 millones, siendo en este último año el nivel de gasto total simi-

lar al de 2007. 

La distribución del gasto en educación entre las diferentes Administraciones 

Públicas del Estado —Administración central, comunidades autónomas, corpo-

raciones locales y Administraciones de la Seguridad Social— difiere notablemen-

te de unas a otras. La educación es gestionada principalmente por las comunida-

des autónomas y son éstas las que administran más del 90% del gasto en esta fun-

ción, como se comprueba en el panel b del cuadro 2.1. La Administración central 

y las corporaciones locales representan un peso menor en el gasto en educación 

en relación con las comunidades autónomas, entre el 3%-5%, mientras que la 

Seguridad Social supone un peso insignificante sobre el total de gasto en servi-

cios educativos. 

CUADRO 2.1: Evolución del gasto en educación y distribución por Administraciones. España, 
2002-2013 

a) Euros corrientes (millones de euros) 

  2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 

Administración 
central 

1.501 1.548 1.811 1.565 1.559 1.594 1.707 1.793 1.791 1.725 1.679 1.523 

Comunidades 
autónomas 

27.440 29.283 31.081 32.792 35.865 38.974 42.745 45.112 43.918 42.812 39.633 38.910 

Corporaciones 
locales 

1.345 1.446 2.200 2.367 2.398 2.757 2.581 2.779 2.773 2.593 2.206 2.186 

Admin. de la 
Seguridad 
Social 

28 29 25 27 16 11 11 8 10 7 7 7 

Total AA. PP. 30.314 32.306 35.117 36.751 39.838 43.336 47.044 49.692 48.492 47.137 43.525 42.626 

 

b) Estructura porcentual 

  2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 ••••• 2013 

Administración 
central 

4,95 4,79 5,16 4,26 3,91 3,68 3,63 3,61 3,69 3,66 3,86 3,57 

Comunidades 
autónomas 

90,52 90,64 88,51 89,23 90,03 89,93 90,86 90,78 90,57 90,82 91,06 91,28 

Corporaciones 
locales 

4,44 4,48 6,26 6,44 6,02 6,36 5,49 5,59 5,72 5,50 5,07 5,13 

Admin. de la 
Seguridad 
Social 

0,09 0,09 0,07 0,07 0,04 0,03 0,02 0,02 0,02 0,01 0,02 0,02 

Total AA. PP. 100 100 100 100 100 100 100 100 100 100 100 100 

Fuente: IGAE (2015a) y elaboración propia.  

La evolución del gasto en educación del total de Administraciones Públicas en 

términos reales (gráfico 2.1) presenta una tendencia creciente hasta el año 2009.  



[66]  DIFERENCIAS REGIONALES E IGUALDAD DE OPORTUNIDADES EN LOS SERVICIOS PÚBLICOS FUNDAMENTALES 
 
 

GRÁFICO 2.1: Evolución del gasto en educación. España, 2002-2013 

a) Gasto en educación nominal y real (millones de euros corrientes y de 2002)

 
b) Gasto en educación por habitante en términos reales (euros de 2002)

 
c) Gasto en educación en porcentaje sobre el PIB

Fuente: IGAE (2015a), INE (2015b, 2015e) y elaboración propia.

 

A partir de ese momento, y como consecuencia de la implantación de medidas 

de ajuste del gasto público tras el estallido de la crisis, se inicia un continuado 
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decrecimiento que lo hace retroceder a niveles próximos a los de 2003. Por su 

parte, el gasto en educación por habitante en términos reales presenta una evo-

lución similar, con una caída más pronunciada debido a que la reducción del 

gasto se combina con el crecimiento de la población, retrocediendo en 2013 al 

nivel de principio de siglo. 

El gasto en educación como porcentaje del PIB se mantiene relativamente es-

table a lo largo de la etapa expansiva pero aumenta cuando el PIB frena su cre-

cimiento después de 2007. No obstante, la ratio decrece con fuerza a partir de 

2010 debido a que el gasto educativo cae con más fuerza que el PIB una vez co-

mienzan los ajustes del gasto público. En 2013 el peso de la educación vuelve a 

acercarse al 4% del PIB, un nivel próximo a los de principios del siglo XXI. 

El gasto en educación de las Administraciones Públicas se distribuye entre las 

comunidades autónomas como muestra el cuadro 2.2. Esta distribución refleja la 

distinta dimensión demográfica de cada territorio, pero también otras circuns-

tancias que luego serán analizadas. El gasto total en educación es más elevado en 

Andalucía, la Comunidad de Madrid, Cataluña y en la Comunitat Valenciana, 

concentrándose en estas cuatro comunidades más del 55% del total, debido fun-

damentalmente a su mayor tamaño poblacional. 

La distribución del gasto en educación en términos reales per cápita, ofrecida 

por el cuadro 2.3, corrige el efecto del tamaño y muestra importantes diferencias 

de nivel entre las comunidades autónomas. La evolución del gasto por habitante 

muestra una tendencia similar en las mismas: creciente en la etapa expansiva y 

decreciente en los últimos años considerados. País Vasco y Comunidad Foral de 

Navarra son las comunidades con mayores niveles de gasto en educación per cá-

pita, mientras que La Rioja y las Illes Balears presentan los niveles más bajos a lo 

largo del periodo, siendo superadas en los últimos años por la Comunidad de 

Madrid; Canarias y Castilla-La Mancha, y las ciudades autónomas de Ceuta y Me-

lilla. 

Para advertir el efecto de los ajustes realizados en todas las comunidades au-

tónomas en los años posteriores al estallido de la crisis económica puede obser-

varse el gráfico 2.2. Muestra el gasto en educación per cápita en términos reales 

en las diferentes comunidades autónomas en 2007 y en 2013. En primer lugar, la 
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CUADRO 2.2: Distribución territorial del gasto en educación, 2002-2013 
(miles de euros corrientes) 

  2002 2003 2004 2005 •••••2007 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 

Andalucía 5.144.031 5.475.476 5.942.572 6.325.639 6.928.363 7.480.871 8.225.827 8.732.451 8.857.631 8.740.742 8.223.730 8.046.307 

Aragón 831.030 865.191 948.620 993.970 1.079.479 1.194.641 1.307.636 1.385.920 1.319.706 1.293.779 1.205.926 1.210.044 

Asturias, P. de 726.758 802.457 841.618 863.680 924.091 1.011.969 1.047.871 1.030.193 998.119 949.462 1.093.010 1.133.689 

Balears, Illes 578.166 626.091 696.607 739.112 802.271 855.677 948.080 1.035.628 1.038.392 963.044 922.109 924.421 

Canarias 1.437.659 1.512.549 1.647.609 1.710.241 1.867.010 1.876.677 1.977.356 2.073.128 1.941.329 1.914.368 1.784.095 1.783.977 

Cantabria 355.009 364.265 423.729 452.076 494.225 558.865 596.658 634.888 630.862 647.362 574.907 590.343 

Castilla y León 1.846.582 1.928.662 2.048.730 2.144.816 2.238.952 2.384.645 2.555.279 2.633.192 2.520.815 2.447.400 2.358.480 2.328.112 

C.-La Mancha 1.350.240 1.379.861 1.496.898 1.602.984 1.726.035 1.947.206 2.152.018 2.228.566 2.240.779 2.279.103 1.895.084 1.789.369 

Cataluña 4.376.996 4.678.012 5.256.070 5.776.420 6.498.363 7.164.935 7.731.251 8.232.888 8.082.689 7.758.796 6.998.781 6.624.784 

C. Valenciana 3.348.642 3.829.295 4.003.276 3.901.739 4.171.455 4.583.416 5.125.248 5.490.533 5.257.687 4.934.010 4.285.005 4.305.093 

Extremadura 868.864 850.366 907.678 907.309 983.646 1.061.166 1.153.021 1.208.839 1.143.865 1.136.095 1.071.066 1.106.758 

Galicia 1.960.188 2.007.152 2.139.462 2.194.234 2.384.913 2.598.388 2.810.427 2.906.744 2.782.511 2.701.895 2.512.931 2.518.898 

Madrid, C. de  3.849.173 4.151.744 4.611.919 4.832.581 5.184.016 5.546.861 5.819.276 6.095.816 5.774.402 5.673.671 5.095.488 5.054.907 

Murcia, R. de  897.825 953.757 1.027.357 1.082.039 1.201.171 1.386.451 1.566.439 1.666.623 1.661.581 1.565.066 1.494.232 1.453.660 

Navarra, C. F. de  486.291 514.625 565.630 582.604 616.300 667.001 765.203 789.033 780.199 726.579 678.922 705.009 

País Vasco 1.929.856 2.010.051 2.147.099 2.231.282 2.350.253 2.590.791 2.836.861 3.088.871 3.028.805 2.978.258 2.931.605 2.656.220 

La Rioja  181.388 192.640 208.701 223.423 241.798 280.269 291.182 313.242 303.853 297.890 280.202 282.080 

Ceuta, c. a. de 58.348 68.407 89.825 83.410 65.744 69.325 62.761 70.217 61.530 61.271 55.920 53.075 

Melilla, c. a. de 58.955 66.398 88.601 76.438 63.915 65.846 60.606 67.229 57.243 61.208 56.508 52.255 

Administración de la 
Seguridad Social* 

28.000 29.000 25.000 27.000 16.000 11.000 11.000 8.000 10.000 7.000 7.000 7.000 

Total CC. AA. 30.314.000 32.306.000 35.117.000 36.751.000 39.838.000 43.336.000 47.044.000 49.692.000 48.492.000 47.137.000 43.525.000 42.626.000 

* El gasto en educación de las Administraciones de la Seguridad Social  no está territorializado. 

Fuente: Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (2015), IGAE (2015b), Secretaría General de Coordinación Autonómica y Local (SGCAL 2015a), Uriel y Barberán (2007), Pérez et al. (2011) y elaboración propia.  
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CUADRO 2.3. Distribución territorial del gasto en educación, 2002-2013 
(euros constantes de 2013 per cápita) 

  2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 

Andalucía 904,26 924,83 959,27 965,18 1.013,71 1.033,62 1.104,95 1.152,99 1.127,47 1.080,03 983,93 959,35 

Aragón 892,33 895,31 941,17 936,44 975,49 1.015,13 1.073,67 1.122,11 1.037,88 993,18 902,15 906,74 

Asturias, P. de 894,58 962,64 978,36 967,81 1.007,10 1.054,22 1.070,56 1.041,80 980,21 911,46 1.023,91 1.066,56 

Balears, Illes 872,74 887,77 930,88 921,88 942,18 928,64 983,79 1.045,72 1.009,00 907,33 837,50 830,76 

Canarias 1.086,02 1.083,10 1.113,58 1.085,25 1.126,28 1.061,02 1.079,47 1.109,41 999,31 952,66 855,04 846,10 

Cantabria 861,80 851,84 949,57 964,71 1.015,60 1.086,03 1.126,53 1.177,81 1.130,81 1.129,44 975,55 1.003,07 

Castilla y León 982,14 996,00 1.021,95 1.026,62 1.037,23 1.049,38 1.101,10 1.125,15 1.046,65 993,93 936,12 928,90 

C. -La Mancha 992,93 968,76 999,20 1.007,11 1.030,85 1.081,50 1.151,58 1.168,64 1.132,80 1.118,34 905,38 858,79 

Cataluña 884,42 897,85 956,88 990,44 1.064,62 1.102,26 1.149,95 1.203,40 1.142,43 1.067,13 936,42 890,00 

C. Valenciana 1.029,05 1.113,60 1.099,38 1.004,40 1.021,02 1.047,66 1.133,93 1.199,10 1.113,79 1.018,03 859,69 866,74 

Extremadura 1.073,62 1.019,92 1.051,11 1.007,76 1.057,97 1.087,43 1.159,11 1.199,40 1.098,56 1.062,56 974,83 1.007,75 

Galicia 949,30 944,70 973,31 959,12 1.011,56 1.052,41 1.117,32 1.142,65 1.060,96 1.006,11 911,32 914,89 

Madrid, C. de  904,82 926,75 980,45 973,22 1.001,04 1.003,07 1.016,17 1.044,32 955,89 913,66 795,30 790,73 

Murcia, R. de  958,69 963,98 981,85 964,85 1.018,40 1.098,03 1.200,70 1.252,50 1.205,65 1.105,52 1.025,63 994,83 

Navarra, C. F. de  1.130,26 1.145,49 1.204,58 1.179,90 1.197,57 1.217,05 1.349,95 1.363,12 1.298,55 1.174,31 1.065,04 1.106,73 

País Vasco 1.208,68 1.221,21 1.257,74 1.252,57 1.276,80 1.340,04 1.436,59 1.544,52 1.467,62 1.407,42 1.348,82 1.223,56 

La Rioja  843,04 853,34 875,49 884,99 919,51 998,30 1.003,32 1.066,29 1.003,88 957,63 878,04 890,33 

Ceuta, c. a. de 1.076,68 1.224,96 1.549,57 1.375,69 1.039,97 1.034,47 908,81 982,32 806,59 762,72 666,17 628,10 

Melilla, c. a. de 1.177,37 1.302,25 1.692,10 1.371,68 1.090,94 1.045,42 920,91 982,53 781,38 787,97 685,73 624,72 

Total CC. AA. 956,74 975,57 1.011,68 1.002,19 1.041,17 1.065,90 1.122,59 1.166,61 1.100,65 1.040,94 933,48 914,85 

Fuente: Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (2015), IGAE (2015b), INE (2015b), SGCAL (2015a), Uriel y Barberán (2007), Pérez et al. (2011) y elaboración propia.  
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GRÁFICO 2.2: Gasto real en educación per cápita por comunidades autónomas 
(euros de 2013) 

 

Nota: El gasto en educación de las Administraciones de la Seguridad Social no está territorializado. 

ARA: Aragón; AST: Principado de Asturias; BAL: Illes Balears; CA: Canarias; CANT: Cantabria; CL: Castilla y León; CM: Castilla-La Mancha; 
CAT: Cataluña; CV: Comunitat Valenciana; EXT: Extremadura; GAL: Galicia; MAD: Comunidad de Madrid; MUR: Región de Murcia; NAV: 
Comunidad Foral de Navarra; PV: País Vasco; RIO: La Rioja; CEU: ciudad autónoma de Ceuta; MEL: ciudad autónoma de Melilla. 

Fuente: Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (2015), IGAE (2015b), INE (2015b), SGCAL (2015a), Uriel y Barberán (2007), Pérez et 
al. (2011) y elaboración propia.  

dispersión de las observaciones a lo largo de la diagonal muestra la importancia 

de las diferencias per cápita y su estabilidad a lo largo del tiempo. En segundo 

lugar, se observa que todas las comunidades, excepto el Principado de Asturias, 

se sitúan por debajo de la línea que iguala los gastos de ambos periodos.10 La dis-

tancia a la diagonal informa de la intensidad de los ajustes; ha sido desigual entre 

las comunidades autónomas, pero con tendencia a acrecentarse en aquellas cuyo 

nivel de gasto en 2007 era menor. El País Vasco es el que más gasta y el Principa-

do de Asturias el único que ha logrado proteger por completo en estos años su 

nivel de gasto anterior a la crisis. En la Comunidad de Madrid, Castilla-La Man-

cha, Cataluña y Canarias los ajustes han sido más intensos. 

Es importante advertir que, pese a que el gasto en educación per cápita en 

términos reales ha retrocedido en estos años, en porcentaje del PIB apenas lo ha 

hecho, como se ha comprobado en el panel c del gráfico 2.1. Sin embargo, al 

                                                            
10 Adviértase que la línea dibujada equivale a la bisectriz del ángulo de 90 grados que formarían 
las coordenadas en el origen.  
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analizar por separado las distintas comunidades autónomas en 2007 y 2013 con 

ayuda del gráfico 2.3, se observa que en algunas aumenta (Andalucía, Extrema-

dura, Región de Murcia, Principado de Asturias) mientras en otras disminuye 

(Comunidad de Madrid, Cataluña, Castilla-La Mancha y las ciudades autónomas 

de Ceuta y Melilla). El distinto resultado se debe a las diferentes variaciones del 

gasto en educación respecto a las variaciones del PIB en cada comunidad.  

De nuevo, merece la pena señalar la amplitud del abanico de esfuerzo en edu-

cación en relación con el PIB entre comunidades autónomas antes y después de 

la crisis: Extremadura, Andalucía y la Región de Murcia se mantienen en ambos 

periodos como las de mayor porcentaje del PIB, mientras que la Comunidad de 

Madrid presenta los menores porcentajes. Según estos datos, los porcentajes su-

periores de gasto educativo en relación al PIB corresponden a comunidades con 

bajos niveles de renta, mientras algunas de las de mayor nivel —excluidas las fo-

rales— presentan porcentajes bajos. Esta característica indica que un servicio 

básico como la educación se presta en España en condiciones que no dependen 

solo de las rentas de cada territorio. Sin embargo, esta afirmación se ve matizada 

por el hecho de que en la práctica algunas comunidades autónomas disponen de 

mayor capacidad financiera pública y pueden mejorar el servicio con un gasto 

per cápita superior. 

GRÁFICO 2.3. Gasto en educación como porcentaje del PIB, por comunidades autónomas 
 (porcentaje) 

 
Nota: El gasto en educación de las Administraciones de la Seguridad Social no está territorializado. Véase la equivalencia de las abreviaturas 
en el gráfico 2.2. Fuente: Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (2015), IGAE (2015b), SGCAL (2015a), Uriel y Barberán (2007), 
Pérez et al. (2011) y elaboración propia.  
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La estructura del gasto en educación por administraciones es similar en todas 

las comunidades autónomas, como se comprueba en el gráfico 2.4. En todas ellas 

la educación es competencia principalmente de las comunidades autónomas, 

siendo residual el peso que alcanzan la Administración central y las corporacio-

nes locales. Este reparto de responsabilidades es diferente en las ciudades autó-

nomas de Ceuta y Melilla, donde la educación es gestionada por la Administra-

ción central y las corporaciones locales. 

GRÁFICO 2.4. Estructura porcentual del gasto en educación en las comunidades autónomas por 
Administraciones, 2013 

 
Nota: El gasto en educación de las Administraciones de la Seguridad Social no está territorializado pues representa una parte muy reducida 
del total de gasto de las AA. PP. 

Fuente: Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (2015), IGAE (2015b), SGCAL (2015a), Uriel y Barberán (2007), Pérez et al. (2011) y 
elaboración propia. 

Puesto que la mayor parte del gasto es gestionado por las comunidades autó-

nomas, es de esperar que las diferencias entre las mismas sean similares a las ob-

servadas en el conjunto de Administraciones Públicas, ya comentadas en el cua-

dro 2.3 anterior. Para constatar la importancia de estas diferencias, el gráfico 2.5 

toma como referencia el gasto en educación per cápita realizado por las comu-

nidades autónomas en 2013 y compara la posición de cada una en términos por-

centuales (España=100). País Vasco es la comunidad con mayor gasto en educa-

ción per cápita, un 44,9% por encima de la media. Por su parte, la Comunidad 

de Madrid y las Illes Balears son las regiones con menor gasto en educación por 

habitante, alcanzando desviaciones negativas de un 13,3% y un 9,4% con respec-
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to a la media. Tres de las cuatro comunidades más grandes, Comunitat Valencia-

na, Cataluña y la Comunidad de Madrid, mantienen en 2013 un nivel de gasto en 

educación per cápita inferior al promedio.  

GRÁFICO 2.5. Gasto en educación por habitante de las comunidades autónomas, 2013 
(España = 100) 

 
Fuente: Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (2015), IGAE (2015b), SGCAL (2015a), Uriel y Barberán (2007), Pérez et al. (2011) y 
elaboración propia. 

2.3. Territorialización del gasto sanitario 

La sanidad pública es otra de las funciones cuyo gasto se ha visto afectado por la 

evolución de la situación económica, como refleja el cuadro 2.4. A lo largo de la 

fase de crecimiento económico el gasto en sanidad aumentó con fuerza en el 

conjunto de Administraciones Públicas. Sin embargo, el estallido de la crisis 

rompió esta tendencia provocando una reducción del gasto sanitario a partir de 

2010, si bien para la Administración de la Seguridad Social (que presta el servicio 

en las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla) la caída se inició un año más tar-

de. 

Del mismo modo que ocurre con los servicios educativos, la sanidad es gestio-

nada principalmente por las comunidades autónomas. En 2002 la Administra-

ción de la Seguridad Social aún representaba cerca de un 12% del gasto público 
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en sanidad, pero su participación se redujo a partir de 2003 en beneficio de las 

comunidades autónomas, que realizan desde entonces más del 90% del gasto 

público en sanidad. La Administración central y las corporaciones locales, por su 

parte, gestionan una parte muy reducida de la sanidad pública. 

CUADRO 2.4: Evolución del gasto en salud y distribución por Administraciones. España, 2002-
2013 

a) Millones de euros corrientes 

  2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 

Administración 
central 

1.982 2.071 2.209 2.219 2.357 2.540 2.789 3.388 2.927 2.878 2.677 2.760 

Comunidades 
autónomas 

31.104 37.294 42.577 47.919 51.755 55.985 61.621 66.713 65.430 63.815 59.717 58.177 

Corporaciones 
locales 

774 761 625 717 795 883 999 1.107 1.051 990 816 813 

Admin. de la 
Seguridad Social 

4.475 1.355 1.469 1.575 1.770 1.830 1.883 1.731 1.672 1.557 1.470 1.472 

Total AA. PP. 38.335 41.481 46.880 52.430 56.677 61.238 67.292 72.939 71.080 69.240 64.680 63.222 

 

b) Estructura porcentual 
  2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 

Administración 
central 

5,17 4,99 4,71 4,23 4,16 4,15 4,14 4,64 4,12 4,16 4,14 4,37 

Comunidades 
autónomas 

81,14 89,91 90,82 91,40 91,32 91,42 91,57 91,46 92,05 92,16 92,33 92,02 

Corporaciones 
locales 

2,02 1,83 1,33 1,37 1,40 1,44 1,48 1,52 1,48 1,43 1,26 1,29 

Admin. de la 
Seguridad Social 

11,67 3,27 3,13 3,00 3,12 2,99 2,80 2,37 2,35 2,25 2,27 2,33 

Total AA. PP. 100 100 100 100 100 100 100 100 100 100 100 100 

Fuente: IGAE (2015a) y elaboración propia.  

El gráfico 2.6 describe la evolución del gasto público en salud en el periodo 

2002-2013 tanto en términos nominales como reales. Presenta una evolución 

creciente a lo largo de la fase expansiva, llegando a casi a alcanzar los 73.000 mi-

llones de euros en 2009, una cifra que era un 58% mayor que la de 2002 en tér-

minos reales. A partir de ese año, el gasto público sanitario se reduce, situándose 

en 2013 en niveles nominales inferiores a los de 2008 y en niveles reales inferio-

res  a los de 2006. 

Una evolución similar presenta el gasto en sanidad por habitante en términos 

reales, que ha regresado al nivel de 2004, mientras que en porcentaje sobre el 

PIB en 2013 se sitúa en el nivel de 2008. Este último indicador muestra el cre-

ciente esfuerzo en gasto sanitario a lo largo de la fase expansiva y una caída  de 

ese esfuerzo en la recesión, debido a que el PIB también se reduce.  
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GRÁFICO 2.6: Evolución del gasto en salud España, 2002-2013 

a) Gasto en salud nominal y real (millones de euros corrientes y de 2002)

 

b) Gasto en salud por habitante en términos reales (euros de 2002) 

 

c) Evolución del gasto en salud como porcentaje del PIB 

Fuente: IGAE (2015a), INE (2015b, 2015e) y elaboración propia.

La distribución territorial del gasto total en salud a lo largo del periodo 2002-

2013 es similar a la del gasto en servicios educativos. Como muestra el cuadro 2.5 

está relacionada con la dimensión poblacional de cada territorio. Así, las
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CUADRO 2.5: Distribución territorial del gasto en salud, 2002-2013 
(euros corrientes) 

  2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 

Andalucía 5.731.403 6.750.181 7.743.991 8.504.972 9.249.124 9.765.586 11.159.660 11.468.361 11.034.454 10.523.163 9.831.245 9.915.168 

Aragón 1.337.502 1.319.242 1.529.405 1.656.473 1.785.569 1.926.265 2.082.750 2.305.277 2.226.880 2.203.349 2.017.861 1.984.907 

Asturias, P. de 1.359.320 1.141.164 1.281.753 1.400.602 1.490.892 1.579.299 1.693.527 1.942.520 1.806.565 1.866.870 1.802.319 1.821.980 

Balears, Illes 1.015.261 852.387 969.523 1.201.284 1.210.439 1.357.027 1.449.015 1.561.131 1.732.024 1.516.530 1.397.549 1.418.212 

Canarias 1.610.987 1.940.691 2.145.287 2.479.927 2.642.767 2.823.635 3.173.376 3.413.809 3.191.054 2.987.938 2.768.452 2.808.891 

Cantabria 753.415 715.000 782.564 797.635 862.716 935.432 853.300 922.593 945.113 909.952 854.369 900.746 

Castilla y León 3.076.914 2.520.671 2.802.415 3.125.466 3.527.162 3.424.319 3.950.636 3.988.647 4.037.515 4.290.735 3.798.208 3.652.035 

C. -La Mancha 2.156.774 1.725.603 1.810.227 2.361.622 2.609.716 2.793.056 3.134.918 3.589.770 3.571.802 3.434.430 2.845.000 2.780.027 

Cataluña 5.395.008 6.545.428 7.164.489 8.003.194 8.944.725 9.906.047 10.794.370 11.811.887 11.671.206 10.634.152 10.076.629 9.845.881 

C. Valenciana 3.421.249 4.177.397 4.697.030 5.344.593 5.736.305 6.224.598 6.731.886 7.460.203 7.513.567 7.296.572 7.143.204 6.462.532 

Extremadura 1.117.038 1.135.363 1.248.657 1.373.087 1.498.685 1.682.767 1.801.998 1.960.117 1.907.958 1.794.183 1.665.109 1.607.673 

Galicia 2.287.238 2.710.467 3.150.527 3.363.585 3.558.986 3.769.852 4.098.096 4.422.455 4.179.598 4.089.260 3.832.251 3.936.797 

Madrid, C. de  5.144.723 5.204.717 6.190.470 6.845.566 7.334.368 8.121.327 8.756.897 9.734.909 9.045.496 9.674.133 9.206.684 8.804.002 

Murcia, R. de  1.014.301 1.232.662 1.412.045 1.604.962 1.735.000 1.936.920 2.297.885 2.509.864 2.445.868 2.432.645 2.149.885 2.123.713 

Navarra, C. F. de 534.546 629.375 716.555 773.561 826.432 897.931 980.784 1.103.340 1.090.774 1.060.475 971.802 944.557 

País Vasco 1.911.132 2.237.126 2.501.535 2.817.584 2.953.870 3.268.160 3.562.856 3.943.096 3.890.950 3.764.634 3.603.840 3.518.483 

La Rioja  279.546 323.368 339.463 396.097 499.477 598.010 511.114 520.037 519.144 488.494 463.815 452.899 

Ceuta, c. a. de 95.792 163.997 198.731 189.213 104.655 110.972 127.639 139.497 135.718 137.569 127.661 128.961 

Melilla, c. a. de 92.854 156.160 195.334 190.577 106.111 116.797 131.293 141.486 134.314 134.914 124.116 114.534 

Total CC. AA. 38.335.000 41.481.000 46.880.000 52.430.000 56.677.000 61.238.000 67.292.000 72.939.000 71.080.000 69.240.000 64.680.000 63.222.000 

Fuente: Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015), IGAE (2015b), SGCAL (2015a), Uriel y Barberán (2007), Pérez et al. (2011) y elaboración propia.  
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regiones con mayor gasto en sanidad —Andalucía, Cataluña, la Comunidad de 

Madrid y la Comunitat Valenciana— concentran el 55% del gasto total. A pesar 

de que su peso en el gasto en sanidad de España se ha reducido con la crisis, 

mantienen un peso superior al de 2002 que refleja, fundamentalmente, su mayor 

dinamismo demográfico a lo largo de la década. 

El gasto en sanidad per cápita permite comparar mejor a comunidades autó-

nomas de muy distinto tamaño y las cifras del mismo indican, en primer lugar, 

que es superior al gasto en educación per cápita en todas las comunidades autó-

nomas Del mismo modo que ocurre con la educación, el gasto público sanitario 

presenta una evolución creciente en la etapa expansiva y decreciente desde 2010 

en todas las comunidades. Este cambio generalizado de tendencia se debe al 

efecto provocado por las políticas fiscales restrictivas desarrolladas a partir de esa 

fecha que han afectado a todas las comunidades autónomas, aunque en Illes Ba-

lears se inicia el ajuste un año más tarde. 

Si se compara el gasto en salud per cápita en 2007 y 2013 con la ayuda del grá-

fico 2.7 —en el que la línea inclinada tiene una pendiente de 45 grados y repre-

senta puntos en los que la abscisa tiene el mismo valor que la ordenada— se ob-

serva en primer lugar que el abanico de los gastos per cápita entre comunidades 

es considerable en ambos periodos. En segundo lugar se advierte que en casi to-

das las comunidades se han producido reducciones sustanciales del gasto sanita-

rio durante la crisis, cuya intensidad viene representada por la distancia a la línea 

de 45 grados. Solo el Principado de Asturias ha mantenido sus gastos. Como se 

puede comprobar, el amplio abanico de niveles de gasto per cápita entre comu-

nidades autónomas apenas se ha visto afectado por los ajustes. 

En este punto resulta necesario matizar que, durante los últimos años de ex-

pansión y los primeros de crisis, algunas comunidades acumularon deudas ante 

proveedores no reconocidas en la contabilidad (lo que se conoce coloquialmente 

como «guardar facturas en el cajón»). Esta práctica fue importante en el ámbito 

de la sanidad en algunas comunidades, especialmente en la Comunitat Valencia-

na. La creación recientemente de instrumentos de financiación extraordinaria 

(Fondo de Liquidez Autonómico [FLA] y Fondo para la Financiación del Pago a 
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CUADRO 2.6: Distribución territorial del gasto en salud, 2002-2013 

(euros constantes de 2013 per cápita) 

  2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 

Andalucía 1.007,51 1.140,13 1.250,06 1.297,71 1.353,26 1.349,29 1.499,05 1.514,22 1.404,55 1.300,27 1.176,26 1.182,17 

Aragón 1.436,15 1.365,16 1.517,39 1.560,59 1.613,55 1.636,82 1.710,09 1.866,47 1.751,33 1.691,41 1.509,56 1.487,38 

Asturias, P. de 1.673,21 1.368,96 1.490,01 1.569,47 1.624,82 1.645,23 1.730,19 1.964,42 1.774,15 1.792,16 1.688,38 1.714,10 

Balears, Illes 1.532,54 1.208,65 1.295,58 1.498,33 1.421,53 1.472,74 1.503,60 1.576,35 1.683,00 1.428,80 1.269,32 1.274,53 

Canarias 1.216,95 1.389,68 1.449,95 1.573,66 1.594,26 1.596,40 1.732,40 1.826,87 1.642,62 1.486,90 1.326,80 1.332,20 

Cantabria 1.828,96 1.672,04 1.753,71 1.702,12 1.772,82 1.817,80 1.611,09 1.711,55 1.694,10 1.587,57 1.449,77 1.530,48 

Castilla y León 1.636,52 1.301,73 1.397,91 1.496,02 1.634,01 1.506,90 1.702,37 1.704,33 1.676,40 1.742,53 1.507,58 1.457,13 

C. -La Mancha 1.586,03 1.211,50 1.208,35 1.483,74 1.558,61 1.551,29 1.677,55 1.882,45 1.805,68 1.685,26 1.359,21 1.334,25 

Cataluña 1.090,12 1.256,26 1.304,31 1.372,24 1.465,40 1.523,96 1.605,56 1.726,54 1.649,64 1.462,60 1.348,23 1.322,74 

C. Valenciana 1.051,36 1.214,84 1.289,90 1.375,82 1.404,04 1.422,79 1.489,39 1.629,26 1.591,68 1.505,50 1.433,12 1.301,09 

Extremadura 1.380,28 1.361,74 1.445,97 1.525,11 1.611,92 1.724,41 1.811,51 1.944,82 1.832,39 1.678,05 1.515,50 1.463,85 

Galicia 1.107,69 1.275,73 1.433,28 1.470,25 1.509,55 1.526,88 1.629,25 1.738,49 1.593,66 1.522,73 1.389,77 1.429,88 

Madrid, C. de  1.209,36 1.161,79 1.316,04 1.378,61 1.416,27 1.468,62 1.529,13 1.667,75 1.497,38 1.557,87 1.436,97 1.377,19 

Murcia, R. de  1.083,06 1.245,88 1.349,50 1.431,13 1.471,00 1.533,99 1.761,37 1.886,22 1.774,73 1.718,36 1.475,67 1.453,39 

Navarra, C. F. de  1.242,41 1.400,90 1.526,00 1.566,63 1.605,89 1.638,42 1.730,27 1.906,11 1.815,47 1.713,96 1.524,49 1.482,78 

País Vasco 1.196,95 1.359,17 1.465,36 1.581,70 1.604,72 1.690,39 1.804,24 1.971,65 1.885,38 1.779,03 1.658,11 1.620,75 

La Rioja  1.299,25 1.432,43 1.424,03 1.568,96 1.899,42 2.130,06 1.761,14 1.770,23 1.715,17 1.570,37 1.453,40 1.429,49 

Ceuta, c. a. de 1.767,63 2.936,67 3.428,31 3.120,71 1.655,47 1.655,93 1.848,27 1.951,54 1.779,10 1.712,50 1.520,82 1.526,16 

Melilla, c. a. de 1.854,35 3.062,75 3.730,48 3.419,90 1.811,16 1.854,34 1.994,99 2.067,78 1.833,41 1.736,82 1.506,16 1.369,29 

Total CC. AA. 1.209,89 1.252,63 1.350,56 1.429,75 1.481,26 1.506,22 1.605,75 1.712,38 1.613,35 1.529,04 1.387,19 1.356,89 

Fuente: Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015), IGAE (2015b), SGCAL (2015a), Uriel y Barberán (2007), Pérez et al. (2011) y elaboración propia.  
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Proveedores [FFPP]) ha permitido que estos gastos se hayan reconocido en ejer-

cicios posteriores a los que realmente se prestó el servicio. Por tanto, la compara-

ción entre el gasto per cápita realizado en 2013 y 2007 puede verse afectada por 

este hecho, que en la práctica supone computar en 2007 un gasto menor al reali-

zado, mientras que en 2013 se reconoce un gasto mayor al efectuado.     

GRÁFICO 2.7: Gasto en salud per cápita por comunidades autónomas, en términos reales 
(euros de 2013) 

 
Nota: Véase la equivalencia de las abreviaturas en el gráfico 2.2. 

Fuente: Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015), IGAE (2015b), INE (2015b, 2015e), SGCAL (2015a), Uriel y Barberán 
(2007), Pérez et al. (2011) y elaboración propia.  

En el indicador de gasto en salud como porcentaje del PIB, la comparación 

entre 2007 y 2013 ofrece una imagen muy distinta de la anterior. El gráfico 2.8 

muestra que el esfuerzo en términos de PIB ha aumentado en la mayoría de las 

comunidades autónomas, siendo la excepción La Rioja.11 El aumento de esta ra-

tio se debe a que, pese a que el gasto sanitario presenta desde 2010 una tenden-

cia decreciente en todas las comunidades autónomas, en 2013 mantiene unos 

niveles superiores a los de 2007. Es decir, teniendo en cuenta que se ha produci-

do una importante caída del PIB a consecuencia de la crisis, el balance de estos 

años es que en 2013 el esfuerzo en gasto en salud del sector público se había 

prácticamente mantenido en algunos casos y en otros había aumentado. 

                                                            
11 En los gráficos 2.7 y 2.8 la posición de La Rioja se ve afectada por su dato de gasto en salud en 
2007 en la información pública de base, que puede constituir una observación atípica. 
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GRÁFICO 2.8. Gasto en salud como porcentaje del PIB, por comunidades autónomas 
(porcentaje) 

 
Nota: Véase la equivalencia de las abreviaturas en el gráfico 2.2. 

Fuente: Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015), IGAE (2015b), SGCAL (2015a), Uriel y Barberán (2007), Pérez et al. 
(2011) y elaboración propia.  

GRÁFICO 2.9: Estructura porcentual del gasto en salud en las comunidades autónomas, por 
Administraciones, 2013 

 

Fuente: Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015), IGAE (2015b), SGCAL (2015a), Uriel y Barberán (2007), Pérez et al. 
(2011) y elaboración propia. 

La distribución de la gestión del gasto en salud en las comunidades autóno-

mas entre las distintas Administraciones Públicas es muy similar, como muestra el 

gráfico   2.9.  Al  igual  que  en  la  educación,  la  sanidad  pública  es  gestionada 
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principalmente por las comunidades autónomas, que realizan más del 90% del 

gasto. Una excepción parcial es la Comunidad de Madrid, donde la Administra-

ción central gestiona una parte mayor del gasto, por la importante concentración 

de funcionarios de esta Administración atendidos por mutualidades. Por su par-

te, en las ciudades autónomas la gestión la realizan principalmente la Adminis-

tración de la Seguridad Social y la Administración central. 

GRÁFICO 2.10. Gasto en salud por habitante de las comunidades autónomas, 2013 
(España = 100) 

 
Fuente: Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015), IGAE (2015b), INE (2015e), SGCAL (2015a), Uriel y Barberán (2007), 
Pérez et al. (2011) y elaboración propia. 

La distribución territorial del gasto en salud por habitante de las comunidades 

autónomas es similar a la observada en el cuadro 2.6, ya que estas administracio-

nes realizan más del 90% de estos gastos en la mayoría de los territorios. Las dife-

rencias son menores que en la educación pero, en todo caso, el rango de valores 

es también notable, cercano a los 43 puntos porcentuales. Estas diferencias se 

reflejan en el gráfico 2.10, tomando como referencia el gasto en salud per cápita 

del total de España para el año 2013 y comparando a las distintas comunidades 

autónomas con la media. La mayoría de regiones presentan un nivel de gasto per 

cápita en salud superior a la media española debido a que las tres más pobladas 

se sitúan por debajo. La Comunidad de Madrid —cuya peculiaridad reduce el 

gasto de la comunidad autónoma—, la Comunitat Valenciana, Illes Balears y An-
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dalucía son las comunidades con menor gasto en salud por habitante, mientras 

que las comunidades forales, el Principado de Asturias y Cantabria son las de gas-

to per cápita mayor. 

El Principado de Asturias es la comunidad con mayor nivel de gasto per cápita 

en salud en 2013 y se sitúa un 31,4% por encima de la media española. En senti-

do contrario, Andalucía es la comunidad con menor nivel de gasto per cápita en 

salud y está un 11,5% por debajo del conjunto de España. Un repaso al conjunto 

de casos situados por encima y por debajo de la media indica que existen regio-

nes ricas que gastan menos que la media y otras relativamente pobres en las que 

se gasta más. Así pues, no es el nivel de renta de la región el determinante fun-

damental de las diferencias sino otros factores que posteriormente se analizarán.  

2.4. Territorialización del gasto en protección social 

La protección social es una partida de gasto que, a priori, puede tener un fuerte 

carácter contracíclico debido a las funciones que cumple. Así, al empeorar la 

situación económica aumentan las prestaciones por desempleo y también los 

despidos que se acogen a los beneficios de las jubilaciones anticipadas. Asimismo, 

disminuyen los niveles de renta, lo que provoca un aumento de las prestaciones y 

subsidios sociales. Subsidios, jubilaciones y prestaciones actúan en ese caso como 

estabilizadores automáticos. Sin embargo, cuando la crisis llega a las finanzas pú-

blicas con la fuerza que lo ha hecho en los años recientes puede suceder que al-

gunos compromisos de protección social asumidos sean revisados, para que tam-

bién esta función contribuya a la reducción del gasto público. Como veremos, en 

España esto último ha ocurrido mucho menos que en las dos funciones de gasto 

anteriores. 

En el cuadro 2.7 se observa la evolución del gasto en protección social del to-

tal de Administraciones a lo largo del periodo 2002-2013. Se constata que ha cre-

cido a lo largo de todo el periodo considerado, aunque se producen diferencias 

en la estructura del gasto por administraciones. A partir de 2011 disminuye lige-

ramente el gasto en protección social gestionado por la Administración central, y 

más el de las comunidades autónomas y corporaciones locales, mientras aumenta 

la parte de la Administración de la Seguridad Social, que se ha mantenido por 

encima del 80% a lo largo de todo el periodo.  
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CUADRO 2.7: Evolución del gasto en protección social por Administraciones. España, 2002-2013 

a) Millones de euros corrientes  
  2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 

Administración 
central 

8.561 9.636 10.338 10.858 11.700 13.016 14.648 15.225 16.101 15.503 15.343 15.407 

Comunidades 
autónomas 

4.544 5.498 6.168 6.729 7.781 8.503 10.119 11.803 11.846 11.823 10.925 10.409 

Corporaciones 
locales 

3.168 3.847 4.068 4.798 5.697 6.125 6.466 7.167 6.550 6.453 5.535 5.491 

Admin. de la 
Seguridad 
Social 

78.651 83.393 89.686 95.959 102.705 110.930 122.460 138.498 144.681 146.325 150.801 153.129 

Total AA. PP. 94.924 102.374 110.260 118.344 127.883 138.574 153.693 172.693 179.178 180.104 182.604 184.436 

b) Estructura porcentual 
  2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 

Administración 
central 9,02 9,41 9,38 9,17 9,15 9,39 9,53 8,82 8,99 8,61 8,40 8,35 

Comunidades 
autónomas 

4,79 5,37 5,59 5,69 6,08 6,14 6,58 6,83 6,61 6,56 5,98 5,64 

Corporaciones 
locales 3,34 3,76 3,69 4,05 4,45 4,42 4,21 4,15 3,66 3,58 3,03 2,98 

Admin. de la 
Seguridad 
Social 

82,86 81,46 81,34 81,08 80,31 80,05 79,68 80,20 80,75 81,24 82,58 83,03 

Total AA. PP. 100 100 100 100 100 100 100 100 100 100 100 100 

Fuente: IGAE (2015a) y elaboración propia. 

El gráfico 2.11 muestra que el gasto en protección social en términos nomina-

les aumenta a lo largo de todo el periodo considerado, mientras que en términos 

reales experimenta una ligera reducción en 2011, manteniéndose estable en ese 

nivel en 2012 y 2013. Por tanto, el aumento del gasto en protección social en 

términos nominales a partir de 2010 se debe al aumento del nivel de precios. 

El gasto en protección social por habitante en términos reales presenta una 

evolución similar. En los primeros años de la crisis experimenta un fuerte creci-

miento, como consecuencia de la puesta en marcha de estos estabilizadores au-

tomáticos. Sin embargo, a partir de 2010 inicia una tendencia decreciente debi-

do a la ligera caída del gasto en protección social en términos reales y al efecto 

del aumento de la población, que se interrumpe en 2013 como consecuencia de 

la reducción de la población. 

El gasto en protección social como porcentaje del PIB se mantiene estable al-

rededor del 13% durante la fase expansiva, como se observa en el panel c del 

gráfico 2.11, pero con el estallido de la crisis aumenta sustancialmente, tanto por 
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el incremento del gasto como por la caída del PIB, hasta aproximarse al 18% del 

PIB en 2013, una cifra claramente superior a la de los años de expansión. 

GRÁFICO 2.11. Evolución del gasto en protección social. España 2002-2013 
(2002 = 100) 

a) Gasto en protección social nominal y real (millones de euros corrientes y de 2002) 

b) Gasto en protección social por habitante en términos reales (euros de 2002) 

c) Evolución del gasto en protección social como porcentaje del PIB (%) 

Fuente: IGAE (2015a), INE (2015b, 2015e) y elaboración propia.
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CUADRO 2.8: Distribución territorial del gasto en protección social, 2002-2013 

(euros corrientes) 
  2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 

Andalucía 16.941.890 18.473.229 19.570.957 20.874.911 21.761.113 23.522.957 26.396.407 28.505.254 29.273.168 29.028.177 29.173.921 29.505.097 

Aragón 2.837.696 3.017.105 3.188.972 3.457.600 3.818.416 4.121.633 4.596.057 5.371.368 5.465.601 5.521.584 5.629.077 5.702.173 

Asturias, P. de 3.402.835 3.612.044 3.877.568 4.126.337 4.391.735 4.692.945 4.983.574 5.497.224 5.656.449 5.868.865 6.040.596 6.112.724 

Balears, Illes 1.873.731 2.027.208 2.170.226 2.307.738 2.585.194 2.806.980 3.135.250 3.558.450 3.643.083 3.611.297 3.644.671 3.701.561 

Canarias 3.565.009 3.839.753 4.226.340 4.580.411 4.786.424 5.235.875 5.869.418 6.353.232 6.586.054 6.392.579 6.358.387 6.481.916 

Cantabria 1.296.414 1.380.215 1.537.727 1.666.832 1.815.013 1.951.612 2.138.971 2.411.466 2.504.002 2.572.502 2.638.863 2.659.368 

Castilla y León 5.892.830 6.227.459 6.677.120 7.062.116 7.730.313 8.283.686 8.921.669 9.984.930 10.487.498 10.492.381 10.777.857 10.906.461 

C. -La Mancha 3.824.074 4.110.635 4.397.492 4.684.466 5.043.352 5.450.642 6.233.797 7.208.860 7.370.638 7.343.504 7.352.482 7.519.063 

Cataluña 15.741.593 17.051.742 18.576.398 20.062.676 22.092.811 23.928.092 26.734.774 30.681.815 31.930.362 32.297.555 32.643.922 32.951.286 

C. Valenciana 8.505.180 9.136.591 9.877.360 10.702.808 11.766.597 12.887.154 14.566.366 16.756.995 17.456.286 17.227.815 17.494.621 17.592.429 

Extremadura 2.512.390 2.659.196 2.856.967 3.064.203 3.057.096 3.252.739 3.512.097 3.775.391 4.018.903 4.015.305 3.993.678 4.060.317 

Galicia 6.613.237 6.999.401 7.533.681 8.065.819 8.510.494 9.042.516 9.739.129 10.736.485 11.062.681 11.309.055 11.635.123 11.770.307 

Madrid, C. de  11.373.218 12.325.118 13.360.391 14.398.816 15.979.139 17.513.563 19.385.979 21.908.156 22.753.354 23.487.690 23.902.561 24.165.659 

Murcia, R. de  2.225.774 2.410.523 2.597.384 2.795.519 3.119.998 3.447.615 3.981.773 4.536.635 4.781.862 4.645.240 4.664.625 4.682.679 

Navarra, C. F. de  1.386.068 1.508.249 1.612.378 1.705.279 1.879.373 2.105.384 2.320.543 2.656.237 2.726.976 2.814.528 2.916.954 2.914.277 

País Vasco 5.888.399 6.460.734 6.938.876 7.507.329 8.336.272 9.016.799 9.725.364 11.137.036 11.800.065 11.822.565 12.021.315 11.974.393 

La Rioja  619.965 665.700 707.725 771.498 855.684 927.146 1.040.674 1.193.637 1.224.183 1.218.001 1.267.611 1.281.275 

Ceuta y Melilla, cc. aa. 
de 

423.696 469.099 552.437 509.640 353.976 386.662 411.158 419.831 436.834 435.358 447.739 455.016 

Total CC. AA. 94.924.000 102.374.000 110.260.000 118.344.000 127.883.000 138.574.000 153.693.000 172.693.000 179.178.000 180.104.000 182.604.000 184.436.000 

Fuente: Ministerio de Empleo y Seguridad Social (2015), IGAE (2015b), SGCAL (2015a) y elaboración propia. 
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La distribución territorial del gasto en protección social en euros corrientes 

entre las comunidades autónomas presenta notables diferencias debido a facto-

res de muy distinta naturaleza, como el tamaño de la población, los niveles de 

renta, empleo y salarios de las regiones —determinantes de buena parte de los 

derechos individuales reconocidos al cobro de pensiones y subsidios de desem-

pleo— y de otros factores que influyen en la especial cobertura a determinados 

colectivos de algunos territorios. 

Las comunidades autónomas con mayor volumen de gasto en protección so-

cial son lógicamente las de mayor dimensión demográfica —la Comunidad de 

Madrid, Cataluña, Andalucía y Comunitat Valenciana— y su peso respecto al to-

tal aumenta en el periodo considerado, excepto en el caso de Andalucía. El cua-

dro 2.9 muestra la distribución del gasto en protección social per cápita en tér-

minos reales de las distintas regiones, siendo el País Vasco y el Principado de As-

turias las que presentan un mayor nivel, aunque por motivos diferentes. En el 

primer caso se refiere a una comunidad foral con elevada renta per cápita, que 

repercute en también mayores prestaciones por jubilación, a lo que puede estar 

sumándose una mayor capacidad financiera para prestar servicios de protección 

social. Por su parte, el Principado de Asturias goza de características particulares 

en el sistema de protección social, ligadas a las prejubilaciones provocadas por la 

reconversión de sectores como la minería e industria. 

Como se observa en el cuadro, la tendencia del gasto per cápita es creciente 

hasta 2010, iniciándose en 2011 y 2012 un descenso en el conjunto de comuni-

dades autónomas como consecuencia de que las políticas restrictivas afectan 

también a algunas partidas del gasto en protección social. No obstante, en 2013 

los niveles de gasto en protección social por habitante se han mantenido o re-

puntado ligeramente en todas las comunidades. 

El gráfico 2.12 compara el gasto en protección social per cápita en términos 

reales en 2007 (antes de la crisis) y en 2013. Una vez más, el abanico de valores 

muestra importantes diferencias entre comunidades en cualquiera de los ejerci-

cios considerados. De hecho, los niveles del Principado de Asturias y País Vasco 

doblan a los de Canarias y Región de Murcia. El mantenimiento de la dispersión 

a lo largo de la diagonal indica que las diferencias se han mantenido en estos 

años. Como se puede observar, todos los territorios, a excepción de las ciudades 
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CUADRO 2.9: Distribución territorial del gasto en protección social, 2002-2013 
(euros constantes de 2013 per cápita) 

  2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 

Andalucía 2.978,17 3.120,19 3.159,20 3.185,15 3.183,92 3.250,12 3.545,75 3.763,69 3.726,11 3.586,79 3.490,51 3.517,85 

Aragón 3.047,00 3.122,12 3.163,92 3.257,47 3.450,56 3.502,31 3.773,71 4.348,94 4.298,41 4.238,68 4.211,11 4.272,88 

Asturias, P. de 4.188,61 4.333,08 4.507,59 4.623,83 4.786,25 4.888,86 5.091,47 5.559,18 5.554,96 5.633,99 5.658,72 5.750,80 

Balears, Illes 2.828,41 2.874,49 2.900,08 2.878,39 3.036,03 3.046,32 3.253,35 3.593,14 3.539,97 3.402,39 3.310,27 3.326,54 

Canarias 2.693,03 2.749,55 2.856,49 2.906,54 2.887,43 2.960,22 3.204,21 3.399,87 3.390,22 3.181,17 3.047,30 3.074,24 

Cantabria 3.147,12 3.227,67 3.446,03 3.556,95 3.729,71 3.792,51 4.038,53 4.473,64 4.488,40 4.488,18 4.477,85 4.518,60 

Castilla y León 3.134,23 3.215,99 3.330,69 3.380,31 3.581,18 3.645,31 3.844,44 4.266,51 4.354,46 4.261,12 4.277,92 4.351,58 

C. -La Mancha 2.812,12 2.885,97 2.935,37 2.943,11 3.012,06 3.027,34 3.335,81 3.780,28 3.726,13 3.603,42 3.512,68 3.608,71 

Cataluña 3.180,77 3.272,73 3.381,86 3.439,98 3.619,44 3.681,13 3.976,53 4.484,74 4.513,13 4.442,13 4.367,70 4.426,81 

C. Valenciana 2.613,66 2.657,03 2.712,52 2.755,14 2.880,03 2.945,69 3.222,71 3.659,63 3.697,95 3.554,61 3.509,88 3.541,85 

Extremadura 3.104,46 3.189,41 3.308,43 3.403,46 3.288,08 3.333,24 3.530,64 3.745,92 3.859,73 3.755,41 3.634,84 3.697,09 

Galicia 3.202,73 3.294,40 3.427,33 3.525,64 3.609,73 3.662,43 3.871,93 4.220,56 4.218,16 4.211,18 4.219,49 4.275,09 

Madrid, C. de  2.673,49 2.751,20 2.840,30 2.899,73 3.085,59 3.167,06 3.385,19 3.753,24 3.766,56 3.782,34 3.730,69 3.780,19 

Murcia, R. de  2.376,65 2.436,37 2.482,33 2.492,74 2.645,26 2.730,42 3.052,10 3.409,38 3.469,74 3.281,27 3.201,78 3.204,65 

Navarra, C. F. de  3.221,56 3.357,16 3.433,77 3.453,55 3.651,93 3.841,61 4.093,83 4.588,86 4.538,74 4.548,89 4.575,89 4.574,86 

País Vasco 3.687,92 3.925,22 4.064,68 4.214,38 4.528,78 4.663,77 4.924,95 5.568,81 5.717,78 5.586,92 5.530,95 5.515,87 

La Rioja  2.881,42 2.948,87 2.968,86 3.055,94 3.254,01 3.302,42 3.585,83 4.063,18 4.044,50 3.915,54 3.972,16 4.044,11 

Ceuta y Melilla, cc. aa. de 4.063,62 4.391,02 5.007,16 4.379,95 2.906,09 2.974,31 3.048,55 3.000,83 2.921,12 2.755,24 2.691,58 2.706,09 

Total CC. AA. 2.995,88 3.091,47 3.176,46 3.227,21 3.342,23 3.408,39 3.667,49 4.054,28 4.066,91 3.977,28 3.916,31 3.958,43 

Fuente: Ministerio de Empleo y Seguridad Social (2015), IGAE (2015b), INE (2015b, 2015e), SGCAL (2015a) Uriel y Barberán (2007), Pérez et al. (2011) y elaboración propia. 
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GRÁFICO 2.12: Gasto en protección social per cápita por comunidades autónomas en términos 
reales 
(euros de 2013 per cápita) 

 
Nota: Véase la equivalencia de las abreviaturas en el gráfico 2.2. 

Fuente: Ministerio de Empleo y Seguridad Social (2015), IGAE (2015b), INE (2015b, 2015e), SGCAL (2015a) Uriel y Barberán (2007), 
Pérez et al. (2011) y elaboración propia. 

autónomas, se sitúan en 2013 por encima de la diagonal, lo que indica que los 

niveles de gasto por habitante en protección social de este año eran superiores a 

los de 2007, a pesar de que el gasto disminuye en 2011 y 2012.  

El esfuerzo por mantener en estos años las coberturas sociales ha sido crecien-

te en relación con los recursos del país, como confirma el dato de que el gasto en 

protección social como porcentaje del PIB haya aumentado sustancialmente en 

2013 respecto a 2007 en todas las comunidades autónomas. Es el resultado del 

aumento del volumen de gasto en términos nominales y la caída del PIB. El Prin-

cipado de Asturias es la comunidad con mayor nivel de gasto en protección social 

sobre el PIB por los motivos antes indicados. Le sigue Extremadura, debido a su 

menor renta por habitante. En sentido contrario, la Comunidad de Madrid y las 

Illes Balears (comunidades con elevado PIB per cápita) presentan los menores 

niveles en comparación con el resto de comunidades autónomas. Puede advertir-

se que el rango de valores de este indicador es enorme y el orden de las comuni-

dades no responde tampoco a un criterio simple relacionado con la renta por 

habitante o el desempleo, ni positiva ni negativamente.  
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GRÁFICO 2.13. Gasto en protección social como porcentaje del PIB, por comunidades 
autónomas 
(porcentaje) 

 
Nota: Véase la equivalencia de las abreviaturas en el gráfico 2.2. 

Fuente: Ministerio de Empleo y Seguridad Social (2015), IGAE (2015b), SGCAL (2015a) Uriel y Barberán (2007), Pérez et al. (2011) y 
elaboración propia. 

El gasto en protección social es gestionado principalmente por las Adminis-

traciones de la Seguridad Social, como se ha visto anteriormente. El gráfico 2.14 

ofrece la distribución del gasto en protección social de cada territorio entre las 

distintas Administraciones Públicas. El gestionado por la Seguridad Social supera 

el 80% en la mayoría de las comunidades autónomas, aunque en algunas es una 

proporción ligeramente inferior por el mayor peso de la Administración central. 

En general, se observa un mayor peso de la Administración central en los territo-

rios más pobres, debido al tipo de gasto en protección social gestionado por esta 

administración. Por su parte, el gasto de la Seguridad Social se encuentra más 

relacionado con prestaciones contributivas, que serán mayores en las comunida-

des con mayor renta relativa (salvo excepciones ya comentadas). El Principado 

de Asturias es la comunidad con mayor proporción del gasto en protección social 

gestionado por la Seguridad Social alcanzando casi un 89%, mientras en las ciu-

dades autónomas es del 73%. 
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GRÁFICO 2.14. Estructura porcentual del gasto en protección social en las comunidades 
autónomas, por Administraciones, 2013 

 

Fuente: Ministerio de Empleo y Seguridad Social (2015), IGAE (2015b), SGCAL (2015a) Uriel y Barberán (2007), Pérez et al. (2011) y 
elaboración propia. 

Debido al elevado protagonismo de las Administraciones de la Seguridad So-

cial en este tipo de servicios, el gasto por habitante en protección social de esta 

administración es similar al ya comentado al analizar el total de Administraciones 

(cuadro 2.9). Durante la crisis el gasto gestionado por la Seguridad Social ha se-

guido aumentado en la mayoría de las comunidades autónomas sin interrumpir 

su tendencia fuertemente creciente. En 2013, el gasto medio per cápita había 

crecido cerca de un 20% respecto al nivel de 2007. Tras este comportamiento se 

esconden componentes tendenciales —envejecimiento y elevación de la pensión 

media—, pero también otros que reflejan el efecto de la crisis, como las jubila-

ciones anticipadas.  

Como se observa en el gráfico 2.15, existen importantes diferencias entre re-

giones en el gasto en protección social per cápita. El País Vasco y el Principado 

de Asturias sobresalen sustancialmente, con un 39,3% y un 45,3% superior a la 

media española, respectivamente, mientras que la Región de Murcia, las ciudades 

autónomas y Canarias presentan un nivel de gasto por habitante en protección 

social que es un 19%, 31,6% y un 22,3% inferior a la media española, respecti-

vamente.   
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GRÁFICO 2.15. Gasto en protección social de las Administraciones Públicas por habitante en las 
comunidades autónomas, 2013  
(España = 100) 

 

Fuente: Ministerio de Empleo y Seguridad Social (2015), IGAE (2015b), SGCAL (2015a), Uriel y Barberán (2007), Pérez et al. (2011) y 
elaboración propia. 

2.5. Territorialización del gasto en SPF 

El gasto en SPF engloba el gasto en sanidad, educación y protección social y, co-

mo ya se ha señalado, representa alrededor del 60% del gasto público realizado 

en España. El cuadro 2.10 presenta la evolución del gasto en SPF por Adminis-

traciones entre 2002 y 2013, observándose un aumento del mismo a lo largo del 

periodo de crecimiento en todas las Administraciones Públicas, que se prolonga 

en los primeros años de crisis, y un ligero retroceso en los dos últimos años que 

se frena en 2013. La excepción a esta reducción es la Seguridad Social, cuyo gas-

to en términos nominales ha seguido aumentando por el crecimiento del gasto 

en protección social tras el estallido de la crisis. 

Como muestra el panel b del cuadro 2.10, el gasto en SPF es gestionado en 

gran medida por las comunidades autónomas y la Seguridad Social, alcanzando 

esta última un mayor peso en los últimos años hasta llegar a ser superior al 53%. 

Por su parte, la Administración central y las corporaciones locales gestionan una 

proporción muy reducida del gasto en SPF una vez los servicios de educación y 

sanidad están transferidos a las comunidades autónomas, mientras que la compe-
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tencia en materia de protección social corresponde principalmente a la Seguri-

dad Social. Así pues, la dinámica expansiva y los ajustes de gasto en los SPF se 

traducen sobre todo en variaciones cuyo reflejo presupuestario se produce en las 

administraciones autonómicas y de la Seguridad Social. Pero, como hemos visto, 

en los años de crisis su trayectoria de las distintas funciones y administraciones ha 

sido muy distinta, pues mientras el ajuste de gastos en sanidad y educación ha 

sido significativo –y realizado por las comunidades-, apenas se ha producido en la 

función de protección social, sobre todo porque no ha habido retroceso en el 

gasto de la Seguridad Social. 

CUADRO 2.10. Evolución del gasto en SPF por Administraciones. España, 2002-2013 

a) Millones de euros corrientes  

  2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 

Administración 
central 

12.044 13.255 14.358 14.642 15.616 17.150 19.144 20.406 20.819 20.106 19.699 19.690 

Comunidades 
autónomas 

63.088 72.075 79.826 87.440 95.401 103.462 114.485 123.628 121.194 118.450 110.275 107.496 

Corporaciones 
locales 

5.287 6.054 6.893 7.882 8.890 9.765 10.046 11.053 10.374 10.036 8.557 8.490 

Admin. de la 
Seguridad 
Social 

83.154 84.777 91.180 97.561 104.491 112.771 124.354 140.237 146.363 147.889 152.278 154.608 

Total AA. PP. 163.573 176.161 192.257 207.525 224.398 243.148 268.029 295.324 298.750 296.481 290.809 290.284 

b) Estructura porcentual 
  2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 

Administración 
central 

7,36 7,52 7,47 7,06 6,96 7,05 7,14 6,91 6,97 6,78 6,77 6,78 

Comunidades 
autónomas 

38,57 40,91 41,52 42,13 42,51 42,55 42,71 41,86 40,57 39,95 37,92 37,03 

Corporaciones 
locales 

3,23 3,44 3,59 3,80 3,96 4,02 3,75 3,74 3,47 3,39 2,94 2,92 

Admin. de la 
Seguridad 
Social 

50,84 48,12 47,43 47,01 46,57 46,38 46,40 47,49 48,99 49,88 52,36 53,26 

Total AA. PP. 100 100 100 100 100 100 100 100 100 100 100 100 

Fuente: IGAE (2015a) y elaboración propia.  

El cuadro 2.11 presenta la distribución territorial del gasto en SPF en euros 

corrientes del conjunto de administraciones. A pesar de que desde 2010 se pro-

ducen caídas del gasto en SPF en bastantes comunidades autónomas, solo en 

2012 todas disminuyen su gasto en protección social respecto el año anterior, 

siendo las variaciones en 2013 de signo positivo en unos casos y negativo en 

otros. Las regiones con mayores niveles de gasto en SPF son lógicamente las de 

mayor  tamaño:  Andalucía,  Cataluña, la Comunidad de Madrid y Comunitat Va- 
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CUADRO 2.11: Distribución territorial del gasto en SPF, 2002-2013 
(euros corrientes) 

  2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 

Andalucía 27.817.323 30.698.886 33.257.520 35.705.521 37.938.600 40.769.413 45.781.894 48.706.067 49.165.253 48.292.082 47.228.896 47.466.571 

Aragón 5.006.228 5.201.537 5.666.997 6.108.042 6.683.465 7.242.539 7.986.443 9.062.564 9.012.188 9.018.713 8.852.864 8.897.125 

Asturias, P. de 5.488.913 5.555.665 6.000.940 6.390.620 6.806.719 7.284.214 7.724.972 8.469.937 8.461.133 8.685.197 8.935.925 9.068.393 

Balears, Illes 3.467.158 3.505.687 3.836.356 4.248.134 4.597.904 5.019.683 5.532.345 6.155.208 6.413.499 6.090.870 5.964.328 6.044.193 

Canarias 6.613.654 7.292.994 8.019.235 8.770.579 9.296.201 9.936.188 11.020.150 11.840.168 11.718.436 11.294.886 10.910.935 11.074.784 

Cantabria 2.404.838 2.459.480 2.744.019 2.916.543 3.171.954 3.445.908 3.588.929 3.968.947 4.079.977 4.129.816 4.068.139 4.150.457 

Castilla y León 10.816.327 10.676.792 11.528.265 12.332.399 13.496.427 14.092.651 15.427.584 16.606.769 17.045.829 17.230.516 16.934.545 16.886.608 

C. -La Mancha 7.331.089 7.216.099 7.704.617 8.649.072 9.379.102 10.190.904 11.520.734 13.027.196 13.183.219 13.057.037 12.092.565 12.088.459 

Cataluña 25.513.597 28.275.182 30.996.957 33.842.290 37.535.899 40.999.074 45.260.395 50.726.591 51.684.257 50.690.502 49.719.332 49.421.951 

C. Valenciana 15.275.071 17.143.284 18.577.665 19.949.140 21.674.357 23.695.167 26.423.500 29.707.731 30.227.540 29.458.398 28.922.829 28.360.054 

Extremadura 4.498.292 4.644.925 5.013.303 5.344.600 5.539.427 5.996.672 6.467.116 6.944.347 7.070.727 6.945.582 6.729.853 6.774.748 

Galicia 10.860.663 11.717.019 12.823.670 13.623.638 14.454.393 15.410.756 16.647.651 18.065.684 18.024.790 18.100.210 17.980.304 18.226.001 

Madrid, C. de  20.367.114 21.681.580 24.162.780 26.076.964 28.497.523 31.181.751 33.962.152 37.738.882 37.573.252 38.835.494 38.204.733 38.024.569 

Murcia, R. de  4.137.900 4.596.943 5.036.786 5.482.520 6.056.169 6.770.986 7.846.097 8.713.122 8.889.312 8.642.950 8.308.741 8.260.052 

Navarra, C. F. de  2.406.904 2.652.248 2.894.562 3.061.445 3.322.105 3.670.316 4.066.530 4.548.609 4.597.950 4.601.582 4.567.678 4.563.844 

País Vasco 9.729.387 10.707.910 11.587.509 12.556.196 13.640.396 14.875.750 16.125.081 18.169.003 18.719.820 18.565.457 18.556.760 18.149.096 

La Rioja  1.080.899 1.181.708 1.255.890 1.391.019 1.596.959 1.805.425 1.842.969 2.026.917 2.047.180 2.004.385 2.011.628 2.016.254 

Ceuta y Melilla, cc. 
aa. de 

729.644 924.061 1.124.928 1.049.279 694.401 749.602 793.457 838.259 825.638 830.321 811.945 803.841 

No territorializado 28.000 29.000 25.000 27.000 16.000 11.000 11.000 8.000 10.000 7.000 7.000 7.000 

Total CC. AA. 163.573.000 176.161.000 192.257.000 207.525.000 224.398.000 243.148.000 268.029.000 295.324.000 298.750.000 296.481.000 290.809.000 290.284.000 

Fuente: Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (2015), Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015), Ministerio de Empleo y Seguridad Social (2015), IGAE (2015b), SGCAL (2015a) Uriel y Barberán 
(2007), Pérez et al. (2011) y elaboración propia.  
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lenciana. Juntas representan más del 55% del gasto en SPF y han ganado peso 

ligeramente durante la década considerada. 

El cuadro 2.12 muestra la distribución territorial del gasto en SPF en euros 

reales per cápita. Existen sustanciales diferencias entre comunidades, superiores 

a los 2.000 euros, siendo el Principado de Asturias la que presenta un mayor nivel 

de gasto a lo largo de todo el periodo, seguida por País Vasco. Al igual que el 

gasto absoluto, el gasto per cápita en SPF es creciente en la mayoría de comuni-

dades autónomas en toda la etapa expansiva y durante los primeros años de la 

crisis. Sin embargo, empieza a disminuir a partir de 2010 para la mayoría de co-

munidades y continúa decreciendo durante los dos años siguientes. En 2013 

también las variaciones del gasto por habitante son de signo diverso. 

El gráfico 2.16 compara el gasto público en SPF per cápita en términos reales 

en 2007 y 2013, observándose que, a pesar de que se ha iniciado un descenso del 

gasto en los últimos años, en el último año analizado la mayoría de comunidades 

autónomas mantienen niveles de gasto en SPF iguales o superiores a los alcanza-

dos el año previo a la crisis económica. La excepción es Canarias. Como se adver-

tía al analizar por separado las funciones que forman el agregado de SPF, en el 

conjunto de los mismos se observa también un enorme abanico de gastos por 

habitante entre comunidades que apenas se ha modificado durante la crisis. En 

el País Vasco y el Principado de Asturias, en el conjunto de estas políticas se rea-

lizan gastos per cápita superiores a los 8.000 euros por habitante en 2013, mien-

tras en Illes Balears y Canarias no superan los 5.500 euros. 

El gráfico 2.17 muestra las diferencias en el gasto per cápita en SPF para el 

año 2013 respecto al valor medio correspondiente al total de España. País Vasco 

y el Principado de Asturias, las comunidades autónomas con mayor nivel de gasto 

per cápita en SPF, presentan diferencias de un 34% y un 37% superiores a la 

media española. Por su parte, las Illes Balears, las ciudades autónomas de Ceuta y 

Melilla y Canarias son las regiones con un menor nivel en 2013, situándose entre 

un 12% y un 23% por debajo de la media española. 
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CUADRO 2.12: Distribución territorial del gasto en SPF, 2002-2013 
(euros constantes de 2013 per cápita) 

  2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 

Andalucía 4.889,9 5.185,1 5.368,5 5.448,0 5.550,9 5.633,0 6.149,8 6.430,9 6.258,1 5.967,1 5.650,7 5.659,4 

Aragón 5.375,5 5.382,6 5.622,5 5.754,5 6.039,6 6.154,3 6.557,5 7.337,5 7.087,6 6.923,3 6.622,8 6.667,0 

Asturias, P. de 6.756,4 6.664,7 6.976,0 7.161,1 7.418,2 7.588,3 7.892,2 8.565,4 8.309,3 8.337,6 8.371,0 8.531,5 

Balears, Illes 5.233,7 4.970,9 5.126,5 5.298,6 5.399,7 5.447,7 5.740,7 6.215,2 6.232,0 5.738,5 5.417,1 5.431,8 

Canarias 4.996,0 5.222,3 5.420,0 5.565,5 5.608,0 5.617,6 6.016,1 6.336,1 6.032,2 5.620,7 5.229,1 5.252,5 

Cantabria 5.837,9 5.751,6 6.149,3 6.223,8 6.518,1 6.696,3 6.776,2 7.363,0 7.313,3 7.205,2 6.903,2 7.052,1 

Castilla y León 5.752,9 5.513,7 5.750,6 5.902,9 6.252,4 6.201,6 6.647,9 7.096,0 7.077,5 6.997,6 6.721,6 6.737,6 

C. -La Mancha 5.391,1 5.066,2 5.142,9 5.433,9 5.601,5 5.660,1 6.164,9 6.831,4 6.664,6 6.407,0 5.777,3 5.801,8 

Cataluña 5.155,3 5.426,8 5.643,0 5.802,7 6.149,5 6.307,3 6.732,0 7.414,7 7.305,2 6.971,9 6.652,4 6.639,5 

C. Valenciana 4.694,1 4.985,5 5.101,8 5.135,4 5.305,1 5.416,1 5.846,0 6.488,0 6.403,4 6.078,1 5.802,7 5.709,7 

Extremadura 5.558,4 5.571,1 5.805,5 5.936,3 5.958,0 6.145,1 6.501,3 6.890,1 6.790,7 6.496,0 6.125,2 6.168,7 

Galicia 5.259,7 5.514,8 5.833,9 5.955,0 6.130,8 6.241,7 6.618,5 7.101,7 6.872,8 6.740,0 6.520,6 6.619,9 

Madrid, C. de  4.787,7 4.839,7 5.136,8 5.251,6 5.502,9 5.638,7 5.930,5 6.465,3 6.219,8 6.253,9 5.963,0 5.948,1 

Murcia, R. de  4.418,4 4.646,2 4.813,7 4.888,7 5.134,7 5.362,4 6.014,2 6.548,1 6.450,1 6.105,1 5.703,1 5.652,9 

Navarra, C. F. de  5.594,2 5.903,5 6.164,4 6.200,1 6.455,4 6.697,1 7.174,1 7.858,1 7.652,8 7.437,2 7.165,4 7.164,4 

País Vasco 6.093,5 6.505,6 6.787,8 7.048,6 7.410,3 7.694,2 8.165,8 9.085,0 9.070,8 8.773,4 8.537,9 8.360,2 

La Rioja  5.023,7 5.234,6 5.268,4 5.509,9 6.072,9 6.430,8 6.350,3 6.899,7 6.763,5 6.443,5 6.303,6 6.363,9 

Ceuta y Melilla, cc. aa. de 6.997,9 8.649,7 10.196,1 9.017,7 5.700,9 5.766,1 5.883,1 5.991,6 5.521,1 5.254,8 4.881,0 4.780,6 

Total CC. AA. 5.162,5 5.319,7 5.538,7 5.659,1 5.864,6 5.980,5 6.395,8 6.933,3 6.780,9 6.547,3 6.237,0 6.230,2 

Fuente: Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (2015), Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015), Ministerio de Empleo y Seguridad Social (2015), IGAE (2015b), INE (2015b, 2015e), SGCAL 
(2015a) Uriel y Barberán (2007), Pérez et al. (2011) y elaboración propia.  
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GRÁFICO 2.16. Gasto en SPF per cápita por comunidades autónomas (euros constantes de 2013) 

 
Fuente: Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (2015), Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015), Ministerio de 

Empleo y Seguridad Social (2015), IGAE (2015b), INE (2015b, 2015e), SGCAL (2015a) Uriel y Barberán (2007), Pérez et al. (2011) y 

elaboración propia. 

GRÁFICO 2.17. Gasto territorial de las Administraciones Públicas en SPF, por habitante, 2013 
(España=100) 

 
Fuente: Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (2015), Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015), Ministerio de 
Empleo y Seguridad Social (2015), IGAE (2015b), INE (2015e), SGCAL (2015a) Uriel y Barberán (2007), Pérez et al. (2011) y elaboración 
propia.  

El esfuerzo en SPF en términos de PIB no se ha reducido en los años de crisis, 

a pesar de que algunos de sus componentes hayan ajustado sus gastos. Al contra-

AND

ARA

AST

BAL
CA

CANT

CL

CM

CAT

CV

EXT

GAL

MAD

MUR

NAV

PV

RIO

5.000

5.500

6.000

6.500

7.000

7.500

8.000

8.500

9.000

5.000 5.500 6.000 6.500 7.000 7.500 8.000

20
13

2007

76,7

84,3

87,2

90,7

90,8

91,6

93,1

95,5

99,0

102,1

106,3

106,6

107,0

108,1

113,2

115,0

134,2

136,9

0 20 40 60 80 100 120 140

Ceuta y Melilla, cc. aa. de

Canarias

Balears, Illes

Murcia, R. de

Andalucía

C. Valenciana

Castilla-La Mancha

Madrid, C. de

Extremadura

Rioja, La

Galicia

Cataluña

Aragón

Castilla y León

Cantabria

Navarra, C. F. de

País Vasco

Asturias, P. de



EL GASTO POR TERRITORIOS EN LOS SERVICIOS PÚBLICOS FUNDAMENTALES  [ 97 ] 
 
 

 

 
 

rio, en todas las comunidades el porcentaje que representa el gasto en SPF res-

pecto al PIB ha aumentado en 2013 varios puntos porcentuales respecto a los 

niveles de 2007, como se observa en el gráfico 2.18, situándose todas las comuni-

dades por encima de la diagonal. Este resultado se deriva principalmente del 

mantenimiento del gasto y la caída del PIB en todas las comunidades. En alguna 

de ellas (como el Principado de Asturias y Extremadura) estos gastos llegan a 

representar alrededor del 40% del PIB en los años de crisis, mientras en otras 

(como Illes Balears y la Comunidad de Madrid) se sitúan alrededor del 20%. Así 

pues, las actuaciones públicas en estas funciones presentan un peso en el PIB 

muy desigual entre comunidades autónomas, que convendrá analizar en capítu-

los siguientes.  

GRÁFICO 2.18: Gasto en SPF como porcentaje del PIB por comunidades autónomas 
(porcentaje) 

 

Fuente: Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (2015), Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015), Ministerio de 
Empleo y Seguridad Social (2015), IGAE (2015b), SGCAL (2015a) Uriel y Barberán (2007), Pérez et al. (2011) y elaboración propia.  
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administración va del 60,2% del Principado de Asturias y el 63,6% de las ciuda-

dades autónomas al 44,4% de Canarias. 

Los cuadros 2.13, 2.14 y 2.15 muestran la distribución territorial del gasto en 

SPF por habitante en euros corrientes de la Seguridad Social, las comunidades 

autónomas y la Administración central. El gasto gestionado por la Seguridad So-

cial presenta niveles ligeramente superiores al gestionado por las comunidades 

autónomas. Además, ambas administraciones se diferencian en la tendencia que 

siguen con la crisis económica, pues mientras el gasto de la Seguridad Social ha 

aumentado en todos los territorios, el gestionado por las comunidades autóno-

mas disminuye desde 2009 en la mayoría de ellos. El gasto en SPF gestionado por 

la Administración central también ha crecido durante la crisis, debido a la evolu-

ción del gasto en desempleo. Estas distintas tendencias ponen de manifiesto que 

los ajustes en el gasto en SPF han recaído fundamentalmente en las funciones 

gestionadas por las comunidades —educación y sanidad— mientras que se han 

preservado más las funciones de protección social gestionada por las Administra-

ciones centrales. 

GRÁFICO 2.19. Estructura porcentual del gasto en SPF en las comunidades autónomas por 
Administraciones, 2013 

 
Fuente: Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (2015), Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015), Ministerio de 
Empleo y Seguridad Social (2015), IGAE (2015b), SGCAL (2015a) Uriel y Barberán (2007), Pérez et al. (2011) y elaboración propia.  
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CUADRO 2.13. Distribución territorial del gasto en SPF por habitante de la Seguridad Social, 2002-2013 
(euros corrientes) 

  2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 

Andalucía 1.760,6 1.858,0 1.932,2 2.024,1 2.033,9 2.168,8 2.389,9 2.606,9 2.692,5 2.667,5 2.734,7 2.775,2 

Aragón 2.253,2 2.154,3 2.249,5 2.375,2 2.570,4 2.705,2 2.908,4 3.322,4 3.440,1 3.512,4 3.647,7 3.720,9 

Asturias, P. de 3.276,4 3.047,2 3.264,0 3.468,9 3.665,4 3.874,4 4.078,8 4.511,2 4.643,2 4.835,2 5.024,8 5.139,2 

Balears, Illes 2.142,7 1.834,0 1.904,0 1.938,9 2.066,8 2.150,4 2.332,1 2.550,4 2.658,5 2.643,4 2.688,8 2.709,2 

Canarias 1.526,6 1.584,1 1.721,0 1.799,2 1.804,1 1.924,5 2.129,0 2.300,5 2.384,6 2.292,8 2.314,1 2.332,0 

Cantabria 2.626,2 2.279,6 2.431,6 2.575,1 2.753,3 2.899,6 3.104,1 3.457,8 3.582,3 3.665,1 3.812,9 3.888,0 

Castilla y León 2.417,6 2.092,5 2.223,4 2.361,0 2.586,2 2.737,9 2.935,0 3.271,7 3.437,6 3.531,2 3.675,7 3.762,9 

C. -La Mancha 2.111,3 1.782,6 1.862,2 1.956,5 1.975,9 2.075,8 2.280,4 2.566,2 2.689,4 2.679,9 2.833,1 2.898,3 

Cataluña 2.123,3 2.211,2 2.345,3 2.466,1 2.665,5 2.811,2 3.029,2 3.443,7 3.556,1 3.597,6 3.675,6 3.758,4 

C. Valenciana 1.689,3 1.753,9 1.856,2 1.944,6 2.095,9 2.219,7 2.456,2 2.813,7 2.912,8 2.874,2 2.945,4 3.009,9 

Extremadura 1.974,4 1.869,9 1.986,5 2.134,7 2.026,6 2.141,0 2.343,2 2.562,1 2.700,4 2.713,2 2.827,6 2.880,8 

Galicia 2.095,7 2.188,8 2.356,1 2.513,1 2.604,8 2.751,9 2.958,1 3.264,6 3.427,2 3.535,5 3.661,7 3.734,8 

Madrid, C. de  1.884,6 1.871,4 1.987,2 2.076,8 2.264,5 2.411,2 2.607,2 2.930,2 3.086,5 3.118,3 3.204,8 3.270,9 

Murcia, R. de  1.550,1 1.613,8 1.677,9 1.736,3 1.892,4 2.005,6 2.241,8 2.513,0 2.610,6 2.551,3 2.618,7 2.658,9 

Navarra, C. F. de  1.953,1 2.060,9 2.193,9 2.357,5 2.589,8 2.745,8 2.944,6 3.339,3 3.455,0 3.519,7 3.676,2 3.746,3 

País Vasco 2.409,2 2.563,3 2.752,8 2.932,8 3.216,0 3.411,1 3.627,5 4.110,9 4.263,0 4.393,4 4.546,0 4.635,0 

La Rioja  2.069,0 1.972,8 2.067,8 2.185,2 2.354,7 2.480,2 2.672,3 3.014,8 3.133,6 3.167,6 3.322,8 3.408,3 

Ceuta, c. a. de 2.977,6 4.273,5 5.169,2 4.643,4 2.744,3 2.902,0 3.209,1 3.272,2 3.252,3 3.178,6 3.090,7 3.111,2 

Melilla, c. a. de 3.512,6 4.799,0 6.048,8 5.387,7 2.751,2 2.931,2 3.132,0 3.228,0 3.211,8 3.090,3 2.968,4 2.964,4 

Total CC. AA. 2.007,4 2.009,1 2.127,4 2.234,4 2.355,5 2.492,9 2.704,3 3.024,5 3.143,4 3.164,3 3.256,1 3.318,3 

Fuente: Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015), Ministerio de Empleo y Seguridad Social (2015), IGAE (2015b), INE (2015e), SGCAL (2015a) Uriel y Barberán (2007), Pérez et al. (2011) y elaboración 
propia. 
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CUADRO 2.14: Distribución territorial del gasto en SPF por habitante de las comunidades autónomas, 2002-2013  

(euros corrientes) 

  2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 

Andalucía 1.434,8 1.611,2 1.767,1 1.886,8 2.053,5 2.166,8 2.465,0 2.550,4 2.481,3 2.395,3 2.207,9 2.190,3 

Aragón 1.548,0 1.742,2 1.938,1 2.057,8 2.207,1 2.370,7 2.545,2 2.789,2 2.703,6 2.682,6 2.462,8 2.439,9 

Asturias, P. de 1.572,8 1.831,3 1.992,5 2.146,5 2.286,4 2.465,1 2.623,3 2.867,8 2.756,7 2.807,1 2.872,9 2.930,6 

Balears, Illes 1.387,9 1.560,7 1.661,4 1.897,2 1.924,5 2.044,3 2.140,7 2.318,5 2.444,0 2.170,2 2.021,1 2.026,5 

Canarias 1.677,6 1.857,4 1.974,3 2.126,2 2.227,6 2.297,7 2.473,3 2.599,4 2.418,4 2.292,2 2.092,9 2.112,9 

Cantabria 1.538,4 1.762,1 2.085,9 2.296,9 2.426,4 2.629,3 2.610,2 2.821,9 2.907,1 2.905,3 2.664,6 2.749,2 

Castilla y León 1.614,0 1.845,0 2.012,6 2.150,4 2.342,9 2.351,4 2.617,3 2.698,4 2.714,3 2.706,2 2.499,4 2.456,6 

C. -La Mancha 1.617,5 1.761,3 1.833,2 2.114,4 2.351,3 2.465,9 2.755,1 3.045,1 2.976,5 2.926,7 2.355,4 2.325,3 

Cataluña 1.478,8 1.674,9 1.826,5 1.988,7 2.163,9 2.325,0 2.505,0 2.705,3 2.719,9 2.536,2 2.372,5 2.280,6 

C. Valenciana 1.531,5 1.762,5 1.855,2 1.934,7 2.018,7 2.145,2 2.314,8 2.533,5 2.519,4 2.431,8 2.284,9 2.132,3 

Extremadura 1.702,2 1.846,7 2.004,1 2.143,4 2.343,2 2.565,6 2.792,2 3.020,1 3.009,0 2.881,1 2.598,9 2.585,0 

Galicia 1.531,8 1.695,1 1.889,1 1.993,1 2.166,7 2.319,9 2.535,0 2.726,2 2.582,9 2.511,5 2.363,2 2.399,0 

Madrid, C. de  1.425,2 1.573,4 1.768,5 1.908,6 2.022,1 2.143,2 2.239,8 2.401,1 2.185,7 2.358,3 2.198,3 2.126,8 

Murcia, R. de  1.499,0 1.678,9 1.832,4 1.971,4 2.123,5 2.325,0 2.704,9 2.902,0 2.871,7 2.799,6 2.546,4 2.466,4 

Navarra, C. F. de  1.967,8 2.186,7 2.363,7 2.381,9 2.479,9 2.754,1 3.014,4 3.248,9 3.238,9 3.180,6 2.987,3 2.921,4 

País Vasco 1.807,2 1.992,6 2.163,1 2.340,0 2.474,3 2.706,6 2.951,9 3.256,3 3.243,9 2.989,4 3.109,2 3.025,9 

La Rioja  1.508,7 1.702,8 1.887,5 2.101,0 2.492,1 2.872,9 2.646,0 2.786,8 2.741,2 2.598,1 2.486,9 2.471,4 

Total CC. AA. 1.523,0 1.708,1 1.862,5 2.002,6 2.150,6 2.287,2 2.489,7 2.666,3 2.602,8 2.534,4 2.358,0 2.307,1 

Fuente: Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015), Ministerio de Empleo y Seguridad Social (2015), IGAE (2015b), INE (2015e), SGCAL (2015a) Uriel y Barberán (2007), Pérez et al. (2011) y elaboración 
propia. 
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CUADRO 2.15: Distribución territorial del gasto en SPF por habitante de la Administración central, 2002-2013 
(euros corrientes) 
  2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 

Andalucía 437,3 479,0 513,0 512,5 536,8 559,8 585,5 562,2 568,2 541,6 534,0 532,7 

Aragón 214,2 226,8 244,2 243,7 245,7 263,0 319,5 389,5 396,9 368,3 363,7 365,9 

Asturias, P. de 239,5 262,2 283,9 286,5 329,0 351,0 362,9 350,2 320,8 312,8 328,0 330,3 

Balears, Illes 285,0 309,9 322,5 327,1 368,8 393,8 451,9 497,4 464,4 432,8 410,9 408,9 

Canarias 406,0 433,4 455,4 485,0 508,0 520,3 568,1 604,6 611,6 572,6 547,5 542,8 

Cantabria 225,7 391,1 374,7 253,3 315,6 352,0 328,5 336,0 336,5 324,3 329,4 330,2 

Castilla y León 244,9 257,8 280,2 278,0 285,9 303,3 323,2 349,3 340,9 333,7 346,7 348,9 

C. -La Mancha 257,6 277,9 300,4 307,4 300,6 318,8 356,7 399,8 420,9 408,0 412,3 415,2 

Cataluña 210,9 231,3 243,3 244,0 260,0 292,4 359,6 399,4 402,6 394,9 380,0 382,2 

C. Valenciana 233,9 252,0 267,6 274,5 286,2 319,2 370,1 418,0 462,2 425,7 415,9 418,1 

Extremadura 481,6 533,7 575,6 574,4 618,1 644,5 630,5 559,5 548,8 552,2 553,4 554,2 

Galicia 313,7 347,6 367,2 371,8 385,7 401,8 404,8 378,2 368,4 365,1 369,5 370,5 

Madrid, C. de  255,2 245,1 266,6 266,0 290,2 332,9 376,2 431,4 443,4 432,8 407,5 412,3 

Murcia, R. de  256,4 269,7 287,8 283,2 279,4 324,9 378,3 435,8 464,1 439,8 424,8 424,0 

Navarra, C. F. de  171,1 180,0 197,8 207,6 220,1 229,5 277,1 316,0 318,3 304,6 300,3 302,3 

País Vasco 144,5 158,7 176,7 174,5 183,5 204,8 215,7 240,5 235,4 237,9 235,2 237,1 

La Rioja  181,5 332,9 206,7 212,7 242,1 248,2 296,5 357,3 359,2 327,1 346,9 350,9 

Ceuta y Mel., cc. aa. de 1.815,1 1.924,9 2.282,3 2.116,4 1.710,9 1.751,9 1.659,6 1.697,2 1.502,2 1.485,0 1.391,6 1.340,5 

Total CC. AA. 290,8 314,1 335,0 335,3 352,0 379,1 416,3 440,1 447,1 430,2 421,2 422,6 

Fuente: Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015), Ministerio de Empleo y Seguridad Social (2015), IGAE (2015b), INE (2015e), SGCAL (2015a) Uriel y Barberán (2007), Pérez et al. (2011) y elaboración 
propia. 





DIFERENCIAS DE GASTO Y NECESIDADES  [ 103 ] 
 
 

 
 

3. Diferencias de gasto y necesidades  

LAS funciones de gasto en los servicios públicos fundamentales (SPF) son gestio-

nadas por distintas administraciones, como hemos visto en capítulos anteriores. 

El papel de las Administraciones centrales se concentra en los principales capítu-

los de protección social: las pensiones, gestionadas por la Seguridad Social, y las 

prestaciones para la cobertura del desempleo, por la Administración central. En 

cambio, las comunidades autónomas son responsables casi en exclusividad de los 

servicios de sanidad y educación, participando también significativamente en los 

servicios de protección social, en mayor medida tras la aprobación de la Ley de 

Dependencia en 2006. Por último, las corporaciones locales desempeñan fun-

ciones complementarias en los distintos servicios atendidos por las comunidades 

autónomas, realizando gastos de menor cuantía que éstas pero también relevan-

tes. 

Las prestaciones sociales son la función que absorbe un mayor volumen de 

gasto público y, en la parte que gestionan las Administraciones centrales, tienen 

una singularidad: se financian fundamentalmente con cotizaciones de los traba-

jadores y de las empresas que los emplean. Como consecuencia de ello, los gastos 

responden a derechos reconocidos a las personas físicas, con independencia de 

su lugar de residencia, en función de los pagos previos y las circunstancias indivi-

duales, según reglas que son de aplicación general en todo el territorio español. 

Así pues, la distribución territorial resultante de estas funciones de gasto respon-

de, sobre todo, a los niveles salariales, los años de cotización y las tasas de paro de 

los habitantes de cada territorio.12 En un trabajo previo (v. Pérez et al. 2011, p. 252) 

constatamos que las diferencias regionales en los niveles de gasto per cápita en 

protección social se explican, en gran parte,13 por los rasgos demográficos —peso 

                                                            
12 En algunos casos concretos la distribución territorial también viene influida por los subsidios a 
desempleados rurales o ciertos regímenes de jubilación anticipada o pensiones de algunos secto-
res como la minería, que reconocen beneficios a colectivos muy concentrados en algunos territo-
rios.  
13 El coeficiente de determinación es superior al 70% en los distintos ejercicios de regresión.  
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de la población mayor de 65 años— y laborales de las mismas —tasas de paro—, 

algo que no sucedía con las diferencias en gasto educativo y sanitario. La inter-

pretación dada a ese contraste era que el gasto en protección social se rige por 

reglas más precisas —asociadas a los criterios de contribución a los derechos re-

conocidos— que en el caso de los servicios fundamentales en manos de las co-

munidades autónomas. 

Partiendo de este diferente resultado, este capítulo y el siguiente dejan al 

margen el gasto en protección social de las Administraciones centrales —cuyas 

desigualdades regionales resultan más fáciles de explicar— y profundiza en el 

análisis del gasto en SPF que depende de las comunidades autónomas con el 

propósito de identificar las causas de las diferencias de gasto per cápita observa-

das entre las mismas. Las hipótesis contempladas serán tres: en primer lugar, se 

estudia si las diferencias pueden ser explicadas por la existencia de necesidades 

por habitante distintas, objetivables de algún modo, como sucede con el desem-

pleo o las pensiones. En segundo lugar, analizaremos si la razón de las diferen-

cias de gasto es el ejercicio de la autonomía por parte de las comunidades, que 

realizan opciones diferentes en cuanto a los niveles de prestación de los servicios 

o las modalidades de gestión que tienen consecuencias sobre el gasto unitario. 

En tercer lugar se considerará la posibilidad de que el origen de las diferencias 

de gasto sea la distinta disponibilidad de recursos de las comunidades, dado que 

es conocido que el abanico de ingresos por habitante de las mismas es conside-

rable, como consecuencia del diseño de los sistemas de financiación, de las sin-

gularidades del régimen foral y de la importancia de las transferencias centrales y 

europeas que unas comunidades reciben y otras no.    

Este capítulo se dedica a analizar la primera de las hipótesis planteadas, es de-

cir, al estudio de las necesidades. Para ello, en el apartado primero se revisa la 

literatura que contempla el reconocimiento de las diferencias de necesidades por 

habitante, las dificultades que este objetivo plantea y las respuestas al problema. 

El apartado segundo presenta una propuesta metodológica para abordar de ma-

nera objetiva —en la medida de lo posible— la medición de las necesidades rela-

tivas en las distintas comunidades. La métrica presentada se basa en lo que de-

nominamos el principio del anonimato, consistente en seguir el mismo criterio de 

estimación de las necesidades en todos los territorios, aplicando ponderaciones a 

las necesidades basadas en promedios nacionales. El apartado tercero revisa la 
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información disponible para aplicar la métrica a los servicios fundamentales 

ofrecidos por las comunidades autónomas; y el cuarto presenta los resultados de 

la estimación de las necesidades per cápita correspondientes a cada una de ellas. 

El quinto y último apartado compara estas diferencias de necesidades estimadas 

con las diferencias de gasto observadas entre comunidades y valora la capacidad 

de las primeras de explicar las segundas.  

3.1.  Experiencias en el reconocimiento de las diferencias de 

necesidades 

Disponer de criterios objetivos para evaluar las necesidades no es fácil y, en su 

defecto, es importante contar con criterios prácticos basados en un suficiente 

consenso. También esto último resulta complejo y la experiencia española, la de 

distintos países federales y la de la literatura especializada ofrecen pruebas abun-

dantes de ello en las discusiones abiertas en muchos países sobre esta cuestión. 

En España, los modelos de financiación autonómica de las comunidades de 

régimen común que han existido a lo largo de las tres últimas décadas han con-

templado varios factores como determinantes objetivos de las necesidades: po-

blación, estructura demográfica, superficie, dispersión, insularidad, renta por 

habitante. El peso reconocido a cada uno de ellos buscaba inicialmente replicar 

la distribución de recursos realizada al valorarse los traspasos por el método del 

coste efectivo. Según este criterio, se asumía implícitamente que antes de la descen-

tralización la administración gastaba en todos los territorios con un mismo pa-

trón y atendía por igual a sus necesidades. Así pues, se partía de la hipótesis de 

que el coste efectivo revelaba las necesidades según el criterio del gobierno de un 

país unitario, no influido por la diversidad de preferencias de los distintos go-

biernos regionales que podría existir una vez realizada la descentralización. Bajo 

este supuesto, si el gasto por habitante resultante era distinto indicaba que las 

necesidades también lo eran.  

La dificultad de aceptar esa hipótesis es que las diferencias de gasto por habi-

tante observadas no resultaban apenas explicables por los indicadores objetivos 

mencionados, que los propios modelos de financiación fueron utilizando por-

que, a priori, deberían estar correlacionados con las necesidades. A la vista de 

este problema se pasó a justificar el gasto y la asignación de recursos entre las 
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comunidades de régimen común a partir de un criterio mixto. Por un lado se 

utilizaba más la información disponible sobre factores de coste de los servicios 

(por ejemplo, por grupos de edad en el caso de la sanidad). Por otra, se seguía 

tomando como referencia el punto de partida de la valoración de los traspasos 

de competencias, convirtiendo la hipótesis del coste efectivo en un axioma. Según 

el mismo se debía respetar el statu quo porque reflejaba diferencias de necesida-

des reales, aunque no se pudieran demostrar.  

Conforme avanzó la transferencia de la educación y la sanidad a más comuni-

dades, cada vez se tendió a reconocer que el coste se debía basar sobre todo en el 

indicador de necesidad denominado población ajustada. Pero, en paralelo, a la 

hora de asignar los recursos siempre siguió respetándose el statu quo, mante-

niéndose una presencia importante en los cálculos de las necesidades de los ele-

mentos políticos al añadir ajustes ad hoc carentes en muchas ocasiones de cual-

quier base técnica. En cada modelo la justificación de estos ajustes fue encomen-

dada a instrumentos cambiantes, como las modulaciones o los fondos especiales. 

Unos y otros fueron los responsables de mantener importantes disparidades de 

financiación por habitante ajustado, un resultado contradictorio con la hipótesis 

de que las correcciones introducidas para pasar de los habitantes a los habitantes 

ajustados reconocen adecuadamente las diferencias de necesidad o coste unita-

rio. En otras palabras, las disparidades de financiación por habitante ajustado 

implican que la distribución de los recursos no responde a las necesidades.  

La valoración actual de estas diferencias de gasto por los gobiernos regionales 

es muy dispar, pudiendo resumirse las posiciones en dos grupos. En el primero 

se encuentran los que consideran que el origen de las diferencias es una distri-

bución de recursos que debería responder mucho más al criterio de igualdad por 

habitante ajustado de lo que lo hace actualmente (Andalucía, Cataluña, Comu-

nidad de Madrid, Comunitat Valenciana, Región de Murcia, Illes Balears, Cana-

rias). Por su parte, las comunidades situadas en el segundo grupo entienden, en 

cambio, que el cálculo de necesidades por habitante ajustado no es satisfactorio 

porque no otorga suficiente peso a factores distintos de los demográficos (Ara-

gón, Galicia, Principado de Asturias, Cantabria, Castilla y León, La Rioja, Extre-

madura, Castilla-La Mancha) y, por ello, es necesario que existan otros instru-
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mentos que preserven la mayor capacidad de gasto histórica de esas comunida-

des.14 

Esta disparidad de criterios entre distintos gobiernos subcentrales no es infre-

cuente en el ámbito internacional, tanto con la financiación de los estados, länder 

o provincias como en relación con la financiación de los gobiernos locales. La 

diversidad de las competencias situadas en cada nivel de gobierno hace difícil 

afirmar hasta qué punto los países reconocen factores no poblacionales al cuanti-

ficar las necesidades para un mismo tipo de competencias. Existen muchos 

ejemplos de fórmulas complejas en las que aparecen variables semejantes a las 

consideradas en España: estructura demográfica, otros factores que pueden in-

tensificar las necesidades de algunos grupos de población, costes asociados a la 

prestación de los servicios en función de las características del territorio o el nivel 

de renta, etcétera. También son muy diversos los pesos reconocidos a estos facto-

res en cada país, en función de las competencias descentralizadas, la diversidad 

de características geodemográficas de las regiones de cada país —que no es de la 

misma intensidad entre territorios de Canadá o Australia que en Alemania o Es-

paña— y de los procesos políticos que han conducido a las fórmulas de estima-

ción de las necesidades.15 

Los analistas distinguen dos cuestiones: la importancia de tener en cuenta las 

diferencias de necesidad por habitante de los territorios y las posibilidades efecti-

vas de medir esas diferencias de manera satisfactoria. En cuanto a lo primero, 

existe un limitado acuerdo sobre que, para limitar las diferencias entre los go-

biernos subcentrales de cara a la igualación de los servicios que reciben sus ciu-

dadanos, es más importante igualar las capacidades fiscales de los territorios —

que por lo general son amplias, dado el abanico de niveles de renta regional 

dentro del mismo país— que las necesidades por habitante (Shah 2008, 2012). 

La razón para sostener este punto de vista es que existe evidencia abundante que 

                                                            
14 Véase el reflejo de ambas posiciones en los documentos de valoración del sistema actual remiti-
dos por las comunidades autónomas al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas en 
marzo de 2014, recogidos en la bibliografía. 
15 Véanse los materiales de la página web Fiscal Federalism Network de la OCDE (2015e), en par-
ticular los recogidos en el volumen del Copenhagen Workshop 2007, editado por Kim y Lotz (2008). 
Véase asimismo Kim (2008), Kim, Lotz y Blöchliger (2013) y la revisión internacional de expe-
riencias realizada por Sevilla (2013). 



[108]  SERVICIOS PÚBLICOS, DIFERENCIAS TERRITORIALES E IGUALDAD DE OPORTUNIDADES 
 

indica que la capacidad fiscal de los territorios es muy distinta, mientras que en 

la disparidad de necesidades por habitante la evidencia es más casual e impreci-

sa. A pesar de ello, numerosos países se plantean la igualación de las necesidades, 

implementando fórmulas para resolver el problema que representa su cálculo, y 

que resulta agravado por las limitaciones de la información disponible. Algunos 

autores consideran que, pese a ello, convienen atender tanto a las diferencias de 

capacidad como de necesidad, si bien advierten que las fórmulas simples, basadas 

en pocas variables que aproximen su efecto, funcionan mejor que las complejas, 

como las construidas en algunos países cuando las limitaciones de información 

son menores (Boex y Martínez Vázquez 2007).  

En consonancia con los importantes problemas de cálculo de las necesidades, 

los métodos propuestos son dispares y los acuerdos a los que se llega en los países 

muestran un abanico de puntos de vista y experiencias muy diverso. Por una par-

te, los autores reconocen que puede ser razonable tener en cuenta que algunas 

características demográficas o territoriales son bastante distintas entre regiones o 

localidades y pueden tener impacto sobre las necesidades. Pero la literatura ad-

vierte que la importancia efectiva sobre el gasto de esas distintas características 

depende de diversos factores: las funciones de gasto que están descentralizadas y 

la covarianza del gasto de las mismas; el tamaño de los territorios y de los gobier-

nos; la intensidad de las diferencias en las características de las regiones y su im-

pacto sobre las funciones de gasto consideradas.16  

En la experiencia internacional es frecuente el reconocimiento de factores cu-

ya influencia en el gasto no ha sido suficientemente probada, como sucede en el 

caso español. Los especialistas reconocen que, en realidad, la medición de nece-

sidades suele ser el resultado tanto de ejercicios empíricos como del proceso po-

lítico. Casi en ningún caso se puede considerar que responde a criterios de op-

timización apoyados en funciones de producción y costes de los servicios bien 

fundamentados, ni en funciones de bienestar que definan de manera precisa los 

objetivos perseguidos por los gobiernos en nombre de sus ciudadanos.  

                                                            
16 Véase Tingwall (2008), Mochida (2008), Mau (2008), Spasojevic (2008) y Shah (2012). En este 
sentido, a la vista de la importancia reconocida a algunas regiones en ciertos países —como Ca-
nadá o Australia— debe advertirse que sus singularidades en extensión y baja población son mu-
cho más extremas que las que se observan en el caso español. 
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En muchas experiencias internacionales el cálculo de necesidades responde a 

los criterios normativos establecidos por el gobierno central, y estos pueden no 

estar basados en referencias objetivas sino en la tradición o en la capacidad de 

influencia política o la singularidad institucional de algunos territorios, como 

sucede en España con las comunidades forales. En esas circunstancias, Bird y 

Vaillancourt (2007) consideran que la aplicación duradera y pacífica de ciertos 

criterios para estimar las necesidades —algo que no sucede en España— los legi-

tima más que la objetividad que sirve de fundamento a las fórmulas. 

Dos aspectos de particular importancia en la evaluación de las diferencias de 

necesidades per cápita tienen que ver con la existencia de economías y deseco-

nomías de escala y con la dispersión. En relación con lo primero, se ha discutido 

mucho sobre la forma de la curva de costes medios de los servicios —

decrecientes, en forma de U— pero la respuesta puede depender del servicio 

considerado, el tamaño de las unidades en las que este se organiza y la disposi-

ción a cooperar entre jurisdicciones vecinas (Dafflon y Mischer 2008). En lo que 

se refiere al efecto de la superficie, la densidad y la dispersión —cuestión muy 

controvertida en España—, algunos autores advierten que es importante diferen-

ciar la parte de los mismos que constituyen verdaderos factores de coste de otros 

elementos que inciden en la demanda de servicios pero reflejan en realidad que 

las decisiones de los gobiernos no son las mismas. Así, por ejemplo, una jurisdic-

ción menos poblada o más dispersa puede tener mayores necesidades (Otter 

2008; Mau 2008) pero, además, si acerca más los servicios educativos o sanitarios 

o los dota mejor porque dispone de más recursos se observarán incrementos de 

gasto. Y estos no se derivan sólo de que sea más costoso el servicio, sino de que 

éste se ofrece con mayor calidad o accesibilidad.  

Por último, algunos analistas señalan que tan importantes pueden ser los cos-

tes unitarios asociados a la dispersión o a la baja densidad como los derivados de 

la congestión o los niveles de precios de regiones con distinto nivel de renta. Este 

elemento es relevante, sobre todo, en el caso de factores territorialmente fijos o 

cuasifijos y con un gran peso en el gasto, como el trabajo, pues para retribuir a 

dos trabajadores igualmente productivos con el mismo salario real sería necesa-

rio pagar un mayor salario nominal en la región con mayor nivel de precios (Ló-

pez Casanovas y Padró Miquel 2000; Tingvall 2008; Spasojevic 2008).  
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Las asimetrías observadas en el reconocimiento de los factores que condicio-

nan el coste —incluyendo algunos de ellos en las fórmulas e ignorando otros— 

confirman que los sistemas de valoración de necesidades de gasto son complejos 

y los procesos políticos cuentan tanto o más que los elementos empíricos. Esto es 

compatible con que los cálculos sean presentados en los documentos normativos 

mediante fórmulas detalladas, cuyo fundamento dista en muchos casos de ser 

objetivo y estar adecuadamente documentado.  

3.2.  Una métrica para calcular las necesidades  

Los problemas descritos en el punto anterior indican que el cálculo de las nece-

sidades de gasto mediante criterios compartidos es complejo, pero sin disponer 

de ellos es imposible comparar entre sí a las regiones, valorar si los niveles de 

prestación de los servicios públicos son similares y alcanzar consensos como los 

mencionados. Por esta razón, en este apartado se propone una métrica para cal-

cular necesidades que será aplicada a las tres funciones de gasto en SPF en ma-

nos de las comunidades autónomas, con el fin de desarrollar instrumentos que 

objetiven, hasta donde sea posible, el origen de las diferencias de gasto observa-

das entre las comunidades autónomas.17  

Dado el muy distinto tamaño de las comunidades, el análisis es presentado en 

términos per cápita y distingue tres tipos de factores distintos que influyen en el 

gasto:  

1. Factores sociodemográficos, como la edad o la pobreza, que intensifican o 

reducen las necesidades de servicios por habitante: por ejemplo, las necesi-

dades sanitarias y educativas de ciertos grupos de población o las de protec-

ción social de otros.  

2. Factores que afectan al coste unitario de prestación de los servicios por cir-

cunstancias que no están bajo el control de las comunidades autónomas: 

por ejemplo, las características del territorio y la distribución de la pobla-

ción sobre el mismo, o el nivel general de precios. 

                                                            
17 Una aproximación a este problema combinando el cálculo de índices de necesidad con proce-
dimientos de regresión puede encontrarse en Castells y Solé (1998). 
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3. Factores que intensifican el gasto debido a decisiones de las comunidades 

autónomas: por ejemplo, las referidas a la inclusión de ciertas prestaciones 

o servicios, o las decisiones sobre los salarios o condiciones de trabajo de 

cada grupo de empleados públicos. 

Pese a influir en el gasto, el tercer tipo de factores no debe ser considerado en 

un cálculo de necesidades orientado a comparar comunidades de manera objeti-

va. No obstante, puede ser relevante evaluar su importancia, pues ayudará a ex-

plicar qué parte de las diferencias observadas de gasto por habitante se debe a 

estos factores y qué parte podría deberse a otros —como la mayor o menor dis-

ponibilidad de recursos—, que tampoco tienen su origen en necesidades evalua-

bles con criterios estándar. Sobre ambas cuestiones volveremos en el capítulo 4. 

La guía básica que orientará la estimación de las diferencias de necesidad por 

habitante será el principio de anonimato, utilizado ampliamente en el análisis de la 

equidad, la desigualdad y el bienestar (v. Rawls 2006). Según el mismo, las dife-

rencias de necesidad reconocidas no deben depender de a qué comunidad afec-

ten o beneficien y, por ello, deben ser estimadas con criterios homogéneos para 

todas. Al seguir este criterio se deben identificar qué circunstancias generan más 

necesidades en unas comunidades u otras, pero evaluarlas de igual modo en to-

das ellas, ponderando en cada una de las comunidades autónomas la intensidad 

con la que se ve afectada.18 

Los factores incluidos en el primer grupo de los tres enumerados pueden ser 

objetivados con relativa facilidad siguiendo dicho principio. Para ello, por ejem-

plo, se deben distinguir tantos grupos de población como necesidades sanitarias 

diferentes se reconozcan, estimando la intensidad de la demanda de servicios 

correspondiente a cada grupo en el conjunto de España. Posteriormente, se de-

berá evaluar el peso de cada uno de esos grupos de edad en cada comunidad. 

Los factores del segundo grupo también deben ser tratados del mismo modo, 

aunque las dificultades que se plantean son mayores: se deben identificar las cir-

cunstancias que generan mayor coste definiendo un criterio de evaluación co-

                                                            
18 En buena medida, esto es lo que sucede con el gasto en protección social de las Administracio-
nes centrales que responde a criterios de reconocimiento de derechos explícitos, según salario 
cobrado, grupos de cotización, años trabajados, etc. 
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mún a todas las comunidades y estimando objetivamente la incidencia de la cir-

cunstancia que intensifica el coste en cada comunidad.  

Para desarrollar estos criterios partiremos del volumen de población (P) de 

cada comunidad y daremos tres pasos: calculamos primero las necesidades aso-

ciadas a un determinado volumen de población según su estructura por edades 

(N); las corregimos para estimar las necesidades de gasto estandarizadas (NE); y, 

en tercer lugar, las volvemos a corregir para calcular las necesidades de gasto 

ajustadas (NA).  

Expresaremos las necesidades en términos per cápita siempre que sea necesa-

rio y en particular para comparar fácilmente entre comunidades, pues son de 

tamaños demográficos muy dispares. 

De la población (P) a las necesidades de gasto (N)  

Para precisar y hacer operativos los criterios enunciados podemos utilizar la 

notación siguiente. Sea i la función de gasto (sanidad, educación, protección 

social), j el grupo de población y k la comunidad autónoma en cuestión.  

Denominamos Pijk  a la población del grupo cuyas necesidades deben ser aten-

didas con una intensidad determinada en una comunidad. El peso de dicho gru-

po en la población de la comunidad k es pijk=Pijk / Pk y en el grupo de población j es 

qijk= Pijk / Pj. 

Denominamos αij al coeficiente que mide la intensidad relativa de necesidad 

del servicio i correspondiente a un individuo del grupo j. Siguiendo el principio 

del anonimato, el coeficiente α es el mismo para todos los individuos del grupo, 

con independencia de su comunidad de residencia. Este coeficiente puede ser 

nulo para algún grupo de población (por ejemplo, para los individuos que no 

necesita recibir servicios de protección social). 

Denominamos gi  al gasto por habitante en la función i. Aplicando de nuevo el 

principio de anonimato, este gasto unitario es considerado igual en toda España, 

pues las singularidades de las comunidades se tendrán en cuenta a través de otras 

variables. 
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Si no existen rasgos idiosincráticos de las comunidades que implican diferen-

cias de coste unitario en la prestación de los servicios, los factores que influyen 

en las necesidades a atender dan lugar al siguiente cálculo de necesidades de 

gasto de cada comunidad.  

Denominamos Nik  a las necesidades de gasto del servicio i que deben ser atendi-

das en la comunidad k. Se calculan mediante la expresión (3.1):  

Nik = Σj Pijk αij gi (3.1) 

Para el conjunto de los servicios considerados, las necesidades de gasto Nk de 

la comunidad k serán:  

Nk= Σι  Nik  = Σi Σj Pijk αij gi (3.2) 

Análogamente, para el agregado de las comunidades consideradas, las expre-

siones anteriores serán:  

Ni = Σk  Nik= Σκ  Σj Pijk αij gi (3.3) 

N = Σi Ni = Σk  Nk = Σκ  Σι  Nik = Σi Σj Σk Pijk αij gi (3.4) 

Necesidades de gasto estandarizadas (NE) 

Consideramos que el coste medio de prestación de los servicios a un mismo 

grupo de población puede diferir de unas comunidades a otras debido a factores 

que no dependen del gobierno de la comunidad, como es la localización de la 

población en núcleos de distinto tamaño. Para aplicar ahora el principio del ano-

nimato es necesario descomponer ese diferencial de coste en dos componentes: 

el coste estándar asociado a la circunstancia considerada y un indicador de la 

intensidad con la que el problema se plantea en cada comunidad. Por ejemplo, si 

el factor de coste es la dispersión de la población, debe distinguirse entre: a) el 

coste estándar adicional que supone en España atender a población que habita 

en núcleos urbanos por debajo de cierto tamaño —en los que, si esta circunstan-

cia no se tuviera en cuenta, podría no haber centro sanitario o educativo y si se 

instala se eleva el coste—; y b) el peso de esa población dispersa en cada comu-

nidad, en el grupo o grupos de usuarios que se deban considerarse.  
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Denominamos βijh al coeficiente de intensificación de coste, según un estándar 

para España, correspondiente al factor de coste h (por ejemplo, coste debido a la 

dispersión de población o a la superficie).  

Denominamos Qijkh a la población usuaria del servicio i e integrante del grupo j 

atendida en la comunidad k afectada por el incremento del coste unitario están-

dar. El peso de la población afectada por el diferencial de coste en el grupo de 

población correspondiente es qijkh = Qijkh / Pijk. Análogamente, el peso de la pobla-

ción afectada por el diferencial de coste en la comunidad k en la población que 

se encuentra en la misma situación en España es rijkh= Qijkh/ Qij. 

El diferencial por unidad de necesidad derivado del factor de coste reconoci-

do (δijkh) en la comunidad k se calcula:  

δijkh = (1 + β
ijh 

q
ijkh 

) (3.5) 

En la forma en que han sido definidos, estos factores incrementales de costes 

son calculados por unidad de necesidad, de modo que las necesidades de gasto 

estandarizadas (NE) totales pueden expresarse a partir de las expresiones (3.1) y 

(3.5):  

NEik= Σj Σh Pijk αij gi δijkh = Σj Σh Pijk αij gi (1 + β
ijh

 q
ijkh 

) (3.6) 

Análogamente, para el conjunto de los servicios considerados, las necesidades 

de gasto de la comunidad k serán:  

NEk =  Σi Σj Σh  Pijk αij gi δijkh = Σi Σj Σh Pijk αij gi (1 + β
ijh

 q
ijkh 

) (3.7) 

Y para el agregado de las comunidades consideradas, las expresiones de las 

necesidades de gasto serán, por analogía con las expresiones (3.3) y (3.4):  

NEi= Σk  NEik = Σκ  Σj Σh Pijk αij gi δijkh = Σκ Σj Σh Pijk αij gi (1 + β
ijh

 q
ijkh 

) (3.8) 

NE = Σi NEi = Σk NEk = Σκ Σι Σj Σh Pijk αij gi δijkh = Σk Σj Σh Pijk αij gi (1 + β
ijh

q
ijkh 

) (3.9) 
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Necesidades de gasto ajustadas (NA) 

Pueden existir factores de coste que afecten con intensidad distinta a unas u 

otras comunidades porque el precio unitario de algunos factores utilizados para 

producir los servicios difiere entre territorios y no se iguala fácilmente, al tratarse 

de insumos territorialmente fijos, como el suelo, o cuasifijos, como el trabajo. 

Esto significa que con el mismo gasto no se adquieren los mismos insumos ni se 

producen los mismos servicios y, por tanto, no se puede atender a las mismas 

necesidades. Para tener en cuenta este problema debemos calcular las necesida-

des de gasto de manera que garantice la paridad de poder adquisitivo (PPA) de 

los desembolsos realizados. La notación del epígrafe anterior no se adecúa bien a 

este objetivo porque con ella subrayábamos la idea de que el coste reconocido 

fuera estándar para España y la distinta intensidad del problema en cada comu-

nidad se establecía en función de la población afectada. Ahora es el coste unita-

rio el que es distinto en cada comunidad. 

Los supuestos razonables para tratar esta otra cuestión son pues, en parte, di-

ferentes de los anteriores: ahora debemos considerar los niveles de precios de 

cada comunidad, pero estas deben hacerse comparables haciendo que la impor-

tancia reconocida a este problema sea homogénea en toda España.  

Consideramos que el coste más relevante afectado por esta circunstancia es el 

del trabajo y suponemos que los gastos en salarios nominales están afectados por 

las diferencias de precios. Para reconocer la misma importancia a este problema 

en cualquier comunidad suponemos que los salarios son un porcentaje del gasto 

total en cada función igual para toda España (concretamente, el peso del gasto 

salarial en el gasto sanitario, educativo o en protección social19).  

Definimos γκ como el diferencial (positivo o negativo) en el nivel de precios 

de la comunidad k respecto a la media y wi como el porcentaje de los gastos sala-

riales en el gasto total del servicio i. El factor corrector correspondiente a los 

precios asociados al servicio i es, por tanto (1 + γk wi).  

                                                            
19 Se podría considerar el porcentaje que representa el gasto salarial en cada comunidad pero, en 
ese caso, el indicador resultaría sesgado por la decisión de recurrir más o menos a la producción 
pública de los servicios o su concertación con el sector privado, de modo que no es aconsejable 
hacer esta hipótesis.  
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Las necesidades de gasto ajustadas por PPA (NGA) correspondientes al servicio 

i en la comunidad k serán:  

NAik =  Σj Σh Pijk αij gi δijkh(1 + γk wi) = Σj Σh Pijk αij gi (1 + β
ijh

 q
ijkh 

) (1 + γk wi) (3.10) 

Por su parte, las necesidades totales de gasto de la comunidad k se expresan: 

NAk = Σi Σj Σh Pijk αij gi δijkh(1 + γk wi) = Σi Σj Σh Pijk αij gi (1 + β
ijh

q
ijkh 

)(1 + γkwi) (3.11) 

Y para el agregado de las comunidades, las expresiones de las necesidades de 

gasto ajustadas serán, por analogía con las expresiones (3.8) y (3.9):  

NAi  = Σk NGik(1 + γk wi) = Σκ Σj Σh Pijk αij gi δijkh(1 + γk wi) 

  = Σκ Σj Σh Pijk αij gi (1 + β
ijh

 q
ijkh 

) (1 + γk w) (3.12) 

NA = Σi NGi (1 + γk wi) = Σk NGk(1 + γkwi) = Σκ Σι Σj Σh Pijk αij gi δijkh(1 + γk wi) 

 = Σk Σj Σh Pijk αij gi (1 + β
ijh

q
ijkh

) (1 + γk wi) (3.13) 

3.3.  Distribución de las necesidades de gasto en SPF 

Para explorar las posibilidades y dificultades de estimar las necesidades de gasto 

en educación, sanidad y protección social mediante el planteamiento expuesto 

conviene tener en cuenta los problemas que plantea la implementación de la 

métrica propuesta. Pese a todo, por sus características de bienes públicos locales, 

estos servicios se prestan más a una estandarización que otros y sobre ellos existe 

mayor información debido a que absorben la mayor parte de los recursos de las 

comunidades. Gracias a ello el objetivo de la estimación a realizar es factible y es 

relevante poder hacerlo para comparar a las comunidades porque la suma de los 

gastos en estos SPF representa el 66% del presupuesto de las mismas en 2013 

(último año disponible). 

Necesitamos seis tipos de información para estimar las necesidades (N), las nece-

sidades de gasto estandarizadas (NE) y las necesidades de gasto ajustadas (NA) a partir 

de las expresiones presentadas en el apartado 3.2: 
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1. Datos sobre el gasto total en España de los servicios sanitarios, educativos y 

de protección social, así como de la población en cada comunidad autó-

noma.  

2. Datos demográficos sobre el tamaño en cada comunidad autónoma de los 

grupos de población cuyas necesidades sanitarias, educativas y de protec-

ción social son de intensidad diferente (variable Pijk).  

3. Intensidad de las necesidades sanitarias, educativas y de protección social 

de cada grupo de población (αij). Coeficiente de intensificación estándar 

para España correspondiente al factor de coste h (por ejemplo, dispersión 

de población) para cada servicio y grupo de población (βijh) 

4. Datos sobre la población usuaria del servicio i e integrante del grupo j que 

es atendida en la comunidad k en condiciones que representan un incre-

mento del coste unitario estándar, derivado del factor h (Qijkh) 

5. Datos sobre el nivel de precios relativo de la comunidad k (γκ).  

6. Peso de los salarios en el gasto de los servicios públicos objeto de estudio 

(wi) 

La disponibilidad de información sobre estas variables es diversa y el acuerdo 

sobre las proxies de las mismas a utilizar en el cálculo de las necesidades puede 

considerarse en parte por construir. Sobre algunas de ellas el debate apenas exis-

te, pero en otros casos para alcanzar consensos sería necesario mejorar la eviden-

cia disponible sobre la idoneidad de ciertas aproximaciones. Para avanzar en esa 

dirección realizamos ejercicios de aproximación a variables en las que la infor-

mación es más escasa. 

Cálculo de necesidades (N) 

Se parte de la población anual de cada comunidad autónoma y su desagrega-

ción en los siete grupos de edad que los expertos en salud diferencian para re-

conocer la distinta intensidad de la demanda de servicios sanitarios que generan. 

Asimismo, se incorporan otros nueve grupos de edad —distintos de los anterio-

res— que consideramos relevantes para estimar la demanda de servicios educati-

vos (cuadro 3.1). Por último, también se añaden seis agrupaciones diferentes de 

la población por edad o características socioeconómicas, relevantes para distri-

buir cada una de las subfunciones de gasto de los servicios de protección social.
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CUADRO 3.1: Población clasificada por grupos de edad relevantes para diferenciar el gasto sanitario, educativo y en protección social de las comunidades 
autónomas, 2013 

 
a) Población relevante a efectos de sanidad 

  0-4 años 5-14 años 15-44 años 45-54 años 55-64 años 65-74 años 75 y más Total 

Andalucía 454.764 932.300 3.522.306 1.255.378 902.594 681.184 638.739 8.387.265 

Aragón 63.877 125.402 514.317 200.391 157.410 121.105 152.000 1.334.502 

Asturias, P. de 39.166 77.543 379.499 167.017 152.334 110.749 136.625 1.062.933 

Balears, Illes 57.898 114.184 489.516 164.981 122.127 87.254 76.779 1.112.739 

Canarias 91.704 216.413 923.611 338.233 234.274 167.544 136.686 2.108.465 

Cantabria 27.044 52.933 224.610 91.382 77.149 52.751 62.674 588.543 

Castilla y León 99.437 205.512 904.005 390.480 318.665 250.726 337.494 2.506.319 

Castilla-La Mancha 108.024 217.988 861.570 309.198 213.942 162.192 210.670 2.083.584 

Cataluña 405.153 779.405 3.009.858 1.080.794 848.400 638.920 681.043 7.443.573 

C. Valenciana 249.329 509.663 2.005.220 741.495 572.206 458.540 430.565 4.967.018 

Extremadura 50.228 107.274 433.678 170.979 122.669 96.131 117.290 1.098.249 

Galicia 109.817 218.595 1.026.653 405.619 350.439 294.332 347.775 2.753.230 

Madrid, C. de 354.854 655.346 2.687.009 954.578 704.904 519.652 516.371 6.392.714 

Murcia, R. de 85.746 172.177 633.193 210.468 144.547 108.166 106.918 1.461.215 

Navarra, C. F. de 33.811 66.054 250.251 94.913 74.071 56.197 61.724 637.021 

País Vasco 105.124 199.213 795.360 340.153 282.954 215.710 232.386 2.170.900 

Rioja, La 16.052 31.252 123.413 47.674 37.198 27.906 33.331 316.826 

Ceuta, c. a. de  6.216 11.530 37.108 12.126 8.289 5.090 4.138 84.497 

Melilla, c. a. de  7.371 12.201 36.528 11.559 7.811 4.305 3.868 83.643 

Total 2.365.615 4.704.985 18.857.705 6.987.418 5.331.983 4.058.454 4.287.076 46.593.236 
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CUADRO 3.1 (cont.): Población clasificada por grupos de edad relevantes para diferenciar el gasto sanitario, educativo y en protección social de las 

comunidades autónomas, 2013 

 
b) Población relevante a efectos de educación 

  0-2 años 3-11 años 12-17 años 18-24 años 25 y más 8-24 años 6-17 años 3-24 años 3-17 años Total 

Andalucía 262.532 858.161 525.827 673.378 6.067.367 1.568.197 1.091.660 2.057.366 1.383.988 8.387.264 

Aragón 37.029 116.734 70.177 87.843 1.022.719 207.991 146.404 274.754 186.911 1.334.503 

Asturias, P. de 22.664 71.734 44.285 58.610 865.640 133.660 91.204 174.629 116.019 1.062.935 

Balears, Illes 33.550 106.347 62.841 80.386 829.615 188.713 132.364 249.574 169.188 1.112.736 

Canarias 52.040 191.487 126.455 160.890 1.577.593 374.175 256.829 478.832 317.942 2.108.462 

Cantabria 15.556 49.753 28.586 36.016 458.632 85.901 61.051 114.355 78.339 588.538 

Castilla y León 57.894 186.531 121.372 160.166 1.980.356 363.599 245.082 468.069 307.903 2.506.320 

Castilla-La Mancha 62.286 200.467 125.781 162.880 1.532.170 374.779 257.129 489.128 326.248 2.083.588 

Cataluña 235.941 733.960 416.924 495.640 5.561.108 1.223.852 895.494 1.646.524 1.150.884 7.443.574 

C. Valenciana 143.344 472.612 280.062 346.655 3.724.345 829.902 590.986 1.099.329 752.674 4.967.019 

Extremadura 28.993 95.860 65.901 90.670 816.825 199.057 129.658 252.431 161.761 1.098.248 

Galicia 63.707 201.359 125.509 169.938 2.192.717 382.519 257.562 496.806 326.868 2.753.230 

Madrid, C. de 209.564 621.511 347.913 432.652 4.781.074 1.044.103 750.779 1.402.076 969.424 6.392.713 

Murcia, R. de 49.984 159.737 95.237 115.608 1.040.649 279.740 200.536 370.582 254.974 1.461.214 

Navarra, C. F. de 19.844 61.261 36.819 42.722 476.375 106.087 77.040 140.802 98.080 637.020 

País Vasco 61.977 186.947 107.566 124.534 1.689.876 312.181 229.646 419.047 294.513 2.170.900 

Rioja, La 9.418 29.086 17.274 21.062 239.986 50.848 36.333 67.422 46.360 316.825 

Ceuta, c. a. de  3.636 10.947 6.204 7.886 55.824 18.713 13.275 25.037 17.151 84.500 

Melilla, c. a. de  4.503 11.608 6.811 8.110 52.611 19.757 14.192 26.529 18.419 83.645 

Total 1.374.462 4.366.102 2.611.544 3.275.646 34.965.482 7.763.774 5.477.224 10.253.292 6.977.646 46.593.234 
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CUADRO 3.1 (cont.): Población clasificada por grupos de edad relevantes para diferenciar el gasto sanitario, educativo y en protección social de las co-

munidades autónomas, 2013 

 
c) Población relevante a efectos de protección social 

  45-64 años 65 y más 25-50 años Total población Parados de larga 
duración 

En riesgo de pobreza 
o exclusión 

Andalucía 2.157.972 1.319.923 3.382.496 8.387.264 870.191 3.212.322 

Aragón 357.801 273.105 515.433 1.334.503 73.763 264.232 

Asturias, P. de 319.351 247.374 398.281 1.062.935 70.344 231.720 

Balears, Illes 287.108 164.033 483.032 1.112.736 64.133 309.341 

Canarias 572.507 304.230 917.957 2.108.462 220.921 748.504 

Cantabria 168.531 115.425 230.019 588.538 33.928 148.900 

Castilla y León 709.145 588.220 919.656 2.506.320 139.060 521.315 

Castilla-La Mancha 523.140 372.862 828.972 2.083.588 186.775 764.677 

Cataluña 1.929.194 1.319.963 2.990.684 7.443.574 510.040 1.496.158 

C. Valenciana 1.313.701 889.105 1.985.254 4.967.019 429.399 1.574.545 

Extremadura 293.648 213.421 414.962 1.098.248 97.090 396.468 

Galicia 756.058 642.107 1.041.640 2.753.230 164.069 669.035 

Madrid, C. de 1.659.482 1.036.023 2.690.406 6.392.713 367.715 1.284.935 

Murcia, R. de 355.015 215.084 605.125 1.461.214 119.225 498.274 

Navarra, C. F. de 168.984 117.921 248.857 637.020 27.477 92.368 

País Vasco 623.107 448.096 826.672 2.170.900 89.940 364.711 

Rioja, La 84.872 61.237 123.032 316.825 15.030 70.335 

Ceuta, c. a. de  20.415 9.228 33.662 84.500 8.661 39.715 

Melilla, c. a. de  19.370 8.173 32.173 83.645 5.081 26.265 

Total 12.319.401 8.345.530 18.668.313 46.593.234 3.492.842 12.713.819 

Fuente: INE (2015e), Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015) y elaboración propia. 
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A cada colectivo diferente por sus necesidades sanitarias se le asigna el índice 

de intensidad relativa elaborado por el Grupo de Trabajo de la Conferencia de 

Presidentes para el Análisis del Gasto Sanitario20, con el fin de su incorporación 

al sistema de financiación (cuadro 3.2). En educación no es necesario aplicar 

coeficientes de intensidad relativa debido a que las agrupaciones de edad se han 

hecho coincidir con la población objetivo de las diferentes partidas del gasto 

educativo. Este mismo criterio también es utilizado en los seis subgrupos defini-

dos en el ámbito de la protección social. 

Tras calcular la distribución territorial de las necesidades de cada subgrupo, 

éstas se agregan para obtener la distribución global de cada servicio considerado 

(siete subgrupos en salud, nueve en educación y seis en protección social). En 

este paso se respetan los pesos que cada subgrupo representa en el gasto total de 

las comunidades autónomas en el servicio correspondiente. Del mismo modo se 

estima la distribución territorial de las necesidades del conjunto de SPF.  

El cuadro 3.3 muestra —como ejemplo— los indicadores de población ajusta-

da (N) para cada comunidad en el año 2013 y en los tres servicios derivados de 

los datos de los cuadros 3.1 y 3.2, correspondientes a las expresiones (3.1) a 

(3.4). Si se compara la distribución territorial de la población (última columna) y 

de cada uno de los índices de necesidad, es inmediato observar que existen dife-

rencias. Sin embargo, los cambios del peso territorial al comparar los indicadores 

de cada función no son demasiado acentuados, en especial entre el agregado de 

los SPF y la población total.  

Cálculo de necesidades de gasto estandarizadas (NE) 

Con el fin de considerar el incremento de costes unitarios que puede derivar-

se de la distribución de la población sobre el territorio, se cuantifica la población 

que habita en municipios pequeños de cada comunidad autónoma. A partir de la 

información municipal disponible se observa que los problemas de dotación del 

servicio  sanitario  y  educativo  se  concentran  en municipios y núcleos de pobla- 

                                                            
20 Grupo de Trabajo de la Conferencia de Presidentes para el Análisis del Gasto Sanitario (2005, 
2007). 
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CUADRO 3.2: Población ajustada por grupos de edad relevantes del gasto sanitario, 2013 

Factor de ponderación:  

Población equivalente a efectos de sanidad 

0-4 años 5-14 años 15-44 años 45-54 años 55-64 años 65-74 años 75 y más 
Total 

1,031 0,433 0,547 0,904 1,292 2,175 2,759 

Andalucía 468.862 403.686 1.926.701 1.134.862 1.166.151 1.481.575 1.762.281 8.344.118 

Aragón 65.857 54.299 281.331 181.153 203.374 263.403 419.368 1.468.786 

Asturias, P. de 40.380 33.576 207.586 150.983 196.816 240.879 376.948 1.247.169 

Balears, Illes 59.693 49.442 267.765 149.143 157.788 189.777 211.833 1.085.441 

Canarias 94.547 93.707 505.215 305.763 302.682 364.408 377.117 2.043.438 

Cantabria 27.882 22.920 122.862 82.609 99.677 114.733 172.918 643.601 

Castilla y León 102.520 88.987 494.491 352.994 411.715 545.329 931.146 2.927.181 

Castilla-La Mancha 111.373 94.389 471.279 279.515 276.413 352.768 581.239 2.166.975 

Cataluña 417.713 337.482 1.646.392 977.038 1.096.133 1.389.651 1.878.998 7.743.407 

C. Valenciana 257.058 220.684 1.096.855 670.311 739.290 997.325 1.187.929 5.169.453 

Extremadura 51.785 46.450 237.222 154.565 158.488 209.085 323.603 1.181.198 

Galicia 113.221 94.652 561.579 366.680 452.767 640.172 959.511 3.188.582 

Madrid, C. de 365.854 283.765 1.469.794 862.939 910.736 1.130.243 1.424.668 6.447.998 

Murcia, R. de 88.404 74.553 346.357 190.263 186.755 235.261 294.987 1.416.579 

Navarra, C. F. de 34.859 28.601 136.887 85.801 95.700 122.228 170.297 674.374 

País Vasco 108.383 86.259 435.062 307.498 365.577 469.169 641.153 2.413.101 

Rioja, La 16.550 13.532 67.507 43.097 48.060 60.696 91.960 341.402 

Ceuta, c. a. de  6.409 4.992 20.298 10.962 10.709 11.071 11.417 75.858 

Melilla, c. a. de  7.600 5.283 19.981 10.449 10.092 9.363 10.672 73.440 

Total 2.438.949 2.037.259 10.315.165 6.316.626 6.888.922 8.827.137 11.828.043 48.652.100 

Fuente: INE (2015e), Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (2015), Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas (2007) y elaboración propia. 
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CUADRO 3.3: Distribución territorial de las necesidades (N) en educación, salud y protección 
social, 2013 

 (porcentaje) 

  

Servicios públicos fundamentales 
Población 

Educación Sanidad Protección 
social 

Total SPF 

Andalucía 19,99 17,15 18,69 18,33 18,00 

Aragón 2,68 3,02 2,85 2,88 2,86 

Asturias, P. de 1,70 2,56 2,52 2,25 2,28 

Balears, Illes 2,43 2,23 2,21 2,30 2,39 

Canarias 4,67 4,20 4,58 4,41 4,53 

Cantabria 1,12 1,32 1,30 1,25 1,26 

Castilla y León 4,55 6,02 5,80 5,46 5,38 

Castilla-La Mancha 4,75 4,45 4,74 4,59 4,47 

Cataluña 16,16 15,92 14,98 15,91 15,98 

C. Valenciana 10,74 10,63 11,06 10,71 10,66 

Extremadura 2,43 2,43 2,59 2,45 2,36 

Galicia 4,81 6,55 6,48 5,91 5,91 

Madrid, C. de 13,68 13,25 12,37 13,32 13,72 

Murcia, R. de 3,62 2,91 3,02 3,18 3,14 

Navarra, C. F. de 1,39 1,39 1,24 1,37 1,37 

País Vasco 4,14 4,96 4,59 4,63 4,66 

Rioja, La 0,66 0,70 0,67 0,68 0,68 

Ceuta, c. a. de  0,24 0,16 0,18 0,19 0,18 

Melilla, c. a. de  0,26 0,15 0,14 0,19 0,18 

Fuente: INE (2015e), Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015), Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (2015), 
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas (2007) y elaboración propia. 

ción con menos de 1.000 habitantes. Por este motivo, para valorar la accesibili-

dad a servicios sanitarios y educativos que son demandados con diferente inten-

sidad por distintos grupos de edad, se considera la población dispersa de cada 

uno de los grupos que antes hemos diferenciado en cada comunidad (cuadro 

3.4). El peso de la población domiciliada en municipios y núcleos de población 

de menos de 1.000 habitantes en el censo de 2011 oscila desde el 90% en Galicia 

y el 48,1% en el Principado de Asturias hasta cifras inferiores del 10% en la Co-

munidad de Madrid, Andalucía o la Comunitat Valenciana, de modo que
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CUADRO 3.4: Porcentaje de población en municipios y núcleos de población de menos de 1.000 habitantes clasificada por grupos de edad relevantes para 

diferenciar el gasto sanitario y educativo. Censo de 2011 

a) Población relevante para sanidad 

  
Población 

total 0-4 años 5-14 años 15-44 años 45-54 años 55-64 años 65-74 años 75 años + 

Andalucía 9,8 9,3 9,5 9,6 9,9 10,1 10,4 10,9 

Aragón 16,2 11,5 12,7 14,0 16,1 17,0 20,2 24,5 

Asturias, P. de 48,1 47,7 47,8 47,9 48,1 48,2 48,5 48,6 

Balears, Illes 13,1 13,0 13,0 13,0 13,1 13,2 13,2 13,3 

Canarias 26,2 26,2 26,2 26,2 26,2 26,2 26,2 26,2 

Cantabria 27,2 26,0 26,2 26,7 27,3 27,6 28,3 28,9 

Castilla y León 28,6 19,8 21,3 24,9 28,2 29,5 34,7 41,1 

Castilla-La Mancha 14,8 10,9 11,7 12,7 14,8 16,3 19,6 23,3 

Cataluña 11,0 10,5 10,7 10,7 11,2 11,4 11,5 12,3 

C. Valenciana 8,6 7,9 8,1 8,3 8,6 8,9 9,4 10,1 

Extremadura 16,3 12,6 13,7 14,5 16,3 17,1 20,2 23,4 

Galicia 90,0 89,6 89,6 89,8 89,9 90,0 90,3 90,6 

Madrid, C. de 1,5 1,4 1,4 1,4 1,5 1,5 1,5 1,6 

Murcia, R. de 22,5 22,5 22,5 22,5 22,6 22,6 22,6 22,6 

Navarra, C. F. de 15,7 13,7 13,9 14,4 16,4 16,9 17,5 20,5 

País Vasco 13,1 13,2 13,2 12,9 13,3 13,1 12,9 13,4 

Rioja, La 11,3 7,1 7,8 9,1 12,2 13,2 15,6 18,7 

Ceuta, c. a. de  1,9 1,9 1,9 1,9 1,9 1,9 1,9 1,9 

Melilla, c. a. de  0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 

Total 17,6 14,7 15,3 16,4 17,7 18,8 20,2 23,0 
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CUADRO 3.4 (cont.): Porcentaje de población en municipios y núcleos de población de menos de 1.000 habitantes clasificada por grupos de edad relevantes 
para diferenciar el gasto sanitario y educativo. Censo de 2011 

b) Población relevante para educación 

  0-2 años 3-11 años 12-17 años 18-24 años 25 y más 8-24 años 6-17 años 3-24 años 3-17 años 

Andalucía 9,3 9,4 9,6 9,7 10,0 9,7 9,5 9,6 9,5 

Aragón 11,4 12,2 13,6 14,1 17,1 13,9 13,1 13,2 12,7 

Asturias, P. de 47,7 47,8 47,8 48,0 48,2 47,9 47,8 47,9 47,8 

Balears, Illes 13,0 13,0 13,0 13,0 13,1 13,0 13,0 13,0 13,0 

Canarias 26,2 26,2 26,2 26,2 26,2 26,2 26,2 26,2 26,2 

Cantabria 26,1 26,1 26,3 26,9 27,4 26,6 26,3 26,4 26,2 

Castilla y León 19,9 20,6 22,9 25,2 30,2 24,1 22,0 22,8 21,5 

Castilla-La Mancha 10,9 11,4 12,2 13,0 15,8 12,6 11,9 12,2 11,7 

Cataluña 10,4 10,6 10,7 10,7 11,2 10,7 10,7 10,7 10,7 

C. Valenciana 8,0 8,0 8,1 8,4 8,7 8,3 8,1 8,2 8,0 

Extremadura 12,5 13,3 14,3 15,1 17,1 14,7 14,0 14,2 13,7 

Galicia 89,6 89,6 89,7 89,8 90,0 89,8 89,7 89,7 89,6 

Madrid, C. de 1,4 1,4 1,4 1,4 1,5 1,4 1,4 1,4 1,4 

Murcia, R. de 22,5 22,5 22,5 22,5 22,6 22,5 22,5 22,5 22,5 

Navarra, C. F. de 13,6 14,0 13,6 14,1 16,4 13,9 13,8 13,9 13,8 

País Vasco 13,2 13,2 13,0 12,8 13,1 12,9 13,1 13,0 13,1 

Rioja, La 6,9 7,6 8,2 8,8 12,4 8,5 7,9 8,1 7,8 

Ceuta, c. a. de  1,9 1,9 1,9 1,9 1,9 1,9 1,9 1,9 1,9 

Melilla, c. a. de  0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 

Total 14,7 15,1 15,8 16,4 18,3 16,1 15,5 15,7 15,3 

Fuente: INE (2015a) y elaboración propia. 
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las diferencias son significativas.21 Los mayores porcentajes de población en mu-

nicipios pequeños se registran en las comunidades cuya población está más enve-

jecida, por lo que este incremento de costes se asociará, sobre todo, a garantizar 

el acceso a los servicios sanitarios, en particular a la asistencia primaria. 

La importancia para las necesidades de gasto de este factor de coste en cada 

comunidad depende del peso de la población dispersa por grupo de edad y tam-

bién del coste estándar que se reconozca a esta circunstancia. Sobre este punto se 

carece de información derivada de la contabilidad de costes del conjunto de las 

comunidades y no se trata de un problema que se deba abordar con datos de 

solo alguna de ellas, porque podrían estar sesgados por sus circunstancias. Por 

tanto, solo pueden realizarse aproximaciones al valor de esta variable, como con-

siderar el gasto que las comunidades realizan en transporte para traslado de en-

fermos y en transporte escolar, comedor22 y residencia de estudiantes. La infor-

mación sobre estas variables para el conjunto de las comunidades la ofrece el 

cuadro 3.5, a modo de ejemplo para 2011. En él se incluye la información en 

miles de euros, en euros por habitante y también como porcentaje del gasto sani-

tario y educativo, así como su peso respecto al gasto total de las comunidades 

autónomas. Las cifras indican que se trata de costes de un alcance limitado: 23 

euros per cápita en traslado de enfermos y 20 euros per cápita por transporte, 

comedor y residencia escolar. Estas cuantías representan en torno al 2% del gas-

to sanitario y educativo total. 

Suponiendo que estos gastos se concentran exclusivamente en las personas 

que viven en los municipios más pequeños y teniendo en cuenta el peso que esa 

población tiene en cada comunidad, los incrementos de gasto que se derivarían 

                                                            
21 La información del cuadro 3.4 constituye una aproximación a la primera de esas dos variables 
más razonable que el número de núcleos de población, variable utilizada por los modelos de financia-
ción pero cuya cifra resulta afectada por decisiones administrativas que pueden cambiar de una 
comunidad a otra.  
22 El gasto de comedor derivado de esta circunstancia es solo una parte del total, pero no es posi-
ble diferenciarlo. Lo mismo sucede con el coste de traslado de enfermos. Consideramos el total, 
lo que supone cierta sobreestimación de este coste vincularlo exclusivamente a la dispersión de la 
población.  
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del reconocimiento de estas diferencias de costes serían los que aparecen en el 

cuadro 3.6.23 

CUADRO 3.5: Gasto de las comunidades autónomas en servicios complementarios de educación y 
en traslados de enfermos (producción de mercado), 2011 

Servicios complementarios de educación 
Miles de euros 955.807

Comedor y residencia 329.597
Transporte 626.210

Euros per cápita 20,45
Comedor y residencia 7,05
Transporte 13,40

Peso de servicios complementarios en gasto total educación 2,28%
Traslado de enfermos 
Miles de euros 1.078.896
Euros per cápita 23,08
Peso del gasto en traslados sobre gasto total en salud 1,72%
Peso del traslado de enfermos y de los servicios complementarios de educa-
ción en total gasto 

1,05%

Fuente: INE (2015a), Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (2015), Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015) y 
elaboración propia. 

La información disponible no permite identificar sobrecostes en la prestación 

de los servicios de protección social de las comunidades autónomas y, por este 

motivo, en este ámbito no se procede al ajuste de las necesidades calculadas en el 

paso anterior. 

 

  

                                                            
23 Esta aproximación es muy elemental y puede estar sobreestimando el coste que representan 
estos servicios complementarios en los municipios y núcleos de menos de 1.000 habitantes, al 
mismo tiempo que infraestimando el gasto ocasionado por otros aspectos no considerados. En la 
actualidad existen cada vez mayores posibilidades de realizar una valoración más completa y 
compleja de esta cuestión, gracias a la creciente información georreferenciada y las técnicas de 
análisis hoy existentes. Por ejemplo, en la actualidad sería factible realizar un análisis bastante 
preciso de accesibilidad a cada uno de los niveles de los servicios sanitarios (primaria, especiali-
zada, hospitalaria) y educativos (obligatoria, secundaria posobligatoria, superior) de los habitan-
tes de cada municipio, teniendo en cuenta la población que reside en los mismos, su localización 
en el territorio y las comunicaciones existentes entre el lugar de residencia y el lugar en el que se 
ofrecen los servicios con un enfoque similar al propuesto por Goerlich y Cantarino (2013) para 
analizar la accesibilidad de la población a los servicios que se ofrecen en 70 ciudades españolas. 
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CUADRO 3.6: Distribución de los sobrecostes atribuibles a los servicios educativos complementa-
rios y al traslado de enfermos, 2011 (porcentaje) 

  
Sobrecostes en educación Sobrecostes en sanidad

Andalucía 12,29 9,06 

Aragón 2,22 2,97 

Asturias, P. de 5,17 6,56 

Balears, Illes 2,04 1,52 

Canarias 7,86 5,67 

Cantabria 1,90 1,93 

Castilla y León 6,28 10,42 

Castilla-La Mancha 3,62 4,07 

Cataluña 11,40 9,54 

C. Valenciana 5,69 5,02 

Extremadura 2,12 2,36 

Galicia 27,54 31,21 

Madrid, C. de 1,30 1,04 

Murcia, R. de 5,37 3,44 

Navarra, C. F. de 1,27 1,24 

País Vasco 3,57 3,43 

Rioja, La 0,34 0,50 

Ceuta, c. a. de  0,03 0,02 

Melilla, c. a. de  0,00 0,00 

Fuente: INE (2015a), Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (2015), Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015) y 
elaboración propia. 

Cálculo de necesidades de gasto ajustadas (NA) 

El diferencial de precios entre comunidades puede exigir pagar mayores sala-

rios a los empleados públicos de una comunidad en la que el nivel de precios es 

mayor para igualar la capacidad adquisitiva de los mismos. Por tanto, sería un 

sobrecoste que la comunidad autónoma tendría que soportar para atraer y rete-

ner capital humano en el entorno existente en su región, en las mismas condi-

ciones que las demás. 

El cuadro 3.7 presenta la información disponible sobre las diferencias en nive-

les de precios entre comunidades, según estimaciones no oficiales.24 En el mismo 

cuadro se ofrece también el peso que las remuneraciones salariales representan 

                                                            
24 Las estimaciones oficiales de precios del Instituto Nacional de Estadística (INE) no ofrecen 
información diferenciada de niveles de precios por territorios, aunque sí de tasas de variación 
diferentes de los mismos. Los datos regionales de Eurostat suponen igualmente que los índices 
de PPA son los mismos para todas las regiones de cada país. Los datos que se utilizan en este tra-
bajo se basan en la estimación realizada por Funcas para 2010 (Alcaide 2011), actualizada con las 
variaciones regionales posteriores del índice de precios de consumo (IPC). 
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en el gasto público educativo, sanitario y de protección social, tomando como 

referencia el año 2012.  

CUADRO 3.7: Influencia de los precios en el coste de los servicios de educación, sanidad y 
protección social, 2013 

 (porcentaje) 

  

Índice precios 
relativos* 

(España = 100) 

Porcentaje de influencia de precios 
relativos en 

Educación Sanidad 
Protección 

social 

Andalucía 96,1 -2,67 -1,75 -0,66

Aragón 95,7 -2,97 -1,95 -0,73

Asturias, P. de 99,6 -0,28 -0,19 -0,07

Balears, Illes 104,6 3,15 2,06 0,78

Canarias 83,8 -11,13 -7,29 -2,74

Cantabria 97,6 -1,66 -1,09 -0,41

Castilla y León 94,3 -3,89 -2,55 -0,96

Castilla-La Mancha 89,4 -7,26 -4,76 -1,79

Cataluña 109,4 6,43 4,21 1,59

C. Valenciana 99,9 -0,09 -0,06 -0,02

Extremadura 86,7 -9,16 -6,00 -2,26

Galicia 97,1 -2,00 -1,31 -0,49

Madrid, C. de 103,7 2,57 1,68 0,63

Murcia, R. de 98,8 -0,83 -0,54 -0,20

Navarra, C. F. de 101,9 1,34 0,88 0,33

País Vasco 106,2 4,25 2,78 1,05

Rioja, La 108,7 5,97 3,91 1,47

Ceuta, c. a. de 103,4 2,37 1,55 0,58

Melilla, c. a. de 98,5 -1,01 -0,66 -0,25

Peso de los salarios en el gasto de las CC. AA.  100 68,7 45,0 16,9

* Índice de precios relativos del consumo familiar de cada comunidad autónoma sobre base 100 para la media española. Se parte de la 
estimación de Funcas, que se basa en la estimación de Eurostat, publicada por Juan Ramón Lorente Hurtado en 1992. 

Fuente: Alcaide (2011), Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas (2007) y elaboración propia. 

Las diferencias porcentuales entre comunidades en los indicadores de niveles 

de precios son sustanciales, pero el alcance de estas diferencias por unidad de 

necesidad se reduce cuando se considera que afectan fundamentalmente a la 

parte del gasto destinada a salarios.25  

                                                            
25 También se podría considerar que afecta al coste de las inversiones, por el precio del suelo 
(aunque en muchos casos es cedido por las corporaciones locales), o alternativamente al coste de 
los alquileres por el uso de inmuebles más caros. La importancia de estos gastos es menor que la 
de los salarios y más difícil de conocer y, por ambas razones, no ha sido evaluada. 
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En el gráfico 3.1 y el cuadro 3.8 puede observarse que mientras en unas co-

munidades se producen incrementos más intensos de necesidades de gasto como 

consecuencia de su estructura poblacional y la dispersión de la población (Gali-

cia, Castilla y León, Extremadura, Castilla-La Mancha) y en otras (Cataluña, La 

Rioja, País Vasco) existen necesidades debidas al efecto de los niveles de precios 

sobre los salarios —relacionados con la concentración de población y el nivel de 

renta—. La relación entre ambas desviaciones es negativa y con mayor capacidad 

explicativa cuando se elimina la observación de Canarias, atípica debido a su bajo 

nivel de precios. El resultado de esa combinación es que la desviación conjunta 

de los sobrecostes de prestación de los SPF es menor que el de cada uno de ellos 

por separado. 

GRÁFICO 3.1: Comparación de las necesidades relativas estandarizadas per cápita (con estructura 
poblacional y dispersión) y del efecto de los precios en los salarios, 2013 
(total comunidades autónomas = 100) 

 
Nota: Canarias se considera una observación atípica y no ha sido incluida en la regresión. Véase la equivalencia de las abreviaturas en el 
gráfico 2.2. 

Fuente: Alcaide (2011), Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas (2007), INE (2015e), Ministerio de Educación, Cultura y 
Deporte (2015), Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015) y elaboración propia. 
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CUADRO 3.8: Estructura porcentual de las necesidades ajustadas por sobrecoste y precios, 2013 

  

Servicios públicos fundamentales 

Educación Sanidad Protección social Total SPF 

Andalucía 19,33 16,74 18,59 17,86

Aragón 2,60 2,97 2,83 2,82

Asturias, P. de 1,79 2,64 2,52 2,32

Balears, Illes 2,50 2,27 2,23 2,35

Canarias 4,24 3,93 4,46 4,09

Cantabria 1,12 1,32 1,30 1,25

Castilla y León 4,43 5,95 5,75 5,38

Castilla-La Mancha 4,39 4,24 4,66 4,34

Cataluña 17,13 16,50 15,23 16,61

C. Valenciana 10,64 10,54 11,07 10,63

Extremadura 2,21 2,29 2,54 2,28

Galicia 5,30 6,92 6,45 6,29

Madrid, C. de 13,75 13,28 12,46 13,37

Murcia, R. de 3,65 2,91 3,01 3,19

Navarra, C. F. de 1,41 1,40 1,24 1,39

País Vasco 4,31 5,08 4,64 4,76

Rioja, La 0,69 0,73 0,68 0,71

Ceuta, c. a. de 0,24 0,16 0,18 0,19

Melilla, c. a. de 0,25 0,15 0,14 0,18

Fuente: INE (2015e), Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (2015), Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015) y 
elaboración propia. 

3.4.  Diferencias de necesidad per cápita: resultados  

La distribución de las necesidades de gasto (N), necesidades de gasto estandari-

zadas (NE) y necesidades de gasto ajustadas (NA) del período 2002-2013, calcula-

da siguiendo los criterios anteriores, aparecen en las columnas del cuadro 3.9, 

referidas respectivamente al gasto en educación (1 a 3), salud (columnas 4 a 6), 

protección social (7 y 8). En general, las variaciones que se derivan de los ajustes 

realizados sobre los pesos que cada comunidad tiene al distribuir las necesidades 

una vez corregidas no son sustanciales.  

Sin embargo, esta conclusión no impide que los índices de necesidades ajus-

tadas (NA) per cápita entre comunidades después de todos los ajustes presenten 

diferencias importantes, como se puede comprobar en el cuadro 3.10, que pre-

senta las necesidades de los tres servicios y del agregado de los SPF expresadas 

tomando como base 100 la media española.  

Los abanicos de necesidades per cápita entre comunidades son sustanciales 

cuando  se  considera cada servicio por separado, respondiendo a sus distintas es- 
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CUADRO 3.9: Estructura porcentual de las necesidades básicas, estandarizadas y ajustadas. Media 
2002-2013 (porcentaje) 

 

Educación Sanidad Protección social 

Necesida-
des 

Necesida-
des estan-
dari-zadas 

Necesida-
des ajusta-

das 

Necesida-
des 

Necesida-
des estan-
dari-zadas 

Necesida-
des ajusta-

das 

Necesida-
des 

Necesida-
des ajusta-

das 

Andalucía 20,45 20,25 19,88 17,00 16,88 16,68 19,55 19,46 

Aragón 2,63 2,62 2,57 3,10 3,10 3,05 2,72 2,71 

Asturias, P. de 1,81 1,89 1,90 2,67 2,73 2,74 2,56 2,57 

Balears, Illes 2,31 2,30 2,37 2,13 2,12 2,16 1,98 1,99 

Canarias 4,68 4,76 4,41 3,98 4,00 3,81 4,55 4,46 

Cantabria 1,12 1,14 1,13 1,34 1,34 1,33 1,24 1,23 

Castilla y León 4,83 4,87 4,69 6,27 6,33 6,19 6,23 6,17 

C.-La Mancha 4,77 4,74 4,43 4,48 4,48 4,29 4,69 4,60 

Cataluña 15,41 15,31 16,18 15,93 15,84 16,39 14,80 15,05 

C. Valenciana 10,69 10,57 10,62 10,53 10,45 10,47 10,54 10,55 

Extremadura 2,64 2,63 2,41 2,50 2,50 2,37 2,89 2,82 

Galicia 5,17 5,72 5,61 6,75 7,11 7,02 6,75 6,71 

Madrid, C. de 13,39 13,10 13,45 13,04 12,87 13,07 11,74 11,84 

Murcia, R. de 3,57 3,62 3,62 2,86 2,87 2,87 3,01 3,01 

Navarra, C. F. de 1,32 1,32 1,34 1,38 1,38 1,40 1,15 1,16 

País Vasco 4,09 4,07 4,25 5,04 5,01 5,15 4,57 4,63 

Rioja, La 0,65 0,64 0,68 0,71 0,71 0,73 0,67 0,68 

Ceuta, c. a. de 0,23 0,23 0,23 0,15 0,15 0,15 0,19 0,20 

Melilla, c. a. de 0,23 0,23 0,23 0,14 0,14 0,14 0,16 0,16 

Fuente: Alcaide (2011), Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas (2007), INE (2015b, 2004e), Ministerio de Educación, Cultura 
y Deporte (2015), Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015) y elaboración propia. 

tructuras demográficas y niveles de renta. Así, para la educación, el rango de las 

necesidades es de 38 puntos porcentuales entre las comunidades autónomas; 

estas son mayores en las comunidades con población más joven (Andalucía y Re-

gión de Murcia) y en las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla. En el caso de la 

sanidad el rango es algo menor (27 puntos entre comunidades) pero ahora las 

necesidades son mayores en las comunidades más envejecidas (Galicia, Castilla y 

León, Principado de Asturias). En la función de protección social el rango es de 

similar magnitud y las necesidades mayores se asocian a regiones pobres o enve-

jecidas (Extremadura, Andalucía, Castilla y León, Galicia).  

No obstante, es importante advertir que, de la diversidad de situaciones de ca-

da una de las comunidades según la función considerada, se deriva un abanico 

de necesidades por habitante para el conjunto de los SPF mucho menor que el 

de cada función por separado. Para las comunidades autónomas, solo Canarias y 

Galicia presentan desviaciones a la media superiores al 5% y el rango entre la 

mayor y la menor no supera los 12 puntos porcentuales, encontrándose la mayo-

ría de comunidades en un rango de +/- 3 puntos alrededor de la media.  
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CUADRO 3.10: Índice de necesidades (NA) per cápita. Media 2002-2013 

  
Educación Sanidad Protección social Total SPF 

Andalucía 111,30 93,35 108,92 101,50 

Aragón 88,68 105,45 93,51 98,06 

Asturias, P. de 79,66 114,86 107,90 100,98 

Balears, Illes 105,12 95,53 88,11 98,55 

Canarias 101,46 87,58 102,35 94,23 

Cantabria 88,35 104,59 96,70 97,80 

Castilla y León 83,76 110,49 110,05 100,33 

Castilla-La Mancha 100,39 97,25 104,26 99,04 

Cataluña 101,52 102,86 94,43 101,55 

C. Valenciana 99,95 98,58 99,34 99,19 

Extremadura 99,50 97,82 116,50 100,09 

Galicia 91,55 114,79 109,65 105,60 

Madrid, C. de 98,74 95,99 86,89 96,25 

Murcia, R. de 117,40 93,08 97,74 102,71 

Navarra, C. F. de 98,81 102,93 85,53 99,82 

País Vasco 88,85 107,54 96,78 99,51 

Rioja, La 99,15 107,04 99,12 103,35 

Ceuta, c. a. de 137,01 88,20 115,63 108,98 

Melilla, c. a. de 141,59 84,37 101,55 107,46 

Fuente: Alcaide (2011), Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas (2007), INE (2015b, 2004e), Ministerio de Educación, Cultura 
y Deporte (2015), Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015) y elaboración propia. 

En los paneles del gráfico 3.2 se pueden comparar, para el promedio 2012-

2103, los índices (N) derivados de la estructura demográfica (necesidades pobla-

cionales, que aparecen en el eje horizontal) y los índices de necesidades ajusta-

dos por los sobrecostes y precios considerados (NA). La dispersión de valores de 

las comunidades a lo largo de la diagonal principal en cada una de las tres fun-

ciones consideradas indica que, en lo sustancial, el origen de las diferencias de 

necesidad es la estructura demográfica. De no ser así, las desviaciones respecto a 

la diagonal serían mayores. En cambio, el panel d del gráfico, que presenta los 

valores del índice para el agregado de los SPF es diferente, en dos sentidos. En 

primer lugar, el abanico de las necesidades poblacionales es mínimo, al compen-

sarse los efectos de la estructura demográfica porque en unas funciones las nece-

sidades son mayores para los jóvenes (educación), mientras en otras los son para 

los mayores (sanidad, dependencia). Ahora bien, esta reducción sustancial del 

rango de variación de las necesidades poblacionales no se traslada por completo 

al índice de necesidades ajustadas. El rango de variación de las mismas es más 

limitado que el de las distintas funciones, apenas mayor que el de las necesidades 

poblacionales.  
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GRÁFICO 3.2: Comparación de las necesidades estrictamente poblacionales con las necesidades 
ajustadas por sobrecoste y precios. Comunidades autónomas. Media 2002-2013 

a) Salud 

 
b) Educación 

 

La conclusión que cabe obtener de este análisis es que el estudio de las nece-

sidades justifica el reconocimiento de un abanico de gastos por habitante, aun-

que de una magnitud limitada cuando se considera el agregado de los SPF.  

Las necesidades ajustadas (NA) per cápita han sido estimadas según la métrica 

propuesta para las tres funciones de gasto consideradas y para el conjunto de los 

SPF  a  lo  largo  de todo el periodo analizado (2002-2013). Los resultados se pre-
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GRÁFICO 3.2 (cont.): Comparación de las necesidades estrictamente poblacionales con las nece-
sidades ajustadas por sobrecoste y precios. Comunidades autónomas. Media 
2002-2013 

c) Protección social 

 
d) Total SPF 

Nota: Véase la equivalencia de las abreviaturas en el gráfico 2.2. 

Fuente: Alcaide (2011), Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas (2007), INE (2015e), Ministerio de Educación, Cultura y 
Deporte (2015), Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015) y elaboración propia. 

presentan sintéticamente a continuación mediante los índices que toman el valor 

100 para la media española de cada uno de los años (cuadros 3.11 al 3.14). La 

evolución de cada índice NA de necesidades ajustadas per cápita a lo largo del 

periodo muestra diferencias significativas en cuanto a la dispersión de los valores 
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de las comunidades autónomas, tanto entre funciones como a lo largo del tiem-

po, según puede comprobarse en las desviaciones típicas que aparecen en la úl-

tima fila de cada uno de los cuadros. 

El cuadro 3.11 ofrece los índices (España = 100) de las necesidades de salud 

per cápita a lo largo del periodo. Los mayores valores del índice corresponden 

siempre a comunidades con población envejecida: Principado de Asturias, Gali-

cia y Castilla-León, con desviaciones por encima de la media algo superiores al 

10% todos los años. Las más alejadas de la media por debajo son las ciudades 

autónomas de Ceuta y Melilla y Canarias, con desviaciones superiores también al 

10%.  

El cuadro 3.12 presenta los índices (España = 100) de las necesidades de edu-

cación per cápita en el período considerado observándose una mayor diversidad. 

Los mayores valores del índice corresponden siempre a territorios con elevado 

peso de la población joven: las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla y, entre las 

comunidades autónomas, la Región de Murcia y Andalucía, con desviaciones por 

encima de la media algo superiores al 10% en muchos de los años. Entre las más 

alejadas de la media por debajo se encuentran algunas comunidades autónomas 

que en el caso de la sanidad destacaban por la mayor intensidad de sus necesida-

des: Principado de Asturias (más del 20% durante casi todo el período), Castilla 

y León y Galicia, junto a Cantabria y Aragón.  

El cuadro 3.13 ofrece el detalle de los índices (España = 100) de necesidades 

de protección social per cápita a lo largo del periodo. La dispersión en este caso 

de los índices es decreciente a lo largo del tiempo. Los mayores valores del índi-

ce corresponden a la ciudad autónoma de Ceuta y Extremadura, Andalucía, Cas-

tilla y León, Galicia y el Principado de Asturias. Es destacable que la intensidad 

de las desviaciones respecto a la media española de las necesidades de protección 

social de la mayoría de estas comunidades se ha reducido en el periodo analiza-

do, al tiempo que dicha media aumentaba en los años de crisis. Es decir, las ne-

cesidades se han hecho más parecidas, no menores. Los territorios en los que la 

intensidad relativa de las necesidades de protección social son menores se ubican 

en su mayoría en el norte y corresponden a comunidades de nivel de renta 
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CUADRO 3.11: Índices relativos de necesidades per cápita. Salud, 2002-2013 

  
2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 

Media 
2002-
2013 

Andalucía 93,4 93,4 93,4 93,4 93,4 93,5 93,6 93,3 93,4 93,3 93,2 93,0 93,4 

Aragón 107,6 107,4 106,9 106,5 106,1 105,6 105,2 104,3 104,2 104,0 103,8 103,5 105,4 

Asturias, P. de 113,2 113,9 114,1 114,4 114,9 115,4 115,8 114,8 115,3 115,6 115,4 115,5 114,9 

Balears, Illes 96,1 96,0 96,2 95,9 95,4 95,2 94,9 95,8 95,4 95,3 95,2 95,0 95,5 

Canarias 89,2 88,7 88,2 87,4 87,4 87,6 88,0 87,3 86,8 86,8 86,9 86,8 87,6 

Cantabria 105,0 105,0 104,7 104,5 104,6 104,6 104,6 104,8 104,2 104,2 104,2 104,6 104,6 

Castilla y León 110,3 110,3 110,4 110,4 110,7 110,7 110,7 110,2 110,4 110,5 110,6 110,6 110,5 

Castilla-La Mancha 100,1 99,8 99,3 99,0 98,4 97,4 96,8 95,4 95,5 95,3 95,1 94,9 97,2 

Cataluña 102,2 102,4 102,7 103,0 103,0 103,1 102,9 102,8 102,8 102,9 103,1 103,3 102,9 

C. Valenciana 98,7 98,5 98,5 98,5 98,3 98,2 98,3 98,9 98,7 98,7 98,9 98,9 98,6 

Extremadura 98,8 98,5 98,3 98,0 97,8 97,7 97,7 97,7 97,7 97,5 97,2 97,0 97,8 

Galicia 111,6 111,9 112,4 113,1 114,5 115,1 115,8 115,9 116,6 117,0 116,5 117,0 114,8 

Madrid, C. de 95,8 95,8 95,5 95,6 95,5 95,5 95,4 96,4 96,4 96,5 96,7 96,8 96,0 

Murcia, R. de 92,5 93,3 94,1 93,3 93,4 93,4 93,4 92,7 92,6 92,7 92,7 92,8 93,1 

Navarra, C. F. de 104,3 104,3 103,0 103,2 102,9 102,6 102,2 103,1 102,5 102,4 102,4 102,3 102,9 

País Vasco 105,2 105,7 106,3 106,7 106,9 107,5 107,9 108,7 108,7 108,8 108,9 109,0 107,5 

Rioja, La 107,9 107,6 106,9 106,9 106,9 106,8 106,6 107,0 106,9 106,9 106,9 106,9 107,0 

Ceuta, c. a. de 87,4 88,2 88,7 89,1 88,9 88,8 88,8 89,6 88,4 87,5 86,9 86,1 88,2 

Melilla, c. a. de 83,1 83,3 85,1 85,6 85,5 85,4 85,1 85,2 84,8 83,8 83,2 82,2 84,4 

Total 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 

Desviación típica 8,5 8,5 8,3 8,4 8,7 8,8 8,9 8,8 9,1 9,3 9,4 9,7 8,8 

Fuente: Alcaide (2011), Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas (2007), INE (2015e), Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (2015), Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015) y elabora-
ción propia. 
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CUADRO 3.12: Índices relativos de necesidades per cápita. Educación, 2002-2013 

  
2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 

Media 
2002-
2013 

Andalucía 114,5 114,4 114,1 113,4 112,8 112,1 111,2 109,6 109,4 108,8 107,9 107,4 111,3 

Aragón 86,3 86,4 86,6 87,2 88,0 88,7 89,7 89,5 90,0 90,4 90,5 90,8 88,7 

Asturias, P. de 84,8 83,3 81,1 80,4 79,3 78,8 78,5 77,4 77,8 77,9 78,2 78,4 79,7 

Balears, Illes 104,9 104,6 105,5 105,3 105,2 104,8 104,3 106,1 105,6 105,3 105,1 104,7 105,1 

Canarias 111,4 109,6 107,2 104,4 103,2 101,9 101,3 98,5 96,5 95,5 94,5 93,6 101,5 

Cantabria 93,5 90,8 88,7 87,7 87,0 87,0 87,0 87,6 86,9 87,3 87,9 88,7 88,4 

Castilla y León 86,1 85,4 84,8 84,3 84,0 83,9 83,8 82,9 82,7 82,5 82,5 82,3 83,8 

Castilla-La Mancha 100,7 101,4 101,6 101,9 102,2 101,8 101,5 98,9 99,1 99,0 98,4 98,2 100,4 

Cataluña 94,2 95,5 97,4 99,3 100,4 101,4 102,5 103,5 104,6 105,5 106,6 107,3 101,5 

C. Valenciana 99,8 99,6 100,1 99,8 99,7 99,9 99,9 100,6 100,1 100,1 100,0 99,8 100,0 

Extremadura 105,1 104,4 103,7 101,9 101,1 100,1 99,1 97,8 96,9 95,8 94,5 93,7 99,5 

Galicia 97,1 96,4 92,8 92,8 91,9 90,6 89,8 89,4 89,3 89,1 89,7 89,7 91,6 

Madrid, C. de 96,8 97,4 97,7 97,7 97,8 98,3 98,5 100,2 100,1 100,1 100,1 100,2 98,7 

Murcia, R. de 116,4 118,3 119,5 118,1 118,0 118,0 117,8 116,9 116,6 116,4 116,4 116,5 117,4 

Navarra, C. F. de 95,9 95,6 94,7 95,9 96,9 97,6 98,6 101,3 101,4 102,1 102,7 103,0 98,8 

País Vasco 86,7 86,1 86,6 87,0 87,2 87,8 88,4 90,0 90,7 91,3 91,9 92,6 88,8 

Rioja, La 98,3 95,0 95,7 96,7 97,7 98,7 99,4 100,6 101,2 102,2 102,4 102,0 99,1 

Ceuta, c. a. de 147,8 133,4 135,4 136,9 136,9 136,0 136,4 138,7 137,4 135,9 134,9 134,4 137,0 

Melilla, c. a. de 148,0 132,8 139,0 140,8 142,9 142,9 142,8 144,2 144,0 141,7 140,3 139,9 141,6 

Total 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 

Desviación típica 18,1 14,6 16,0 16,2 16,5 16,4 16,4 16,8 16,7 16,1 15,8 15,6 16,1 

Fuente: Alcaide (2011), Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas (2007), INE (2015e), Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (2015), Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015) y elabora-
ción propia. 
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CUADRO 3.13: Índices relativos de necesidades per cápita. Protección social, 2002-2013 

  
2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 

Media 
2002-
2013 

Andalucía 114,6 114,3 112,7 108,5 113,7 112,1 110,0 105,8 103,9 105,0 103,2 103,3 108,9 

Aragón 86,9 88,0 87,0 95,4 90,4 95,0 93,5 91,7 97,1 98,0 100,3 98,8 93,5 

Asturias, P. de 104,5 105,5 106,4 113,8 110,5 110,9 106,8 105,3 104,4 104,5 111,7 110,6 107,9 

Balears, Illes 82,1 83,6 82,7 87,9 81,5 87,0 87,4 93,3 93,5 91,5 93,6 93,2 88,1 

Canarias 97,0 97,7 97,2 104,4 107,0 102,8 105,7 108,8 104,3 103,2 101,4 98,6 102,3 

Cantabria 96,6 97,8 97,2 97,1 94,6 93,3 91,9 93,6 97,9 99,8 97,9 103,0 96,7 

Castilla y León 112,1 113,6 113,8 112,4 112,3 110,1 110,0 107,1 108,1 108,0 106,3 106,9 110,1 

Castilla-La Mancha 103,6 104,2 104,8 106,6 105,1 103,8 103,2 104,3 103,0 104,5 103,6 104,3 104,3 

Cataluña 94,8 94,9 95,1 91,5 90,8 92,6 91,7 95,0 95,8 98,5 97,0 95,3 94,4 

C. Valenciana 97,4 97,3 97,0 98,5 95,6 94,8 100,4 101,0 104,0 99,9 102,3 103,8 99,3 

Extremadura 118,9 117,0 118,7 122,3 123,7 128,9 120,3 113,1 112,7 105,8 109,0 107,7 116,5 

Galicia 110,4 112,1 115,7 112,6 111,2 109,0 108,1 106,1 106,2 107,6 107,4 109,2 109,6 

Madrid, C. de 83,4 82,2 81,8 85,4 83,8 86,2 89,4 90,8 89,6 88,9 90,3 90,8 86,9 

Murcia, R. de 96,4 96,0 97,3 96,0 100,2 97,5 96,0 102,3 101,4 96,2 97,6 96,1 97,7 

Navarra, C. F. de 85,9 84,5 83,9 83,3 86,8 79,6 81,5 85,4 85,7 89,8 89,1 90,8 85,5 

País Vasco 96,2 95,6 97,4 95,7 95,2 97,7 95,2 94,2 97,0 98,4 98,9 99,7 96,8 

Rioja, La 95,4 94,3 91,9 100,4 101,9 97,5 100,0 101,8 103,0 104,3 99,5 99,6 99,1 

Ceuta, c. a. de 110,6 114,5 110,5 150,1 142,5 145,1 129,8 107,7 95,6 88,5 94,7 98,0 115,6 

Melilla, c. a. de 93,4 99,3 118,2 112,2 107,8 120,3 115,0 102,5 92,6 88,7 88,6 79,9 101,5 

Total 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 

Desviación típica 10,7 11,0 12,1 15,4 14,8 15,8 12,1 7,4 6,8 6,7 6,6 7,5 9,1 

Fuente: Alcaide (2011), Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas (2007), INE (2015e), Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (2015), Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015) y elabora-
ción propia. 
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CUADRO 3.14: Índices relativos de necesidades per cápita. Total SPF, 2002-2013 

  
2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 

Media 
2002-
2013 

Andalucía 104,1 103,6 102,9 102,1 102,3 102,0 101,6 100,4 100,2 100,1 99,5 99,2 101,5 

Aragón 96,9 97,4 97,4 98,4 98,0 98,4 98,4 97,7 98,4 98,5 98,7 98,5 98,1 

Asturias, P. de 100,2 100,8 100,6 101,6 101,2 101,2 101,1 100,2 100,7 100,9 101,7 101,6 101,0 

Balears, Illes 98,9 98,5 98,8 98,8 98,0 98,2 97,7 99,3 98,9 98,5 98,6 98,4 98,5 

Canarias 99,4 97,9 96,3 95,1 95,0 94,2 94,5 93,4 92,0 91,6 91,1 90,4 94,2 

Cantabria 99,4 98,7 97,9 97,6 97,2 97,1 96,9 97,5 97,3 97,6 97,7 98,7 97,8 

Castilla y León 99,9 100,4 100,7 100,8 100,8 100,5 100,6 99,9 100,1 100,1 100,0 100,0 100,3 

Castilla-La Mancha 100,6 100,8 100,6 100,7 100,4 99,6 99,1 97,5 97,6 97,6 97,1 97,0 99,0 

Cataluña 98,2 99,0 100,0 100,7 101,1 101,6 101,8 102,3 102,8 103,4 103,8 104,0 101,6 

C. Valenciana 99,1 98,8 99,0 99,0 98,6 98,6 99,1 99,7 99,7 99,3 99,6 99,7 99,2 

Extremadura 103,0 102,3 102,0 101,3 101,1 101,1 100,2 99,2 98,9 97,7 97,4 96,8 100,1 

Galicia 105,2 105,6 105,0 105,5 105,7 105,4 105,4 105,3 105,7 106,0 106,0 106,4 105,6 

Madrid, C. de 95,3 95,4 95,3 95,6 95,4 95,8 96,0 97,3 97,1 97,0 97,3 97,5 96,2 

Murcia, R. de 103,2 103,7 104,2 102,8 103,2 103,0 102,7 102,5 102,2 101,6 101,7 101,7 102,7 

Navarra, C. F. de 99,3 99,3 98,3 98,9 99,3 98,8 99,0 100,7 100,5 101,0 101,2 101,4 99,8 

País Vasco 96,5 96,9 98,0 98,5 98,5 99,3 99,5 100,5 101,0 101,4 101,8 102,2 99,5 

Rioja, La 102,8 101,5 101,4 102,6 103,0 103,0 103,3 104,2 104,4 104,9 104,6 104,4 103,3 

Ceuta, c. a. de 115,3 108,6 108,6 111,7 111,3 111,2 110,2 109,2 106,9 105,1 104,9 104,7 109,0 

Melilla, c. a. de 112,1 104,6 108,7 108,3 108,9 109,9 109,3 108,4 107,0 105,2 104,2 102,8 107,5 

Total 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 

Desviación típica 5,0 3,3 3,7 4,1 4,2 4,3 4,1 3,9 3,7 3,6 3,6 3,7 3,7 

Fuente: Alcaide (2011), Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas (2007), INE (2015e), Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (2015), Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015) y elabora-
ción propia. 

 



DIFERENCIAS DE GASTO Y NECESIDADES  [ 141 ] 
 
 

 
 

superior a la media (Aragón, Illes Balears, Comunidad Foral de Navarra, Catalu-

ña y Comunidad de Madrid). Merece la pena destacar también que en algunas 

de las comunidades con mayor nivel de renta, como Illes Balears y Comunidad 

de Madrid, las necesidades de protección social se han acentuado sustancialmen-

te durante la crisis, reduciéndose sus ventajas respecto a la media española.  

El efecto combinado de las diferencias en las necesidades per cápita en las tres 

funciones anteriores se refleja en el cuadro 3.14, que presenta los indicadores 

correspondientes al agregado de los SPF. Como consecuencia de que las estruc-

turas demográficas actúan en direcciones contrarias en las necesidades de salud y 

educación, los indicadores de necesidad de SPF presentan una dispersión mucho 

menor a lo largo de todo el periodo.  

3.5.  Diferencias en necesidades y diferencias de gasto  

Este apartado analiza si las diferencias efectivas de gasto observadas en sanidad, 

educación y protección social guardan relación con las diferentes necesidades de 

gasto ajustadas (NA) estimadas en apartados anteriores. El gráfico 3.3 ofrece una 

imagen general de esta comparación para los valores medios durante el periodo 

2002-2013, para cada una de las tres funciones consideradas y para la suma de las 

mismas. En general se observa —y muy especialmente en el caso de la protección 

social— una limitada capacidad de explicar las diferencias de gasto mediante los 

indicadores de necesidad elaborados. Es de destacar que para el agregado de los 

SPF el rango de valores del gasto por habitante es mucho mayor que el de las 

necesidades y la correlación entre ambas variables muy escasa.  

El cuadro 3.15 ofrece el detalle de las diferencias porcentuales de los índices 

de necesidad y gasto efectivo per cápita para el agregado de SPF y muestra de 

manera simple el alcance de las mismas: evalúa en cuanto aumentaría o se redu-

ciría el gasto por habitante y el gasto total de cada comunidad en SPF respecto 

del observado si éste respondiera a las necesidades estimadas. Se observa que hay 

comunidades que gastarían bastante más si lo hicieran en proporción a las nece-

sidades estimadas (Andalucía, 1.265 millones de euros; Cataluña, 272 millones; 

Comunitat Valenciana, 409 millones; Comunidad de Madrid, 628 millones; Illes 

Balears, 239 millones). En cambio, otras gastarían bastante menos (País Vasco: 
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1.024 millones; Canarias, 227 millones; Comunidad Foral de Navarra, 360 millo-

nes; Castilla-La Mancha, 392 millones). 

GRÁFICO 3.3: Comparación entre los índices de necesidades relativas per cápita y el gasto real per 
cápita realizado por las comunidades autónomas. Media 2002-2013 

a) Salud  
 

b) Educación  
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GRÁFICO 3.3 (cont.): Comparación entre los índices de necesidades relativas per cápita y el gasto 
real per cápita realizado por las comunidades autónomas. Media 2002-2013 

c) Protección social 

d) Total SPF 

Nota: Véase la equivalencia de las abreviaturas en el gráfico 2.2. 

Fuente: Alcaide (2011), Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas (2007), INE (2015e), Ministerio de Educación, Cultura y 
Deporte (2015), Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015) y elaboración propia. 
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CUADRO 3.15: Diferencias entre la distribución de necesidades relativas y del gasto efectivo (media 
2002-2013) y estimación del coste derivado de las mismas en 2013 

  

Total SPF 

Necesidades 
ajustadas 
2002-2013 

(porcentaje) 
(A) 

Gasto 
efectivo 

2002-2013 
(porcentaje) 

(B) 

Diferencia 
en puntos 

porcentuales 
(B ‒ A) 

Millones de 
euros (2013) 

Andalucía 18,2 17,0 -1,21 -1.265,3 

Aragón 2,8 3,0 0,15 158,5 

Asturias, P. de 2,4 2,6 0,20 203,8 

Balears, Illes 2,2 2,0 -0,22 -239,4 

Canarias 4,1 4,3 0,22 227,2 

Cantabria 1,2 1,4 0,16 170,2 

Castilla y León 5,6 5,9 0,29 310,4 

Castilla-La Mancha 4,4 4,7 0,35 392,6 

Cataluña 16,2 16,0 -0,29 -272,7 

C. Valenciana 10,6 10,2 -0,33 -409,4 

Extremadura 2,4 2,7 0,25 274,4 

Galicia 6,5 6,2 -0,32 -367,2 

Madrid, C. de 13,2 12,6 -0,60 -628,4 

Murcia, R. de 3,2 3,2 0,03 37,6 

Navarra, C. F. de 1,4 1,7 0,32 360,7 

País Vasco 4,8 5,8 0,99 1.024,1 

Rioja, La 0,7 0,7 0,02 22,7 

Fuente: Alcaide (2011), Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas (2007), INE (2015e), Ministerio de Educación, Cultura y 
Deporte (2015), Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015) y elaboración propia. 
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4. Recursos financieros y preferencias 

EN el capítulo 3 hemos comprobado que las importantes diferencias entre las 

comunidades autónomas en los niveles de gasto por habitante en cada una de las 

tres grandes funciones que constituyen los servicios públicos fundamentales 

(SPF) no se explican por la intensidad de las necesidades per cápita de los terri-

torios, al menos si estas se miden con los criterios e indicadores contemplados en 

la métrica propuesta. Tras esta constatación, este capítulo explora la capacidad 

de explicar las diferencias de gasto observadas a partir de otras dos variables: el 

nivel de recursos financieros de las comunidades y las preferencias reveladas por 

los gobiernos autonómicos sobre el nivel de los servicios prestados. 

Ambas variables están relacionadas entre sí, pues el volumen de servicios pres-

tados es una decisión condicionada por sus preferencias y su restricción presu-

puestaria, tanto si se incluyen en la misma los recursos obtenidos para financiar 

el déficit como cuando no se incluyen. En efecto, los gobiernos pueden decidir 

endeudarse más o menos, o no hacerlo, considerando la intensidad de las nece-

sidades a atender, la prioridad de los gastos, las condiciones de acceso al endeu-

damiento y el coste de la deuda.  

Las cuestiones que intentamos responder en los apartados de este capítulo son 

las siguientes. En primer lugar, nos preguntamos hasta qué punto son distintos 

los recursos por habitante de las comunidades autónomas. Como consecuencia 

de los permanentes debates sobre los sistemas de financiación de las comunida-

des, es conocido que el abanico de recursos por habitante que proporcionan a 

las distintas comunidades esos modelos es grande. Lo constataremos de nuevo y 

mostraremos que el resto de recursos no financieros de las comunidades autó-

nomas —provenientes de sus tributos propios y de otras transferencias estatales y 

europeas— son también relevantes. Comprobaremos que esos otros recursos 
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amplían todavía más las diferencias de ingresos por habitante entre comunida-

des.26  

En el apartado 4.2 nos preguntamos si los gastos asociados a los distintos nive-

les de recursos confirman el carácter prioritario de los SPF para las comunidades. 

Para ello comprobaremos si las comunidades con menor nivel de ingresos per 

cápita preservan su capacidad de atender a la educación, la sanidad y la protec-

ción social dedicando a estas funciones un porcentaje mayor de su más estricta 

restricción presupuestaria —aunque eso implique concentrar los ajustes de gasto 

en el resto de funciones— o endeudándose más.  

En el apartado 4.3 exploraremos si, con independencia del porcentaje del 

presupuesto dedicado a SPF, una mayor holgura presupuestaria induce una ma-

yor oferta de servicios. Por último, en el apartado 4.4, consideraremos conjunta-

mente los factores que hemos contemplado al explicar las diferencias de gasto 

por habitante observadas: necesidades, recursos y preferencias. Todas ellas serán 

incluidas como variables explicativas de un modelo de regresión múltiple de los 

determinantes del gasto. 

4.1.  La restricción financiera de las comunidades autónomas  

Como se acaba de recordar, gracias a los numerosos análisis de los sucesivos sis-

temas de financiación de las comunidades autónomas27 es conocido que estas 

cuentan con niveles de recursos dispares para el desempeño de las mismas fun-

ciones, no solo por su muy diferente tamaño demográfico sino porque su finan-

ciación por habitante es muy desigual. Así viene sucediendo desde hace más de 

una década, una vez finalizado el periodo en el que existían diferencias compe-

tenciales importantes, pero también ocurría anteriormente. La confirmación de 

estas disparidades de recursos es más nítida a partir de 2002 porque desde en-

                                                            
26 El retraso en la disponibilidad de información de las liquidaciones del sistema de financiación 
autonómica obliga a finalizar la mayor parte del análisis de este capítulo en 2012. En algunos 
cuadros y gráficos en los que se considera la totalidad de ingresos no financieros se prolonga el 
análisis a 2013, pero cuando se comparan varias definiciones de la restricción presupuestaria se 
mantiene el periodo común a todas elles, que finaliza en 2012. 
27 La literatura sobre la financiación de las comunidades autónomas es muy amplia. Véase el re-
ciente monográfico de Papeles de Economía Española (2015, n.º 143) y la bibliografía citada en estos 
trabajos. 
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tonces todas las comunidades autónomas gestionan un paquete de competencias 

muy similar.28 Pese a ello, las diferencias de recursos per cápita apenas se han 

corregido, ni en la última revisión del modelo de financiación de las comunida-

des de régimen común realizada en 2009 ni en la revisión aprobada en 2014 del 

concierto vasco. 

El sistema de financiación de las comunidades de régimen común ofrece me-

nores recursos que los conciertos de los regímenes forales del País Vasco y Co-

munidad Foral de Navarra, pero el abanico de financiación por habitante que 

resulta de los modelos de financiación de las comunidades de régimen común es 

asimismo amplio. Como puede observarse en el gráfico 4.1, el rango de ingresos 

por habitante derivado de los mismos presenta diferencias de hasta el 35% en el 

promedio del periodo 2002-2012. 

GRÁFICO 4.1: Rendimiento definitivo de los recursos del sistema de financiación autonómica 
(SFA), 2012 y promedio 2002-2012 (euros de 2012 per cápita) 

 

Fuente: INE (2015b, 2015e), Secretaría General de Coordinación autonómica y Local (SGCAL 2015a) y elaboración propia. 

                                                            
28 Las diferencias competenciales que siguen existiendo han sido analizadas en distintos trabajos. 
Véase, recientemente, De la Fuente (2014). 
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Los recursos del sistema de financiación de las comunidades de régimen co-

mún en la actualidad se basan fundamentalmente en las participaciones de las 

comunidades autónomas en los principales tributos, como el impuesto sobre el 

valor añadido (IVA), el impuesto sobre la renta de las personas físicas (IRPF) y 

los impuestos especiales. Estos recursos son la parte más importante de los ingre-

sos autonómicos, pero no representan la totalidad de los mismos. Existen otros 

ingresos también relevantes, como los impuestos propios de las comunidades y 

las transferencias recibidas de la Administración central y de la UE.  

En el cuadro 4.1 puede observarse el peso que las principales fuentes de fi-

nanciación mencionadas han tenido en los ingresos no financieros de cada co-

munidad, durante el periodo analizado. Sin contar los ingresos por operaciones 

financieras, los recursos del sistema de financiación representan en promedio 

para las comunidades de régimen común un 68,4% del total. Los tributos pro-

pios (17,6%), las transferencias de la Administración central (11,6%) y las de la 

UE (2,4%) totalizan pues casi un tercio (31,6%) de los ingresos no financieros. 

Estas fuentes distintas del sistema de financiación tienen un peso variable entre 

las comunidades (el rango oscila entre el 27% de Cantabria y el 37,5% de Illes 

Balears). 

CUADRO 4.1: Peso de las principales fuentes de financiación en los ingresos no financieros. 
Promedio 2004-2012 (porcentaje) 

  
Recursos del 

sistema de 
financiación

Tributos 
propios

Transferencias 
de las AA. PP. 

diferentes a las 
del sistema de 

financiación

Transferencias 
de la UE 

Recursos no 
financieros

Andalucía 69,2 14,1 12,7 3,9 100,0
Aragón 68,0 16,7 13,2 2,1 100,0
Asturias, P. de 66,9 13,8 15,8 3,5 100,0
Balears, Illes 62,5 24,2 12,6 0,7 100,0
Canarias 60,2 25,0 13,0 1,8 100,0
Cantabria 73,0 17,3 8,3 1,4 100,0
Castilla y León 69,7 12,4 14,8 3,0 100,0
Castilla-La Mancha 70,1 13,2 13,4 3,3 100,0
Cataluña 68,5 19,9 10,3 1,3 100,0
C. Valenciana 69,6 20,9 8,2 1,2 100,0
Extremadura 67,9 9,9 16,7 5,5 100,0
Galicia 72,7 11,4 11,4 4,5 100,0
Madrid, C. de 66,7 24,6 8,6 0,1 100,0
Murcia, R. de 68,0 17,1 12,6 2,3 100,0
Rioja, La 72,6 16,2 9,9 1,3 100,0
CC.AA. de régimen común 68,4 17,6 11,6 2,4 100,0

Fuente: SGCAL (2015a) y elaboración propia. 
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No se puede ignorar tampoco la importancia que, desde 2009, ha tenido para 

la práctica totalidad de las comunidades autónomas —incluidas ahora las fora-

les— la financiación mediante endeudamiento; tampoco la relevancia que poste-

riormente ha tenido la necesidad de ajustar el gasto para controlar el déficit. El 

cuadro 4.2 compara los ingresos per cápita de cada comunidad según las tres 

definiciones de la restricción presupuestaria mencionadas: ingresos del modelo 

de financiación, ingresos totales no financieros e ingresos totales, incluyendo los 

financieros. Las tres primeras columnas presentan los datos medios en euros 

constantes de 2012 del periodo 2004-2012 y las tres columnas siguientes los índi-

ces correspondientes, considerando la media española igual a 100. Los datos del 

conjunto de periodo indican que el sustancial rango de diferencias de financia-

ción por habitante de los recursos del sistema financiación de las comunidades 

de régimen común —más de 40 puntos porcentuales— se amplía hasta superar 

más de 100 puntos porcentuales cuando se consideran las comunidades forales y 

se incluyen todos los recursos no financieros de las comunidades. 

Considerando los recursos no financieros, el rango de diferencias de financia-

ción por habitante de las comunidades de régimen común supera los 40 puntos 

porcentuales —Extremadura 125,5%, Comunitat Valenciana 82,3%, es decir, la 

primera dispone de un 50% más de ingresos que la segunda—. La comunidad de 

régimen común mejor financiada, Extremadura, se aproxima al País Vasco 

(128,0%), aunque debe advertirse que en esta última las competencias son me-

nores, ya que las diputaciones forales asumen gastos que descargan o comple-

mentan el esfuerzo del gobierno autonómico. En la Comunidad Foral de Nava-

rra el gobierno foral concentra todas esas funciones, y en ella su índice de recur-

sos per cápita se eleva hasta 169,2%, el doble que la media española. 

Estas definiciones establecen tres escalones de ingresos cuyos rangos de finan-

ciación por habitante han sido ya comentados. El gráfico 4.2 muestra la evolu-

ción a lo largo del periodo analizado de los coeficientes de variación correspon-

dientes a las tres definiciones de la restricción presupuestaria. Para hacer más 

homogénea la primera definición de la restricción presupuestaria con la segunda 

y la tercera, se calculan también los coeficientes de variación de estas dos últimas 

definiciones excluyendo las comunidades forales. A la vista de los resultados 

puede confirmarse, en primer lugar, que cuando se incluye a las comunidades 

forales la dispersión de los recursos es sustancialmente mayor, tanto cuando se
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CUADRO 4.2: Recursos per cápita del SFA, totales no financieros y totales. Promedio 2004-2012 

  Recursos del SFA Recursos totales no 
financieros 

Recursos totales Recursos del SFA Recursos totales no 
financieros 

Recursos totales 

  Euros de 2012 España = 100 

Andalucía 2.236,2 3.236,9 3.575,2 98,0 98,4 95,8 

Aragón 2.420,2 3.566,4 3.961,6 106,1 108,4 106,1 

Asturias, P. de 2.514,6 3.760,2 4.044,2 110,2 114,3 108,4 

Balears, Illes 1.835,6 2.946,4 3.476,5 80,5 89,5 93,1 

Canarias 2.002,5 3.332,3 3.706,6 87,8 101,3 99,3 

Cantabria 2.776,9 3.805,8 4.183,1 121,7 115,7 112,1 

Castilla y León 2.535,9 3.637,3 3.970,5 111,2 110,5 106,4 

Castilla-La Mancha 2.420,6 3.462,5 4.090,7 106,1 105,2 109,6 

Cataluña 2.160,1 3.159,4 4.033,2 94,7 96,0 108,1 

C. Valenciana 1.890,1 2.719,7 3.097,9 82,8 82,6 83,0 

Extremadura 2.814,2 4.148,4 4.381,9 123,4 126,1 117,4 

Galicia 2.576,8 3.542,8 3.897,7 112,9 107,7 104,4 

Madrid, C. de 1.910,5 2.872,6 3.162,7 83,7 87,3 84,7 

Murcia, R. de 2.004,6 2.957,6 3.308,0 87,9 89,9 88,6 

Navarra, C. Foral de ‒ 5.567,0 5.965,3 ‒ 169,2 159,8 

País Vasco ‒ 4.230,8 4.587,7 ‒ 128,6 122,9 

Rioja, La 2.679,0 3.692,7 4.074,6 117,4 112,2 109,2 

España 2.281,5 3.290,7 3.732,4 100,0 100,0 100,0 

Nota: Recursos procedentes del SFA con criterio de caja. 

Fuente: INE (2015b, 2015e), SGCAL (2015a) y elaboración propia. 
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consideran solo los recursos no financieros como si se incluye además la finan-

ciación mediante déficit. En segundo lugar, entre las comunidades de régimen 

común los ingresos no financieros —incluyen el sistema de financiación y los 

otros recursos que no forman parte del mismo— disminuyen moderadamente la 

dispersión de recursos per cápita en comparación con la que presentan los in-

gresos del modelo. Lo mismo sucedía en el pasado con la financiación que inclu-

ye el déficit —debido a que las que cuentan con menos recursos se endeudaban 

más— pero en los dos últimos años considerados ya no se cumple esta regla. En 

todo caso, la conclusión fundamental es que, cualquiera que sea la definición de 

la restricción presupuestaria, el rango de los recursos per cápita de las comuni-

dades es sustancial, en especial cuando se incluyen las forales. 

En cuanto a la restricción presupuestaria que incluye las operaciones financie-

ras, el cuadro 4.3 ofrece la estructura de ingresos del periodo 2009-2012, en el 

que el recurso al endeudamiento es mayor. El endeudamiento en este periodo 

ha representado el 20% de los ingresos de las comunidades (20,6% entre las co-

munidades de régimen común), pero con diferencias territoriales muy notables. 

Mientras en algunos casos el recurso al endeudamiento representa en promedio 

durante el periodo el 31,7% de la financiación (Cataluña) —y en algunos de los 

años de crisis llega a alcanzar el 38,5%— en otras comunidades con muchos más 

recursos (Extremadura, País Vasco) no supera el 11 %. 

GRÁFICO 4.2: Evolución del coeficiente de variación de los recursos per cápita según distintas 
definiciones de restricción presupuestaria, 2004-2012 
(porcentaje) 

 

Fuente: INE (2015e), SGCAL (2015a) y elaboración propia. 
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CUADRO 4.3: Peso de las principales fuentes de financiación en los ingresos totales. Promedio 
2009-2012 
(porcentaje) 

  
Recursos del 

sistema de 
financiación 

Tributos 
propios 

Transferen-
cias de las 
AA. PP. 

diferentes a 
las del 

sistema de 
financiación 

Transferen-
cias de la UE 

Recursos no 
financieros 

Recursos 
financieros 

Total 
recursos 

Andalucía 61,7 9,6 8,9 3,6 83,8 16,2 100,0

Aragón 59,3 11,9 9,7 1,5 82,4 17,6 100,0

Asturias, P. de 58,2 10,9 14,3 3,6 87,1 12,9 100,0

Balears, Illes 47,7 14,4 12,3 0,3 74,7 25,3 100,0

Canarias 53,3 17,1 13,1 1,2 84,8 15,2 100,0

Cantabria 62,9 12,6 7,4 0,6 83,4 16,6 100,0

Castilla y León 64,0 8,7 9,2 2,0 83,9 16,1 100,0

Castilla-La Mancha 54,8 8,0 7,9 2,3 72,9 27,1 100,0

Cataluña 49,3 9,5 9,0 0,6 68,3 31,7 100,0

C. Valenciana 56,2 11,6 8,8 0,6 77,2 22,8 100,0

Extremadura 63,7 9,4 11,5 5,7 90,4 9,6 100,0

Galicia 63,7 8,1 11,1 2,9 85,8 14,2 100,0

Madrid, C. de 59,8 14,0 9,5 0,1 83,3 16,7 100,0

Murcia, R. de 55,5 9,6 11,4 1,8 78,2 21,8 100,0

Rioja, La 63,8 10,9 9,3 1,1 85,0 15,0 100,0

CC. AA. de régimen común 57,3 10,7 9,7 1,7 79,4 20,6 100,0

Navarra, C. F. de ‒ ‒ ‒ ‒ 89,0 11,0 100,0

País Vasco ‒ ‒ ‒ ‒ 86,0 14,0 100,0

España 58,0 11,3 9,1 1,6 80,0 20,0 100,0

Fuente: SGCAL (2015a) y elaboración propia. 

Es razonable intentar constatar si las comunidades que logran mayores ingre-

sos a través del sistema de financiación refuerzan su ventaja relativa con otras 

fuentes o, por el contrario, los impuestos propios y las transferencias moderan 

esas ventajas. Los datos muestran que las ventajas del sistema de financiación se 

refuerzan con otras fuentes de ingresos, pero no es una relación estadísticamente 

significativa en el conjunto del periodo (gráfico 4.3, panel a). Tampoco es signi-

ficativa la relación entre ingresos no financieros y recurso al déficit (panel b) del 

gráfico), de modo que no puede decirse que las comunidades con menos ingre-

sos acuden al déficit más intensa y sistemáticamente.  

Para finalizar este apartado y una vez caracterizados los niveles relativos de los 

ingresos y su estructura, consideramos su relación con las dos variables analizadas 

en el capítulo anterior: el gasto y las necesidades. En cuanto a la primera, como 

es obvio que el gasto total es igual a los ingresos totales cuando se incluyen los 

financieros, se puede analizar hasta qué punto las otras dos definiciones de la 

restricción  presupuestaria  más  estrechas  explican  las  diferencias  en gasto por 
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GRÁFICO 4.3: Relación entre los niveles de ingresos de las tres definiciones de restricción 
presupuestaria. Regresiones simples. Promedio 2004-2012 
(euros per cápita 2012) 

a) Ingresos per cápita del SFA y resto de ingresos no financieros per cápita. CC. AA. de régimen común 

 
 
b) Ingresos no financieros per cápita e ingresos per cápita por operaciones financieras. Todas las CC. AA. 

 
Nota: Se presenta la regresión basada en la media del periodo para facilitar la representación gráfica. El análisis con datos de panel confir-
ma el signo de las variables explicativas del análisis presentado y refuerza la significatividad y capacidad explicativa del mismo. Véase la 
equivalencia de las abreviaturas en el gráfico 2.2. 

Fuente: INE (2015b, 2015e), SGCAL (2015a) y elaboración propia. 

habitante. El gráfico 4.4 muestra, en el panel a, la relación entre el gasto per cá-

pita y los recursos del sistema de financiación de las comunidades de régimen 

común y permite comprobar que la relación entre ambas variables es positiva y 

significativa  en  el  conjunto  del periodo, teniendo los ingresos del sistema de fi-
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GRÁFICO 4.4: Relación entre los ingresos per cápita del SFA y los ingresos no financieros per 
cápita con el gasto per cápita. Regresiones simples. Promedio 2004-2012 
(euros per cápita 2012) 

 
a) Gasto per cápita e ingresos per cápita del SFA. CC. AA. de régimen común 

 

b) Gasto per cápita e ingresos per cápita no financieros. Todas las CC. AA. 

 

Nota: Se presenta la regresión basada en la media del periodo para facilitar la representación gráfica. El análisis con datos de panel confir-
ma el signo y significatividad de las variables explicativas del análisis presentado y refuerza su capacidad explicativa. Véase la equivalencia 
de las abreviaturas en el gráfico 2.2. 

Fuente: INE (2015b, 2015e), SGCAL (2015a) y elaboración propia. 

nanciación una elevada capacidad explicativa del nivel de gastos (R2 = 0,60). 

Cuando se consideran todos los ingresos no financieros en el panel b del mismo 

gráfico la relación positiva se confirma y se refuerza (R2 = 0,85), de modo que 

también el resto de ingresos es relevante para explicar por qué unas comunida-

des gastan más que otras.  
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Por último, el gráfico 4.5 muestra la relación entre las tres definiciones de la 

restricción presupuestaria y el índice de necesidades per cápita de SPF estimado. 

El panel a muestra que el modelo de financiación (comunidades autónomas de 

régimen común) ofrece recursos que guardan una relación positiva pero no sig-

nificativa con los indicadores de necesidad (una de sus piezas centrales, el Fondo 

de garantía de SPF, se guía por una versión de esos indicadores distinta de la uti-

lizada en el capítulo 3) y que la capacidad explicativa que las necesidades tienen 

de los recursos por habitante de las comunidades autónomas es muy limitada (R2 

= 11%). Así pues, las importantes diferencias de recursos constatadas en las pági-

nas anteriores parecen deberse sobre todo a otras causas distintas de las necesi-

dades. 

Los paneles b y el c indican que cuando se consideran los otros ingresos (y se 

incluyen a las comunidades forales) la falta de relación entre los mismos y las 

necesidades de SPF es más acusada, reduciéndose el coeficiente de determina-

ción y la significatividad todavía más. Es un resultado en buena medida normal 

porque esa financiación más amplia debe atender a otras funciones que desem-

peñan las comunidades —de fomento de la actividad económica, infraestructu-

ras, cultura— y cuyas necesidades no nos hemos planteado estimar.  

GRÁFICO 4.5: Relación entre las tres definiciones de restricción presupuestaria y el índice de ne-
cesidades per cápita de SPF estimado. Regresiones simples. Promedio 2004-2012 

 
a) Índice de necesidades per cápita de SPF e ingresos per cápita del SFA. CC. AA. de régimen común 
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GRÁFICO 4.5 (cont.): Relación entre las tres definiciones de restricción presupuestaria y el 
índice de necesidades per cápita de SPF estimado. Regresiones simples. 
Promedio 2004-2012 

b) Índice de necesidades per cápita de SPF e ingresos per cápita no financieros. Todas las CC. AA. 

 

c) Índice de necesidades per cápita de SPF e ingresos per cápita totales. Todas las CC. AA. 

 
Nota: Se presenta la regresión basada en la media del periodo para facilitar la representación gráfica. El análisis con datos de panel confir-
ma la nula capacidad explicativa de las variables del análisis presentado. Véase la equivalencia de las abreviaturas en el gráfico 2.2. 

Fuente: Alcaide (2011), IGAE (2015b), INE (2015b, 2015e), Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (2015), Ministerio de Empleo y 
Seguridad Social (2015), Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015), SGCAL (2015a), Uriel y Barberán (2007), Pérez et al. 
(2011) y elaboración propia. 
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4.2  ¿Son prioritarios los SPF?  

En este segundo apartado nos preguntamos si la asignación de los recursos dis-

ponibles por cada comunidad confirma el carácter prioritario de los SPF; explo-

raremos esta cuestión por varias vías.  

En primer lugar, consideramos si las comunidades con menor nivel de ingre-

sos per cápita preservan su atención a la educación, la sanidad y la protección 

social, dedicando a estas funciones un porcentaje mayor de su más estricta res-

tricción presupuestaria. El gráfico 4.6 analiza este aspecto considerando los in-

gresos del sistema de financiación de régimen común (panel a) y el total de in-

gresos no financieros (panel b). Podemos observar en el panel a que las comuni-

dades con menores ingresos del sistema de financiación dedican una parte ma-

yor de los mismos a los SPF, lo que confirma su condición de prioritarios. La re-

lación es negativa y significativa y la capacidad explicativa que los ingresos tienen 

de las diferencias de esfuerzo en SPF observadas resulta muy notable (R2 = 0,39). 

Cuando se considera la totalidad de los ingresos no financieros y se incluyen a las 

comunidades forales29 en el panel b la relación se refuerza (R2 = 0,81) y la prácti-

ca totalidad de las diferencias en el porcentaje de presupuesto dedicado a SPF se 

explica por el nivel de ingresos no financieros per cápita. 

En el eje vertical de ambos paneles se constata que el abanico de porcentajes 

de los ingresos que absorben los gastos en SPF es importante, pues supera los 20 

puntos porcentuales. Mientras para algunas comunidades de régimen común 

supera el 90% de los ingresos no financieros, en otras no pasa del 70%. Mientras 

las últimas comunidades disponen de un 25% de sus ingresos no financieros para 

atender al resto de funciones (no SPF), en las que cuentan con menos ingresos 

ese porcentaje apenas representa el 10%, menos de la mitad, además de calcular-

se sobre una base menor. 

En el gráfico 4.7 se comparan los pesos de los gastos en SPF correspondientes 

a la media de los años 2004-2008 y 2009-2013. En estos últimos años las comuni-

dades han tenido que enfrentarse a una caída de ingresos como consecuencia de 

la  crisis  y,  como  se  puede  comprobar,  cuando la restricción presupuestaria se  

                                                            
29 La posición del País Vasco en el gráfico 4.6 y siguientes está distorsionada al no tener en cuenta 
que son las diputaciones forales las que gestionan los ingresos tributarios. 
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GRÁFICO 4.6: Relación entre los ingresos per cápita del SFA, los ingresos no financieros per cápita 
y el porcentaje de los ingresos no financieros dedicados a SPF. Regresiones simples. 
Promedio 2004-2012 

a) Porcentaje de ingresos no financieros dedicados a SPF e ingresos per cápita del SFA. CC. AA. de régimen 
común 

 
 
b) Porcentaje de ingresos no financieros dedicados a SPF e ingresos per cápita no financieros. Todas las 
CC. AA. 

 
Nota: Se presenta la regresión basada en la media del periodo para facilitar la representación gráfica. El análisis con datos de panel confir-
ma el signo y significatividad de las variables explicativas del análisis, y matiza ligeramente la capacidad explicativa del mismo. Véase la 
equivalencia de las abreviaturas en el gráfico 2.2. 

Fuente: INE (2015b, 2015e), IGAE (2015b), SGCAL (2015a) y elaboración propia. 
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de Madrid debido a su mayor recurso al déficit y sus elevadas cargas financieras. 

Este ejercicio confirma que, en efecto, los SPF son atendidos de forma prioritaria 

por los gobiernos regionales. 

GRÁFICO 4.7: Peso de los gastos en SPF en los ingresos totales y no financieros. Promedio 2004-
2008 y 2009-2013 
(porcentaje) 

a) Peso sobre ingresos totales 

 
 
b) Peso sobre ingresos no financieros 

 
Nota: Véase la equivalencia de las abreviaturas en el gráfico 2.2. 

Fuente: INE (2015b), IGAE (2015b), SGCAL (2015a) y elaboración propia. 
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Otra forma de evaluar la prioridad efectiva de los SPF es comparar el gasto 

realizado en los mismos con los recursos que les atribuye el Fondo de Garantía 

de Servicios Públicos Fundamentales en el modelo de financiación autonómica 

aprobado en 2009. Como comprobaremos, las comunidades gastan mucho más 

en SPF que lo que reciben del Fondo de Garantía. 

Hasta el 2008 el SFA diferenciaba tres tramos de competencias transferidas: 

sanidad, servicios sociales y resto de competencias comunes. Para cada uno de 

ellos se estipulaban unos criterios diferentes de estimación de las necesidades 

relativas. En concreto, en el modelo vigente durante el período 2002-2008 se te-

nían en cuenta las siguientes variables y ponderaciones: 

⎯ Sanidad: población protegida (75%), población de 65 años o más (24,5%) e 

insularidad (0,5%). 

⎯ Servicios sociales: población de 65 años o más (100%). 

⎯ Resto de competencias comunes (De la Fuente 2010): población (92,09%), super-

ficie (4,11%), fijo por comunidad (2,03%), dispersión (1,18%) e insularidad 

(0,59%). 

Los fondos del tramo correspondiente a la sanidad representaban el 43,43% 

de los recursos del sistema, el de servicios sociales el 1,43% y para el resto de 

competencias comunes se destinaba el 55,14% restante. La distinción entre los 

tramos se realizaba con el fin de distribuir las estimaciones de necesidades, aun-

que los recursos recibidos por las comunidades autónomas no tenían un carácter 

finalista y cada gobierno territorial disponía de autonomía para asignar los ingre-

sos según sus preferencias de gasto.  

En el modelo de financiación vigente desde 2009 desaparecen estos tres tra-

mos, de modo que existe un único criterio general para la estimación y distribu-

ción de la financiación de los servicios transferidos a las comunidades. Además, 

el sistema define un Fondo de Garantía al que todas las comunidades aportan el 

75% de sus ingresos tributarios teóricos (calculados según un criterio normativo) 

y que el Estado complementa con una aportación adicional. El objetivo de este 

fondo es garantizar que todas las comunidades puedan financiar un mismo nivel 

de prestación de los servicios básicos, asignándoles recursos a los que podrán 
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añadir los que consideren pertinentes, dentro de sus posibilidades presupuesta-

rias. 

Con el objetivo de establecer un criterio equitativo para distribuir el Fondo de 

Garantía, el modelo define la variable población ajustada como indicador de las 

unidades de necesidad equivalentes (coste relativo por habitante). De este modo 

el modelo toma en consideración las diferentes necesidades sanitarias, educativas 

o de protección social derivadas de la edad de la población o la distribución geo-

gráfica de ésta. La población ajustada se calcula a partir de un conjunto de varia-

bles demográficas y geográficas consideradas relevantes por su relación con cada 

uno de los principales servicios públicos prestados por las comunidades autóno-

mas. Las variables escogidas y sus pesos son los siguientes: población (30%), po-

blación protegida equivalente30 por tramos de edad relevantes para la sanidad (38%), 

población de 0 a 16 años (20,5%), población de 65 años o más (8,5%), superficie 

(1,8%), dispersión (0,6%) e insularidad (0,6%). 

Como el Fondo de Garantía se nutre con los ingresos tributarios de todas las 

comunidades, incorpora un seguro de riesgos ante problemas idiosincrásicos de 

una determinada comunidad. Este fondo adquiere mayor importancia en la me-

dida que asegure un adecuado nivel en la prestación de los servicios básicos. Sin 

embargo, el sistema no pretende calcular lo que cuesta prestar el servicio, sino 

establecer criterios objetivos para que las necesidades queden cubiertas en una 

proporción similar en todas las comunidades. Por tanto, la garantía que da nom-

bre al fondo se conseguirá en mayor medida cuando su montante total cubra 

una mayor parte de los servicios básicos a asegurar. Si, por el contrario, el volu-

men del fondo resulta muy inferior a las necesidades reales de gasto de las co-

munidades estas tendrán que financiarse con otros recursos, con lo que el alcan-

ce del Fondo de Garantía se reducirá. 

                                                            
30 En la definición de población ajustada se utiliza la población protegida equivalente como indicador relevante 
para estimar las necesidades sanitarias relativas. El cálculo de este indicador se realiza en dos partes: en 
primer lugar se calcula la población protegida restando del total de la población a los funcionarios y familiares 
cubiertos por las mutuas sanitarias específicas de los empleados públicos; 2) posteriormente se pondera 
dicha población protegida en cada uno de los siete tramos de edad relevantes, de acuerdo con las recomen-
daciones del Grupo de Trabajo de la Conferencia de Presidentes para el Análisis del Gasto Sanitario, con el 
fin de su incorporación al sistema de financiación. 
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Por este motivo resulta oportuno estudiar en qué grado el fondo está cubrien-

do los gastos reales en los principales servicios autonómicos. En la definición de 

la población ajustada se identifican los indicadores seleccionados por su relevan-

cia para ajustar las necesidades sanitarias y educativas: 

⎯ Sanidad: población protegida equivalente, según siete tramos de edad.  

⎯ Educación: población de 0 a 16 años. 

Estas dos variables han sido expresamente ponderadas con un peso del 38% y 

del 20,5% respectivamente. Además se le asigna un peso del 30% a la variable 

población, cuyo porcentaje debería ser distribuido a nuestros efectos de manera 

proporcional entre los tres SPF, de modo que el peso relativo ponderado de la 

sanidad asciende a 55,01% y el de la educación se sitúa en el 29,68% (cuadro 

4.4).  

CUADRO 4.4: Cálculo de los pesos relativos de las comunidades autónomas en los indicadores de 
la población ajustada referentes a sanidad y educación obligatoria, 2009 

 Sanidad Educación obligatoria 

  
Población protegida equivalente según 7 

grupos de edad 
Población 0-16 años 

  N.º habit. 
Peso 

relativo 
(%)

Peso
relativo 

ponderado 
(%)

N.º habit.
Peso 

 relativo 
(%) 

Peso 
relativo 

ponderado 
(%)

Andalucía 7.595.899 17,98 9,89 1.542.587 21,21 6,30
Aragón 1.373.907 3,25 1,79 203.085 2,79 0,83
Asturias, P. de 1.200.095 2,84 1,56 127.318 1,75 0,52
Balears, Illes 1.006.974 2,38 1,31 186.101 2,56 0,76
Canarias 1.878.585 4,45 2,45 356.108 4,90 1,45
Cantabria 603.264 1,43 0,79 85.281 1,17 0,35
Castilla y León 2.739.647 6,49 3,57 345.636 4,75 1,41
Castilla-La Mancha 2.036.078 4,82 2,65 362.555 4,99 1,48
Cataluña 7.362.757 17,43 9,59 1.254.510 17,25 5,12
C. Valenciana 4.947.153 11,71 6,44 850.808 11,70 3,47
Extremadura 1.094.215 2,59 1,42 185.645 2,55 0,76
Galicia 2.998.612 7,10 3,91 365.821 5,03 1,49
Madrid, C. de 5.793.403 13,71 7,54 1.071.654 14,74 4,37
Murcia, R. de 1.290.700 3,06 1,68 283.470 3,90 1,16
Rioja, La 323.154 0,76 0,42 50.992 0,70 0,21
Total 42.244.443 100,00 55,01 7.271.571 100,00 29,68

Fuente: SGCAL (2015a). 

El cuadro muestra el peso que representa cada comunidad autónoma en los 

indicadores utilizados para la sanidad y la educación obligatoria en la definición 

de la población ajustada. La información está referida al ejercicio 2009, primero 
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de aplicación del actual modelo de financiación.31 Este año el Fondo de Garantía 

ascendió a 61.063 millones de euros, por lo que a la sanidad le corresponden 

33.594 millones (el 55,2%) y a la educación obligatoria 18.123 millones (el 

29,7%), según la distribución territorial contenida en el cuadro 4.5. Estas son las 

cantidades que implícitamente está garantizando el modelo en cada comunidad 

para prestar estos dos servicios públicos fundamentales. Entre ambas consumi-

rían el 84,9% del Fondo de Garantía. 

CUADRO 4.5: Participación implícita de la sanidad y la educación obligatoria en el Fondo de 
Garantía, 2009 

 (miles de euros) 

  Fondo de Garantía 2009 Participación implícita de la 
sanidad

Participación implícita de la 
educación

Andalucía ‒ 6.040.455 3.844.605

Aragón ‒ 1.092.566 506.151

Asturias, P. de ‒ 954.347 317.316

Balears, Illes ‒ 800.772 463.821

Canarias ‒ 1.493.899 887.532

Cantabria ‒ 479.731 212.547

Castilla y León ‒ 2.178.638 861.432

Castilla-La Mancha ‒ 1.619.142 903.600

Cataluña ‒ 5.855.055 3.126.628

C. Valenciana ‒ 3.934.104 2.120.477

Extremadura ‒ 870.148 462.685

Galicia ‒ 2.384.574 911.739

Madrid, C. de ‒ 4.607.064 2.670.894

Murcia, R. de ‒ 1.026.398 706.495

Rioja, La ‒ 256.980 127.088

Total 61.063.200 33.593.874 18.123.011

Fuente: SGCAL (2015a) y elaboración propia. 

Sin embargo las comunidades autónomas destinan en realidad un gasto mu-

cho mayor a estas prestaciones, como se puede comprobar en el cuadro 4.6. En 

promedio la garantía solo cubre el 55,3% del gasto efectivamente realizado en 

sanidad y el 40,8% del educativo, si bien hay que tener en cuenta que este último 

cuadro incorpora todo el gasto educativo y no solo el obligatorio. 

                                                            
31 Este mismo ejercicio se puede repetir para el resto de años de aplicación del modelo, con resul-
tados similares. En el texto se ha escogido 2009 por ser el primer año de aplicación del modelo, 
lo que permite valorar su diseño inicial. 
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CUADRO 4.6: Gasto efectivo realizado por las comunidades autónomas en sanidad y educación, 
2009 

  Sanidad Educación 

  
Gasto real 

(miles de euros) 
% cubierto por el 

Fondo de Garantía 
Gasto real 

(miles de euros) 
% cubierto por el 

Fondo de Garantía 

Andalucía 10.470.712 57,7 8.609.277 44,7

Aragón 2.090.474 52,3 1.352.151 37,4

Asturias, P. de 1.781.347 53,6 1.019.628 31,1

Balears, Illes 1.405.531 57,0 1.002.247 46,3

Canarias 3.050.638 49,0 1.983.504 44,7

Cantabria 827.650 58,0 637.320 33,4

Castilla y León 3.607.721 60,4 2.608.876 33,0

Castilla-La Mancha 3.227.507 50,2 2.205.611 41,0

Cataluña 10.726.734 54,6 7.628.551 41,0

C. Valenciana 6.776.129 58,1 5.425.750 39,1

Extremadura 1.782.512 48,8 1.187.449 39,0

Galicia 4.071.248 58,6 2.871.719 31,7

Madrid, C. de 8.194.825 56,2 5.973.793 44,7

Murcia, R. de 2.301.109 44,6 1.632.387 43,3

Rioja, La 476.763 53,9 309.579 41,1

Total 60.790.901 55,3 44.447.840 40,8

Fuente: Alcaide (2011), IGAE (2015b), Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (2015), Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e 
Igualdad (2015), SGCAL (2015a), Uriel y Barberán (2007), Pérez et al. (2011) y elaboración propia. 

Por tanto, la reducida cobertura que el Fondo de Garantía proporciona pone 

en duda la consecución de su objetivo de asegurar que todas las comunidades 

autónomas puedan ofrecer un nivel similar de prestaciones en los servicios pú-

blicos considerados fundamentales (sanidad, educación y servicios sociales) con 

independencia de su capacidad tributaria. En la medida en que las comunidades 

hayan de suplementar esos recursos por considerarlos fundamentales, cada una 

se enfrenta al problema en unas condiciones financieras diferentes. La incorpo-

ración del Fondo de Garantía podría haber elevado sustancialmente la equidad 

del sistema de financiación, pero su potencial se ha visto muy reducido debido a 

la limitada cobertura que proporciona a los principales servicios. Este hecho se 

acentúa tras la aplicación de las cláusulas de mantenimiento del statu quo de mo-

delos anteriores y también con los resultados del reparto resultante de los fondos 

restantes —de cooperación y competitividad—, distribuidos con criterios que 

mantienen niveles sustanciales de desigualdad en la financiación.  

En efecto, en el gráfico 4.8 se comprueba que el nivel de gasto efectivo en sa-

lud y en educación —que como hemos visto supera mucho los recursos del Fon-

do de Garantía— está condicionado por los ingresos del sistema de financiación  



RECURSOS FINANCIEROS Y PREFERENCIAS  [ 165 ] 
 
 

GRÁFICO 4.8: Relación entre el gasto en SPF y los ingresos del SFA per cápita. Regresiones 
simples. Promedio 2004-2012 
(euros 2012 per cápita) 

a) Gasto en sanidad e ingresos del SFA per cápita 

 

b) Gasto en educación e ingresos del SFA per cápita 

 

que recibe cada comunidad. El gasto per cápita no es uniforme y crece con la 

financiación del sistema de manera significativa, aunque siempre menos propor-

cionalmente que el aumento de los ingresos por habitante. Así pues, las comuni-

dades con más ingresos también tienen más posibilidades de suplementar el gas-

to en SPF por encima de lo que les permite el Fondo de Garantía y, en efecto, lo 

hacen.  
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GRÁFICO 4.8 (cont.): Relación entre el gasto en SPF y los ingresos del SFA per cápita. Regresio-
nes simples. Promedio 2004-2012 
(euros 2012 per cápita) 
 

c) Gasto en protección social e ingresos del SFA per cápita 

 
 
d) Gasto en el total de SPF e ingresos del SFA per cápita 

 

Nota: Se presenta la regresión basada en la media del periodo para facilitar la representación gráfica. El análisis con datos de panel confir-
ma el signo y significatividad de las variables explicativas del análisis, y matiza ligeramente la capacidad explicativa del mismo. Véase la 
equivalencia de las abreviaturas en el gráfico 2.2. 

Fuente: Alcaide (2011), IGAE (2015b), INE (2015b, 2015e), Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (2015), Ministerio de Empleo y 
Seguridad Social (2015), Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015), SGCAL (2015a), Uriel y Barberán (2007), Pérez et al. 
(2011) y elaboración propia. 

Una última valoración de si el gasto en SPF es prioritario o no para las comu-

nidades autónomas puede hacerse observando su disposición a endeudarse para 

corregir los desajustes entre sus ingresos y necesidades. Esta hipótesis puede ser 
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contrastada comparando, por una parte, el cociente entre los índices de ingresos 

no financieros per cápita y el índice necesidades de SPF per cápita (será igual a 

la unidad para una comunidad cuya intensidad relativa de recursos coincide con 

su intensidad relativa de necesidades) y, por otra, la intensidad con la que recu-

rre al endeudamiento (ratio de ingresos financieros sobre los no financieros). 

Por tanto, si los SPF son prioritarios, una comunidad con menos recursos estará 

más dispuesta a endeudarse. El gráfico 4.9 muestra el resultado del contraste, 

confirmando una relación negativa y significativa entre ambos indicadores en el 

conjunto del periodo que respalda la hipótesis planteada. 

4.3. Nivel de ingresos y nivel de gasto en SPF 

Este tercer apartado analiza si las holguras presupuestarias inducen mayores ni-

veles de gasto por habitante en SPF y más volúmenes de los servicios de salud, 

educación o protección social. 

La primera cuestión —si el gasto se intensifica y en qué función lo hace más— 

debe explorarse teniendo en cuenta que el volumen de gastos de cada uno de los 

servicios es diferente. Por esta razón conviene hacer las comparaciones en térmi-

nos de elasticidades, calculando la variación porcentual de cada gasto per cápita 

que resulta de una variación del 1% en los ingresos no financieros per cápita de 

cada comunidad. Si expresamos en logaritmos ambas variables y realizamos una 

regresión simple de las mismas, el coeficiente de la variable dependiente estima 

la elasticidad. El gráfico 4.10 presenta en sus cuatro paneles las estimaciones co-

rrespondientes a las tres funciones y al agregado de los SPF para los datos medios 

del periodo. En todos los casos las relaciones son estadísticamente significativas y 

los cambios en los ingresos no financieros tienen un elevado poder explicativo 

de los cambios en los gastos, según indican los R2 y los estadísticos t, en especial 

en el caso del agregado de los SPF. La elasticidad es similar en el caso del gasto 

en salud y educación (0,25-0,26) y mayor que la unidad en servicios sociales 

(1,3), situándose en el conjunto de los SPF en 0,36.  

Detrás de esos incrementos de gasto pueden esconderse causas distintas. Así, 

el mayor gasto puede deberse a una mayor intensidad de las necesidades per cá-

pita pero, en general, ya hemos comprobado en capítulos anteriores que esta no 

es la explicación. El gráfico 4.11 lo confirma pues, excepto en el caso de la sani-
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dad, las diferencias en gasto per cápita no son significativamente explicadas por 

la intensidad de las necesidades de educación o de protección social, ni del con-

junto de SPF.32 

GRÁFICO 4.9: Relación entre el peso de los ingresos financieros sobre los no financieros, y el 
cociente entre los índices de ingresos no financieros e intensidad relativa de 
necesidades per cápita. Regresión simple. Promedio 2004-2012 

 

Nota: Se presenta la regresión basada en la media del periodo para facilitar la representación gráfica. El análisis con datos de panel confir-
ma el signo y significatividad de la variable explicativa del análisis, y matiza la capacidad explicativa del mismo. Véase la equivalencia de las 
abreviaturas en el gráfico 2.2. 

Fuente: Alcaide (2011), IGAE (2015b), INE (2015b, 2015e), Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (2015), Ministerio de Empleo y 
Seguridad Social (2015), Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015), SGCAL (2015a), Uriel y Barberán (2007), Pérez et al. 
(2011) y elaboración propia. 

Otra posible explicación es que las diferencias de gasto resulten de aumentos 

en la oferta de servicios a los ciudadanos en algunas comunidades, en todos o 

algunos ámbitos de una determinada función. Asimismo, el incremento de gasto 

podría deberse también a una mejor retribución a los empleados públicos que 

prestan el servicio, con el resultado de que el servicio mejore en cantidad o cali-

dad, o simplemente, mejoren las condiciones laborales de los trabajadores.  

Para analizar si la oferta de servicios aumenta con el gasto es conveniente 

construir índices del volumen de servicios prestados per cápita para cada fun-

ción. Los plantearemos mediante una métrica similar a la utilizada cuando calcu-

                                                            
32 En esta caso, la información permite extender el análisis hasta 2013. 
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lamos las necesidades, con el fin de objetivar el nivel de acceso a los servicios lo-

grado en cada comunidad.  

GRÁFICO 4.10: Elasticidades ingreso-gasto per cápita de los SPF. Regresión simple. Promedio 
2004-2012 

 
a) Gasto en sanidad e ingresos no financieros per cápita 

 
 
b) Gasto en educación e ingresos no financieros per cápita 
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GRÁFICO 4.10 (cont.): Elasticidades ingreso-gasto per cápita de los SPF. Regresión simple. 
Promedio 2004-2012 

 
c) Gasto en protección social e ingresos no financieros per cápita 

 
 
d) Gasto en el total de SPF e ingresos no financieros per cápita 

 

Nota: Se presenta la regresión basada en la media del periodo para facilitar la representación gráfica. El análisis con datos de panel confir-
ma el signo y significatividad de las variables explicativas del análisis, y refuerza la capacidad explicativa del mismo. Véase la equivalencia de 
las abreviaturas en el gráfico 2.2. 

Fuente: Alcaide (2011), IGAE (2015b), INE (2015b, 2015e), Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (2015), Ministerio de Empleo y 
Seguridad Social (2015), Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015), SGCAL (2015a), Uriel y Barberán (2007), Pérez et al. 
(2011) y elaboración propia. 
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GRÁFICO 4.11: Relación entre el gasto y los índices de intensidad relativa de los servicios SPF. 
Regresiones simples. Promedio 2004-2013 

 
a) Sanidad 

 
 
b) Educación 
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GRÁFICO 4.11 (cont.): Relación entre el gasto y los índices de intensidad relativa de los servicios 
SPF. Regresiones simples. Promedio 2004-2013 

 
c) Protección social 

 
 
d) Total SPF 

 
Nota: Se presenta la regresión basada en la media del periodo para facilitar la representación gráfica. El análisis con datos de panel confir-
ma el signo y significatividad de las variables explicativas del análisis, y refuerza la capacidad explicativa del mismo. Véase la equivalencia de 
las abreviaturas en el gráfico 2.2. 

Fuente: Alcaide (2011), IGAE (2015b), INE (2015b, 2015e), Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (2015), Ministerio de Empleo y 
Seguridad Social (2015), Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015), SGCAL (2015a), Uriel y Barberán (2007), Pérez et al. 
(2011) y elaboración propia. 
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De la población (P) al volumen de servicios (S)  

Partimos del volumen de población (P) de cada comunidad potencialmente 

usuaria de un determinado servicios y denominamos (S) al volumen de los servi-

cios ofrecidos. Sea i la función de gasto (sanidad, educación, protección social) 

considerada, j el grupo de población a atender y k la comunidad autónoma en 

cuestión. En general, los grupos de población se asocian con subfunciones de 

gasto (educación primaria, educación secundaria, etc.; atención primaria, aten-

ción hospitalaria, etc.; atención a dependientes, personas en riesgo de exclusión, 

etc.).  

Denominamos Pijk a la población de cada grupo que debe ser atendida en una 

comunidad. El peso de la población del grupo j que necesita servicios de la fun-

ción i en la población de la comunidad k es pijk = Pijk / Pk y el peso de esa comuni-

dad en el grupo de población j es qijk= Pijk / Pij.  

Denominamos Sijk al volumen de servicios i prestado al grupo j en la comuni-

dad k y Sij = Σk Sijk al volumen de servicios i prestados al grupo j en España. La in-

tensidad relativa con la que se presta el servicio i al grupo de población j es sij = Sij 

/Pij y la intensidad relativa con la que se presta el servicio i al grupo de población 

en la comunidad k es sijk = Sijk / P ijk . 

Denominamos εijk al coeficiente que mide la intensidad relativa con la que se 

presta el servicio i correspondiente a un individuo del grupo j en la comunidad k 

con respecto a España. 

εijk = s ijk / sij = (Sijk / P ijk)/(Sij /Pij )         (4.1) 

El coeficiente εijk mide las singularidades de las comunidades en el volumen de 

prestación de los servicios que se derivan de la intensidad con la que se ofrecen 

los mismos y no de otros factores como la estructura demográfica, que pueden 

afectar a la intensidad de las demandas de servicios pero cuyo efecto ha sido co-

rregido en la expresión. 

Los elementos que influyen en el volumen de servicios Sijk ofrecidos en la co-

munidad k se consideran determinados, por tanto, por la población, la intensi-

dad media con la que esos servicios se prestan en España y el coeficiente de in-

tensificación relativa de la comunidad: 
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Sijk = Pijk  sijk εijk (4.2) 

Para el conjunto de los servicios considerados dentro de una función de gasto, 

el volumen de servicios prestados en cada comunidad será el resultado de sus 

correspondientes Sijk y del peso que cada una de las ij categorías tengan. Para cal-

cular estos pesos ponderamos las j categorías del gasto i por el peso (gij) que cada 

una de ellas tiene en el gasto realizado en España: gij = Gij /Gi.
33 A su vez, para 

ponderar los volúmenes de servicio de cada una de las funciones se utiliza el peso 

del gasto realizado en las mismas en el gasto total: gi  = Gi / G.  

Siguiendo estos criterios, el volumen de servicios de la función i de la comu-

nidad k será:  

Sik = Σj  Sijk = Σj Pijk sijk εijk gij  (4.3) 

A partir de (4.3) se puede definir un indicador (sik) de la intensidad de presta-

ción del conjunto de servicios de la función i en la comunidad k:  

sik = Sik / Pik  (4.4) 

Análogamente, para el conjunto de España, el indicador equivalente será:  

si = Si / Pi  (4.5) 

Y el indicador εik de intensidad relativa de la prestación de servicios de la fun-

ción i en la comunidad k se puede expresar:  

εik = sik /si = (Sik / Pik)/(Si / Pi )  (4.6) 

Debe advertirse que en esta medida de la intensidad relativa con la que se 

presta el conjunto de los servicios incluidos en una función en cada comunidad 

influyen las intensidades relativas con las que se prestan las subfunciones j y los 

rasgos demográficos diferenciales de cada territorio pero no otros factores de 

intensidad de gasto, pues para ponderar la importancia que el gasto de las distin-

tas subfunciones se han utilizado las medias de España.  

                                                            
33 Es decir, utilizamos de nuevo el principio del anonimato, dándoles a los distintos servicios en todas 
las comunidades los mismos pesos.  
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Para el agregado de las funciones de gasto, el indicador de volumen de servi-

cios de la comunidad k resulta:  

Sk= Σιj Sijk = Σi gi Σj Pijk sijk εijk gij (4.7) 

De (4.7) se puede derivar también un indicador de intensidad de prestación 

de los servicios en la comunidad k (sk):  

sk = Sk / Pk  (4.8) 

El indicador εk de intensidad relativa de la prestación del conjunto de las fun-

ciones en la comunidad k se puede expresar:  

εk = sk /s = (Sk / Pk)/(S / P) 

De nuevo, la importancia del gasto en las distintas funciones consideradas es 

ponderada en todas las comunidades, para evitar sesgos, con los datos medios de 

gasto de España.  

Análogamente, para el agregado de las comunidades consideradas, las expre-

siones del volumen de servicios y la intensidad de los servicios de la función i en 

España serán, respectivamente:  

Si = Σk Sik = Σk Σj Pijk sijk εijk     (4.9) 

si = Si / Pi  (4.10) 

En este caso no tiene sentido definir un coeficiente de intensidad relativa res-

pecto a la media, porque sería igual a la unidad. En cuanto al agregado del con-

junto de funciones consideradas, el volumen y la intensidad de los servicios resul-

tan, respectivamente: 

S = Σk  Sk= Σk Σ•  Sik = Σk Σi gi Σj Pijk sijk εijk gij (4.11) 

s = S / P  (4.12) 

Indicadores de volúmenes de servicios  

Los indicadores definidos permiten comparar las intensidades con las que se 

prestan los servicios en las distintas comunidades. Teniendo en cuenta que los 

tamaños de las comunidades son diferentes, las comparaciones convendrá reali-
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zarlas a partir de los indicadores de intensidad relativa definidos εijk y los agrega-

dos derivados de los mismos, εik y εk. 

A partir de la información disponible es posible considerar seis tipos de servi-

cios distintos: cuatro subfunciones educativas (enseñanzas de régimen general, 

de régimen especial, educación de adultos y universitaria) y dos subfunciones 

sanitarias (atención primaria y especializada). No es posible disponer de infor-

mación para construir subfunciones de servicios de protección social.  

En educación la información de base para calcular el volumen de servicios la 

ofrece la dotación de profesores en los distintos niveles educativos considerados. 

Por su parte, en sanidad se toma como indicador la dotación de profesionales de 

la sanidad en cada uno de los servicios identificados. 

El cuadro 4.7 presenta los valores de los índices correspondientes a educación, 

a salud y al agregado de ambos para cada comunidad (ponderado según su peso 

en el gasto). Se ofrecen los datos promedio del periodo (2002-2013), tomando la 

media de España como referencia (= 100).  

CUADRO 4.7: Índice de intensidad en la prestación del servicio. Promedio 2002-2013 

 
Sanidad Educación Promedio de sanidad y 

educación 

Andalucía 98,6 101,6 99,9

Aragón 135,0 101,7 121,2

Asturias, P. de 114,9 88,7 104,0

Balears, Illes 103,5 97,4 101,0

Canarias 104,9 96,5 101,4

Cantabria 113,3 100,5 108,0

Castilla y León 112,3 104,4 109,0

Castilla-La Mancha 107,4 110,4 108,6

Cataluña 75,4 97,9 84,7

C. Valenciana 91,2 99,2 94,5

Extremadura 112,0 109,0 110,7

Galicia 97,5 95,9 96,9

Madrid, C. de 106,6 92,5 100,8

Murcia, R. de 102,0 110,4 105,4

Navarra, C. F. de 113,0 118,7 115,4

País Vasco 118,9 105,8 113,5

Rioja, La 105,3 92,2 99,8

Ceuta y Melilla, cc. aa. de  107,8 133,4 118,4

Fuente: Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015), Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (2015), INE (2015b, 2015e) 
y elaboración propia. 
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Los indicadores muestran un abanico de intensidades reales de prestación de 

los distintos servicios muy importante: de 60 puntos porcentuales en el caso de la 

sanidad y 30 puntos porcentuales en el de la educación (sin tener en cuenta las 

ciudades autónomas de Ceuta y Melilla). En el agregado el rango es también sus-

tancial, pues alcanza los 36 puntos porcentuales, si bien no se trata de una cifra 

superior a los abanicos de gasto per cápita en SPF observados.  

Los índices de intensidad relativa en el volumen de servicios que alcanzan es-

tas dos grandes funciones y el agregado de las mismas pueden ser utilizados para 

comprobar qué capacidad explicativa poseen de las diferencias de gasto per cápi-

ta observadas. Para ello se han realizado las tres regresiones que se presentan en 

los paneles del gráfico 4.12, en las que se observa que aproximadamente un 30% 

de la varianza del gasto per cápita en sanidad y en educación se explica por las 

diferencias en la intensidad con la que se prestan los servicios, es decir, porque el 

volumen de servicios es distinto. Así pues, una de las consecuencias de las dife-

rencias de gastos en SPF entre comunidades es que la oferta de servicios por ha-

bitante es significativamente diferente entre las mismas: donde se gasta más el 

acceso a los SPF es más amplio. 

GRÁFICO 4.12: Intensidad de prestación de los servicios y gasto per cápita. Promedio 2002-2013 
 
a) Sanidad 
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GRÁFICO 4.12 (cont.): Intensidad de prestación de los servicios y gasto per cápita. Promedio 2002-
2013 

 
b) Educación 

 

c) Promedio sanidad y educación 

 
Nota: Se presenta la regresión basada en la media del periodo para facilitar la representación gráfica. El análisis con datos de panel confir-
ma el signo y significatividad de las variables explicativas del análisis, y matiza ligeramente (en educación se refuerza) la capacidad explica-
tiva del mismo. Véase la equivalencia de las abreviaturas en el gráfico 2.2. 

Fuente: SGCAL (2015a), IGAE (2015b), Alcaide (2011), Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015), Ministerio de Educa-
ción, Cultura y Deporte (2015), INE (2015b, 2015e) y elaboración propia. 

Ya se ha comprobado en el capítulo 3 que la intensidad de las necesidades per 

cápita no parece ser la causa de las diferencias de gasto. En el gráfico 4.13 se 

comprueba que tampoco parecen ser la razón de las diferencias en los índices de 

volumen de servicios por habitante construidos. 
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GRÁFICO 4.13: Índice de volumen de servicios e índice de necesidades per cápita. Promedio 
2002-2013 

 
a) Sanidad 

 
 
b) Educación 
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GRÁFICO 4.13 (cont.): Índice de volumen de servicios e índice de necesidades per cápita. 
Promedio 2002-2013 

 
c) Promedio de sanidad y educación 

 
Nota: Se presenta la regresión basada en la media del periodo para facilitar la representación gráfica. El análisis con datos de panel confir-
ma el signo y significatividad de las variables explicativas del análisis, y refuerza la capacidad explicativa del mismo. Véase la equivalencia de 
las abreviaturas en el gráfico 2.2. 

Fuente: SGCAL (2015a), IGAE (2015b), Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015), Ministerio de Educación, Cultura y 
Deporte (2015), INE (2015b, 2015e) y elaboración propia. 

entre comunidades por los factores analizados en el capítulo 3, es decir, por los 

costes ligados a la dispersión y a los distintos niveles de precios.34  

En el cuadro 4.8 se presentan los gastos (costes) por unidad de servicios en 

educación y sanidad de las comunidades. Se expresan en términos de un índice 

que toma el valor 100 para la media española del periodo 2002-2012. En las tres 

primeras columnas aparecen los resultados sin llevar a cabo las correcciones de 

costes por dispersión y nivel de precios y podemos comprobar que la magnitud 

de las diferencias de coste unitario implícitas en nuestros indicadores no es por 

lo general elevada, moviéndose en la mayoría de los casos dentro de un intervalo 

reducido por encima o por debajo de la media. Si ajustamos el gasto para corre-

gir el efecto de los dos factores de coste mencionados, las diferencias de costes 

unitarios ajustados resultan menores, como se observa en las columnas cuarta a 

sexta del cuadro 4.8. Las desviaciones respecto a la media según estos datos son 

                                                            
34 No en cambio a los demográficos que generan más necesidades de servicios, pues estos produ-
cen gastos pero también se reflejan en el volumen de servicios, de manera que se compensan al 
calcular el gasto por unidad de servicios. 
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Cataluña y Comunidad de Madrid en sanidad, y el País Vasco e Illes Balears en 

educación. 

CUADRO 4.8: Gasto por unidad de servicio en sanidad y educación en las comunidades 
autónomas. Promedio 2002-2013 
(España = 100) 

  Ratio entre el índice de gasto per cápita y el 
índice de volumen de servicio 

Ratio entre el índice de gasto per cápita 
ponderado por necesidades ajustadas y sin 
ajustar, y el índice de volumen de servicio 

 
Sanidad Educación 

Promedio de 
sanidad y 
educación 

Sanidad Educación 
Promedio de 

sanidad y 
educación 

Andalucía 92,3 98,1 94,8 94,6 101,5 96,9

Aragón 81,1 95,0 86,0 82,6 98,0 87,6

Asturias, P. de 100,9 112,2 104,9 98,2 106,5 101,3

Balears, Illes 93,5 91,9 92,9 92,0 89,1 91,1

Canarias 99,5 103,7 101,2 106,5 114,3 105,9

Cantabria 100,0 102,2 100,8 100,0 101,7 100,9

Castilla y León 94,5 97,2 95,5 95,5 99,8 97,5

Castilla-La Mancha 96,1 92,7 94,7 100,9 100,2 100,1

Cataluña 133,8 97,5 116,4 129,0 92,0 112,3

C. Valenciana 106,8 103,5 105,4 107,7 104,5 106,0

Extremadura 99,7 96,2 98,3 105,9 105,8 105,5

Galicia 106,5 103,5 105,3 100,9 93,9 99,6

Madrid, C. de 85,5 100,0 91,0 85,3 99,4 90,7

Murcia, R. de 104,5 94,2 100,0 104,5 93,5 99,3

Navarra, C. F. de 101,0 96,7 99,2 100,1 95,3 98,0

País Vasco 98,7 127,1 109,7 96,4 121,9 106,6

Rioja, La 106,7 100,2 104,2 103,0 95,4 100,3

Fuente: SGCAL (2015a), IGAE (2015b), Alcaide (2011), Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015), Ministerio de Educa-
ción, Cultura y Deporte (2015), INE (2015b, 2015e) y elaboración propia. 

Las diferencias de gasto/coste por unidad de servicio que existen no se expli-

can pues por los factores que han sido tenidos en cuenta (que encarecen o aba-

ratan la producción de manera objetiva), sino por otras causas no evaluadas. En-

tre las varias posibles cabe señalar algunas que dependen de decisiones de los 

gobiernos regionales: sus opciones al organizar la oferta de servicios —pública, 

privada, mixta—; las condiciones de trabajo del personal al servicio de las admi-

nistraciones (salarios del personal, jornada laboral) más allá de las relacionadas 

con los niveles de precios contempladas al estimar las necesidades; de la compo-

sición por categorías profesionales del empleo público; y, desde luego, de la pro-

ductividad y eficiencia de las organizaciones. Según cual fuera el origen de las 

desviaciones, estas podrían ser interpretadas como indicadores de eficien-

cia/ineficiencia o de otra naturaleza. Para ello sería necesario poder realizar un 
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análisis detallado de las singularidades de los servicios en las comunidades, que 

hemos abordado pero que ha resultado imposible realizar con la información 

disponible, hasta donde hemos podido comprobar. Sin disponer de una contabi-

lidad de costes de las comunidades —al menos de sus principales funciones, co-

mo la educación y la sanidad— es poco probable que esta cuestión, muy relevan-

te para la evaluación de la eficiencia de la gestión, pueda ser analizada satisfacto-

riamente. La evidencia parcial indica, no obstante, que las diferencias entre co-

munidades asociadas a estos factores cuya relevancia desconocemos son impor-

tantes, de modo que cabe suponer que estén detrás de parte de las diferencias de 

gasto observadas.35 

4.4. Diferencias de gasto: ¿necesidades, recursos o preferencias? 

En este último apartado consideramos brevemente, de manera conjunta, los fac-

tores que según los análisis realizados en los capítulos 3 y 4 pueden explicar las 

diferencias de gasto por habitante observadas. Estos factores son tres: las necesi-

dades derivadas de las características de la población a atender; los ingresos deri-

vados de los sistemas de financiación y las restantes fuentes de ingresos de las 

comunidades; y los volúmenes de servicios resultantes de los recursos y las prefe-

rencias de los gobiernos.  

Una vez explorados estos factores por separado es interesante evaluar qué ca-

pacidad explicativa tiene cada uno de estos factores cuando son considerados 

conjuntamente. Para ello estimamos seis modelos de regresión múltiple de los 

determinantes del gasto per cápita de las comunidades, combinando los indica-

dores construidos de diferentes maneras para comprobar su significatividad bajo 

distintas condiciones. 

Los modelos consideran como variable dependiente el gasto per cápita en sa-

nidad, en educación y en la suma de ambos. Se excluye el gasto en protección 

social dado que sobre esta función no hemos podido calcular indicadores de vo-

lumen de servicios. Las variables explicativas consideradas son las siguientes: a) 

los indicadores de necesidad per cápita; b) los ingresos de sistema de financia-

                                                            
35 Véanse los estudios realizados por el Ivie sobre gasto y productividad de distintos servicios pú-
blicos (Abellán et al. 2013; Pérez et al. 2012; Peiró et al. 2012, entre otros) 
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ción de las comunidades de régimen común36 y el total de recursos no financie-

ros por habitante; y c) los indicadores de volumen de servicios ofrecidos.  

Las estimaciones han sido realizadas por mínimos cuadrados ordinarios. Los 

resultados de los distintos modelos se presentan en el cuadro 4.9. A la vista de los 

mismos, los tres tipos de variables consideradas permiten explicar alrededor del 

60% de la variabilidad del gasto por habitante, de modo que las regularidades 

asociadas a las mismas son relevantes pero queda un amplio margen de diferen-

cias debido a singularidades de las comunidades. De las variables contempladas 

para el conjunto de gastos en educación y sanidad, la que tiene más capacidad de 

explicar las diferencias es el distinto nivel de ingresos, sobre todo el derivado del 

sistema de financiación de las comunidades de régimen común. Por su parte, 

para el gasto sanitario la variable con más capacidad explicativa es de nuevo la 

financiación —cuando se consideran los ingresos del modelo— y el volumen de 

servicios ofrecidos en la función considerada cuando se consideran todos los in-

gresos no financieros. El hecho de que la variable financiación y volumen de ser-

vicios alternen su significatividad confirma su elevada correlación. La sanidad es 

el único caso en el que mantiene también cierta significatividad las necesidades. 

En el gasto educativo los ingresos no son significativos y el volumen de servicios 

concentra toda la capacidad explicativa. Las necesidades, cuando tienen poder 

explicativo de las diferencias de gasto aparecen con un signo negativo, contrario 

al esperado. En suma, las diferencias de gasto en SPF responden a un patrón en 

el nivel de gasto que depende del volumen de servicios ofrecidos y estos, a su vez, 

de los recursos disponibles, pero no de las necesidades.  

                                                            
36 En este caso no se incluyen las comunidades forales en la regresión. 
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CUADRO 4.9: Determinantes del gasto per cápita en SPF. Promedio 2004-2012. Regresiones simples por mínimos cuadrados ordinarios 
(España = 100) 

  

Variable dependiente: Gasto per cápita en SPF 
(promedio educación y sanidad) 

Variable dependiente: Gasto per cápita en 
sanidad 

Variable dependiente: Gasto per cápita en 
educación 

                          
Índice de necesidades 8,356 1,657           

(7,736) (11,624)           

Índice de necesidades en salud 3,92 1,084         
(2,571) (3,244)         

Índice de necesidades en educación     -2,285 -0,691     
    (2,375) (1,155)     

Índice de ingresos del SF 5,404 **   4,238 **   0,521     
(2,327)   (1,451)     (0,932)     

Índice de ingresos no financieros 4,728 * 2,602 **   1,042     
(2,298) (1,155)   (0,981)     

Índice de volumen de servicios 6,045 3,808           
(3.665) (3,649)           

Índice de volumen de servicios en salud 2,315 ** 1,962         
(1,032) (1,106)         

Índice de volumen de servicios en educación     6,225 ** 4,55 *** 
    (2.477) (1,343)     

Constante 446,538 1272,363 534,099 * 697,163 * 441,379 *** 494,554 *** 
(1.000,023) (1.336,836) (270,959) (326,856)   (146,170) (142,210) 

                          

N.º 17 15 17 15   17 15 

R2 0,576   0,58   0,599   0,563   0,45   0,552   

***, **, *: significativo al 1%, 5% y 10%, respectivamente. 

Nota: Errores estándar robustos a heterocedasticidad entre paréntesis.  

Fuente: SGCAL (2015a), IGAE (2015b), Alcaide (2011), Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2015), Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (2015), INE (2015b, 2015e) y elaboración propia. 
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5. Políticas redistributivas, servicios fundamentales e 

igualdad de oportunidades 

EL efecto redistributivo de las políticas públicas opera mediante una combina-

ción de mecanismos de obtención de recursos —en los que las contribuciones de 

los individuos se realizan en función de la capacidad de pago medida a través de 

la renta o el gasto privado— y de oferta de servicios públicos. Estos son recibidos 

en parte según las contribuciones realizadas —caso de las pensiones o los subsi-

dios de desempleo— pero también con independencia de la capacidad de pago, 

pues responden en buena medida a las necesidades. Así sucede en el caso de al-

gunas transferencias monetarias como las pensiones no contributivas o las rentas 

mínimas de inserción, pero sobre todo en las transferencias en especie que re-

presentan los servicios de salud, educación y servicios sociales.  

Así pues, las funciones de gasto relacionadas con los denominados servicios 

públicos fundamentales son piezas clave de las políticas redistributivas de los go-

biernos, en particular en la parte de las mismas que opera por el lado de los gas-

tos. Este capítulo analiza el gasto en los servicios públicos fundamentales (SPF) 

desde esta perspectiva, evaluando su importancia para la renta de los hogares y 

su papel en la redistribución de rentas que llevan a cabo los gobiernos en Espa-

ña.  

El alcance de las políticas distributivas de los gobiernos es un asunto de la má-

xima importancia para la legitimación de las actuaciones del sector público, pero 

lo es mucho más en la actualidad. La crisis ha suscitado intensos debates en este 

sentido, que están afectando a la confianza en las instituciones,37 destruyendo 

capital social hasta el punto que una parte de la opinión pública pone en cues-

tión la legitimidad de las mismas.  

                                                            
37 Para el análisis de la confianza y el capital social durante la crisis, véase Pérez, Serrano y Fer-
nández de Guevara (2014). 
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Existen dos razones en el origen de esta crisis de la confianza y la primera es el 

retroceso de la renta de las familias derivado de las sucesivas recesiones. Ese re-

troceso ha sido más acentuado en los hogares de menor nivel de renta y se ha 

producido también en la renta disponible ajustada, es decir, la que resulta des-

pués de tener en cuenta las actuaciones redistributivas del sector público. Por 

esta razón, a los ojos de la parte de la población más afectada, las coberturas gu-

bernamentales no les han protegido adecuadamente frente a las dificultades. La 

segunda razón de esa percepción es que en algunos servicios públicos fundamen-

tales se han realizado ajustes a la baja de los gastos y las prestaciones, transmi-

tiendo a los ciudadanos el mensaje de que se realizaba una reducción de los 

compromisos de igualdad de oportunidades en el acceso a ciertos servicios.38  

Estas circunstancias hacen más relevante el análisis de las relaciones entre gas-

to en SPF y redistribución que en este capítulo será contemplado, como el resto 

de este volumen, desde una perspectiva regional. Para ello es necesario contar 

con el banco de datos generado por este proyecto de investigación, que desagre-

ga y territorializa el gasto en las distintas funciones que integran los SPF en el 

periodo 2002-2013. 

El esquema del capítulo es el siguiente. En primer lugar, nos preguntamos 

cuál es la importancia de las políticas redistributivas en España durante la década 

analizada, prestando atención al papel de los ingresos y gastos públicos y, sobre 

todo, analizando los cambios que en este sentido se producen con la llegada de 

la crisis. En ese primer apartado cuantificaremos también la importancia que los 

SPF tienen en los efectos redistributivos de las políticas públicas. En el segundo 

apartado analizaremos la relevancia de las políticas redistributivas en las distintas 

comunidades autónomas. Contemplaremos también las diferencias entre el pe-

riodo anterior a la crisis y el posterior al estallido de esta y, sobre todo, compara-

remos la intensidad con la que la redistribución opera en cada comunidad y la 

importancia de los SPF a la hora de explicar esas diferencias de intensidad. Por 

último, estudiaremos en qué medida las diferencias con las que opera la redistri-

bución en las regiones se deben a sus distintos niveles medios de renta o la de-

                                                            
38 Véase el análisis de estos problemas en Pérez et al. (2014: caps. 7 y 8). 
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sigualdad interna a las misma, y más concretamente a la existencia de bolsas de 

población con riesgo de pobreza de mayor o menor magnitud. 

En el tercer apartado se estudiará el papel del gasto en SPF realizado en las 

comunidades autónomas en la redistribución, desde una doble perspectiva: la 

situación observada y la que existiría si las transferencias redistributivas en espe-

cie —que operan a través del gasto en salud, educación y servicios sociales de las 

comunidades— se realizaran de acuerdo con las necesidades que hemos estima-

do en el capítulo 3. Nos preguntaremos hasta qué punto, en este segundo caso, 

los resultados de las políticas redistributivas responderían de forma diferente a 

los indicadores de renta y riesgo de pobreza de las regiones. 

5.1. Alcance de las políticas redistributivas en España 

La evaluación de los efectos redistributivos de las políticas públicas en España ha 

sido objeto de atención por los especialistas en el pasado y, especialmente, en los 

años de crisis.39 Una razón básica para explicar el creciente interés por la distri-

bución de la renta en los últimos años es que las importantes caídas de ingresos 

que se han derivado de las dos intensas recesiones padecidas después de 2007 

habían reducido en 2014 un 11% la renta disponible bruta real per cápita media 

de los hogares. La percepción de buena parte de la población es que su familia 

se ha empobrecido y que el sector público no lo ha impedido. Como consecuen-

cia de ello, la sensibilidad a la distribución de la renta en general y a la redistri-

bución de la misma que realiza el sector público ha aumentado.  

La renta que finalmente disfrutan los miembros de cualquier hogar es la de-

nominada técnicamente renta disponible ajustada y está formada tanto por todos 

los ingresos monetarios (renta disponible bruta) como por algunos pagos recibi-

dos en especie. La renta disponible bruta ajustada se calcula a partir de los ingresos 

que obtienen los hogares a través de las rentas primarias brutas que le proporcio-

nan los mercados al adquirir los servicios de los factores que poseen —trabajo y 

capital—. A estos ingresos se les restan los impuestos directos pagados por los 

hogares (incluidas las cotizaciones sociales) y se les suman las transferencias mo-

                                                            
39 Véase los trabajos de Goerlich en Pérez et al. (2013: cap. 8, 2014: cap.7). 
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netarias recibidas y los servicios públicos disfrutados sin pago directo (transfe-

rencias en especie).  

La renta primaria menos los impuestos más las transferencias monetarias 

constituye la renta monetaria de la que disponen las familias (renta disponible). 

Pero para valorar su verdadera capacidad de acceder a bienes y servicios en paí-

ses como España es muy relevante tener en cuenta también que los hogares reci-

ben servicios gratuitos que representan en promedio más de un 18% de sus in-

gresos monetarios. En muchas familias con ingresos bajos estas transferencias en 

especie tienen un peso en los ingresos mucho mayor y son decisivas para el bie-

nestar de las mismas.  

El cuadro 5.1 ofrece la información correspondiente a los conceptos que in-

tervienen en el paso de la renta primaria o de mercado bruta de los hogares es-

pañoles a la renta disponible ajustada bruta. Los datos corresponden al periodo 

2000-2014 y son expresados todos ellos en euros de 2014 por habitante. El nivel 

máximo de las rentas generadas por el mercado se alcanzó en 2008 y desde en-

tonces hasta 2013 se redujo un 19% para repuntar en 2014. Tras las operaciones 

redistributivas del sector público a través de impuestos y transferencias, las rentas 

disponibles ajustadas de los hogares resultan significativamente distintas de las de 

mercado, en los siguientes aspectos: a) las rentas ajustadas son superiores a las de 

mercado todos los años; b) las diferencias entre ambas variables se agrandan du-

rante la crisis debido a que, si bien la renta disponible ajustada también alcanza 

un máximo en 2008 y retrocede desde ese año, su caída hasta 2013 es menor 

(13,5% y también ha repuntado en 2014.  

Según estos datos las actuaciones redistributivas del sector público no han evi-

tado la caída de la renta real de los hogares, pero han amortiguado significativa-

mente el descenso de la renta que se produce en los mercados. Por esta razón, el 

impacto de las políticas redistributivas canalizadas a través de los ingresos y gastos 

públicos ha sido mucho mayor en los años de crisis y no menor, como a veces de 

sugiere: en 2007 representaban el 2,2% de la renta primaria de las familias espa-

ñolas, mientras que durante la crisis ha llegado a alcanzar el 11,3%, como se ob-

serva en la última columna del cuadro 5.1 y en el gráfico 5.1. La creciente distan-

cia entre la línea que representa la evolución de la renta disponible ajustada y la 

renta de mercado indica el mayor peso de la redistribución en los años recientes. 
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Asimismo, que la renta de mercado se sitúe por debajo de la renta disponible 

ajustada señala que, desde la perspectiva de los hogares, sus rentas son mayores 

gracias a las actuaciones públicas. Esa diferencia ha sido financiada con otros 

ingresos públicos que no se derivan de la renta de los hogares y también con en-

deudamiento. 

CUADRO 5.1: Conceptos que intervienen en el paso de la renta primaria o de mercado de los 
hogares españoles y la renta disponible ajustada, 2000-2014 
(euros de 2014 per cápita) 

 

Renta prima-
ria o de mer-

cado 

Impuestos, 
cotizaciones y 
transferencias 

Prestaciones 
sociales 

(distintas de 
transf. en 
especie) y 

otras transf. 
corrientes 

Renta dispo-
nible 

Transferen-
cias sociales 
en especie 

Renta dispo-
nible ajustada 

Efecto redis-
tributivo 

(porcentaje) 

(A) (B) (C) (D = A + B + C) (E) (F = D + E) ((B + C + E)/A) 

2000 15.761 -5.879 4.227 14.110 2.254 16.364 3,8

2001 16.359 -6.122 4.262 14.499 2.310 16.809 2,8

2002 16.428 -6.150 4.336 14.615 2.397 17.012 3,6

2003 16.858 -6.277 4.358 14.938 2.475 17.413 3,3

2004 17.134 -6.275 4.417 15.276 2.616 17.892 4,4

2005 17.602 -6.447 4.455 15.609 2.740 18.349 4,2

2006 18.309 -6.790 4.529 16.048 2.832 18.880 3,1

2007 18.518 -7.108 4.610 16.020 2.906 18.926 2,2

2008 18.734 -7.143 4.888 16.479 3.087 19.566 4,4

2009 17.767 -6.644 5.183 16.306 3.242 19.547 10,0

2010 16.693 -6.458 5.105 15.340 3.111 18.451 10,5

2011 16.519 -6.381 5.051 15.190 2.976 18.166 10,0

2012 15.360 -6.065 5.011 14.306 2.711 17.017 10,8

2013 15.212 -5.996 5.053 14.269 2.663 16.932 11,3

2014 15.685 -5.987 4.961 14.659 2.694 17.352 10,6

Fuente: INE (2015b, 2015c, 2015e) y elaboración propia. 

Si se profundiza en las vías por las que ha operado este reforzamiento relativo 

de las políticas redistributivas se comprueba que los ingresos y gastos públicos 

relacionados con las mismas se han comportado durante la crisis, pese a todo, 

mejor que las rentas de mercado. En el cuadro 5.1 se puede comprobar que los 

impuestos y cotizaciones han caído desde 2008 un 16,2%; las prestaciones socia-

les monetarias caen después de 2009 y su reducción es del 4,3%; las transferen-

cias sociales en especie se reducen a partir de 2010 y lo hacen un 17%. Así pues, 

las partidas relevantes para evaluar las actuaciones redistributivas caen, pero me-

nos que la renta en origen, que se había reducido un 19%. Además, los gastos 

públicos redistributivos se han preservado en parte, si bien hay que señalar que 
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lo han hecho sobre todo los que se canalizan a través de transferencias moneta-

rias y mucho menos los que operan como transferencias en especie, en los que 

las caídas son similares a las de la renta de mercado. 

GRÁFICO 5.1: Evolución de la renta primaria, la renta disponible y la renta disponible ajustada, 
2000-2014  
(euros de 2014 per cápita) 

 
Fuente: INE (2015b, 2015c, 2015e) y elaboración propia. 

Tomando como referencia la renta de mercado de las familias (=100) pode-

mos valorar la importancia relativa de los tres grandes factores a través de los cua-

les opera la redistribución. Los resultados de esta valoración aparecen en el cua-

dro 5.2. Los impuestos y cotizaciones representan porcentajes que se sitúan en 

un rango del 36-39%, las prestaciones sociales y transferencias monetarias se 

mueven entre el 24 y el 33% y las transferencias en especie en un rango del 14-

18%. En la última columna se puede observar que el incremento de renta dispo-

nible ajustada derivada de las políticas redistributivas es mayor en los años de 

crisis. A partir de la evolución temporal de los pesos de los distintos instrumentos 

se advierte que ello se debe, sobre todo, a la trayectoria de las prestaciones mo-

netarias.  

Dos conclusiones derivadas de estos datos son que los tres instrumentos con-

templados son muy relevantes y que el peso de los gastos públicos relacionados 

con políticas redistributivas es muy elevado. En los años de crisis, los hogares re-

ciben transferencias monetarias y en especie del sector público que, en prome-

dio, representan cerca del 50% de sus rentas de mercado. De estas transferencias
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CUADRO 5.2: Importancia relativa de los factores redistributivos, 2000-2014 
(renta de mercado de las familias = 100) 

  Renta de mercado 
de las familias 

Impuestos, cotiza-
ciones y transfe-

rencias 

Prestaciones 
sociales (distintas 

de transf. en 
especie) y otras 

transf. corrientes 

Renta disponible 
Transferencias 

sociales en especie 
Renta disponible 

ajustada 

  (A) (B) (C) (D = A + B + C) (E) (F = D + E) 

2000 100,0 -37,3 26,8 89,5 14,3 103,8

2001 100,0 -37,4 26,1 88,6 14,1 102,8

2002 100,0 -37,4 26,4 89,0 14,6 103,6

2003 100,0 -37,2 25,8 88,6 14,7 103,3

2004 100,0 -36,6 25,8 89,2 15,3 104,4

2005 100,0 -36,6 25,3 88,7 15,6 104,2

2006 100,0 -37,1 24,7 87,6 15,5 103,1

2007 100,0 -38,4 24,9 86,5 15,7 102,2

2008 100,0 -38,1 26,1 88,0 16,5 104,4

2009 100,0 -37,4 29,2 91,8 18,2 110,0

2010 100,0 -38,7 30,6 91,9 18,6 110,5

2011 100,0 -38,6 30,6 92,0 18,0 110,0

2012 100,0 -39,5 32,6 93,1 17,6 110,8

2013 100,0 -39,4 33,2 93,8 17,5 111,3

2014 100,0 -38,2 31,6 93,5 17,2 110,6

Fuente: INE (2015b, 2015c) y elaboración propia. 

dos tercios son monetarias y el tercio restante servicios públicos, de modo que 

tanto uno como el otro canal redistributivo son importantes. 

Para concluir esta valoración general y ponerla en relación con el tema central 

de esta monografía, comprobaremos la importancia del gasto en SPF en relación 

con las transferencias monetarias y en especie a los hogares. Esta comparación 

exige combinar dos fuentes de información distinta, pues la valoración del gasto 

en SPF proviene del banco de datos construido en este proyecto de investigación 

en base a informaciones de las Cuentas de las Administraciones Públicas y otras 

fuentes, mientras que los datos de las políticas redistributivas tienen su origen en 

la Contabilidad Nacional de España y la Contabilidad Regional. 

El gráfico 5.2 presenta la comparación entre el gasto en SPF y las transferen-

cias a las familias a lo largo del periodo analizado y permite comprobar que los 

SPF representan unos porcentajes muy importantes —superiores al 80% en los 

últimos años— de los gastos realizados por las políticas redistributivas. Así pues, 

la gran mayoría de estos gastos se canalizan a través de las funciones incluidas en 

los SPF, si bien debe recordarse que mientras las transferencias monetarias —las 
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que se han mantenido mejor en los años de crisis— son realizadas por las Admi-

nistraciones centrales, en cambio, las transferencias en especie —que se han re-

ducido casi tanto como las rentas de mercado— están a cargo fundamentalmen-

te de las Administraciones territoriales, en especial de las comunidades autóno-

mas Así pues, todas las Administraciones Públicas participan en el despliegue de 

los gastos redistributivos pero con pesos, modalidades y trayectorias distintas. 

GRÁFICO 5.2: Peso del gasto en SPF en las transferencias a las familias, 2002-2013 
(porcentaje) 

 

Fuente: INE (2015c), IGAE (2015a) y elaboración propia. 

5.2. Diferencias regionales de los saldos redistributivos 

A la vista de las diferencias regionales en los niveles de gasto público que hemos 

constatado en los capítulos anteriores sería extraño que la incidencia de las polí-

ticas redistributivas en las distintas comunidades autónomas no fuera de magni-

tud muy distinta. Este apartado evalúa esas diferencias desde la perspectiva de los 

hogares, partiendo de los datos que ofrece la Contabilidad Regional de España 

(CRE).  

Para considerar, en primer lugar, el efecto conjunto de los impuestos y gastos 

públicos que determinan el alcance de la redistribución, el cuadro 5.3 ofrece los 

valores de la renta de mercado y la renta disponible ajustada, todos ellos per cá-

pita, de las comunidades autónomas También se incluye el porcentaje de la renta 

disponible ajustada de cada comunidad que se deriva de las operaciones redistri-

butivas. Se presentan los datos de los periodos 2000-2007 (expansión), 2008-2014 

(crisis) y del último año (2014).  
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CUADRO 5.3: Renta de mercado y renta disponible ajustada de los hogares per cápita, 2000-2014 
(euros de 2014 per cápita) 

  
Renta primaria o de 

mercado de los hogares per 
cápita 

Renta disponible ajustada 
de los hogares per cápita 

Porcentaje de 
redistribución 

  
2000-
2007 

2008-
2014 

2014 2000-
2007 

2008-
2014 

2014 2000-
2007 

2008-
2014 

2014 

Andalucía 13.023 12.637 11.802 14.656 15.058 14.226 12,5 19,2 20,5

Aragón 18.599 18.219 17.298 19.096 19.816 19.105 2,7 8,8 10,4

Asturias, P. de 14.933 15.391 14.533 17.409 18.657 17.888 16,6 21,2 23,1

Balears, Illes 20.421 17.941 16.979 20.141 18.757 17.885 -1,4 4,5 5,3

Canarias 16.028 14.365 13.514 16.900 16.264 15.388 5,4 13,2 13,9

Cantabria 16.254 15.828 14.737 17.611 18.290 17.256 8,4 15,6 17,1

Castilla y León 15.448 15.801 15.065 17.173 18.317 17.730 11,2 15,9 17,7

Castilla-La Mancha 14.459 13.602 12.702 15.874 15.918 15.006 9,8 17,0 18,1

Cataluña 20.847 19.788 18.831 20.320 20.584 19.711 -2,5 4,0 4,7

C. Valenciana 16.010 14.586 13.662 16.742 16.638 15.873 4,6 14,1 16,2

Extremadura 11.321 11.635 10.883 13.794 14.820 14.114 21,8 27,4 29,7

Galicia 13.779 14.365 13.619 15.741 16.953 16.300 14,2 18,0 19,7

Madrid, C. de 23.253 22.770 21.845 21.449 21.855 21.103 -7,8 -4,0 -3,4

Murcia, R. de 14.234 13.461 12.602 15.319 15.645 14.885 7,6 16,2 18,1

Navarra , C. Foral de 21.706 21.000 19.885 21.424 22.214 21.291 -1,3 5,8 7,1

País Vasco 21.266 21.494 20.518 22.011 23.904 23.019 3,5 11,2 12,2

Rioja, La 18.651 17.404 16.463 19.019 18.950 18.203 2,0 8,9 10,6

Ceuta, c. a. de 15.420 14.461 13.259 17.151 16.798 15.428 11,2 16,2 16,4

Melilla, c. a. de 14.877 13.330 12.114 16.872 15.711 14.247 13,4 17,9 17,6

España 17.121 16.567 15.685 17.706 18.147 17.352 3,4 9,5 10,6

Fuente: INE (2015b, 2015c, 2015e) y elaboración propia. 

Es fácil advertir que, en cualquiera de los periodos considerados, la intensidad 

de las políticas redistributivas que realiza el sector público en España es muy di-

ferente entre comunidades. Por una parte, en los años de expansión en cuatro 

de ellas —Illes Balears, Comunidad de Madrid, Cataluña y la Comunidad Foral 

de Navarra— la renta disponible ajustada es inferior a la renta de mercado, lo 

que indica que sus hogares realizan contribuciones netas a la solidaridad interre-

gional. En el periodo de crisis este saldo negativo solo se mantiene en la Comu-

nidad de Madrid. El promedio de los hogares de la mayoría de las comunidades 

son perceptores netos de recursos gracias a las políticas redistributivas, pero la 

intensidad de la solidaridad presenta un amplio rango alrededor de una media 

nacional que en 2014 es del 10,6% pero por comunidades va desde el 29,7% de 

Extremadura al -3,4% de la Comunidad de Madrid. 
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En el gráfico 5.3 se observa fácilmente que la intensidad de las operaciones 

redistributivas ha aumentado en los años de crisis en todas las comunidades au-

tónomas Ello se debe, como ya se ha señalado al analizar los datos de España, a 

que en ese periodo el sector público ha paliado los efectos de las fuertes caídas 

de las rentas de mercado. Los ajustes del gasto público han existido, pero han 

sido de menor intensidad que la reducción de rentas de mercado, sobre todo en 

los gastos realizados por las Administraciones centrales, en particular por la Se-

guridad Social.  

GRÁFICO 5.3: Peso de la redistribución en cada comunidad autónoma en los periodos 2000-2007 
y 2008-2014 
(porcentaje) 

 
Nota: Véase la equivalencia de las abreviaturas en el gráfico 2.2. 

Fuente: INE (2015b, 2015c) y elaboración propia. 

Tras estas diferencias regionales de las políticas redistributivas puede encon-

trarse una distinta intensidad de los tres instrumentos a través de los cuales ope-

ran las mismas (impuestos y cotizaciones, transferencias monetarias y en espe-

cie). Tomando como referencia la renta de mercado de las familias (= 100) en 

cada comunidad podemos valorar la importancia relativa de cada uno de estos 

tres factores en los dos subperiodos considerados. Los resultados aparecen en el 

cuadro 5.4 e indican que las diferencias entre comunidades son sustanciales, y 

son distintas entre instrumentos. Los impuestos y cotizaciones representan por-
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centajes que se sitúan en un rango alrededor de 7 puntos porcentuales. En cam-

bio las prestaciones sociales y transferencias monetarias se mueven en porcenta-

jes que definen un rango de hasta 18 puntos porcentuales entre comunidades y 

las transferencias en especie presentan un rango de 13 puntos. Así pues, las dife-

rencias en la intensidad con la que opera la redistribución en cada una de las 

comunidades se derivan más de lo que sucede por el lado del gasto que por el de 

los ingresos. Las diferencias de gasto son mayores en el ámbito de las prestacio-

nes monetarias pero también son elevadas en las transferencias en especie. 

CUADRO 5.4: Importancia relativa de los tres instrumentos de políticas redistributivas. Renta de 
mercado de las familias = 100. Promedio de los periodos 2000-2007 y 2008-2014 
(porcentaje) 

  2000-2007 2008-2014 

Impuestos, 
cotizaciones y 
transferencias 

Prestaciones 
sociales 

(distintas de 
transf. en 

especie) y otras 
transf. 

corrientes 

Transferencias 
sociales en 

especie 

Impuestos, 
cotizaciones y 
transferencias 

Prestaciones 
sociales 

(distintas de 
transf. en 

especie) y otras 
transf. 

corrientes 

Transferencias 
sociales en 

especie 

Andalucía -37,3 30,5 19,3 -38,8 36,0 21,9

Aragón -36,5 24,7 14,5 -37,7 29,4 17,0

Asturias, P. de -40,3 39,2 17,7 -41,3 42,9 19,6

Balears, Illes -35,4 21,9 12,2 -36,4 25,7 15,2

Canarias -36,8 24,4 17,8 -36,9 29,2 20,9

Cantabria -37,8 29,6 16,6 -39,0 34,4 20,2

Castilla y León -36,9 30,5 17,6 -38,2 34,5 19,6

Castilla-La Mancha -33,0 25,0 17,9 -36,9 31,1 22,8

Cataluña -37,3 22,8 12,0 -38,2 27,6 14,6

Com. Valenciana -37,9 26,9 15,6 -38,8 33,2 19,7

Extremadura -36,6 33,8 24,6 -39,0 38,4 28,0

Galicia -37,5 32,7 19,1 -39,1 36,3 20,8

Madrid, C. de -39,0 20,8 10,5 -40,5 24,3 12,1

Murcia, R. de -37,2 27,1 17,7 -39,0 32,1 23,1

Navarra, C. F. de -35,3 20,4 13,6 -34,9 25,1 15,5

País Vasco -35,1 24,1 14,5 -35,6 29,3 17,5

Rioja, La -34,3 22,2 14,1 -36,8 27,7 18,0

Ceuta, c. a. de -32,1 24,1 19,2 -35,0 28,2 23,0

Melilla, c. a. de -31,4 23,4 21,4 -35,0 27,7 25,2

Fuente: INE (2015b, 2015c) y elaboración propia. 

Si nos centramos en los gastos que influyen en las políticas redistributivas, la 

suma de los mismos representa en las distintas comunidades porcentajes de la 
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renta de mercado de los hogares muy variables, que en el periodo 2008-201340 

van del 66% en Extremadura al 36% en la Comunidad de Madrid. Si se compa-

ran estos pesos con los correspondientes a la suma del gasto en SPF en cada co-

munidad —según las estimaciones presentadas en el capítulo 3— se constatan 

dos resultados (cuadro 5.5). El primero es la confirmación de que en todas las 

comunidades autónomas los SPF son el gran canal por el que operan las políticas 

de gasto redistributivas. El segundo es que la intensificación del gasto redistribu-

tivo durante la crisis se refleja en todas las comunidades en un incremento para-

lelo del gasto en SPF. 

CUADRO 5.5: Peso en la renta de mercado del gasto en SPF y del gasto redistributivo. Promedio 
de los periodos 2000-2007 y 2008-2013 
(porcentaje) 

  2002-2007 2008-2013 

Gasto en SPF Gasto 
redistributivo 

Gasto en SPF Gasto 
redistributivo 

Andalucía 39,9 49,5 47,1 57,7

Aragón 30,0 39,1 37,4 46,2

Asturias, P. de 46,0 56,5 53,7 62,2

Balears, Illes 25,7 34,4 32,0 40,9

Canarias 33,4 42,5 39,6 50,1

Cantabria 37,0 45,8 44,4 54,3

Castilla y León 37,1 47,7 43,2 53,9

Castilla-La Mancha 36,4 42,8 45,6 53,8

Cataluña 27,1 35,1 34,9 42,2

C. Valenciana 31,5 42,8 41,1 52,6

Extremadura 49,9 58,0 55,2 66,0

Galicia 41,0 51,5 46,6 56,9

Madrid, C. de 22,0 31,3 26,7 36,4

Murcia, R. de 33,5 44,9 44,7 55,0

Navarra, C. F. de 27,9 34,2 35,0 40,5

País Vasco 31,8 38,7 40,0 46,7

Rioja, La 29,6 36,5 37,1 45,5

Fuente: INE (2015b, 2015c), IGAE (2015b) y elaboración propia.  

Es relevante comprobar si la dispar intensidad de las políticas redistributivas 

en las comunidades autónomas responde a criterios objetivables de solidaridad a 

nivel nacional. Es este sentido, cabe preguntarse si, por ejemplo, el porcentaje de 

                                                            
40 Los cuadros y gráficos en los que el intervalo considerado finaliza en 2013 son aquellos en los 
que se utilizan datos que no están disponibles para 2014. 
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la renta de los hogares que proviene de la redistribución es mayor en las regiones 

cuyas renta de mercado per cápita son más bajas. El gráfico 5.4 muestra los resul-

tados de contrastar esa hipótesis e indica que, en efecto, esa es la regla general 

en el periodo analizado (2000-2014). No obstante, existe una significativa disper-

sión que indica que también otras variables actúan para determinar la intensidad 

del saldo redistributivo y, por efecto de las mismas, algunas comunidades situa-

das en el mismo nivel de renta que otras presentan saldos redistributivos bastante 

diferentes. Así, Canarias y la Comunitat Valenciana tienen niveles de renta simi-

lares a los del Principado de Asturias (se sitúan en la misma vertical) y, sin em-

bargo, sus saldos redistributivos son casi la mitad que los de esta última comuni-

dad. También es llamativo el caso de la Comunidad de Madrid y el País Vasco, 

pues con un nivel de renta similar presentan saldos redistributivos de signo dis-

tinto, separados por más de 10 puntos porcentuales, y de signo contrario. 

La relación entre la renta de mercado de los hogares per cápita y los distintos 

componentes de los saldos redistributivos se analiza en el gráfico 5.5. En el panel 

a se relacionan los impuestos y cotizaciones con la renta, en el panel b las transfe-

rencias monetarias y en el panel c las transferencias en especie. Por último, en el 

panel d se presenta el saldo de la diferencia entre los dos primeros componentes, 

que equivale a la diferencia entre renta de mercado y renta disponible. Los resul-

tados que muestran los distintos paneles indican que el nivel de rentas es deter-

minante de las contribuciones a la financiación de las políticas públicas y tam-

bién (aunque con un capacidad explicativa mucho menor) del nivel de las trans-

ferencias monetarias recibidas por cada comunidad. En cambio, el nivel de las 

transferencias en especie no depende de los niveles de renta, como era de espe-

rar que sucediera en un país en el que la igualdad de oportunidades de acceso a 

los servicios educativos y sanitarios en las distintas comunidades no depende de 

su nivel renta. Por último, el panel d indica que la diferencia entre renta de mer-

cado y renta disponible —es decir, el saldo resultante de los impuestos pagados 

por los hogares menos las transferencias monetarias recibidas— es en general 

mayor cuanto mayor es el nivel de renta, pero existe una elevada dispersión de 

valores en torno a la tendencia. Como consecuencia de ello, comunidades con 

similar valor de su renta per cápita de mercado contribuyen de manera muy dife-

rente a la solidaridad.  
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GRÁFICO 5.4: Renta de mercado per cápita y peso del gasto redistributivo. Regresiones simples. 
Promedio 2000-2014 y 2014 

a) Promedio 2000-2014 

b) 2014 

Nota: Se presenta la regresión basada en la media del periodo para facilitar la representación gráfica. El análisis con datos de panel confir-
ma el signo y significatividad, y refuerza la capacidad explicativa del mismo. Véase la equivalencia de las abreviaturas en el gráfico 2.2. 

Fuente: INE (2015b, 2015c, 2015e) y elaboración propia. 

Una pregunta razonable es si parte de la dispersión observada al relacionar 

saldos redistributivos y nivel de renta se explica por las desigualdades internas de 

las comunidades y, más concretamente, por el porcentaje de población de cada 

una de ellas amenazada por riesgos de pobreza y exclusión, la más necesitada de 

atención  por  las políticas de servicios sociales. Podría suceder que si ese porcen-
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GRÁFICO 5.5: Relación entre la renta de mercado de los hogares per cápita y los distintos 
componentes de los saldos redistributivos. Regresiones simples. Promedio 2000-
2014 
(euros de 2014 per cápita) 

a) Renta de mercado e impuestos y cotizaciones per cápita

 
b) Renta de mercado y transferencias monetarias per cápita 
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GRÁFICO 5.5 (cont.): Relación entre la renta de mercado de los hogares per cápita y los distintos 
componentes de los saldos redistributivos. Regresiones simples. Promedio 
2000-2014 
(euros de 2014 per cápita) 

c) Renta de mercado y transferencias en especie per cápita 

 
d) Renta de mercado y diferencia entre la renta de mercado y la renta disponible per cápita 

 

Nota: Se presenta la regresión basada en la media del periodo para facilitar la representación gráfica. El análisis con datos de panel confir-
ma el signo y significatividad, y refuerza la capacidad explicativa del mismo. No obstante, el control del análisis de panel del efecto fijo de 
las comunidades autónomas y temporal resulta en la pérdida de significatividad de la diferencia entre la renta de mercado y la renta dispo-
nible per cápita, así como de la ganancia de significatividad al 10% del efecto de las transferencias en especie. Véase la equivalencia de las 
abreviaturas en el gráfico 2.2. 

Fuente: INE (2015b, 2015c, 2015e) y elaboración propia. 

clusión. Los resultados de las regresiones se presentan en el cuadro 5.6, obser-

vándose que, en efecto, la tasa de riesgo de pobreza influye positiva y significati-
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CUADRO 5.6: Determinantes de los saldos redistributivos y sus componentes. Regresiones con datos de corte transversal agrupados (pool) por mínimos 
cuadrados ordinarios y panel con efectos fijos regionales, 2002-2013 

 
Variable dependiente: Saldo 

redistributivo per cápita 

Variable dependiente: Saldo de 
ingresos y transferencias monetarias 

per cápita 

Variable dependiente: Ingresos per 
cápita 

Variable dependiente: Transferen-
cias monetarias per cápita 

Variable dependiente: Transferen-
cias en especie per cápita 

Pool Panel Pool Panel Pool Panel Pool  Panel  Pool  Panel  

Renta per 
cápita de 
mercado 

-0,364 *** -0,223 *** 0,085 0,105 *** 0,027 0,076 ** -0,058 -0,029 0,027 0,12 *** 

(0,067) (0,035) (0,094)  (0,029) (0,060)  (0,029)  (0,056)  (0,021) (0,025)  (0,015)  

Tasa de riesgo 
de pobreza 
(%) 

-54,796 *** 36,608 52,187 37,008 *** -16,357 54,118 ** -68,544 *** 17,11 5,381 29,319 ** 
(17,584) (21,787) (35,524)  (12,316) (23,939)  (21,734) (22,684)  (17,736) (6,350)  (11,951)  

Constante 8.848,597 *** 4.230,757 *** -3.998,283 * -3.962,368 *** 3.432,160 ** 872,910  7.430,436 *** 4.835,261 *** 2.311,089 *** 163,517  

(1.437,353) (992,780) (2.186,671)  (447,130) (1.231,408)  (643,146) (1.513,360)  (736,255) (498,456)  (497,849)  

N.º 204 204 204 204 204 204 204  204  204  204  

R2 0,614   0,834   0,077   0,856   0,06   0,666   0,361   0,777   0,035   0,475   

***, **, *: significativo al 1%, 5% y 10%, respectivamente. 

Nota: Errores estándar entre paréntesis, calculados con clúster de comunidades autónomas  

Fuente: INE (2015b, 2015c, 2015e) y elaboración propia. 
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vamente en el saldo redistributivo per cápita, en el saldo parcial de ingresos y 

transferencias monetarias —en ambos casos con significatividades al 1%— y en el 

gasto per cápita en transferencias en especie —con significatividad al 5%—. En 

los tres casos la variable renta por habitante es significativa al 1%. 

5.3. Gasto en SPF de las comunidades, redistribución e igualdad de 
oportunidades 

Este tercer apartado estudia el papel del gasto en SPF realizado por las comuni-

dades autónomas en la redistribución. En primer lugar evaluamos la situación 

observada y posteriormente estimaremos el efecto sobre la misma de que el gasto 

en salud, educación y servicios sociales de las comunidades autónomas respon-

diera a las necesidades que hemos estimado en el capítulo 3. A partir de este 

cálculo valoraremos si los resultados de las políticas redistributivas responderían 

de forma distinta a los niveles de renta de las regiones. 

La actuación de las comunidades autónomas en la prestación de SPF se con-

centra en el ámbito de lo que, en términos de las operaciones de Contabilidad 

Regional, se denominan transferencias en especie, es decir, prestación de servi-

cios en condiciones de gratuidad o semigratuidad. Las transferencias en especie 

recibidas contribuyen a igualar la renta real de las familias en la medida en que 

el acceso a esos servicios no depende de la capacidad de pago de los hogares 

(por ser gratuitos o porque cuando no lo son por completo existen mecanismos 

—como las becas o los copagos nulos— para evitar la exclusión de las personas 

con pocos recursos). 

El cuadro 5.7 muestra los valores medios por habitante del gasto en SPF de las 

comunidades autónomas y de las transferencias en especie per cápita realizadas a 

los hogares de cada comunidad, así como el cociente entre ambas variables. La 

información se ofrece promediada para los periodos 2002-2007 y 2008-2013 para 

comprobar la influencia de la crisis en este ámbito. Como los ajustes en estos gas-

tos se han producido en los últimos años, en el conjunto del período los valores 

promedios de las transferencias en especie en los años de crisis son superiores a 

los del periodo anterior a 2007.  

Los datos confirman que los niveles de gastos en SPF representan alrededor 

del 85% de las transferencias en especie y que los valores per cápita de ambas 
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variables son bastante dispares entre comunidades. Para comprobar hasta qué 

punto ambas caras del problema están relacionadas, el gráfico 5.6 presenta las 

medias del periodo de las dos variables y muestra la estrecha asociación entre 

ambas. Esta correlación indica que lo que sucede en el ámbito del gasto de las 

comunidades autónomas resulta decisivo para la parte de las políticas redistribu-

tivas que opera a través de las transferencias en especie. 

El corolario inmediato de esa elevada correlación es que, puesto que las trans-

ferencias en especie están decisivamente condicionadas por el nivel de gasto en 

SPF de las comunidades autónomas, los interrogantes planteados en los capítulos 

3 y 4 sobre la justificación de las diferencias de gasto en SPF de las comunidades 

pueden poner en cuestión la lógica de esta parte de las políticas redistributivas. 

CUADRO 5.7: Gasto en SPF de las comunidades autónomas y transferencias en especie per cápi-
ta. Promedio de los periodos 2002-2007 y 2008-2013 
(euros 2013 per cápita) 

  2002-2007 2008-2013 

Gasto en 
SPF 

Transfe-
rencias en 

especie 

Cociente 
(%) 

Gasto en 
SPF 

Transfe-
rencias en 

especie 

Cociente 
(%) 

(1) (2) (1) / (2) (1) (2) (1) / (2) 

Andalucía 2.169,6 2.580,0 84,1 2.471,8 2.784,2 88,8

Aragón 2.356,8 2.768,8 85,1 2.700,2 3.099,5 87,1

Asturias, P. de 2.441,9 2.705,3 90,3 2.907,8 3.016,2 96,4

Balears, Illes 2.082,2 2.564,4 81,2 2.268,7 2.742,3 82,7

Canarias 2.420,3 2.912,7 83,1 2.421,7 3.028,7 80,0

Cantabria 2.525,4 2.772,0 91,1 2.875,7 3.212,1 89,5

Castilla y León 2.448,4 2.776,0 88,2 2.711,7 3.099,8 87,5

Castilla-La Mancha 2.410,6 2.665,8 90,4 2.836,7 3.133,1 90,5

Cataluña 2.274,7 2.591,1 87,8 2.614,6 2.912,3 89,8

Comunitat Valenciana 2.239,0 2.577,9 86,9 2.457,6 2.873,9 85,5

Extremadura 2.504,1 2.876,7 87,0 2.920,0 3.257,4 89,6

Galicia 2.303,6 2.712,1 84,9 2.613,7 2.986,2 87,5

Madrid, C. de 2.153,8 2.483,7 86,7 2.334,3 2.766,8 84,4

Murcia, R. de 2.270,0 2.580,5 88,0 2.816,9 3.113,8 90,5

Navarra, C. F. de 2.813,7 3.007,6 93,6 3.212,2 3.263,7 98,4

País Vasco 2.679,4 3.167,4 84,6 3.207,9 3.767,8 85,1

Rioja, La 2.484,9 2.685,0 92,5 2.719,4 3.136,7 86,7

Fuente: INE (2015b, 2015c, 2015e), IGAE (2015b), Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (2015), Ministerio de Sanidad, Servicios 
Sociales e Igualdad (2015), SGCAL (2015a) y elaboración propia. 
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GRÁFICO 5.6:  Gasto en SPF y transferencias en especie. Regresión simple. Promedio 2002-2013 
(euros de 2014 per cápita) 

 
Nota: Véase la equivalencia de las abreviaturas en el gráfico 2.2. 

Fuente: INE (2015b, 2015c, 2015e), IGAE (2015b), Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (2015), Ministerio de Sanidad, Servicios 
Sociales e Igualdad (2015), SGCAL (2015a) y elaboración propia.. 

Para cuantificar el alcance de esta circunstancia realizaremos dos ejercicios. El 

primero consiste en introducir en dos de las regresiones del apartado anterior 

(cuadro 5.6) el nivel de gasto per cápita de las comunidades autónomas en SPF. 

Los resultados aparecen en el cuadro 5.8 confirman que, en efecto, el nivel de 

gasto per cápita de las comunidades en SPF es significativo para explicar los sal-

dos redistributivos, más allá de las diferencias que se derivan de sus niveles de 

renta que también son significativas.  

Una vez confirmada la hipótesis de que el gasto de las comunidades importa, 

el segundo ejercicio consiste en analizar hasta qué punto las políticas redistribu-

tivas serían distintas si el gasto en SPF que realizan las comunidades autónomas 

respondiera a la intensidad de las necesidades estimada en el capítulo 3. Para 

ello se recalculan las transferencias en especie de cada comunidad suponiendo 

que el gasto de las comunidades en SPF fuera proporcional a sus necesidades, 

según las estimaciones del cuadro 3.14. El cuadro 5.9 presenta el efecto de esta 

sustitución sobre el saldo redistributivo de cada comunidad, manteniéndose todo 

los demás constante en los dos subperiodos considerados (2002-2007 y 2008-

2013). Como se puede observar, en este escenario se producirían cambios impor-

tantes en los saldos redistributivos de las comunidades, en unas al alza (las co-
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munidades que aparecen en las columnas tercera y sexta con una ratio por deba-

jo de 100) y en otras a la baja (las que en dichas columnas presentan valores por 

encima de 100).41 Entre las comunidades cuyos saldos redistributivos mejorarían 

se encuentran sobre todo las ubicadas en la costa mediterránea y entre las que 

verían reducidos sus saldos positivos destacan, como era de esperar, las comuni-

dades forales.  

CUADRO 5.8: Determinantes de los saldos redistributivos y las transferencias en especie per 
cápita. Regresiones pool por mínimos cuadrados ordinarios y panel con efectos 
fijos, 2002-2013 

  
Variable dependiente: Saldo 

redistributivo per cápita 
Variable dependiente: 

Transferencias en especie per cápita 

Pool Panel Pool Panel 

Renta per cápita de mercado -0,387 *** -0,441 ***  
(0,036) (0,025)  

Tasa de riesgo de pobreza -52,611 *** -17,527 *    

(12,463) (9,672)      

Gasto per cápita en SPF 1,655 *** 1,659 *** 0,859 *** 0,896 *** 
(0,248) (0,160)   (0,073) (0,036) 

Constante 4.969,568 *** 5.009,404 *** 711,136 *** 617,24 *** 
(1.128,878) (622,934) (172,348) (91,308) 

N.º 204 204 204 204 

R2 0,859  0,958   0,834   0,917   

***, **, *: significativo al 1%, 5% y 10%, respectivamente. 

Nota: Errores estándar entre paréntesis, calculados con clúster de comunidades autónomas.  

Fuente: INE (2015b, 2015c, 2015e), IGAE (2015a), Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (2015), Ministerio de Sanidad, Servicios 
Sociales e Igualdad (2015), SGCAL (2015a) y elaboración propia. 

La siguiente cuestión es si estos cambios mejoran o no la lógica redistributiva 

resultante. El cuadro 5.10 estima la relación entre los saldos redistributivos para 

los valores promedio del conjunto del periodo 2002-2013, la renta per cápita de 

las comunidades y un gasto por habitante proporcional a las necesidades estima-

das. Se consideran dos modelos: a) bajo el supuesto de que los saldos redistribu-

tivos son los observados en contabilidad regional; b) considerando unos saldos 

redistributivos ajustados para tener en cuenta el cambio en las transferencias en 

especie derivado de suponer que las comunidades gastan según sus necesidades. 

En ambos casos el efecto del gasto per cápita y la tasa de pobreza sobre el saldo

                                                            
41 Debe advertirse que Comunidad de Madrid aparece con un valor por encima de 100 pero en 
realidad mejoraría su saldo redistributivo si las transferencias que reciben sus hogares respondie-
ran al índice de necesidades porque su saldo es negativo y sería en este caso menor. 
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CUADRO 5.9: Efecto promedio sobre el saldo redistributivo de sustituir las transferencias en 
especie por el gasto proporcional a las necesidades. Promedio de los periodos 
2002-2007 y 2008-2013 (euros de 2014 per cápita) 

  2002-2007 2008-2013 

 Saldo 
redistributivo 

con 
transferencia
s en especie 

Saldo 
redistributivo 

con gasto 
proporcional 
a necesidades 

(1)/(2) (%) 

Saldo 
redistributivo 

con 
transferencia
s en especie 

Saldo 
redistributivo 

con gasto 
proporcional 
a necesidades 

(4)/(5) (%) 

  (1) (2) (3) (4) (5) (6) 

Andalucía 1.593,3 1.787,5 89,1 2.395,8 2.525,4 94,9

Aragón 503,5 395,9 127,2 1.545,7 1.397,7 110,6

Asturias, P. de 2.542,5 2.422,6 104,9 3.218,4 2.931,3 109,8

Balears, Illes -207,9 -24,5 848,5 792,9 1.083,3 73,2

Canarias 937,9 729,0 128,7 1.883,5 1.856,6 101,4

Cantabria 1.374,3 1.100,5 124,9 2.428,0 2.085,4 116,4

Castilla y León 1.721,6 1.585,2 108,6 2.465,9 2.353,5 104,8

Castilla-La Mancha 1.373,8 1.272,7 107,9 2.294,1 1.992,8 115,1

Cataluña -460,9 -430,9 106,9 774,3 831,5 93,1

Comunitat Valenciana 741,4 775,8 95,6 2.004,7 2.130,1 94,1

Extremadura 2.502,6 2.338,9 107,0 3.145,5 2.781,0 113,1

Galicia 1.996,1 2.116,8 94,3 2.547,0 2.677,9 95,1

Madrid, C. de -1.775,1 -1.732,8 102,4 -934,1 -750,5 124,5

Murcia, R. de 1.019,8 1.126,6 90,5 2.144,8 1.978,0 108,4

Navarra, C. F. de -222,1 -759,6 29,2 1.170,1 569,5 205,4

País Vasco 853,6 428,6 199,2 2.371,2 1.785,2 132,8

Rioja, La 358,1 228,2 156,9 1.499,0 1.486,7 100,8

Fuente: INE (2015b, 2015c, 2015e), IGAE (2015a), Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (2015), Ministerio de Sanidad, Servicios 
Sociales e Igualdad (2015), SGCAL (2015a) y elaboración propia. 

CUADRO 5.10: Relación entre los saldos redistributivos, la renta per cápita de mercado, la tasa de 
riesgo de pobreza y el gasto per cápita proporcional a las necesidades estimadas. 
Regresiones con datos de corte transversal agrupados (pool) por mínimos 
cuadrados ordinarios y panel con efectos fijos regionales, 2002-2013 

  Variable dependiente: Saldo redistributivo 
Variable dependiente: Saldo redistributivo per 

cápita con necesidades efectivas 

Pool Panel Pool Panel   

Renta per cápita de mercado -0,402 *** -0,475 *** -0,394 *** -0,474 *** 

(0,061) (0,025) (0,045) (0,024) 

Tasa de riesgo de pobreza (%) -69,492 *** -25,354 *** -59,798 *** -25,48 *** 

(16,912)  (8,489)  (12,887)  (8,251)  

Gasto per cápita según 
necesidades efectivas 

1,819 *** 2,020 *** 1,783 *** 1,960 *** 

(0,183) (0,162) (0,151) (0,148) 

Constante 5.412,126 *** 5.057,010 *** 5.026,544 *** 5.092,961 *** 

(1.094,833) (464,896)     (896,347) (543,020)     

N.º 204 204 204 204 

R2 0,766   0,933   0,840   0,916   

***, **, *: significativo al 1%, 5% y 10%, respectivamente. 

Nota: Errores estándar entre paréntesis, calculados con clúster de comunidades autónomas.  

Fuente: INE (2015b, 2015c, 2015e), IGAE (2015a), Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (2015), Ministerio de Sanidad, Servicios 
Sociales e Igualdad (2015), SGCAL (2015a) y elaboración propia.  
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son positivos y significativos y el de la renta es negativo. Los coeficientes de de-

terminación de las regresiones son mayores que los modelos del cuadro 5.8. Así 

pues, un reparto de las transferencias en especie más ajustado a las necesidades 

estimadas mejoraría la lógica redistributiva interregional del conjunto de las ac-

tuaciones del sector público. 

GRÁFICO 5.7: Desigualdad medida por el coeficiente de variación de la renta de mercado, la 
renta disponible y la renta disponible ajustada, 2002-2014 
(porcentaje) 

 
Fuente: INE (2015c) y elaboración propia. 

Por último, se compara la desigualdad interregional asociada a esta hipotética 

situación en la que los saldos redistributivos son los resultantes de que las comu-

nidades gastaran en SPF proporcionalmente a sus necesidades con la observada. 

Se analiza la dispersión de las tres definiciones de renta de los hogares conside-

radas (renta per cápita de mercado, disponible y disponible ajustada) presentan-

do en el gráfico 5.7 los coeficientes de dispersión regionales de estas variables a 

lo largo del periodo. Su trayectoria muestra lo siguiente: a) la desigualdad de la 

renta de mercado de los hogares entre las comunidades se redujo durante la ex-

pansión pero aumentó en los años de crisis, volviendo a los niveles de 2003; b) la 

renta disponible per cápita presenta una desigualdad entre comunidades signifi-

cativamente menor que la de mercado pero, tras mantenerse estable la disper-

sión en los años de crecimiento, su tendencia reciente es hacia el aumento de la 

desigualdad entre comunidades; c) la renta disponible ajustada es menos de-

sigual que la renta disponible, reflejando la importancia de las transferencias en 

especie para el efecto final de las políticas redistributivas desde la perspectiva 
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regional, observándose también una tendencia al crecimiento de la desigualdad 

durante la crisis; d) un gasto en servicios públicos fundamentales de las comuni-

dades proporcional a sus necesidades reforzaría ligeramente la igualdad interre-

gional, como muestra el menor valor del coeficiente de variación y su reducción 

al final del periodo.  
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6. Conclusiones 

ESTA monografía ha analizado el gasto en servicios públicos fundamentales en 

España y sus comunidades autónomas desde diversas perspectivas. Se ha estudia-

do la importancia del gasto en servicios públicos fundamentales (SPF), su evolu-

ción antes de la crisis y durante la misma, los efectos de los ajustes fiscales, las 

diferencias de gasto entre comunidades y sus posibles causas, y la importancia de 

los SPF para los resultados de las políticas redistributivas. 

Gran parte de la investigación realizada se apoya en el nuevo banco de datos 

sobre la distribución regional del gasto en SPF en el periodo 2002-2013, elabora-

do por los autores y que constituye una de las principales aportaciones de este 

proyecto. Una vez expuestos en detalle la información generada y los resultados 

de los análisis, este capítulo final presenta las principales conclusiones cuantitati-

vas y cualitativas del estudio, así como algunas de sus implicaciones para las polí-

ticas públicas. 

Relevancia de los SPF en el sector público español 

La importancia de los servicios públicos que denominamos fundamentales se 

deriva de las funciones que realizan —educación, sanidad y protección social— y 

de su peso en el gasto público. Durante la última década, los SPF han represen-

tado en torno al 60% del gasto público español, con una trayectoria de su peso 

creciente hasta 2013 (según los indicadores disponibles), salvo una pequeña con-

tracción experimentada en 2012.  

En términos absolutos, la contención del gasto en SPF de los últimos años se 

ha producido como consecuencia de los graves desequilibrios financieros acumu-

lados por las Administraciones Públicas durante la crisis, que han puesto de ma-

nifiesto la imposibilidad de sostener las tendencias expansivas del gasto del pe-

riodo anterior. Parte de esas tendencias crecientes se derivan de factores demo-

gráficos —relacionados sobre todo con el envejecimiento— que continúan y 

continuarán presionando a lo largo de las próximas décadas sobre la protección 

social y también, en cierta medida, sobre el gasto sanitario (especialmente el re-
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lacionado con tratamientos de enfermedades crónicas y de atención a los depen-

dientes). Así pues, la cuestión de la sostenibilidad del gasto en SPF va más allá de 

las dificultades de la crisis.  

La reducción del gasto en SPF es percibido por la opinión pública como una 

menor atención a necesidades que no han disminuido. Además, comporta una 

revisión a la baja de las expectativas de los ciudadanos sobre los compromisos 

gubernamentales previos en materia de protección social e igualdad de oportu-

nidades en el acceso a la educación y a la salud. Por ambas razones, los ajustes de 

gasto en SPF asociados a los objetivos de consolidación fiscal han ido acompaña-

dos de importantes tensiones políticas y sociales. 

La información suministrada en el capítulo 1 permite plantear los debates en 

torno a la situación y el futuro del gasto en SPF sobre bases objetivas. Dos coor-

denadas fundamentales en ese sentido son: los datos sobre los ingresos y gastos 

públicos y la sostenibilidad financiera de los compromisos; las informaciones re-

feridas a la asignación y distribución de los recursos dedicados a los SPF y sus 

resultados en términos de eficiencia y mejora de la equidad.  

Los principales mensajes derivados del capítulo primero son los siguientes: 

1) España ha de abordar la discusión sobre el nivel de gasto en SPF que resulta 

sostenible teniendo presente que parte de una posición financiera desequili-

brada: el déficit público sigue siendo alto a pesar de los esfuerzos de conten-

ción del mismo y el endeudamiento público acumulado es muy elevado, 

prácticamente el 100% del producto interior bruto (PIB). 

2) Desde una perspectiva comparada, sobre todo europea, el desajuste fiscal 

español se deriva más de su escasa capacidad de generar ingresos que de un 

nivel particularmente elevado de los gastos públicos. 

3) España reparte su gasto público en SPF en dos grandes actividades: produc-

ción de servicios y transferencias redistributivas. Lo hace en porcentajes simi-

lares a los grandes países de referencia considerados: Francia, Alemania, 

Reino Unido, Italia, Canadá y Estados Unidos. Tampoco se diferencia signi-

ficativamente de ellos por el porcentaje que representa el empleo público 
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sobre el total, ni por el volumen de los salarios públicos ni por las primas sa-

lariales en comparación con los salarios privados en profesiones similares. 

4) La estructura por Administraciones del sector público español es parecida a 

la de los países federales, estando descentralizado casi el 50% del gasto total 

y un porcentaje algo menor de los ingresos. Las Administraciones centrales 

mantienen un peso decisivo en el gasto en protección social —pensiones, 

desempleo—; en cambio, las comunidades autónomas lo tienen en educa-

ción, sanidad y —junto con las corporaciones locales— en servicios sociales. 

5) Como consecuencia de esa especialización en la prestación de los SPF, las 

Administraciones centrales fundamentalmente redistribuyen fondos mien-

tras que las comunidades autónomas y corporaciones locales concentran la 

mayor parte de las actividades de producción y el empleo público (75%). Por 

esta razón, los retos en términos de eficiencia productiva se localizan más en 

las Administraciones territoriales, mientras que para la redistribución de la 

renta es relevante la actuación de todas las Administraciones. 

6) Los datos indican que los ajustes de gasto y empleo llevados a cabo por las 

Administraciones Públicas en los últimos años han afectado también a los 

SPF. El gasto per cápita en términos reales del conjunto de los SPF se ha re-

ducido desde el máximo de 2009 en un 10% hasta 2013, a pesar del esfuerzo 

realizado por proteger estas funciones de gasto. El reflejo de esta voluntad se 

advierte en que el peso de estos gastos en el PIB se ha mantenido en torno al 

28%, por encima del nivel alcanzado antes de la crisis. Pese a la prioridad 

que refleja el hecho de que el peso de los SPF en el gasto público haya au-

mentado, la caída del gasto real en SPF no se ha evitado. La causa principal 

de ese retroceso es la caída de los ingresos de la economía española en estos 

años, que constituyen la base fiscal para financiar el conjunto de los servicios 

públicos. 

7) El esfuerzo en SPF no ha evolucionado por igual en las tres funciones que los 

integran: mientras el gasto en protección social se ha mantenido, el gasto en 

educación y sanidad se han contraído. Dado que cada administración está 

especializada en un tipo de servicio, estas diferencias en la evolución del gas-

to de cada una de las funciones implican que los ajustes se han producido 

más en las Administraciones territoriales. Los gastos sociales más preservados 
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han sido los de las funciones gestionadas por las Administraciones centrales: 

pensiones y cobertura al desempleo. 

8) Los indicadores de resultados del sector público son más escasos que los re-

feridos a los recursos manejados (sean estos reflejados con datos de ingresos 

o gastos). Los indicadores más simples de resultados son los grados de cober-

tura que recibe la población usuaria de los servicios educativos, sanitarios y 

de protección social. En España todas estas coberturas son elevadas, similares 

a las del resto de países avanzados, pero en algunos servicios se han visto 

afectadas a la baja por los ajustes de gasto de los últimos años.  

9) Si en lugar del acceso a los servicios se contemplan los resultados efectivos de 

los mismos para los usuarios, la posición de España en comparación con 

otros países no es favorable en algunos de ellos. Por ejemplo, según los indi-

cadores de competencias formativas adquiridas (Programa Internacional pa-

ra la Evaluación de Estudiantes [PISA42], Programa para la Evaluación Inter-

nacional de las Competencias de los Adultos [PIAAC43]), la eficiencia de los 

servicios educativos españoles no es satisfactoria. Asimismo, la potencia redis-

tributiva de las prestaciones sociales también es menor que en otros países 

europeos de referencia. En cambio, no se aprecian estas limitaciones en los 

servicios de salud que, atendiendo a los indicadores de estados de salud per-

cibida por la población y de esperanza de vida, ofrecen resultados superiores 

a los de otros países.  

En suma, por lo general los SPF ofrecen en España niveles de cobertura eleva-

dos, pero se enfrentan a tres tipos de problemas importantes. El más inmediato 

es que en la actualidad se encuentran sometidos a tensiones derivadas de los 

ajustes de gasto llevados a cabo por las Administraciones Públicas. A pesar del 

esfuerzo realizado por preservarlos, en el gasto educativo y sanitario ha habido 

retrocesos que han tenido que ser gestionados, fundamentalmente, por las co-

munidades autónomas. 

                                                            

42 Programme for International Student Assessment. 
43 Programme for the International Assessment of Adult Competencies. 
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El segundo problema a destacar obedece a las dudas planteadas acerca de la 

eficiencia y la equidad de las políticas desarrolladas por las Administraciones res-

ponsables del diseño y la ejecución de los SPF. La falta de tradición en la evalua-

ción de las políticas limita la precisión de los diagnósticos disponibles en este 

ámbito. 

Por último, las Administraciones responsables de los SPF asociados al enveje-

cimiento —pensiones, sanidad y dependencia— se enfrentarán a problemas de 

sostenibilidad financiera adicionales a los actuales en las próximas décadas, como 

consecuencia de las tendencias crecientes a largo plazo del gasto en pensiones y 

en cuidados de larga duración. 

Los SPF en las comunidades autónomas 

España es un estado cuasifederal, formado por comunidades autónomas con 

notables diferencias entre sí, no solo de tamaño sino también en cuanto al des-

pliegue del sector público en sus territorios. La importante descentralización de 

los SPF en las Administraciones territoriales, sobre todo en las comunidades au-

tónomas, es un rasgo muy relevante para el análisis de su problemática en nues-

tro país.  

La información elaborada en este proyecto sobre la distribución regional del 

gasto en SPF representa un avance importante para analizar la actuación territo-

rial del sector público. En el capítulo 2 se han analizado las trayectorias tempora-

les y las diferencias regionales del gasto de cada una de las Administraciones Pú-

blicas durante el periodo 2002-2013, en los dos subperiodos que representan la 

fase expansiva de crecimiento previa a 2007 y la posterior de crisis. 

Del banco de datos construido merece la pena destacar los siguientes mensa-

jes:  

1) El nivel y la composición del gasto en SPF por habitante, y el peso del gasto 

público en estos servicios en el PIB regional, son muy diversos entre comu-

nidades. El rango de las diferencias en gasto por habitante en SPF en las co-

munidades autónomas es enorme, pues va desde los 5.200 a los 8.300 euros. 

En el porcentaje que representa el gasto en SPF sobre el PIB regional el ran-

go de las comunidades también es muy grande, oscilando entre el 20% y el 
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40%. Las principales diferencias ya estaban presentes antes de la creación de 

las comunidades autónomas porque el despliegue territorial del sector pú-

blico en España no era uniforme y han sobrevivido al desarrollo del Estado 

de las Autonomías.  

2) La evolución de los SPF indica que el nivel de gasto per cápita agregado en 

estos servicios ha caído en los años más recientes, aunque se ha preservado 

en la práctica totalidad de las comunidades autónomas el nivel de 2007 y en 

alguna de las mejor posicionadas incluso ha aumentado. En todos los casos, 

el peso del gasto público en SPF con relación al PIB es mayor actualmente 

que en 2007, mostrando el esfuerzo por mantener el gasto en estos servicios 

en términos de PIB como antes de comenzar la crisis. 

3) Las diferencias en los niveles de gasto per cápita de SPF entre comunidades 

son tan importantes que cabe afirmar que se trata del rasgo más destacado 

de la situación española. Las diferencias cambian de unas funciones a otras y 

los ajustes en cada una de ellas han sido de distinta intensidad. Los mayores 

ajustes se han producido en educación y sanidad —gestionadas por las co-

munidades autónomas — y los menores en protección social, en especial en 

la parte de esta función gestionada por las Administraciones centrales.  

4) El gasto público en educación es administrado en un 90% por las comuni-

dades autónomas y presenta diferencias por habitante de hasta 55 puntos 

porcentuales entre territorios. Su tendencia es creciente a lo largo de la eta-

pa expansiva previa a la crisis, pero desde 2010 experimenta una notable 

caída, consecuencia de políticas de control del gasto que resultan de diferen-

te intensidad según la comunidad considerada. Solo el Principado de Astu-

rias mantiene en estos años su gasto real por habitante. En el resto se reduce 

a pesar de que casi todas las comunidades mantienen el esfuerzo en el gasto 

educativo con relación al PIB. 

5) El gasto en salud es igualmente gestionado casi en su totalidad por las co-

munidades autónomas y también presenta diferencias sustanciales por habi-

tante entre territorios, de hasta 45 puntos porcentuales, algo menores que 

las educativas. La evolución en los años de crisis del gasto sanitario público 

ha exigido ajustes que han tenido un efecto notable en todos los territorios. 

Solo con relación al mantenía en 2013 su nivel de gasto real por habitante de 
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2007, a pesar de que en todas las comunidades —excepto La Rioja— se ha 

mantenido o ha aumentado el esfuerzo realizado en estos servicios, dedicán-

doles un mayor porcentaje del PIB. 

6) El gasto en protección social es gestionado en mayor medida por las Admi-

nistraciones de la Seguridad Social y central y, a diferencia del resto de fun-

ciones que componen los SPF, aumentó con fuerza en los primeros años de 

la crisis. Tras ese comportamiento se encuentra el papel del seguro de des-

empleo —y en parte también de las jubilaciones anticipadas— como estabili-

zador automático y la protección otorgada al gasto en pensiones. En los años 

más recientes el gasto en protección social se ha mantenido prácticamente 

constante.  

7) El gasto en protección social por habitante en términos reales ha sido el más 

preservado durante la crisis: ha aumentado en todos los territorios después 

de 2007 y también lo ha hecho el porcentaje de PIB dedicado a estos servi-

cios en todas las comunidades.  

8) Desde el punto de vista territorial, el gasto por habitante en protección social 

es todavía más dispar, alcanzándose diferencias del 87% entre los territorios 

con mayor y menor nivel. Los mayores desembolsos per cápita se observan 

en territorios con altos niveles de renta (porque sus salarios y tasas de em-

pleo son mayores y generan más derechos) pero existe mucha casuística en-

tre comunidades, en la que influye el envejecimiento y la especial protección 

a colectivos residentes en ciertas comunidades.  

Estos resultados muestran como primera característica del despliegue de los 

SPF en España la heterogeneidad territorial. Este rasgo es más definitorio de la 

situación actual que los ajustes llevados a cabo durante la crisis y se presenta en 

ocasiones con una intensidad sorprendente para tratarse de un mismo país. Las 

diferencias de gasto por habitante entre comunidades son a veces superiores a las 

que se observan entre España y otros países de nuestro entorno.  

Como consecuencia de esa diversidad, tras los retrocesos que experimentan 

en estos años todas las comunidades, algunas bien posicionadas realizan actual-

mente un gasto en SPF que continúa por encima de los que alcanzaban otras 

comunidades antes de la crisis. Sin embargo, esta realidad no genera la misma 
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preocupación en la opinión pública que los ajustes recientes, pese a que la Cons-

titución de 1978 establece el compromiso de hacer compatible la diversidad te-

rritorial con la igualdad de las oportunidades en el acceso a los servicios públicos 

—en especial los fundamentales—. Los datos mostrados en este volumen hacen 

pensar que esas oportunidades probablemente no son las mismas y justifican el 

análisis realizado en este volumen sobre las causas y consecuencias de la hetero-

geneidad constatada. 

Diferencias de gasto versus necesidades  

En los SPF se distinguen dos grandes categorías de gasto. La primera de las 

mismas son las transferencias monetarias de protección social y en ellas las dife-

rencias territoriales de gasto por habitante son, en buena medida, explicadas 

porque están ligadas a cotizaciones individuales previas. La segunda categoría 

corresponde a las transferencias en especie, asociadas a los servicios sanitarios, 

educativos y de protección social. En su caso las diferencias requieren una expli-

cación distinta, pues se trata de servicios en los que un objetivo destacado debe-

ría ser la igualdad de oportunidades. Esta meta podría requerir que el gasto por 

habitante no fuera exactamente el mismo si las necesidades son diferentes, pero 

también podría ser distinto si, en el ejercicio de su autonomía, las comunidades 

decidieran prestar los servicios de forma diferente.  

En los capítulos 3 y 4 se han evaluado las causas de las diferencias de gasto per 

cápita observadas en los SPF que gestionan las comunidades, comenzando por 

estudiar si las comunidades tienen distintas necesidades por habitante. La litera-

tura especializada reconoce posibles diferencias y los gestores mencionan ciertos 

factores que influyen en la demanda de prestación de los servicios sanitarios, 

educativos o de protección social, como la estructura por edades de la población 

—si es más joven se incrementa el coste de la educación y si está más envejecida 

aumenta el de la sanidad o la dependencia—. También se reconocen circunstan-

cias relacionadas con los costes de producción de los servicios, como la superfi-

cie, la dispersión extrema o la concentración de la población, que suele elevar los 

precios.  

Los dos problemas mayores para tratar estas variables son su medición y pon-

deración de un modo ecuánime. No es fácil llegar a acuerdos en este sentido 
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porque cada comunidad tiende a considerar que sus circunstancias son las más 

relevantes y defiende su inclusión prioritaria en el cálculo de las necesidades. 

Para abordar la cuestión de modo objetivo hemos propuesto una metodología 

basada en el principio del anonimato, según el cual las circunstancias que influyen 

en las necesidades deben ser medidas y ponderadas con un mismo criterio en 

todas las comunidades.  

La métrica desarrollada para la estimación de las diferencias de necesidad por 

habitante de los territorios la hemos aplicado a las comunidades y ciudades au-

tónomas españolas para estimar en qué medida se justifica reconocer necesida-

des por habitante distintas en las tres funciones de gasto en SPF consideradas y 

en el conjunto de los mismos. La información elaborada ofrece una base empíri-

ca para evaluar las diferencias de gasto observadas. Los resultados más relevantes 

de las estimaciones realizadas son los siguientes: 

1) Las diferencias entre comunidades en sus estructuras demográficas, distribu-

ciones de la población sobre el territorio y niveles de precios tienen, en efec-

to, capacidad de generar diferencias en sus necesidades de gasto por habi-

tante que, en algunos casos, son importantes. Sin embargo, estos factores ac-

túan con frecuencia en distinto sentido en cada servicio, de modo que sus 

efectos agregados sobre las necesidades globales de gasto en SPF se compen-

san en gran parte.  

2) Los índices de necesidades per cápita por comunidades correspondientes a 

la educación presentan un rango de valores importante, de hasta 38 puntos 

porcentuales, debido a que las estructuras demográficas —el peso de la po-

blación joven— y la distribución de la población sobre el territorio son muy 

dispares. 

3) El abanico de necesidades per cápita entre comunidades en el caso de la sa-

nidad es algo menor, pero también relevante (27 puntos porcentuales). En 

este caso se debe al diferente peso de la población envejecida, además de la 

relevancia de los factores de costes diferenciales considerados.  

4) En el caso de los servicios de protección social el rango de variación de los 

índices de necesidades per cápita de las comunidades autónomas es también 

elevado (31 puntos porcentuales). 
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5) Un resultado importante a efectos presupuestarios es que la consideración 

conjunta de los tres SPF reduce sustancialmente el abanico de necesidades 

por habitantes de las comunidades autónomas. En el agregado de los SPF el 

rango de las necesidades oscila entre 106% y 94% (12 puntos porcentuales) 

tomando como referencia el valor medio de España (= 100). 

6) En el conjunto de los SPF las diferencias de gasto por habitante observadas 

son muy superiores a las diferencias de necesidad estimadas. Mientras el ran-

go de las primeras supera los 60 puntos porcentuales el de las segundas se 

limita a 12 puntos porcentuales. Las diferencias de gasto real per cápita ob-

servadas no se explican pues, en general, por los índices de necesidad esti-

mados, pues el rango de variación de las primeras es mayor y las correlacio-

nes entre ambas variables son limitadas.  

Con la cautela que exigen las dificultades de cálculo de las necesidades, la 

conclusión general que se deriva de la estimación de las necesidades de gasto 

basada en los criterios defendidos en este trabajo es que, aunque es razonable 

reconocer un cierto abanico de necesidades per cápita entre las comunidades, 

este sería bastante inferior al abanico del gasto efectivo por habitante observado.  

Recursos financieros y gastos de las comunidades autónomas 

Por tanto, las diferencias de gasto observadas han de encontrar su explicación 

en otras causas. El capítulo 4 ha explorado en qué medida las diferencias de gas-

to se explican por las restricciones presupuestarias de las comunidades puesto 

que, como es sabido por las frecuentes discusiones sobre los modelos de finan-

ciación, los ingresos por habitante de las comunidades autónomas son muy dis-

pares. 

El análisis desarrollado considera la restricción presupuestaria de las comuni-

dades de tres modos: los ingresos derivados de los modelos de financiación; los 

ingresos totales no financieros; y los ingresos totales liquidados, incluidos tanto 

los no financieros como los financieros. La razón para no limitarse a estudiar los 

ingresos de los sistemas de financiación es que los ingresos que llegan a las co-

munidades por otros caminos —tributos propios y transferencias del Gobierno 

central y la Unión Europea— representan en promedio cerca de un tercio de los 

ingresos no financieros. Además, el recurso al endeudamiento también debe ser 
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tenido en cuenta, pues es importante en algunas comunidades a lo largo de todo 

el periodo y se generalizó a todas en los primeros años de la crisis. 

Los resultados más destacables del análisis del papel de las diferencias de in-

gresos para explicar las diferencias de gasto per cápita son los siguientes: 

1) El rango de variación de los recursos totales (incluyendo el endeudamien-

to) y de los ingresos no financieros por habitante de las comunidades autó-

nomas es enorme: las que cuentan con más financiación —forales y Extre-

madura— superan los recursos de las peor financiadas —Comunitat Valen-

ciana, Comunidad de Madrid y Región de Murcia— en más del 50% a lo 

largo del periodo analizado. 

2) Los ingresos no financieros de las comunidades resultan determinantes de 

las diferencias de gasto en SPF por habitante observadas, y lo mismo sucede 

con las diferencias en los ingresos provenientes del sistema de financiación, 

que también tienen una influencia significativa en los gastos. En cambio, las 

diferencias de ingresos entre comunidades no se explican por la distinta in-

tensidad de sus necesidades por habitante. 

3) La comparación de los ingresos y los gastos en SPF de las comunidades con-

firman, por tres vías distintas, que estos servicios son prioritarios para los 

Gobiernos autonómicos: las comunidades con menos ingresos consumen 

un mayor porcentaje de los mismos en atender los SPF, reduciendo para 

ello el gasto en las restantes funciones; cuando los ingresos se reducen por 

efecto de la crisis, en todas las comunidades el gasto en SPF consume un 

mayor porcentaje del presupuesto porque se protege más; las comunidades 

que tienen menos ingresos en relación a sus necesidades recurren más al 

déficit para financiar el gasto y de ese modo mantener su mayor esfuerzo en 

la prestación de los SPF. 

4) El gasto en SPF aumenta con los ingresos: las comunidades que tienen ma-

yores recursos financieros gastan más por habitante. Las elasticidades gasto-

ingreso son menores que la unidad en educación (0,25), sanidad (0,26) y 

conjunto de los SPF (0,36) y mayores (1,3) en los servicios de protección 

social. El despliegue de estos últimos es más reciente y desigual, al tiempo 
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que parece más condicionado por las disponibilidades financieras de cada 

comunidad. 

5) Los niveles de gasto por habitante en SPF se traducen en diferentes niveles 

de servicios per cápita. Según los índices de volúmenes de servicios elabo-

rados, las diferencias en los servicios ofrecidos per cápita alcanza los 60 

puntos porcentuales en el caso de la sanidad y los 30 puntos porcentuales 

en la educación. En el agregado de ambos servicios —el índice no ha sido 

posible calcularlo para protección social— las diferencias son de 36 puntos 

porcentuales, similares a las que se observan en el gasto en SPF.  

6) Las diferencias entre comunidades en el volumen de los servicios prestados 

no explican todas las diferencias de gasto: los gastos por unidad de servicios 

ofrecida muestran un abanico de valores entre comunidades de hasta 25 

puntos porcentuales, incluso tras corregir por los factores de costes dife-

renciales asociados a la dispersión de población y los niveles de precios. 

Tras este rango de valores pueden encontrarse factores de diversa naturale-

za: la organización y la eficiencia en la prestación de los servicios, la calidad 

de los mismos y las condiciones laborales de los empleados públicos. Con la 

información disponible no es posible precisar el papel de cada uno de ellos.  

En conclusión, las diferencias en los ingresos parecen decisivas para explicar 

las diferencias de gasto por habitante. Según la información elaborada, las mayo-

res holguras financieras permiten a las comunidades que las disfrutan ampliar el 

volumen de servicios que prestan a sus habitantes. Esto confirma la hipótesis de 

que tras las diferencias de gasto no parecen existir diferencias de necesidad por 

habitante sino más bien desigualdades significativas en el acceso a los servicios 

educativos y sanitarios para los ciudadanos residentes en distintos territorios. Se 

trata de una conclusión preocupante que resulta confirmada por los análisis 

econométricos realizados en el capítulo 4: los ingresos y los volúmenes de servi-

cios ofrecidos son las variables que explican las diferencias de gasto per cápita. 

Servicios públicos fundamentales y políticas redistributivas  

Las implicaciones de estas conclusiones para la actuación redistributiva del 

sector público son importantes, pues esta opera en buena medida a través del 

gasto en SPF, que representan el 80% del gasto público redistributivo total.  
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La redistribución tiene lugar porque los hogares reciben pagos monetarios y 

en especie que superan a los impuestos directos y cotizaciones que pagan y, en 

parte, no dependen de sus contribuciones a los ingresos públicos. De hecho, la 

renta disponible ajustada de los hogares (que incluye las transferencias monetarias y 

en especie) supera a su renta primaria o de mercado (la que obtienen por el em-

pleo de sus factores productivos, trabajo y capital).  

Así pues, los hogares aumentan su capacidad de disfrutar bienes y servicios 

como consecuencia de estas actuaciones públicas.44 La diferencia entre renta de 

mercado y renta disponible ajustada ofrece además, por lo general, un saldo más 

favorable cuanto menor es el nivel de renta de las familias y por ello la distribu-

ción resultante de la renta es más igualitaria. La redistribución puede operar con 

distinta intensidad a través de instrumentos diversos —los impuestos, las transfe-

rencias monetarias y las transferencias en especie—, y hacerlo de manera dife-

rente en cada territorio.  

La intensidad redistributiva de los impuestos y cotizaciones depende de su 

progresividad. La de las coberturas sociales que ofrecen las transferencias para el 

pago de pensiones y el seguro de desempleo puede ser limitada porque estas de-

penden en buena medida de las cotizaciones previas. En cambio, la intensidad 

de la redistribución asociada a las transferencias en especie —como la educa-

ción, la sanidad o los servicios sociales— es máxima si prevalece el criterio de la 

igualdad de oportunidades y los servicios recibidos no dependen en absoluto de 

la renta de las familias sino de sus necesidades.  

Aunque los destinatarios de las políticas redistributivas son los ciudadanos, los 

saldos de las mismas en las comunidades deberían reflejar sus niveles de renta 

medios, resultando más favorables en las regiones más pobres. Uno de los de-

terminantes básicos de esos saldos será el nivel de gasto en SPF en cada comuni-

dad y, por tanto, es pertinente preguntarse si las diferencias de gasto por habi-

tante observadas responden a los criterios redistributivos esperables o no.  

El capítulo 5 ha analizado la evidencia disponible sobre los resultados de las 

políticas redistributivas desde la perspectiva de la renta de los hogares y sus rela-

                                                            
44 El sector público financia ese saldo favorable a los hogares con las aportaciones de otros secto-
res institucionales como las empresas, o mediante el endeudamiento. 
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ciones con el gasto territorializado en SPF en España en la década estudiada. Se 

ha prestado especial atención a la importancia para esos resultados de lo sucedi-

do durante la crisis y, en este sentido, hay varias conclusiones importantes que 

señalar:  

1) La renta disponible ajustada de las familias ha retrocedido entre 2008 y 2014 

un 11,3%. Se trata de una caída muy importante, aunque sustancialmente 

menor que la que ha tenido lugar en las rentas de mercado de los hogares 

(20%), de modo que tras el retroceso de la renta disponible ajustada de los 

hogares se encuentra sobre todo la caída de la renta de mercado.  

2) El papel compensatorio de las políticas redistributivas del sector público ha 

aumentado durante la crisis, pasando el saldo redistributivo de representar el 

4% de la renta de las familias al 11%.  

3) La parte de las políticas redistributivas que depende del gasto en SPF se ha 

visto influida por la caída del mismo a partir de 2010 como consecuencia de 

los ajustes fiscales llevados a cabo para paliar los elevados déficits públicos 

acumulados tras el desplome de los ingresos públicos que se produce al lle-

gar la crisis.  

4) La caída del gasto en SPF es moderada en el caso de la prestaciones sociales 

monetarias (4,3%) y mucho más intensa en las transferencias sociales en es-

pecie. Para las familias, el retroceso en los gastos en servicios prestados por 

las comunidades autónomas que tienen un efecto redistributivo potencial 

elevado por su incidencia en la igualdad de oportunidades ha sido de una in-

tensidad importante, pues la caída acumulada se eleva al 17%. 

El análisis del efecto regional de las políticas redistributivas muestra resultados 

relevantes y subraya la importancia de los SPF para las mismas:  

1) El abanico de los saldos redistributivos regionales es elevado, representando 

en algunas comunidades en los años recientes más del 20% de sus rentas 

primarias —alcanzando hasta el 29% en Extremadura en 2014— mientras en 

la Comunidad de Madrid es negativo. La diversidad de los saldos, confirma la 

importancia de los flujos de solidaridad interregionales que operan a través 

de las políticas fiscales. 
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2) La importancia de los saldos redistributivos aumenta durante la crisis en to-

das las comunidades autónomas, confirmando que las políticas compensato-

rias públicas han reforzado su relevancia de manera generalizada a pesar de 

que el gasto en SPF se haya contraído.  

3) En conjunto, la relación entre la importancia de los saldos redistributivos 

territoriales y la renta per cápita media es negativa, como cabía esperar, y es-

tadísticamente significativa.  

4) En cuanto a la contribución de los distintos componentes de dicho saldo 

según el nivel de renta, la relación entre los impuestos y cotizaciones y renta 

es positiva —contribuyen más las que más tienen— y la de las transferencias 

monetarias también —a mayor renta más prestaciones sociales—. A pesar de 

que este segundo signo sea también positivo, el efecto conjunto de las trans-

ferencias recibidas menos las contribuciones realizadas tiene una relación 

negativa con la renta per cápita. Por tanto, los instrumentos de las políticas 

de protección social reducen la desigualdad de rentas interregionales. 

5) La intensidad regional de las transferencias en especie no presenta una rela-

ción significativa con los niveles de renta per cápita, pero esto no es sino el 

reflejo de que el acceso a los servicios en los distintos territorios no depende 

del nivel de su renta de mercado. Gracias a ello la renta disponible de las re-

giones es menos desigual una vez ajustada, es decir, computadas las transfe-

rencias en especie.  

6) Pese a lo anterior, la heterogeneidad observada en el gasto por habitante de 

las comunidades autónomas limita el efecto igualador de las transferencias 

en especie. Si el nivel de gasto de las comunidades correspondiera a los indi-

cadores de necesidad estimados se producirían dos efectos positivos: habría 

más garantías de realización del principio de igualdad de oportunidades y 

serían mayores los resultados redistributivos de las transferencias en especie 

—y también del conjunto de las políticas públicas que cumplen esta finali-

dad—. 

En suma, el gasto público en SPF es redistributivo y en los años de crisis pre-

senta una evolución con rasgos que, en contra de lo que puede parecer, no son 

contradictorios: el esfuerzo por mantener los SPF ha aumentado sustancialmente 
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el peso del saldo de las políticas redistributivas en la renta de los hogares; esto ha 

sucedido al mismo tiempo que el gasto en SPF se ha reducido, sobre todo el ca-

nalizado a través de las transferencias en especie de las comunidades autónomas.  

La incidencia regional de las políticas redistributivas responde en general a un 

patrón de progresividad —saldos mayores en las regiones con menor renta— 

pero presenta limitaciones que tienen dos orígenes muy distintos. Por una parte, 

se deben a que en las políticas de protección social los derechos reconocidos se 

relacionan en buena medida positivamente con las rentas; y por otra, se produ-

cen por una razón menos explicable: que los ingresos de las comunidades autó-

nomas no responden tanto a sus necesidades como a otras causas y, por ello, los 

gastos y los volúmenes de servicios por habitante en SPF son muy diferentes. 

Comentarios finales  

Las conclusiones presentadas en los apartados anteriores conducen a algunos 

comentarios finales de carácter general:  

a) El análisis del gasto en SPF y su distribución regional en el periodo 2002-

2013 no respalda la tesis de la destrucción de las columnas del Estado del 

bienestar que representan estos gastos. Aunque sin duda este se ha visto 

afectado por la crisis, los perfiles del impacto de la misma y su gestión son 

relevantes.  

b) El crecimiento del gasto en SPF fue rápido en los años de expansión, en 

especial en el caso de la sanidad y la protección social, las dos funciones 

más relacionadas con el envejecimiento. En sintonía con esta circunstancia, 

el gasto de las comunidades autónomas y las corporaciones locales creció a 

más velocidad. Con la llegada de la crisis el gasto en SPF ha sido preservado 

en parte mediante el mayor esfuerzo que reflejan el mantenimiento del 

porcentaje que representa en el PIB y el crecimiento del porcentaje que 

supone del gasto público. Ahora bien, esa protección de los niveles de gasto 

en SPF se ha concentrado en las actividades desarrolladas por las Adminis-

traciones centrales (pensiones y seguro de desempleo) mientras que en las 

funciones responsabilidad de las Administraciones territoriales (sanidad, 

educación y servicios sociales) no sucedía lo mismo. 
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c) Pese al esfuerzo por preservar el gasto en SPF el gasto por habitante en 

términos reales ha retrocedido, un hecho que para muchos ciudadanos ha 

significado que quedaban defraudadas sus expectativas sobre las coberturas 

de servicios públicos importantes, en especial aquellos en los que se han 

concentrado los ajustes.  

d) La experiencia de estos años nos enseña que cualquier compromiso públi-

co, por importante que sea, puede no ser viable si no se preservan adecua-

damente los equilibrios financieros a medio plazo necesarios para cumplir-

lo. En ese sentido, la existencia de un fondo de previsión de la Seguridad 

Social ha permitido una estabilidad de gasto en el caso de las pensiones que 

no se ha dado en otros servicios igualmente fundamentales, como la educa-

ción o la sanidad.  

e) En todo caso, la previsión financiera no es suficiente si no va acompañada 

de voluntad política. En ese sentido, los escenarios de los sucesivos docu-

mentos del Programa de Estabilidad Presupuestaria del Reino de España 

reflejan mayores compromisos a medio plazo con los gastos relacionados 

con el envejecimiento que con la educación. Para estos se definen horizon-

tes de menos esfuerzo con relación al PIB y caídas del gasto real por habi-

tante que pueden alejarnos más de la inversión en formación que realizan 

los países desarrollados.  

f) Las diferencias de gasto público en las distintas comunidades y los factores 

explicativos analizados cuestionan el cumplimiento del principio de igual-

dad de oportunidades en España, al menos en lo que se refiere al acceso a 

los SPF con independencia del lugar de residencia. Buena parte de ese in-

cumplimiento tiene su origen en la desigual financiación de los Gobiernos 

autonómicos, sobradamente probada pero no corregida.  

g) Una de las implicaciones del reiterado aplazamiento de este problema son 

algunas graves tensiones institucionales actuales; sin embargo, puede afir-

marse que hay otras con mayores consecuencias en el plano de la equidad 

que, sorprendentemente, son ignoradas. En este sentido, resulta evidente 

que existe un amplio descontento por la reducción del gasto en educación 

y sanidad en cualquier comunidad durante estos años; pero, sin embargo, 

parece ignorarse que las diferencias de gasto entre comunidades son muy 
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superiores a las que el ajuste presupuestario ha provocado en cada comu-

nidad. Y ello es así hasta el extremo de que las comunidades mejor tratadas 

disfrutan unos niveles de gasto tras los ajustes claramente superiores a los 

que tenían las comunidades peor tratadas antes incluso de aplicárseles el 

ajuste.  

Estos comentarios finales ponen de manifiesto que la mejora del diseño de las 

políticas de SPF requiere impulsar iniciativas y adoptar decisiones en cinco direc-

ciones: 

a) Diseñar las políticas con horizontes financieros de medio y largo plazo, asu-

miendo compromisos prudentes para evitar la desafección institucional que 

se deriva del incumplimiento de las promesas. 

b) Dotar fondos de previsión en los años de bonanza en todos los SPF —como 

los de las pensiones—, para poder mantener estable el gasto en sanidad, 

educación y protección social.  

c) Promover acuerdos entre las Administraciones Públicas sobre los recursos 

comprometidos en las políticas de SPF y reflejarlos en la distribución de re-

cursos entre administraciones.  

d) Revisar las diferencias territoriales de gasto en SPF porque ponen en cues-

tión la igualdad de oportunidades en el acceso a los servicios. 

e) Adecuar los sistemas de financiación autonómica a los compromisos consti-

tucionales de equidad interterritorial. 
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